
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1975
Julio

Año 65º

Boletín Judicial Núm. 776



JULIO, 1975 

BOLETIN JUDICIAL 

  

ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

Licdo. Néstor Contín Aybar, 
Presidente. 

Líe. Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de 
Presidente; 

Lic. Manuel A. Arniama, Segundo Sustituto de 
Presidente; 

  

JUECES 

Dr. Manuel D. Bergés Chupani, Lic. Francisco Flpic:io 
ras, Lic. Joaquín M. Alvarez Perelló, Lic. Juar. Eautiz)11 
Rojas Almánzar, Licdo. Máximo Lovatón Pittzdu& y 1.4i:do. 

Felipe Osvaldo P'7'. -,..domo Báez 

Licdo. Fabio FiGJ10 Cácenn 
Procurador Generrl 	>ia Repúbile::‘ 

Señor Ernesto C .:mi.31. hijo 
Secretario Genevki. y Dirs--cto? r.:131 

Editora del 	C, rt L1. ;:.-;to..,31:o., 



JULIO, 1975 	 N9 776 

BOLETIN JUDICIAL 

ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRPCTOR: 

SECRETARIO GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SUMARIO: 

Recurso de casación interpuesto por: Rafaela O. Cabelo Vda. 
Saint-Celaire y compartes, pág. 1205; Abraham Elías Sidó, pág. 
1214; Rafael Jiménez y compartes, pág. 1224: Louis Francis Bor-
das y The Yorshire Ins. Company, pág, 1234; Juan Bolívar Be-
thancour, pág. 1239; Lucía Alt. Rodríguez de González, pág. 1242; 
Ramón Pastrano Varona, pág. 1251; Felipe S. Ledesma y compar-
tes, pág. 1257; Luis Genao Espaillat, y Dr. E1'so Feo. Mallal B., 
pág. 1264; Manuel Pimentel Padua, pág. 1278; Tomás de Aquino 



1204 	 BOLETIN JUDICIAL 130LETIN JUDICIAL 	 1205 

Matos A. y Comp. Dom. de Seguros CxA., pág. 1282; Víctor A 
Mendoza y compartes, pág. 1288; Miguel A. Rosario F. y eompa r . 

 tes, pág. 1295; Antonio Núñez y compartes, pág. 1302; Casa Arau: 
jo C. por A., pág. 1309; Fertilizantes Químicos Domi. S. A 
pág. 1315; Miguel A. Fernández S. y Seguros Pepin, S. A., 
1322; Luis Ed. Escanio Pereyra, pág. 1329; Anulfo Moneró y com.: 
partes, pág. 1335; Belarminio Ml. Matías Jiménez y compartes, 
pág. 1343; Dionisio Fabian y comparte, pág. 1347; Cía. Anónima 
de Exploración Industriales, pág. 1352; Pedro A. Núñez G. y Se-
guros Pepín, S. A., pág. 1358; Catalino Amparo Paulino y COM-
parze, pág. 1365; Gregorio Arias Aristy, pág. 1373; Bernarda Gar-
cía Vda. Pegrero, pág. 1378; José A. Feliú Santana, pág. 1392; Pe-
dro D. Sapeg y compartes, pág. 1398; Tomás Sánchez y Alejan.. 
dro Aquino, pág. 1406; Labor de la Suprema Corte de Justicia, 
correspondiente al mes -le julio de 1975, pág. 1411.  

sENT1ENCIA DE FECHA 2 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 

de octubre de 1973. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Rafaela Oselia Cabela viuda Saint Claire y compar-

tes. 

Abogados: Dres. Rafael A. Sosa Maduro y Juan Luperón Vásquez. 

Recurrido: Luis Valdez Yapur. 

Abogados: Dres. José Joaquín Bidó Medina, Eligio Cordero Gó-

mez y Carlos Bidó Feliz. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 2 de julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 
sentencia: 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 2 de julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 
sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael a 
 Oselia Cabelo viuda Saint Claire, y María Nico'lasa Cabelo 
 viuda Cruz, dominicanas, mayores de edad, solteras, pro-

pietarias, portadoras de las cédulas Nos. 934280 y 12444, 
serie ira., domiciliadas en las casas Nos. 20 y 58, de las 
calles Cambronal y Máximo Grullhn, de esta ciudad, res-
pectivamente, (suceroses del finado, Carlos Cabelo Jimé_ 
nez), contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras el 29 de octubre de 1973, en relación con el So-
lar No. 1, de la Manzana No. 855 del Distrito Catastral No. 
1 del Distrito Nacional, cuyo dispositvo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, cédula No. 42110, 
serie 18, por sí, y por el Dr. Juan Luperón Vásquez, cédula 
No. 24229, serie 18, abogados de las recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Eligio Cordero Gómez, por sí y por los 
Dres. José Joaquín Bidó Medina y Carlos Marcial Bidh Fé-
lix, abogados del recurrido, Luis Valdez Yapur, dominica-
no, mayor de edad, casado, Técnico electriciita, domicilia-
do en esta ciudad, cédula No. 117822, serie ira., en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistradó Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de esta 
Corte, por el abogado de las recurrentes, el 20 de diciem-
bre de 1973, en el cual se proponen los medios de casación 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, firmado 
por sus abogados, y fechado a 29 de enero de 1974; 

Vistos los escritos de ampliación de las recurrentes y 
del recurrido, de fechas 27 y 30 de enero de 1975; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
declarando el defecto del recurrido, el Ayuntamiento del 

Distrito Nacional, fechada a 23 de octubre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 
y 65 de la ley sobre procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: a) 
que con motivo de una litis sobre reclamación de mejoras 
existentes en el Solar No. 1, de la Manzana No. 855, del 
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, el Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 8 de mayo de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo dice así: `Falla: Solar 
Número 1.-- Manzana Número 855, Area: 483.66 Ms2. — 
Primero: Declara intervinientes en esta litis, a los señores 
Irma Altagracia García o Altagracia Cabelo, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehareres domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad, cédula No. 46058, serie 
ira., y Sucesores de Manuel Salvador Cabelo Jiménez, re-
presentados por el Dr. Simón Omar Valenzuela de los San-
tos, dominicano, mayor de edad, casado abogado, con estu-
dio en esta ciudad en el Apto. 210 del Edificio No. 83 de 
la calle `El Conde' esquina `Santomé', cédula No. 18303, se-
rie 12.— Segundo: Rechaza, todas las conclusiones produ-
cidas por el señor Luis Valdez Yapur, dominicana, mayor 
de edad, casado con la señora Socorro Gómez de Valdez, 
técnico electricista, domiciliado y residente en esta ciudad, 
en la calle Juan de Morfa' No. 76, altos, cédula No. 117822, 
serie 1.— Tercero: Declara, que todas las mejoras que hay 
construída sobre este Solar, son de la propiedad de los Su- 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafaela 
Oselia Cabelo viuda Saint Claire, y María Nicolasa Cabelo 
viuda Cruz, dominicanas, mayores de edad, solteras, pr o_ 
pietarias, portadoras de las cédulas Nos. 934280 y 12444 
serie 1ra., domiciliadas en las casas Nos. 20 y 58, de las 
calles Cambronal y Máximo Grullón, de esta ciudad, res-
pectivamente, (suceroses del finado, Carlos Cabelo 
nez), contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras el 29 de octubre de 1973, en relación con el So-
lar No. 1, de la Manzana No. 855 del Distrito Catastral No. 
1 del Distrito Nacional, cuyo dispositvo se copia más ade- 
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, cédula No. 42110, 
serie 18, por sí, y por el Dr. Juan Luperón Vásquez, cédula 
No. 24229, serie 18, abogados de las recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Eligio Cordero Gómez, por sí y por los 
Dres. José Joaquín Bidó Medina y Carlos Marcial Bidó Fé-
lix, abogados del recurrido, Luis Valdez Yapur, dominica-
no, mayor de edad, casado, Técnico electricsita, domicilia-
do en esta ciudad, cédula No. 117822, serie 1ra., en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistradó Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de esta 
Corte, por el abogado de las recurrentes, el 20 de diciem-
bre de 1973, en el cual se proponen los medios de casación 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, firmado 
por sus abogados, y fechado a 29 de enero de 1974; 

Vistos los escritos de ampliación de las recurrentes y 
del recurrido, de fechas 27 y 30 de enero de 1975; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
declarando el defecto del recurrido, el Ayuntamiento del 
Distrito Nacional, fechada a 23 de octubre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 
y 65 de la ley sobre procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: a) 
que con motivo de una litis sobre reclamación de mejoras 
existentes en el Solar No. 1, de la Manzana No. 855, del 
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, el Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 8 de mayo de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo dice así: Talla: Solar 
Número 1.-- Manzana Número 855, Area: 483.66 Ms2. —
Primero: Declara intervinientes en esta litis, a los señores 
Irma Altagracia García o Altagracia Cabelo, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehareres domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad, cédula No. 46058, serie 
lra., y Sucesores de Manuel Salvador Cabelo Jiménez, re-
presentados por el Dr. Simón Omar Valenzuela de los San-
tos, dominicano, mayor de edad, casado abogado, con estu-
dio en esta ciudad en el Apto. 210 del Edificio No. 83 de 
la calle 'El Conde' esquina Santomé', cédula No. 18303, se-
rie 12.— Segundo: Rechaza, todas las conclusiones produ-
cidas por el señor Luis Valdez Yapur, dominicano, mayor 
de edad, casado con la señora Socorro Gómez de Valdez, 
técnico electricista, domiciliado y residente en esta ciudad, 
en la calle Juan de Moda' No. 76, altos, cédula No. 117822, 
serie 1.— Tercero: Declara, que todas las mejoras que hay 
construída sobre este Solar, son de la propiedad de los Su- 
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A r  
cesores de Carlos Cabelo Jiménez, representados por las 
señoras Rafaela Oselia Cabelo Vda. Saint Clair, dominica-
na, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad en la calle 'Cambronar 
No. 20.— Cuarto: Ordena, a la Registradora de Títulos del 
Distrito Nacional, hacer constar en el Original y Duplica-
dos del Certificado de Título No. 43934, correspondientes 
a este Solar, que todas las mejoras construídas en favor en 
el mismo, quedan registradas en favor de los Sucesores de 
Carlos Cabelo Jiménez, representados por las señoras Ra-
faela Oselia Cabelo Vda. Saint Clair y María Nicolasa Ca-
belo Vda. Cruz, de generales arriba anotadas'-- b) que so-
bre apelación interpuesta intervino la decisión ohora im-
nada, cuyo dispositivo le copia a continuación: "FALLA: 
Solar Número 1. —Manzana Número 855.— Area 483.66 
Ms2.— Primero: Se acoge la apelación interpuesta en fe-
cha 29 de mayo de 1972, por los Doctores Eligio Cordero 
Gómez y José Joaquín Bidó Medina, a nombre y en repre-
sentación del señor Luis Valdez Yapur.— SEGUNDO: Se 
confirma el ordinal Primero de la Decisión No. 1 del Tri-
bunal de Jurisdicción Original de fecha 8 de mayo de 1972, 
el cual dice así:— 1ro.— Declara, intervinientes en esta li-
tis, a los señores Irma Altagracia García o Altagracia Ca-
belo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula 
No. 46058, serie 1 y Sucesores de Manuel Salvador Cabelo 
Jiménez, representados por el Dr. Simón Omar Valenzue-
la de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, con estudio en esta ciudad, en el Apt. 210 del Edifi-
cio No. 83 de la calle 'El Conde' esquina Santomé', cédula 
No. 18303, serie 12'.— TERCERO: Se revocan los Ordina-
les Segundo, Tercero y Cuarto de la decisión apelada, de 
fecha 8 de mayo de 1972.— CUARTO: Se rechazan, por 
improcedentes y mal fusndadas, las conclusiones formula-
das por los Sucesores de Carlos Cabelo Jiménez, represen-
tados por el Doctor Alejandro González.— QUINTO: Se  

rechazan, por improcedentes y mal fundadas, las conclusio-

nes  formuladas por la parte interviniente, señores Irma 
Altagracia García o Altagracia Cabelo y Sucesores de Ma-
nuel Salvador Cabelo, representados por el Doctor Simón 
ornar Valenzuela de los Santos.— SEXTO: Se declara que 
todas las mejoras fomentadas dentro de este solar, son de 

la  propiedad del señor Luis Valdez Yapur, dominicano, ma-
yor de edad, casado, técnico electricista, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 117822, serie 1, domi-
ciliado en la casa No. 76 (altos) de la calle 'Juan de Mor-
fa' de esta ciudad.— SEPTIMO: Se ordena al Registrador 
de Títulos del Distrito Nacional, hacer constar en el Origi-
nal del Certificado de Título No. 43934, y en los Duplica-
dos que se expiden, el registro de todas las mejoras edifi-
cadas en este solar, en favor del señor Luis Valdez Yapur, 
de calidades anotadas.-- OCTAVO: Se rechaza, por impro-
cedente, el pedimento sobre pago de honorarios formula-
dos por los abogados representantes del señor Luis Valdez 

Yapur"; 

Considerando, que las recurrentes proponen en su 
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil y de las 
Reglas relativas a las Pruebas.— Desnaturalización de los 
hechos.— Violación al Derecho de Defensa.— Falta de mo-
tivos y falta de base legal.— Segundo Medio: Violación 

de los artículos 127 y 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras.— Falta de motivos y de base legal; 

Considerando, que las recurrentes en el desarrollo de 
sus dos medios de casación que por su relación se unen pa-
ra su examen, alegan en síntesis: que tanto ellas, como su 
causante Carlos Cabelo Jiménez, con,quien ya el recurrido 
Luis Valdez Yapur había promovido la presente de-
positaron una serie de documentos demostrativos de que 
las mejoras existentes en el solar No. 1, de la Manzana 
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cesores de Carlos Cabelo Jiménez, representados por las 
señoras Rafaela Oselia Cabelo Vda. Saint Ciair, dominica-
na, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad en la calle 'Cambronal' 
No. 20.— Cuarto: Ordena, a la Registradora de Títulos del 
Distrito Nacional, hacer constar en el Original y Duplica.. 
dos del Certificado de Título No. 43934, correspondiente s 

 a este Solar, que todas las mejoras construídas en favor en 
el mismo, quedan registradas en favor de los Sucesores de 
Carlos Ca,belo Jiménez, representados por las señoras Ra-
faela Oselia Cabelo Vda. Saint Clair y María Nicolasa Ca-
belo Vda. Cruz, de generales arriba anotadas'-- b) que so-
bre apelación interpuesta intervino la decisión ohora im-
nada, cuyo dispositivo le copia a continuación: "FALLA: 
Solar Número 1. —Manzana Número 855.— Area 483.66 
Ms2.— Primero: Se acoge la apelación interpuesta en fe-
cha 29 de mayo de 1972, por los Doctores Eligio Cordero 
Gómez y José Joaquín Bidó Medina, a nombre y en repre-
sentación del señor Luis Valdez Yapur.— SEGUNDO: Se 
confirma el ordinal Primero de la Decisión No. 1 del Tri-
bunal de Jurisdicción Original de fecha 8 de mayo de 1972, 
el cual dice así:— lro.— Declara, intervinientes en esta li-
tis, a los señores Irma Altagracia García o Altagracia Ca-
belo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula 
No. 46058, serie 1 y Sucesores de Manuel Salvador Cabelo 
Jiménez, representados por el Dr. Simón Omar Valenzue-
la de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, con estudio en esta ciudad, en el Apt. 210 del Edifi-
cio No. 83 de la calle 'El Conde' esquina Santomé', cédula 
No. 18303, serie 12'.— TERCERO: Se revocan los Ordina-
les Segundo, Tercero y Cuarto de la decisión apelada, de 
fecha 8 de mayo de 1972.— CUARTO: Se rechazan, por 
improcedentes y mal fuVidadas, las conclusiones formula-
das por los Sucesores de Carlos Cabelo Jiménez, represen-
tados por el Doctor Alejandro González.— QUINTO: Se  

rechazan, por improcedentes y mal fundadas, las conclusio-

nes  formuladas por la parte interviniente, señores Irma 
Altagracia García o Altagracia Cabelo y Sucesores de Ma-
ruel Salvador Cabelo, representados por el Doctor Simón 

Pinar Valenzuela de los Santos.— SEXTO: Se declara que 
todas las mejoras fomentadas dentro de este solar, son de 

la propiedad del señor Luis Valdez Yapur, dominicano, ma-
yor de edad, casado, técnico electricista, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 117822, serie 1, domi-
ciliado en la casa No. 76 (altos) de la calle 'Juan de Mor-
fa' de esta ciudad.— SEPTIMO: Se ordena al Registrador 
de Títulos del Distrito Nacional, hacer constar en el Origi-
nal del Certificado de Título No. 43934, y en los Duplica-
dos que se expiden, el registro de todas las mejoras edifi-
cadas en este solar, en favor del señor Luis Valdez Yapur, 
de calidades anotadas.-- OCTAVO: Se rechaza, por impro-
cedente, el pedimento sobre pago de honorarios formula-
dos por los abogados representantes del señor Luis Valdez 

Yapur"; 

Considerando, que las recurrentes proponen en su 
memorial, los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil y de las 
Reglas relativas a las Pruebas.— Desnaturalización de los 
hechos.— Violación al Derecho de Defensa.— Falta de mo-
tivos y falta de base legal.— Segundo Medio: Violación 

de los artículos 127 y 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras.— Falta de motivos y de base legal; 

Considerando, que las recurrentes en el desarrollo de 
sus dos medios de casación que por su relación se unen pa-
ra su examen, alegan en síntesis: que tanto ellas, como su 
causante Carlos Cabelo Jiménez, con quien ya el recurrido 
Luis Valdez Yapur había promovido la presente litis; de-
positaron una serie de documentos demostrativos de que 
las mejoras existentes en el solar No. 1, de la Manzana 

¡1 
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855 del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional er an 
 de la esclusiva propiedad del finado Carlos Cabelo Jiménez, 

causante de las recurrentes, y sin embargo la decisión ir ri, 
pugnada no dá constancia de que esos documentos fueran 
tomados en cuenta ni ponderados por el Tribunal a-q uo; 

 que cuando el Ayuntamiento vendió a Luis Valdez Yapur,  
el Solar en cuestión, ya existía la litis sobre las mejora s' 

 edificadas en el mismo, entre éste último, y Carlos Cabelo 
Jiménez, y al ser dicha lirtis, como lo era, del conocimiento 
del Ayuntamiento, no debió, como lo hizo, acceder a la 
venta del Solar en cuestión, hasta que la litis referida hu-
biése sido resuelto definitivamente; que en el fallo impug-
nado hay contradicción de motivos al admitir que las me-
joras no podían ser hechas sin el consentimiento del dueño 
del Solar, y luego, reconocer a Luis Valdez Yapur, como 
propietario de las mismas; que en todo caso, la venta he-
cha por el Ayuntamiento a Yapur, del Solar sobre el que 
habían sido construidas las mejoras, en discusión, no basta-
ba como parece haberlo entendido el Tribunal a-quo, para 
que se registrasen en favor de éste dichas mejoras; que los 
hechos y pruebas, establecían que las mejoras en. cuestión 
eran, o habían sido hechas por Carlos Cabelo Jiménez, cau-
sante como se ha dicho de las recurrentes; que al no ha-
berse admitido así, se incurrió en la sentencia impugnada, 
en la violación del artículo 1315 del Código de defensa, fal-
ta y contradicción de motivos, y base legal; como asimis-
me en la violación de los artículos 127, 151 y 202 de la Ley 
de Registro de Tierras y 555 del Código Civil, y en conse-
cuencia sostienen las recurrentes, dicha sentencia debe ser 
casada; pero, 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto, que contrariamente a lo que alegan las recu-
rrentes, todos y cada tino de los documentos aportados por 
éstas para tratar de establecer que las mejoras edificadas 
sobre el Solar No. 1, de la Manzana 855 del Distrito Ca- 
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Considerando, que en efecto, consta en dicho fallo, 
primordialmente, que al pertenecer el Solar mencionado 
precedentemente al Ayuntamiento del Distrito Nacional, 
desde el año 1955, según certificado de Título No. 43934, 
solo, dicha corporación Municipal, podía vender válida-
mente dicha propiedad como lo hizo, en favor del recurri-
do, Luis Valdez Yapur, y en consecuencia la venta que del 
mismo Solar había hecho Armando Aquino en favor de 
Carlos María Cabelo Jiménez, causante de las hoy recu-
rrentes, no pudo transmitir derecho alguno sobre el Solar 
No. 1 de la Manzana 855 del Distrito Catastral No. 1 del 
Distrito Nacional, en el que se habían construido las me- 

joras en discusión; 

Considerando, que en ningún caso, al tenor de lo que 
dispone el artículo 202 de la ley de Registro de Tierras, las 
actuales recurrentes hubiesen podido registrar en su pro-
vecho las mejoras hechas en el Solar precedentemente des-
crito, sin el consentimiento expreso del Ayuntamiento del 
Distrito, en favor del cual dicha propiedad se encontraba 
registrada al momento en que fueron realizadas las mejo- 

ras que se discuten; 

Considerando, que aparte de lo dicho que por sí solo 
justificaría el fallo impugnado, consta en el mismo, que en 
el expediente se encuentran depositadas numerosas factu-
ras de diversas casas comerciales 14s cuales se refieren a la 
adquisición por parte de "Valdez Yapur" de efectos de 
construcción, como cemento, varillas, etc., remitidos a la 
calle Juan Pablo Pina, esquina París, o sea al lugar en 

tastral No. 1 del Distrito Nacional, les pertenecían, fueron 
debidamente ponderados por el Tribunal a-quo, y para res-

tarle eficacia probatoria a los referidos documentos, se die-

ron motivos correctos según resulta de lo que se dirá más 

adelante; 
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855 del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional er an 
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que se encontraban ubicadas las mejoras en discusión; q ue 
 en la solicitud de "Yapur" al Ayuntamiento para la com-

pra del Solar, se revelaba que éste era dueño, y tenía la pa 
sesión de las mejoras edificadas en el mismo; que en el ex-
pediente hay constancia asimismo,— de una demanda en 
cobro de alquileres —intendada por "Valdez Yapur"— 
contra varios inquilinos, ocupantes de las edificaciones y 
en rescisión de los contratos de alquileres respectvos; 

Considerando, que todo lo dicho, sirvió para edificar a 
los jueces del fondo, como cuestión de hecho, sin desnatu-
ralización alguna, ya que se les atribuyó a los mismos, su 
verdadero sentido y alcance, de que las mejoras en discu-
sión pertenecían a Luis Valdez Yapur, y no a los Suceso-
res de Carlos María Cabelo Jiménez, como lo pretendían 
éstos; por todo lo cual no es preciso admitir que los alega-
tos que se examinan carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafaela Oselia Cabelo Vda. Saint 
Clairt y María Nicolasa Cabelo Vda. Cruz, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 29 
de octubre de 1973, en relación con el Solar No. 1 de la 
Manzana No. 855 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena a las recurrentes al pago 
de las costas ordenando su distracción en provecho de los 
Dres. José Joaquín Bidó Medina, Eligio Cordero Gómez y 
Carlos Marcial Bidó Féliz, quienes afirman estarlas avan-
zando en su mayor parte. 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

ti 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Ju an 

 de la Maguana de fecha 25 de junio de 1974. 

Materia: Trabajo. 

Recurrentes: En forma principal, Abraham Elías Sidó. En forma 

incidental, Fausta Canario. 

Abogado: de Elías Sidó: Lic. J. Humberto Terrero. 

Recurrido: Fausta Canario. 

Abogado: Dr. Nelson Eddy Carrasco. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón 
Pittaluga, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos en forma 
principal por Abrahan Elías Sidó, dominicano, mayor de 
edad, casado,' comerciante, domiciliado y residente en la  

ciudad de San Juan de la Maguana, cédula No. 31817, se-
rie 12, y en forma incidental, por Fausta Canario, domini-
cana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, domicilia-
da  y residente en la casa No. 10 de la calle 16 de agosto 
de la ciudad de San Juan de la Maguana, cédula No. 19146, 
serie 12, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de 
Segundo Grado, el día 25 de junio de 1974, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Simón Oscar Valenzuela, en representa-
ción del Lic. J. Humberto Terrero, cédula No. 2716, serie 
10, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Nelson Eddy Carrasco, cédula No. 55273, 
serie 31,abogado de la recurrida y recurrente incidental, 
en la lectura de sus conclusiones; recurrida que es Faus-
ta Canario; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente princi-
pal, suscrito por su abogado, depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia, el día 10 de septiembre 
de 1974, en el cual se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios de casación que luego se indican; 

Visto el memorial de casación incidental y de defensa 
de la recurrida firmado por su abogaclp; 

Visto el escritd de ampliación del recurrente, suscrito • 
Por su abogado; 



Visto el escritd de ampliación del recurrente, suscrito • Por su abogado; 
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La Suprema Corte de Justica, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurre n-
tes que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, intentada por Fausta Canario contra Abra-
han Elías Sidó, hoy recurrente, el Juzgado de Paz de San 
Juan de la Maguana, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajó, dictó el día 5 de septiembre de 1973, una senten-
cia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Rechaza la demanda por prestaciones laborales, incoada 
por la señora Fausta Canario, contra su Patrono Abraham 
Elías Sidó, en razón de que su despido fue justificado por 
abandono del trabajo, sin permiso del patrono; SEGUNDO: 
Condena a la señora Fausta Canario, al pago de las costas 
del procedimiento"; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto por Fausta Canario contra esa decisión, inter-
vino la sentencia aohra impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
bueno y válido el presente recurso de apelación por haber-
se interpuesto ccnforme a la ley; SEGUNDO: Declara re-
suelto el contrato de trabajo que ligaba al señor Abrahan 
Elías Sidó con la señora Fausta Canario, con responsabili-
dad para el señor Abraham Elías Sidó; TERCERO: Con-
dena al señor Abraham Elían Sidó a pagar a la señora 
Fausta Canario los valores siguientes: 45 días de salario 
por auxilio de cesantía, 14 días de salario por vacaciones 
no disfrutada, tres (3) meses de salario por aplicación del 
artículo 84 ordinal 3 9, un (1) mes de salario por aplicación 
de la Ley No. 288; RD$36.86 por diferencia de salario de-
jados de pagar durante doce meses de acuerdo con la ta-
rifa de salario mínimo de RD$3.63; CUARTO: Condena al 
señor Abránan Elías Sidó al paga de las costas del proce- 

dimiento en favor del Dr. Nelson Eddy Carraco, abogado 
que afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando, que , en su memorial el recurrente Elías 
Sidó propone contra la sentencia impugnada, los siguien-
tes medios: Primer Medio: Violación del artículo 141 del 

Código de Procedimiento Civil, por errada aplicación de 
(sic) los hechos de la causa; Segundo Medio: Errada apli-

cación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
en cuanto al Derecho; Tercer Medio: Violación del artículo 
78 del Código de Trabajo; Cuarto Medio: Violación del ar-
tículo 49 del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación 
del derecho de defensa y de 'las reglas de la prueba; 

Considerando, en cuanto a los primeros cuatro medios 
propuestos e invocados por el recurrente, los cuales se reu-
nen para su examen por su estrecha vinculación, que en 
ellos se alega, en síntesis, lo siguiente: 1) que la traba-

jadora Canario dejó de asistir a su trabajo durante tres 
días consecutivos, fundamentando su afirmación en hechos 
que se hacen constar en la sentencia apelada, la cual fue 
revocada por la ahora impugnada y en el acta levantada 
en la Oficina del Trabajo de San Juan y en el testimonio 
del Inspector del Trabajo, señor Rafael García; 2) que al 
justificar la sentencia impugnada una demanda en recla-
mación de prestaciones laborales de un trabajador en fal-
ta "en días navideños", en que "las disposiciones de la Se-
cretaría del Trabajo, autorizan la apertura del Comercio 
aún en los días feriados, y en ausencia del trabajador en 
días laborables, como comprobaron 'las autoridades del 
Trabajo", la sentencia objeto del recurso "desconoce por 
completo la aplicación de la Ley"; y 3) que "si el artículo 
78 apartado 11 del Código de Trabajo justifica el despido 
del trabajador cuando el patrono prueba la inasistencia 
durante dos (2) días consecutivos o dos días en un mismo 

mes sin permiso) del patrono o de quien lo represente., sin 
's 
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dimiento en favor del Dr. Nelson Eddy Carraco, abogado 
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cación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
en cuanto al Derecho; Tercer Medio: Violación del artículo 
78 del Código de Trabajo; Cuarto Medio: Violación del ar-
tículo 49 del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación 
del derecho de defensa y de las reglas de la prueba; 

Considerando, en cuanto a los primeros cuatró medios 
propuestos e invocados por el recurrente, los cuales se reu-
nen para su examen por su estrecha vinculación, que en 
ellos se alega, en síntesis, lo siguiente: 1) que la traba-
jadora Canario dejó de asistir a su trabajo durante tres 
días consecutivos, fundamentando su afirmación en hechos 
que se hacen constar en la sentencia apelada, la cual fue 
revocada por la ahora impugnada y en el acta levantada 
en la Oficina del Trabajo de San Juan y en el testimonio 
del Inspector del Trabajo, señor Rafael García; 2) que al 
justificar la sentencia impugnada una demanda en recla-
mación de prestaciones laborales de un trabajador en fal-
ta "en días navideños", en que "las disposiciones de la Se-
cretaría del Trabajo, autorizan ;  la apertura del Comercio 
aún en los días feriados, y en ausencia del trabajador en 
días laborables, como comprobaron las autoridades del 
Trabajo", la sentencia objeto del recurso "desconoce por 
completo la aplicación de la Ley"; y 3) que "si el artículo 
78 apartado 11 del Código de Trabajo justifica el despido 
del trabajador cuando el patrono prueba la inasistencia 
durante dos (2) días consecutivos o dos días en un mismo 
mes sin permiso) del patrono o de quien lo represente, sin 
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notificar la causa justa que tuvo en el plazo prescrito po r 
 el artículo 49, y si la propia Fausta Canario confiesa en la 

Oficina del Trabajo que durante tres días consecutivos 
abandonó sus labores sin estar autorizada para ello, en días 
navideños en' que la demanda del público hace necesario 
la presencia de los empleados, y esas faltas son comproba,. 
das debidamente por las autoridades laborales, al enten-
derlo de otra manera el Juez de Primera Instancia de San, 
Juan, en su sentencia, lo hace en violación del artículo del 
Código 'de Trabajo ya señalado"; pero, 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto que el Juzgado a-quo, para declarar injustifica-
do el despido, dio por establecido lo siguiente: a) que entre 
Abrahan Elías Sidó, como patrono y Fausta Canario, co-
mo trabajadóra, existió un contrato de trabajo, mediante 
el cual la última prestaba servicios en la tienda de tejidos 
del primero, mediante el pago de un salario de RD$50.00 
(cincuenta » pesos oro) mensudes; •  b) que después de dos 
años de labores de la trabajadora, el patrono la despidió el 
día. 2 de enero de 1973, a las diez horas d.e la mañana, apro-
ximadamente, por la alegada, causa de inasistencia a su tra-
bajo durante los días 29 y. 30 de diciembre de 1972 y 2 de 
enero de 1973; e) que el Representante Local del Trabajo 
Certifica que el patrono le comunicó el despido de su tra-
bajadora .el 2 de enero de 1973, a las nueve horas de la ma-
ñana, y que ese mismo día 'a las diez horas de la mañana, 
la ex trabajadora recibió una comunicación de la oficina 
de Trabajo, en 'la cual le.ratifica el despido y la causa ale-
gada por su ex patrono; d) que, previa querella presenta-
da por la trabajadora, el 5 de enero de 1973, a las diez 
horas de la mañana el Representante Local del Trabajo 
levantó acta de -no-acuerdo entre las partes; e) qué la tra-
bajadora alegó qUe encontró a su niña enferma y pasó por 
lá tienda de su 'patrono el vierne 29, de diciembre de 1972 
y lo comunicó a éste que iba con su hija para la clínica, 
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declaración que no fue negada por el patrono ante el Ins7 
pector del Trabajo, según afirmó éste ante el Juzgado a

de 

paz, 
con que queda descartada "la falta de asistenci 

a 

su 
trabajo de la ex trabajadora el vietnes 29 de-diciembre 

30 de 
de 1972, alegada por el ex patron.o"; f) que "si el día  

d• 
 ciembre de 1972, la' ex trabajadora e 

ajadora no asistió á su trab
la  
aj 

jo, el ex patrono estaba enterado perfectamente que  
causa de la inasistencia era la enfermedad de la hija dde 

e 

ella y 
con lo cual quedó cumplida a cabalidad de parte  

dicha ex trabajadora, lo que prescribe el artículo 49 del 
Código de Trabajo",; g) que el día 31 de diciembre era do-

mingo y el 19 
 de enero de 1973 (lunes) era Día de Año 

Nuevo, ambos no laborables; h)' que siendo el horario de 
ocho horas diarias y habiendo recibido la ex trabajadora 
el despido a las diez horas de la mañana, el día 2 

se 
 d e ene- 

ro de 1973, queda descartada la falta de asistencia e día, 
alegada por el ex patrono, puesto que después de despedi- 
da a las diez de la mañana, no tenía que volver a sus labo- 

res; 

Considerando, que de todo lo precedentemente expues-
to se desprende' que el Juzgado a-quo estableció, por los 
medios de prueba legalmente admitidos y regularmente ad-
ministrados, y dando motivos suficientes y pertnente para 
su decisión que de parte de la trabajadora Fausta Canario 
no existieran.las faltas de inasistencia durantedos' 

dír
e u r

con-

secutivos a sus labores, sin su permiso, alegada por el 

rrente Elías Sidó; 

Considerando, que por otra parte, en relación con el 
alegato del recurrente de que en los días navideños las 'dis-
posiciones de la Secretaría de Estado de Trabajo, autorizan 

la apertura delcomercio, 
 comercio, aún en los días feriados; si bien 

esto es ciertos no lo 'es menos que, cuando la Ley autoriza la 
prolongación de la jornada de trabajo, por circunstancias. 
extraordinarias, esta disposición no se impone al trabajador, tir 
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notificar la causa justa que tuvo en él plazo prescrito po r 
 el artículo 49, y si la propia Fausta Canario confiesa en la 

Oficina del Trabajo que durante tres días consecutivo s 
 abandonó sus labores sin estar autorizada para ello, en días 

navideños en' que la demanda del público hace necesario 
la presencia de los empleados, y esas faltas son comproba, 
das debidamente por laS autoridades laborales, al enten-
derlo de otra manera el Juez de Primera Instancia de San 
Juan, en su sentencia, lo hace en violación del artículo del 
Código de Trabajo ya señalado"; pero, 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto que el Juzgado a-quo, para declarar injustifica-
do el despido, dio por establecido lo siguiente: a) que entre 
Abrahan Elías Sidó, como patrono y Fausta Canario, co-
mo trabaj adora, existió un contrato ,de trabajo, mediante 
el cual la última prestaba servicios en la tienda de tejidos 
del primero, mediante el pago de un salario de RD$50.00 
(cincuenta _pesos oro) mensuaIes;, b) que después de dos 
arios de labores de la trabajadora, el patrono la despidió el 
día. 2 de enero de 1973, a las diez horas de la mañana, apro-
ximadamente, por la alegada causa de inasistencia a su tra-

ii bajo durante los días 29 y. 30 de diciembre de 1972 y 2 de 
enero de 1973; c) que el Representante Local del Trabajo 
Certifica que el patrono le comunicó el despido de su tra- 
bajadora el 2 de enero de 1973, a las nueve horas de la ma- 
ñana, y que ese mismo día "a las diez horas de la mañana, 
la ex trabajadora recibió una comunicación de la oficina 
de Trabajo, en 'la cual le ratifica el despido y la causa ale-

,' gada por su ex patrono; d) que, previa querella presenta- 
da por* la trabajadora, el 5 de enero de 1973, a las diez 
horas de la mañana el Representante Local del Trabajo 
levantó acta de -no-acuerdo entre las partes; e) qué la tra- 
bajadora alegó qbe encontró a su niña enferma y pasó por 

1; la tienda de su patrono el vierne 29, de diciembre de 1972 
y lo comunicó .a éste que iba con su hija para la clínica, 
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declaración que no fue negada por el patrono ante el Insr 

pector del Trabajo, según afirmó éste ante el Juzgad aa 
o de 

paz, con que queda descartada "la falta 29 
de de›- 

asistenci 
diciembre 

su 'trabajo de la ex trabajadora el vietnes 
de 1972, alegada por el ex patrono"; f) que "si el día 30 de 

diciembre  de 1972, la' ex trabajadora no asistió á su trab la 
a.: 

jo, el ex patrono estaba enterado perfectamente de que  
causa de la inasistencia era la enfermedad de la hija de 

ella y 
con lo cual quedó cumplida a cabalidad de parte. de 

dicha ex trabajadora, lo que prescribe el artículo 49 del 

Código de Trabajo", :, g) que el día 31 de diciembre era do-

mingo y el 19 
 de enero de 1973 (lunes) éra Día. de Año 

Nuevo, ambos no laborables; h)' que siendo el horario de 
ocho horas diarias y habiendo recibido la ex trabajadora 
el despido a 'las diez horas de la mañana, el día 2 de ene-
ro de 1973, queda descartada la falta de asistencia ese día, 
alegada por el ex patrono, puesto que después de despedi-
da a las diez de la mañana, no tenía que volver a sus labo-

res; 

Considerando, que de todo lo precedentemente expues-
to se desprende que el Juzgado a-quo estableció, por los 
medios de prueba legalmente admitidos y regularmente ad-
ministrados, y dando motivos suficientes y pertnente para 
su decisión que de parte de la trabajadora Fausta Canario 
no existieran las faltas de inasistencia durante dos días con-
secutivos a sus labores, sin su permiso, alegada por e recu 

riente Elías Sido; 

Considerando, que por otra parte, en relación con el 
alegato del recurrente de que en los días navideños las dis-
posiciones de la Secretaría de Estado de Trabajo 

d 

, autorizan 
en 

la apertura del comercio, aún en los días feriaos bi 
esto es cierto, no lo 'es menos que, cuando la Le autoriza la y  

prolongación de la jornada de trabajo, por circunstancias 
extraordinarias, esta disposición no se impone al trabajador, 
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sino que faculta a las partes para contratar períodos de tra-
bajo mayores a los ordinarios; que, por tanto, en la senten-
cia impugnada no se han cometido las violaciones de ley ni 
los vicios alegados por el recurrente, por lo que los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados; 

Considerando, que el recurrente alega en su quinto y 
último medio, en síntesis, que ya ha sido decidido por esta 
Suprema Corte de Justicia que una demanda por despido es 
completamente independiente de, una demanda por dife-
rencia de salarios, los cuales tienen sus procedimientos co- • 
rrespondientes y que en el dispositivo de su sentencia el 
Juez a-quo establece sobre diferencias de salarios, según 
su criterio, sin darle oportunidad a él de establecer, por 
los medios legales, que ese aspecto de la demanda es in-
fundado, porque siempre cumplió con sus obligaciones co-
mo patrono, por lo cual esta parte rde la sentencia debe ser 
casada, por violación del derecho de defensa; pero, 

Considerando, que el examen de los documentos del 
expediente revela a) que en la demanda introductiva se 
hace constar que Fausta Canario citó y emplazó a Abrahan 
Elías Sidó, ante el Juzgado de Paz de San Juan de la Ma-

, guana en sus atribuciones de Juzgado de Trabajo, entre 
otros fines y atendido a que ganaba, un salario inferior al 
señalado en la tarifa de salarios, a oirse condenar, entre 
otros conceptos a RD$36.86 por diferencia de salarios de-
jados de pagar durante doce meses de acuerdo a la tarifa 
de salarios mínimos número 5/71 de junio de 1971, todo en 
base a un salario diario de RD$3.63 que es el consignado 
por la tarifa de salarios mínimos"; b) que ante el Juzgado 
de Paz de San Juan de la Maguana en atribuciones de tra-
bajo, según consta en la Lentencia dictada en fecha 5 de 
septiembre de 1973, la parte demandante, en presencia de 
la demandada, solicitó y obtuvo que se ordenara la audi- 
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ción de las partes y un informativo testiomnial, para pro-
bar su demanda, medidas que se cumplieran en la audien-
cia celebrada el 25 de mayo de 1973, con la asistencia del 
ahora recurrente principal; c) que en esta misma audien-
cia, la trabajadora Canario concluyó solicitando que se 
condenara a Abrahan Elías Sidó a pagarle además de las 
prestaciones correspondientes el valor de RD$36.86 por 
diferencia de salarios dejados de pagar durante doce me-
ses de acuerdo a la tarifa de salarios mínimos número 5/71 

de julid tde 1971, todo en base a un salario diario de RD.- 
• $3.63; d) que el ahora recurrente solicitó y obtuvo un pla-

zo de quince días para replicar; e) que en la audiencia ce-
lebrada con motivo del recurso de apelación interpuesto 
por la trabajadora Canario contra la sentencia que había. 
dado ganancia de causa al patrono Elías Sidó, aquella ra-
tificó sus conclusiones; por todo lo cual resulta evidente 

\ que 'el recurrente Elías Sidó, tuvo oportunidad, ante los 
Jueces del fondo y no lo hizo, de proponer lo que ahorra 
alega en casación, por primera vez, por lo que este medio 
resulta inadmisible, por ser nuevo, en casación; 

Considerando, en cuanto al recurso incidental inter-
puesto por la recurrida Fausta Canario, que la recurrente 
propone el siguiente Unico Medio: Violación del artículo 
69, párrafo tercero, del Código de Trabajo y en el des-
arrollo del mismo alega lo siguiente: que al dictar la sen-
tencia a favor de Fausta Canario "se ha dejado de consig-
nar en su dispositivo los 24 días de salario que le corres-
ponden por concepto de preaviSo, por tanto la sentencia ha 
sido insuficiente y por tanto merece casarse incidental-
mente en este único aspecto"; 

Considerando, que las indeffinizaciones legales por 
despido injustificado están taxativamente fijadas por el 
artículo 84 del Código de Trabajo y se trata de créditos 

sujetos a la sola condición de que el despido sea declarado 
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sino que faculta a las partes para contratar períodos de tra-
bajo mayores a los ordinarios; que, por tanto, en la senten-
cia impugnada no se han cometido las vidlaciones de ley ni 
los vicios alegados por el recurrente, por lo que los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados; 

Considerando, que el recurrente alega en su quinto y 
último medio, en síntesis, que ya ha sido decidido por esta 
Suprema Corte de Justicia que una demanda por despido es 
completamente independiente de, una demanda por dife-
rencia de salarios, los cuales tienen sus procedimientos co-
rrespondientes y que en el dispositivo de su sentencia el 
Juez a-quo establece sobre diferencias de salarios, según 
su criterio, sin darle oportunidad a él de establecer, por 
los medios legales, que ese aspecto de la demanda es in-
fundado, porque siempre cumplió con sus obligaciones co-
mopatrono, por lo cual esta parte de la sentencia debe ser 
casada, por violación del derecho de defensa; pero, 

Considerando, que el examen de los documentos del 
expediente revela a) que en la demanda introductiva se 
hace constar que Fausta Canario citó y emplazó a Abrahan 
Elías Sidó, ante el Juzgado de Paz de San Juan de la Ma- 

i guana en sus atribuciones de Juzgado de Trabajo, entre 
otros fines y atendido a que ganaba) un salario inferior al 
señalado en la tarifa de salarios, a oirse condenar, entre 
otros conceptos a RD$36.86 por diferencia de salarios de-
jados de pagar durante doce meses de acuerdo a la tarifa 
de salarios mínimos número 5/71 de junio de 1971, todo en 
base a un salario diario de RD$3.63 que es el consignado 
por la tarifa de salarios mínimos"; b) que ante el Juzgado 
de Paz de San Juan de la Maguana en atribuciones de tra-
bajo, según consta en la Lentencia dictada en fecha 5 de 
septiembre de 1973, la parte demandante, en presencia de 
la demandada, solicitó y obtuvo que se ordenara la audi- 
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ción de las partes y un informativo testiomnial, para pro-

bar su demanda, medidas que se cumplieran en la audien-
cia celebrada el 25 de mayo de 1973, con la asistencia del 

ahora recurrente principal; c) que en esta misma audien-
cia, la trabajadora Canario concluyó solicitando que se 
condenara a Abrahan Elías Sidó a pagarle además de las 

prestaciones correspondientes el valor de RD$36.86 por 
diferencia de salarios dejados de pagar durante doce me-
ses de acuerdo a la tarifa de salarios mínimos número 5/71 
de julid"de 1971, todo en base a un salario diario de RD-

$3.63; d) que el ahora recurrente solicitó y obtuvo un pla-
zo de quince días para replicar; c)-que en la, audiencia ce-
lebrada con motivo del recurso de apelación interpuesto 
por la trabajadora Canario contra la sentencia que había 
dado ganancia de causa al patrono Elías Sidó, aquella ra-

tificó sus conclusiones; por todo lo cual resulta evidente 
\ que 'el recurrente Elías Sidó, tuvo oportunidad, ante los 

Jueces del fondo y no lo hizo, de proponer lo que ahorra 
alega en casación, por primera vez, por lo que este medio 
resulta inadmisible, por ser nuevo, en casación; 

Considerando, en cuanto al recurso incidental inter-
puesto por la recurrida Fausta Canario, que la recurrente 
propone el siguiente Unico Medio: Violación del artículo 
69, párrafo tercero, del Código de Trabajo y en el des-
arrollo del mismo alega lo siguiente: que al dictar la sen-
tencia a favor de Fausta Canario "se ha dejado de consig-
nar en su dispositivo los 24 días de salario que le corres-
ponden por concepto de preaviSo, por tanto la sentencia ha 
sido insuficiente y por tanto merece casarse incidental-
mente en este único aspecto"; 

Considerando, que las inderhnizaciones legales por 
despido injustificado están taxativamente fijadas por el 
artículo 84 del Código de Trabajo y se trata de créditos 
sujetos a la sola condición de que el despido sea declarado 
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injusto; que de acuerdo con el referido texto legal, el tri.. 
bunal, al declarar el despido injustificado y resuelto el con-
trato por culpa del patrono, condenará en consecuencia, a 
este último, a pagar al trabajador, entre otros, los valores 
siguiente: si el contrato es por tiempo indefinido, como 
'ocurre en la especie, "las sumas que correspondan al pla-
zo de desahucio y al auxilio de cesantía; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto, que' el Juez a-quO, al declarar resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a Abrahan Elías Sidó con 
Fausta Canario, con responsabilidad para el primero, dejó 
de condenar a éste a la suma correspondiente al plazo del 
desahucio, no obstante haberle sido formalmente solicita-
do por conclusiones de la trabajadora, en estos términos: 
"Condenar a mi requerido señor Abrahan Elías Sidó a pa-
gar los valores siguientes a la señora Fausta Canario: 24 
días de salario por concepto de preaviso" etc.; que al ha-
ber omitido esta condenación, no obstante haber compro-
bado que la trabajadora Canario, cuando el patrono la 
despidió "había laborado por más de dos años", es claro 
que el Juez a-quo violó en la sentencia recurrida, el artícu-
lo 69, párrafo 3 9  del Código de Trabajo; por lo cual ésta 
debe ser casada en este aspecto, acogiendo el único medio 
del recurso de casación incidental de la recurrida; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la omi-
sión de condenación a la suma correspondiente al plazo del 
desahucio, la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Magua-
na, en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segun-
do Grado, en fecha 25 de junio de 1974, cuyo dispositivo se 
-ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto, así delimitado, al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua., en sus atribuciones de Tribunal 
de Trabajo 'cle Segundo Grado; Segundo: Reohaza el recur-. 

so de casación interpuesto por Abrahan Elías Sidó, con-
tra•la indicada sentencia; y Tercero: Condena al recurren-
te Abrahan Elías Sidó al pago de las costas, con. distrac-

ción de las mismas en provecho del Dr. Nelson Eddy Ca-
rrasco, quien afirma haberlas avanzado en. st.i. totalidad. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Alniama.— Manuel D. Bergés Chu- 

_ 

pani.— Francisco Elpidio Beras.--- Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo- 
vatón Pittaluga.— Erneáto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en s su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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injusto; que de acuerdo con el referido texto legal, el tri.. 
bunal, al declarar el despido injustificado y resuelto el con, 
trato por culpa del patrono, condenará en consecuencia, a 
este último, a pagar al trabajador, entre otros, los valores 
siguiente: si el contrato es por tiempo indefinido, como 
Ocurre en la especie, "las sumas que correspondan al pla-
zo de desahucio y al auxilio de cesantía; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo, al declarar resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a Abrahan Elías Sidó con 
Fausta Canario, con responsabilidad para el primero, dejó 
de condenar a éste a la suma correspondiente al plazo del 
desahucio, no obstante haberle sido formalmente solicita-
do por conclusiones de la trabajadora, en estos términos: 
"Condenar a mi requerido señor Abrahan Elías Sidó a pa-
gar los valores siguientes a la señora Fausta Canario: 24 
días de salario por concepto de preaviso" etc.; que al ha-
ber omitido esta condenación, no obstante haber compro-
bado que la trabajadora Canario, cuando el patrono la 
despidió "había laborado por más de dos años", es claro 
que el Juez a-quo violó en la sentencia recurrida, el artícu-
lo 69, párrafo 3 9  del Código de Trabajo; por lo cual ésta 
debe ser casada en este aspecto, acogiendo el único medio 
del recurso de casación incidental de la recurrida; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la omi-
sión de condenación a la suma correspondiente al plazo del 
desahucio, la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Magua-
na, en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segun-
do Grado, en fecha 25 de junio de 1974, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto, así delimitado, al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicill de Azua, en sus atribuciones de Tribunal 
de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: Rechaza el recur- 

so de casación interpuesto por Abrahan Elías Sidó, con-
tra la indicada sentencia; y Tercero: Condena al recurren-
te Abrahan Elías Sidó al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Nelson Eddy Ca-
rrasco, quien afirma haberlas avanzado en sú totalidad. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 15 de febrero de 1974. 

Materia: Civil. 

• Recurrentes: Rafael Jiménez Espino y compartes. 

Abogado: Dr. José A. Keppis Nina. 

Recurrido: Lidia Trinidad de Quilez. 

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la. Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pitta-
higa, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Naciohal, hoy día 4 del mes de Julio del 
año 1975, años 132' de la Independencia y 112' de la Res-
tauración, dictt. en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Jiménez Espino, dominicano, mayor de edad, casado, cédu-
la No. 4740 serie lra., domiciliado y residente en la casa 
No. 170, de la calle Marcos Adón de esta ciudad; Amparo 
González María, cédula No. 1013 serie 66; Clara González, 

cédula No. 4939, serie 65; Félix González, cédula No. 2149 
serie 66; Felipito González, cédula No. 2670, serie 66; Eu-

fe-rn ia González, cédula No. 1977, serie 66; Lucrecia Gon-
zález, cédula No. 3929, serie 66; Segundo González, cédula 
No. 2772, serie 66; Bernardina González, cédula No. 1327, 
serie 66; Inocencia González, cédula No. 2742, serie 66; 
Santos González, cédula No. 1902, serie 66; Teresa Gonzá-
lez, cédula' No. 2862, serie 66; Luisa González, cédula No. 
2142, serie 66; Petronila González, cédula No. 2690, serie 
66; Lorenza González, cédula NO. 125, serie 30; Teodoro 
González Espino, cédula No. 3075, serie 66; Celeste Espino 
González, cédula No. 2378, serie 66; Francisca Espino Gon-
zález, cdula No. 293, serie 66; María A. Espino ,  González, 
cédula No. 407, serie 66; Nieves Espino González, cédula 
No. 31422, serie 1ra.; Lorenzo Espino González, cédula 
No. 13168, serie 66; y Luz *Espino González, cédula No. 
9301, serie 66; todos dominicanos, mayores de edad, casa-
dos, domiciliados y residentes en esta ciudad; contra la 
sentencia dictada en atribuciones civiles, el día. 15 de fe-
brero de 1974, por la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura. del rol; 

Oído al Doctor José A. Keppis Nina, cédula No. 50171, 
serie lra., abogado de los recurrentes en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Licenciado C'arlos José Gómez, a nombre del 
Licenciado Freddy Prestol Castillo, cédula Np. 8401, serie 
ira., abogado de la recurrida Lidia Trinidad de Quílez, 

• 
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No. 13168, serie 66; y Luz Espino González, cédula No. 
9301, serie 66; todos dominicanos, mayores de edad, casa-
dos, domiciliados y residentes en esta ciudad; contra la 
sentencia dictada en atribuciones civiles, el día. 15 de fe-
brero de 1974, por la Corte de Apelación de San Francisco 
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cédula No. 1346, serie 65, domiciliada en Samaná, en la. 
 lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema, Corte de Justicia, en fecha 29 de m a

-yo del 1974, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
 el cual se proponen contra la sentencia impugnada, los 

medios que se indican más adelante; 

Visto el . memorial de defensa de la recurrida, de fe-
cha 8 de julio de 1974, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelantes, y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha 26 de octubre de 1972, sobre requerimiento 
de los actuales recurrentes, el Juez de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Samaná, dictó en sus atribuciones 
civiles, una ordenanza, cuyo dispositivo sé transcribirá 
más adelante; b) que habiendo recurrido en oposición con-
tra la misma, Lidia Trinidad de Quilez, el mismo Juez 
dictó el 12 de enero de 1973, una nueva ordenanza con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Revocar co-
mo al efecto revocamos la Ordenanza dictada por este Tri-
bunal en fecha veinte y seis (26) de octubre del año Mil 
Novecientos Setenta 'y Dos ((1972), dictada contra la seño-
ra Lidia Trinidad de Quilez, contentiva del siguiente dis-
positivo; `Pr¿mero: Autorizar a los impetrantes señores Ra-
fael Jiménez Espino y compartes, cuyas referencias lega- 

les constan a practicar los embargos conservatorios y re-
tentivo sobre los bienes muebles de la señora Lidia Trini-
dad de Quilez, en sus propias manos, con desplazamiento 

si fuera necesario y en manos de tercero, hasta la concu-
rrencia de la suma autorizada por el artículo 557 del Có-
digo de Procedimiento Civil, para garantía del pago del. 
principal y accesorio; Segundo: Autoriza asimismo, a to-
mar inscripción provisional de Hipoteca Judicial sobre los 
bienes muebles de la referida señora Lidia Trinidad de 
Quilez o de Quílez, por la suma de Sesenta Mil Pesos Oro 
(RD$60.000.00), sobre las parcelas Nos. 368 y 402 y sus 
mejoras y los derechos que puedan corresponderle dentro 
de las parcelas Nos. 369 y 402 del Distrito Catastral No.. 6, 
del Municipio de Sánchez; Tercero: Se declara el presen-
te Auto, ejecutorio sobre minuta por cualquier alguacil 
competente que sea requerido al efecto no obstante cual-
quier recurso que eventualmente pudiere interponerse, au-
torizamos, y a diligencias de los solicitantes, en cuanto a 
la Hipoteca Judicial Provisional; Cuarto: Se dispone un 
plazo de 30 días para la demanda de Validéz de las medi-
das autorizadas y sobre el fondo del asunto de que se 
trata; SEGUNDO: Se condena a los sucumbientes del pa-
go de las costas, distrayéndolas en provecho de los abogar 
dos Licenciados Freddy Presto! Castillo y Doctor Rafael 
Duarte Pepín, quienes afrman haberlas avanzadó en su 
totalidad"; e) que sobre apelación de los actuales recu-
rrentes, la Corte apqua dictó el 2 de julio de 1973, una pri-
mera sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a. la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por María González Ma-
ría y compartes; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra 
Lidia Trinidad de Quílez, por no haber comparecido, no 
obstante estar legalmente citada; VERCERO: Revoca la 
ordenanza de fecha 12 de enero de 1973, dictadas por el 
Juez de Primera Instancia de Sámaná, en atsibuciones ci-
viles (referimiento), y en consecuencia mantiene la orde- 
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nanza de fecha 26 de octubre de 1972, dictada en esas 
 mismas materia y por el mismo Juez, en la cual se auta, 

rizó a Amparo González María y Compartes a realizar erri.. 
bargos conservatorios y retentivos, así como a inscribi r 

 Hipoteca Judicial contra los bienes de Lidia Trinidad de 
Quilez; CUARTO: Condena a la parte intimada Lidia Tb.. 
nidad de Quilez, al pago de las costas de ambos instancias, 
ordenando su distracción a favor del Dr. José Armando 
Keppis Nina, abogado que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; y d) que recurrida en oposición la sen-
tencia anterior, por la actual recurrida, dicha Corte dictó 
la sentencia ahora impugnada en casación, ouyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma y en cuanto al fondo el recurso de opo-
sición interpuesto por la señora Lidia Trinidad de Quilez, 
contra sentencia, civil No. 8, de fecha 2 de Julio de 1973, 
dictada por esta Corte, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por María González Ma-
ría y compartes; Segundo: Pronuncia el defecto contra Li-
dia Trinidad de Quilez por no haber comparecido, no obs-
tante estar legalmente citada; Tercero: Revoca la ordenan-
za de fecha 12 de enero de 1973, dictada por el Juez de 
Primera Instancia de Samaná, en atribuciones civiles( re-
ferimiento) y en consecuencia mantiene la ordenanza de 
fecha 26 deoctubre de 1972, dictada en esa misma materia 
y por el mismo Juez, en la cual se autorizó a Amparo Gon-
zález María y compartes, a realizar embargo conserbato-
rios y retentivos, así como a inscribir Hipoteca Judicial 
contra los bienes de Lidia Trinidad Quilez; Cuarto: Con-
dena a la referida intimada Lidia Trinidad de Quilez, al 
pago de las costas de ambas instancias, ordenando su dis-
tracción a favor del-Dr. José Armando Keppis Nina, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte'; 
SEGUNDO:,Revoca la sentencia objeto del presente recur-
so y la Corte obrando por propia autoridad y contrario im- 

erio, mantiene en todo su vigor la ordenanza de fecha 12 

'cie  enero de 1973, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Samaná, corno Juez de los 
Referimientos; TERCERO: Condena a los sucumbientes 
Rafael Jiménez Espino y Compartes, al pago de las costas, 

adjudicadas a favor del Lic. Freddy Prestol Castillo, en 

virtud del artículo 14 párrafo 2do., de la Ley No. 302 de 

1964"; 

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen el siguiente y único medio de casación: Violación a 
los artículos 48 y siguientes, modificados, de la Ley 5119, 
del 1959, del Código de Procedimiento Civil. Violación al 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por falta 
de motivos. Falsa aplicación de los artículos 549 y 550 y 
1315 del Código Civil. Inversión de las Reglas de la prue-
ba. Violación al dereco de defensa. Falta de base legal. 

Considerando, que los recurrentes, en el medio único 
de su memorial exponen y alegan en síntesis, que el Tri-
bunal Superior de Tierras, por sentencia del 14 de mayo 
de 1969, que adquirió la autoridad de la cosa irrevocable-
mente juzgada, les adjudicó determinadas porciones de te-
rrenos dentro de las parcelas Nos. 368 y 402, del Distrito 
Catastral No. 6, del Municipio de Sánchez, que la actual 
recurrida detentaba, declarando además, de mala fe, las 
mejoras fomentadas por la recurrida en dichos predios; 
que tal declaración es contitutiva de un crédito cierto en 
favor de los recurrentes, ya que a los términos de los ar-
tículos 549 y 550 del Código Civil, los poseedores de mala 
fe están obligados a la devolución de los frutos; que para 
seguridad de su crédito, los recurrentes promovieron por 
ante el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

4 Samaná., un procedimiento tendente a que se les autoriza-
ra a embargar conservatoriamente muebles de la recurri-
da, en los términos de la Ley, para garantía del pago del 
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nanza de fecha 26 de octubre de 1972, dictada en esas 
 mismas materia y por el mismo Juez, en lag cual se auto.., 

rizó a Amparo González María y Compartes a realizar e in_ 
bargos conservatorios y retentivos, así corno a inscribi r 

 Hipoteca Judicial contra los bienes de Lidia Trinidad de 
 Quilez; CUARTO: Condena a la parte intimada Lidia. Tri-

nidad de Quilez, al pago de las costas de ambos instancias, 
ordenando su distracción a favor del Dr. José Armando 
Keppis Nina, abogado que afirma haberlas avanzado en 
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cuanto a la forma y en cuanto al fondo el recurso de opo-
sición interpuesto por la señora Lidia Trinidad de Quilez, 
contra sentencia civil No. 8, de fecha 2 de Julio de 1973, 
dictada por esta Corte, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por María González Ma-
ría y compartes; Segundo: Pronuncia el defecto contra Li-
dia Trinidad de Quilez por no haber comparecido, no obs-
tante estar legalmente citada; Tercero: Revoca la ordenan-
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rios y retentivos, así como a inscribir Hipoteca Judicial 
contra los bienes de Lidia Trinidad Quilez; Cuarto: Con-
dena a la referida intimada Lidia Trinidad de Quilez, al 
pago de las costas de ambas instancias, ordenando su dis-
tracción a favor deP-Dr. José Armando Keppis Nina, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte'; 
SEGUNDO:, Revoca la sentencia objeto del presente recur-
so y la Corte obrando por propia autoridad y contrario im- 

perio, mantiene en todo su vigor la ordenanza de fecha 12 

de enero de 1973, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Samaná, corno Juez de los 
Referimientos; TERCERO: Condena a los sucumbientes 
Rafael Jiménez Espino y Compartes, al pago de las costas, 

adjudicadas a favor del Lic. Freddy Prestol Castillo, en 
virtud del artículo 14 párrafo 2do., de la Ley No. 302 de 

1964"; 

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen el siguiente y único medio de casación: Violación a 
los artículos 48 y siguientes, modificados, de la Ley 5119, 
del 1959, del Código de Procedimiento Civil. Violación al 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por falta 
de motivos. Falsa aplicación de los artículos 549 y 550 y 
1315 del Código Civil. Inversión de las Reglas de la prue-
ba. Violación al dereco de defensa. Falta de base legal. 

Considerando, que los recurrentes, en el medio único 
de su memorial exponen y alegan en síntesis, que el Tri-
bunal Superior de Tierras, por sentencia del 14 de mayo 
de 1969, que adquirió la autoridad de la cosa irrevocable-
mente juzgada, les adjudicó determinadas porciones de te-
rrenos dentro de las parcelas Nos. 368 y 402, del Distrito 
Catastral No. 6, del Municipio de Sánchez, que la actual 
recurrida detentaba, declarando además, de mala fe, las 
mejoras fomentadas por la recurrida en dichos predios; 
que tal declaración es contitutiva de un crédito cierto en 
favor de los recurrentes, ya que a los términos de los ar-
tículos 549 y 550 del Código Civil, los poseedores de mala 
fe están obligados a la devolución de los frutos; que para 
seguridad de su crédito, los recurrentes promovieron por 
ante el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Samaná, un procedimiento tendente a que se les autoriza-
ra a embargar conservatoriamente muebles de la recurri-
da, en los términos de la Ley, para garantía de) pago del 
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principal y accesorios; y también a tomar inscripció n hi 

 potecaria judicial, sobre determinados inmuebles de la Qin: 
lez; procedimiento éste que culminó con la sentencia aho-

ra ra impugnada, dictada por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, en fecha 14 de febrero de 1974, y por  
medio de la cual la citada Corte revocó la Ordenanza dic. 
tada por el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná, del 26 de octubre de 1972 que autorizó a los re-
currentes a proceder a las medidas conservatorias que ha-- 
bían demandado del mismo; que para decidirlo así, la Cor; 
te a-qua se basó exclusivamente en que era obligació¿ de 
los recurrentes, para el éxito de su actuación, probar, y no 
lo hicieron, que el cobro del crédito estaba en peligro, con-
forme lo prescribe el artículo 48, reformado, del Código de 
Procedimiento Civil; que la Corte a-qua, procedió erró-
neamente, toda vez que, para que la autorización reque-
rida quedara debidamente justificada, bastaba que los ac-
tuales recurrentes probaran, como lo hicieron, la existen-
cia de un crédito cierto en su favor, quedando establecido 
el peligro de un recobro por el solo hecho de que todo el 
patrimonio de la recurrida está mayormente representada 
por la única porción que legítimamente había adquirido 
de la Sucesión González; que por otra parte —continúan 
alegando los recurrentes-- ya. en su sentencia del 2 de ju-
lio de 1973, y lo ratifica en la impugnada, la Corte a-qua 
había admitido que siempre que exista un crédito y el deu-
dor se resiste al pago del mismo, hay peligro de que los 
bienes de ese deudor recalcitrante y de mala fe puedan 
ser disipados por éste en perjuicio de su acreedor; que 
siendo así, no era a los actuales recurrentes, sino a la re-
currida, a quien correspondía probar la inexistencia del 
peligro en cuanto al cobro del crédito, con lo cual se violó 
el artículo 1315 del Código Civil, al invertir la operancia 
de las reglas de la'prueba; que, por último, la Corte a-qua 
no dá en su fallo las razones que justifican su negativa a 
admitir 16s pedimentos de los recurrentes, relativos a las 
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medidas conservatorias de su crédito; que, en consecuencia, 

la  sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que según la parte capital del artículo 
0, reformado, del Código de Procedimiento Civil, "En ca-
so e urgencia, y si el cobro del crédito parece estar en pe-

li el Juez de Primera Instancia del domicilio del deu-
dor o del lugar donde están situados los bienes a embar-
gar, podrá autorizar a cualquier acreedor que tenga un 

d 	

que parezca justificado en principio, a ambargar 

ee°roénr", t  que del texto legal así transcrito resulta que para ae 
toriamente los muebles pertenecientes a su deu- 

dor"; 
	las medidas conservatorias por el mismo previs- 

tas, es preciso que, entre otros requisitos, el cobro del cré-
dito de que se trate parezca estar en peligro, lo que, apar-
te de constituír una cuestión de hecho abandonada a la so-
berana apreciasión de los jueces ante quienes se haya re-
currido, debe ser establecido, en virtud de las reglas de la 
prueba, por el acreedor actuante, lo que no ha ocurrido en 
la especie; que si en uno de los motivos de la sentencia im-
pugnada se consigna que "aun cuando la Corte externó el 
criterio de que siempre existe el peligro de que los bienes 
que garantizan un crédito puedan ser disipados", lo que 
constituye una reafirmación de lo expresado por la misma 
Corte en su sentencia anterior, lo así dicho no tiene, sin 
embargos el sentido y alcance que los recurrentes le atri-
buyen, sino que se trata de una generalización irrelevante 
que no ha influido de ningún modo en lo decidido por la 
Corte a-qua, pues ella no es sustitutiva del hecho concreto 
exigido por la Ley, o sea la prueba de la apariencia del 
peligro; sentido éste suficientemente esclarecido en el se-
gundo miembro de la motivación referida, en el que con-
tinuando la exposición de su razonamiento, la referida Cor-
te expresa que "no es menos cierto qué la prueba de la 
existencia de dicho peligro está a cargo de la parte que lo 
invoca", al tenor de los principios generales y tle la Ley 
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5119 del 4 de mayo de 1%2"; que, por todo lo expuesto, 
sentencia impugnada no ha incurrido en ninguna de la,s 

 violaciones denunciadas por los recurrentes respecto a lo 
 puntos ya mencionados; 

f 

Considerando, que por otra parte, la sentencia imp ug_ 
nada contiene motivos de hecho y de derecho, suficientes y 
pertinentes que justifican su dispositivo, por lo que el me-
dio propuesto carece de fundamento en todos sus aspectos 
y debe ser desestimado; 

Considerando, que en la especie no puede pronunciar-
se la solidaridad en la condenación de las costas por no es, 
tar establecido por la Ley; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto pór Rafael Jiménez Espino, Amparo 
González María, Clara González, Félix González, Felipito 
González, Eufemia González, Lucrecia González, Segundo 
González, Bernardina González, Inocencia González, San-
tos González, Teresa González, Luisa González, Petronila 
González, Lorenza González, Teodoro González Espino, 
Celeste Espino González, Francisca Espino González, Ma-
ría A. Espino González, Nieve Espino González, Lorenza 
Espino González y Luz Espino González, contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Ape-
lación de ,San Francisco de Macorís, en fecha 15 de febre-
ro de 1975, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, cuya distracCión_se ordena en provecho 
del Licdo. Freddy Prestol Castillo, abogado de la recurri-
da. 

Firmados: Néttor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Feancisco•Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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se la solidaridad en la condenación de las costas por no es-
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ría A. Espino González, Nieve Espino González, Lorenza 
Espino González y Luz Espino González, contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones civiles, por la. Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, en fecha 15 de febre-
ro de 1975, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, cuya distracción se ordena en provecho 
del Licdo. Freddy Prestol Castillo, abogado de la recurri-
da. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Ftsancisco.Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d e 
 fecha 5 de junio de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Lois Francis Bordas y comparte. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto d¿ Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de, casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Lois 
Francis Bordas, residente en la calle "18" No. 62, o calle 
Mejía Ricart, del Ensanche Naco, de esta ciudad, y la The 
Yorshire Insurance Company Ltd., compañía de seguros 
con domicilio y asiento social en la casa No. 98 de la calle 
Mercedes de esta ciudad, contra la sentencia dictada en 
sus atribucionel correccionales, por la Corte de Apelación  

de Santo Domingo, en fecha. 5 de junio de 1973, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA:.— PRIMERO: Admite, por re-
gulares en la forma: a) el recurso de apelación interpues-
to en fecha 26 de julio de 1972, por el Dr. Luis Víctor Gar-
cía de Peña, a nombre y representación de Lois Francis 
Bcrdas, persona civilmente responsable y de The Yorskshi-
re Insurance Company Ltd., entidad aseguradora en lo que 
respecta a los agraviados y partes civiles constituidas se-
ñores Fernandp Antonio Salazar Rodríguez, Luis Frías 
Sención, Danilo Valverde Martínez, Ramón Capellán He-
rrera, Elpidio Montero y Marcelino Sánchez Then; b) el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 23 de agosto de 
1972, por el Dr. Otto Carlos González Méndez, a nombre 
y representación de Fernando. Antonio 'Solazar Rodríguez, 
parte civil constituida; e) 'el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 31 de agosto de 1972, por el Dr. Bolívar 
Batista del Villar, a nombre y representación de todas las 
partes civiles, constituidas, señores Pedro Báez y Héctor 
Darío Torres, recursos de apelación deducidos todos con-
tra la seneencia dictada en sus atribuciones correccionales 
y en fecha 17 de julio de 1972, por la Sexta Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: PrimeiCo: Se decla-
ran a los nombrados Jesús María Ramos y LaNiinia Risso 
de Bordas, culpables de violar la ley 241, en perjuicio de 
Ramón 'Capellán Herrera, Elpidio Monteras, y compartes, y 
en consecuencia se condenan a pagar una multa de Trein-
ta Pesos Oro RD$30.00) cada uno, y al pago de las costas, 
acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuantes; 
Segundo: Se declaran buenas y• válidas las constituciones 
en, parte civil intentadas por los señores: Fernando Anto-
nio Salazar Rodríguez, Luis Frías Sención, Danilo Valver-
de, Ramón Capellán Herrera; Pedro Báez, Héctor Darío 
Torres, Elpidio Montero, y Marcelino Sánchez, en contra 
de Lavinia Risso de Bordas y Lois Francis Bordas, por ha-
berla hecho mediante el cumplimiento de Vs requsitos le- 
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de Santo Domingo, en fechó. 5 de junio 'de 1973, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA:.— PRIMERO: Admite, por re-

gulares en la forma: a) el recurso de apelación interpues-
to en fecha 26 de julio de 1972, por el Dr. Luis Víctor Gar-
cía de Peña, a nombre y .representación de Lois Francis 
Bcrdas, persona civilmente responsable y de The Yorskshi-
re Insurance Company Ltd., entidad aseguradora en lo que 
respecta a los agraviados y partes civiles constituidas se-
ñores Fernando Antonio Solazar Rodríguez, Luis Frías 
Sención, Danilo Valverde Mai-tínez, Ramón Capellán He-
rrera, Elpidio Montero y Marcelino Sánchez Then; b) el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 23 de agosto de 
1972, por el Dr. Otto Carlos González 'Méndez, a nombre 
y representaCión de Fernando. Antonio Solazar Rodríguez, 
parte civil constituida; c) 'el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 31 de agosto de 1972, por el Dr. Bolívar 
Batista del Villar, a nombre y representación de todas las 
partes civiles, constituidas, señores Pedro Báez y Héctor 
Darío Torres, recursos de apelación deducidos todos con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales 
y en fecha 17 de julio de 1972, por la Sexta Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional• cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primei:o: Se decla-
ran a los nombrados Jesús María Ramos y Lavinia Risso 
de Bordas, culpables de violar la ley 241, en perjuicio de 
Ramón Capellán Herrera, Elpidio Monteros, y compartes, y 
en consecuencia se condenan a pagar una multa de Trein-
ta Pesos Oro RD$30.00) cada uno, y al pago de las costas, 
acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuantes; 
Segundo: Se declaran buenas y' válidas las constituciones 
en parte civil intentadas por los señores: Fernando Anto-
nio. Salazar Rodríguez, Luis Frías Sención, Danilo Valver-
de, Ramón Capellán Herrera; Pedro Báez, Héctor Darío 
Torres, Elpidio Montero, y Marcelino Sánchez, en contra 
de Lavinia Risso de Bordas y Lois Francis Bordas, por ha-
berla hecho mediante el cumplimiento de lps requsitos le- 
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gules; Tercero: Se condenan a Lavinia Risso de Bordas y 
Lois Francis Bordas, al pago solidario de las sumas si-
guientes Fernando Antonio Salazar Rodríguez, Ramón 
Capellán Herrera, Luis Frías Sención, y Danilo Valde z 

 Martínez; y Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00), 
cada uno, a favor de los señores: Pedro Báez Héctor Darío 
Torres, Elpidio Montero y Marcelino Sánchez Then; como 
justa reparación por los daños morales y materiales sufri-
dos por éstos cómo consecuencia del accidente; Cuarto: Se 
declara -la presente sentencia Oponible a la. Compañía de 
Seguros The Yorshire Insurance Company, L.T.D., repre-
sentada en el País por la compañía The General Sales, C. 
por A., en su condición de entidad aseguradora del vehícu-
lo que ocasionó el accidenté; Quinto: Se rechazan las con-
clusiones presentadas en audiencia por el abogado de Lavi-
nia RiSso de Bordas y de la Compañía • aseguradora The 
Yorshire Insurance Company, LTD., por improcedentes y 
mal fundadas; Sexto: Se condenan además a Lavinia Ris-
so de Bordas-  y Lois Francis Bordas, al pago solidario de las 
costas civiles y de los intereses legales de las sumas acor-
dadas en esta audiencia, a favor de los abogados de las 
partes civiles constituidas, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad'; SEGUNDO: Declara Inadmisible a) 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 26 de julio ,  de 
1972, por el Dr. Luis Víctor García de Peña, a nombre y 
representación de Lois Francis Bordas y de Yorkshire In-
surance Co. Ltd., en cuanto se refiere a los agraviados y 
partes civiles constituídas ,Pedro Báez y Héctor Darío To-
rres; y b) el recurso de apelación de éstos últimos en ra-
zón de haberse el caso juzgado en última instancia en cuan-
to a dichos agraviados y partes civiles constituidas, ya que 
sus lesiones, según los correspondientes certificados del 
Médico Legista, son curables antes de 10 días y por tanto 
de la• competencia, en primer grado, del Juzgado de Paz; 
TERCERO: Confirma Ja sentencia apelada en su aspecto 
civil en cuantoose refiere a los agraviados y partes civiles  

constituidas señores Luis Frías Sención y Fernando Anto- 
nio Salazar; CUARTO: Modifica en su aspecto civil la sen- 
tencia apelada, en el sentido de reducir a): Un Mil Pesos 

Oro ( RD$1,000.00), la indemnización acordada a Mareen-
no Sánchez Then; b) a Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD-. 
$1,500.00), las indemnizaciones acordadas en favor de los 
señores Ramón Capellán Herrera, Danilo Valverde Martí-
nez y Elpidio Montero; QUINTO: Confirma en sus demás 
aspectos y en la extensión en que está apoderada esta Cor-
te, la sentencia recurrida; SEXTO: Condena a Lois Fran-
cis Bordas y a The Yorkshire Insurance Co., Ltd., al pago 
de las costas de esta alzada y ordena su distracción en pro-
vecho de los Dres. Frahcisco Antonio Avelino G., Otto Car-
los González Méndez, Darío Dorrejo Espinal y Bolívar Ba-
tista del Villar, abogados que afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

- Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genern 1 
de la República; 

Vista el actá de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento. del Dr. 
Luis Víctor García de Peña, a nombre' y representación de 
los recurrentes, en fecha 8 de junio de 1973, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 37 de .la. Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación,. cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios eti que se funda, 



1236 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 1237 

geles; Tercero: Se condenan a Lavinia Risso de Bordas y 
Lois Francis Bordas, al pago solidario de las sumas si-
guientes: Fernando Antonio Salazar Rodríguez, Ramón 
Capellán Herrera, Luis Frías Sención, y Danilo Valde z 

 Martínez;*  y Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00), 
cada uno, a favor de los señores: Pedro Báez Héctor Darío 
Torres, Elpidio Montero y Marcelino Sánchez Then; como 
justa reparación por los daños morales y materiales sufri-
dos por éstos como consecuencia del accidente; Cuarto: Se 
declara la presente sentencia Oponible a la Compañía de 
Seguros The Yorshire Insurance Company, L.T.D., repre-
sentada en el País por la compañía The General Sales, C. 
por A., en su condición de entidad aseguradora del vehicu.= 
lo que ocasionó el accidente; Quinto: Se rechazan las con-
clusiones presentadas en audiencia por el abogado de Lavi-
nia Riáso de Bordas y de la Compañía aseguradora The 
Yorshire Insurance Company, LTD., por improcedentes y 
mal fundadas; Sexto: Se condenan adeMás a Lavinia Ris-
so de Bordas y Lois Francis Bordas, al pago solidario de las 
costas civiles y de los intereses legales de las sumas acor-
dadas en esta audiencia, a favor de los abogados de las 
partes civiles constituidas, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad'; SEGUNDO: Declara Inadmisible a) 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 26 de julio de 
1972, por el Dr. Luis Víctor García de Peña, a nombre y 
representación de Lois Francis Bordas y de Yorkshire In-
surance Co. Ltd., en cuanto se refiere a los agraviados y 
partes civiles constituidas ,Pedro Báez y Héctor Darío To-
rres; y b) el recurso de apelación de éstos últimos en ra-
zón de haberse el caso juzgado en última instancia en cuan-
to a dichos agraviados y partes civiles constituidas, ya que 
sus lesiones, según los correspondientes certificados del 
Médico Legista, son curables antes de 10 días y por tanto 
de la• competencia, en primer grado, del Juzgado de Paz; 
TERCERO: Confirma la sentencia apelada en su aspecto 
civil en cuantwe'refiere a los agraviados y partes civiles  

constituidas señores Luis Frías Sención. y - Fernando Anto- 

nio Salazar; CUARTO: Modifica en su aspecto civil la sen- 
tencia apelada, en el sentido de reducir a): Un Mil Pesos 

Gro ( RD1,000.00), la indemnización acordada a Mareen-
no Sánchez Then; b) a Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD-. 
$1,500.00), las indemnizaciones acordadas en favor de los 
señores Ramón Capellán Herrera, Danilo Valverde Martí-
nez y Elpidio Montero; QUINTO: Confirma en sus demás 
aspectos y en la extensión en que está:apoderada esta Cor-
te, la sentencia recurrida; SEXTO: Condena a Lois Fran-
cis Bordas y a The Yorkshire Insurance Co., Ltd., al pago 
de las costas de esta alzada y ordena su distracción en pro-
vecho de los Dres. Francisco Antonio Avelino G., Otto Car-
los González Méndez, Darío Dorrejo Espinal y Bolívar Ba-
tista del Villar, abogados que afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

- Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. 
Luis Víctor García de Peña, a nombre' y representación de 
los recurrentes, en fecha 8 de junio de 1973, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación,. cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios e$ que se funda, 
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será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado 
recurso en la declaración correspondiente; 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE JULIO DEL 1975 , 
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Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
. declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un 
memorial, estos recurrentes, persona civilmente responsa.. 
ble y compañía aseguradora, han expuesto los fundamen-
tos de los Mismos; que, en esas condiciones, dichos recur-
sos resultan nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles en razón de que la parte con interés contrario 
no se ha presentado en esta instancia de casación o solici-
tarlas; 

Por tales motivos, Unico: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Lois Francis Bordas y The 
Yorkshire Insurance Company Ltd., contra la sentencia 
ditcada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 5 de junio de 1973, 
cuyo dispositio ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo. 

- Firmados: Néstor C'ontín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-

. vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretarió Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del idía, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y p.blicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

e  

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Peravia 

de fecha 26 de julio de 1973. 

3fateria: Correccional. 

Recurrente: Juan Bolívar Bethancourt. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Cóntín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo 
Sustituto de Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Máximo. 
Lovatón Pittaluga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de Julio del año 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como 'corte de casación, la si-' 
guiente sentencia: 

Sobre el recursóde casación interpuesto por Juan Bo-
livar Bethancourt, dominicano, mayor de edad, soltero, 
empleado privado, domiciliado y residente en la sección 
"La Montería", del Municipio de Vaní, Provincia de Pera-
via, cédula No. 14663, serie 3, contra la sentencia de fecha 
26 de julio de 1973, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, por el Juzgado de Primera Instalcia del Distrito 

J11 
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será obligatorio a pena de nulidad, si no' se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar sus recursás, ni posteriormente por medio de un 
memorial, estos recurrentes, persona civilmente responsa.. 
ble y compañía aseguradora, han expuesto los fundamen-
tos de los inismos;' que, en esas condiciones, dichos recur-
sos resultan nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles en razón de que la parte con interés contrario 
no se ha presentado en esta instancia de casación o solici-
tarlas; 

Por tales motivos, Unico: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Lois Francis Bordas y The 
Yorkshire Insurance Company Ltd., contra la sentencia 
ditcada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 5 de junio de 1973, 
cuyo dispositio ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario' Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmada): Ernesto Curiel hijo. 

e  
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE JULIO DEL 1975 , 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Peravia 
de fecha 26 de julio de 1973. 

-
Materia: Correccional. 

Recurrente: Juan Bolívar Bethancourt. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Gintín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo 
Sustituto de Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Máximo 
Lovatón Pittaluga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de Julio del año 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-' 
guiente sentencia: 

Sobre el recursóde casación interpuesto por Juan Bo-
lívar Bethancourt, dominicano, mayor de edad, soltero, 
empleado privado, domiciliado y residente en la sección 
"La Montería", del Municipio de Maní, Provincia de Pera-
via, cédula No. 14663, serie 3, contra la sentencia de fecha 
26 de julio de 1973, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, por el Juzgado de Primera Instar tia del Distrito 
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Judicial de Peravia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Se declara nulo el recurso de oposición, inter_ 
puesto- por el nombrado Juan Bolívar Bethancourt, contra 
la sentencia No. 442 de fecha 26 de mayo del año 1971, en 
la cual este Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia, pronunció el defecto en su contra por 
no haber comparecido no Obstante haber sido citado y lo 
condenó a pagar una mutla de RD$25.00 (Vienticinco Pe-
sos Oro) por Violación a la Ley 241; SEGUNDO: Se con-
firma la sentencia en todas sus partes; T.E.a-{CERO: Se con-
dena al pago de las. costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 19 de septiembre 
de 1973, o requerimiento del Dr. Héctor Geraldo Santos, 
abogado del recurrente, en el cual no se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de Julio del 
corriente año 1975, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Licenciado Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Juez de 
este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, 
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que 
se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 del 1934 y 
926 del 1935; 

La Suprema Cortede Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código dé Procedi-
miento Criminal y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación! 

Considerando, .que el examen del fallo impugnado po-

ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual 
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos"; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias; y• en materia represiva 

deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción, y 
además; calificar esos hechos en relación con el texto de la 
Ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-

nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema 
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su 
poder de control, de decidir si .1a Ley ha sido bien o mal 
aplicada, por lo cual procede la casación del fallo impug- 

nado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 26 de julio de 1973, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Disrito 
Judicial de Peravia, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por 
ante el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados.— Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hija. 

e 
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Judicial de Peravia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Se declara nulo el recurso de oposición, inter_ 
puesta por el nombrado Juan Bolívar Bethancourt, contra 
la sentencia No. 442 de fecha 26 de mayo del año 1971, en 
la cual este Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju.. 
dicial de Peravia, pronunció el defecto en su contra por 
no haber comparecido no obstante haber sido citado y lo 
condenó a pagar una mutla de RD$25.00 (Vienticinco Pe-
sos Oro) por Violación a la Ley 241; SEGUNDO: Se con-
firma la sentencia en todas sus partes; TERCERO: Se con-
dena al pago de las. costas"; 

Oído al Alguacil de turno en 'la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría deis Juzgado a-quo, en fecha 19 de septiembre 
de 1973, o requerimiento del Dr. Héctor Geraldo Santos, 
abogado del recurrente, en el cual no se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de Julio del 
corriente año 1975, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema. Corte de Justicia, por medio del cual llama al. Ma-
gistrado Licenciado Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Juez de 
este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, 
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que 
se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 ,del 1934 y 
926 del 1935; 

La Suprema Corte.de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código dé Procedi-
miento Criminal y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación! 

Considerando, ,que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual 
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos"; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias; y. en materia represiva 
deben enunciar los hechos que resulten de la instrucción, y 
además; calificar esos hechos en relación con el texto de la 
Ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema 
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su 
poder de control, de decidir si .la Ley ha sido bien o mal 
aplicada, por lo cual procede la casación del fallo impug- 

nado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 26 de julio de 1973, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Disrito 
Judicial de Peravia, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por 
ante el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados.— Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hija. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia-  impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, ( 1,, 
fecha 18 de abril de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de Gonzále?. 

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra. 

Recurrido: José Ml. González. 

Abogado: Dr. Rodolfo A. Mesa Beltré. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la ' Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pitta-
luga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la, ciudad de Santo „„Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 7 de Julio de 1975, años 132' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interwesto por Lucía 
Altagracia Rodríguez Almonte de González, dominicana, 

mayor de edad, casada, estudiante, domiciliada en la calle 
"Juan José Duarte" No. 78, de esta capital, cédula No. 
106220 serie 1ra., contra la sentencia dictada el 18 de abril 
de 1974, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 

sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19647 se-
rie 2, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
e 1 u siones; 

Oído al Dr. Rodolfo A. Mesa Beltré, cédula No. 471 
serie 76, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es, según su propio memorial, Jo-
sé Manuel González, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en la calle "José Ortega y Gaset No. 71, de es-
ta capital, cédula No. 46197 serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la recurrente, depositado el 4 de 
Junio de 1974, suscrito por su álYogado, en el cual se pro-
ponen contra la sentencia impugnada los medios de casa-
ción que se indican más adelante; 

Visto el memorial del recurrido, del 22 de noviembre 
de 1974, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 3 de Julio del corrien-
te año 1975, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia por medio del cual llama al Magistrado 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Juez de este *rribunal, pa- 

1 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, (1,, 
fecha' 18 de abril de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de Gonzál6/. 

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra. 

Recurrido: José Ml. González. 

Abogado: Dr. Rodolfo A. Mesa Beltré. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la ' Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pitta-
luga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la, ciudad de Santo .Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 7 de Julio de 1975, años 132' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dieta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interppesto por Lucía 
Altagracia Rodríguez Almonte de González, dominicana, 

mayor de edad, casada, estudiante, domiciliada en la calle 
"Juan José Duarte" No. 78, .de esta capitál, cédula No. 
106220 serie 1ra., contra la sentencia dictada el 18 de abril 
de 1974, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 

sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19647 se-
rie 2, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Rodolfo A. Mesa Beltré, cédula No. 471 
serie 76, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es, según su propio memorial, Jo-

sé Manuel González, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en la calle "José Ortega y Gaset No. 71, de es-
ta capital, cédula No. 46197 serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la recurrente, depositado el 4 de 
Junio de 1974, suscrito por su abogado; en el cual se pro-
ponen contra la sentencia impugnada los medios de casa-
ción que se indican más adelante; 

Visto el memorial del recurrido, del 22 de noviembre 
de 1974, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 3 de Julio del corrien-
te año 1975, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia por medio del cual llama al Magistrado. 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Juez de este .rribunal, pa- 

(gis 
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Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de Oposición interpuesto' por Lucía Altagracia Rodríguez 
de González, contra sentencia civil dictada por esta Corte 
de Apelación en fecha 25 de octubre de 1973, cuyo dispo-

sitivo dice: 'Falla: Primero: Declara regular y válido el re-

curso de apelación interpuesto por la señora Lucía Alta-
gracia Rodríguez Almonte de González, en fecha nueve 
(9) de Mayo del año en curso, 1973, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice: 'Falla: Primero: Ra-

tifica el Defecto pronunciado en audiencia contra la cón-

yjuge demandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de 
González, por no haber comparecido; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por el cónyuge de-
mandante José Manuel González, por justas y reposar en 
prueba legal, y en consecuencia Admite el Divorcio entre 
dichos cónyuges por la causa determinada de Incompatibi-
lidad de caracteres; Tercero: Ordena la guarda y cuidado 
del menor Joan José de 4 meses de nacido, a cargo de la 
madre demandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte 
de González; Cuarto: Compensa pura y simplemente las 
costas causadas en la presente instancia'; por haber sido 
hecho conforme a las reglas que pautan las disposiciones 
de la ley sobre la materia; Segundo: Ratifica el Defecto 
pronunciado en audiencia contra la señora Lucía Altagra-
cia Rodríguez Almonte de González, por, falta de concluir 
su abogado constituido; Tercero:— Confirma la antes ex-
presada sentencia en todas sus partes; Cuarto: Compensa 
las costas entre las partes, por tratarse de litigios entre es-
posos; por estar dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones incidentales 
sobre comunicación de documentos, presentadas por la par-
te recurrente, señora Lucía Altagracia Rodríguez Almonte 
de González; TERCERO: Pronuncia el Defecto contra la 
parte recurrente por falta de concluir al forjo de su re- 
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ra inetgrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliber,_ 
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de c o,, 
formidad con las Leyes Nos. 684 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una demanda de divorcio incoada por 
el ahora recurrido González contra su esposa, la ahora re-
currente Rodríguez Almonte de González, por incompati-
bilidad de caracteres, la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó el 6 de iharzo de 1973 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia con-
tra la cónyuge demandada Lucía Altagracia Rodríguez, por 
no haber comparecido; SEGUNDO: Acoge las conclusiones 
presentadas en audiencia por el cónyuge demandante José 
Manuel González, por justas y reposar en prueba legal, y 
en consecuencia Admite el Divorcio entre dichos cónyuges 
por la causa determinada de incompatibilidad de caracte-
res; TERCERO: Ordena la guarda y cuidado del menor 
Joan José, de 4 meses de nacido a cargo de la madre de-
mandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de Gonzá-
lez; CUARTO: Compensa pura y simplemente las costas 
causadas en la presente, instancia"; b) que, sobre recurso 
de la demandada y ahora recurrente, la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo dictó el 25 de octubre de 1973 una 
sentencia cuyo dispositivo figura a continuación, inserto 
en el de la ahora impugnada; c) que, sobre oposición de la. 
defectante intervino la sentencia que ahora se impugna en 
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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ra inetgrar la Suprema Corte de Justicia, en la delib erzt , 
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de c on , 
formidad con las Leyes Nos. 684 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una demanda de divorcio incoada por 
el ahora recurrido González contra su esposa, la ahora re-
currente Rodríguez Almonte de González, por incompati-
bilidad de caracteres, la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgada de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó el 6 de Marzo de 1973 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia con-
tra la cónyuge demandada Lucía Altagracia Rodríguez, por 
no haber comparecido; SEGUNDO: Acoge las conclusiones 
presentadas en audiencia por el cónyuge demandante José 
Manuel González, por justas y reposar en prueba legal, y 
en consecuencia Admite el Divorcio entre dichos cónyuges 
por la causa determinada de incompatibilidad de caracte-
res; TERCERO: Ordena la guarda y cuidado del menor 
Joan José, de 4 meses de nacido a cargo de la madre de-
mandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de Gonzá-
lez; CUARTO: Compensa pura y simplemente las costas 
causadas en la presente instancia"; b) que, sobre recurso 
de la demandada y ahora recurrente, la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo dictó el 25 de octubre de 1973 una 
sentencia cuyo dispositivo figura a continuación, inserto 
en el de la ahora impugnada; e) que, sobre oposición de la. 
defectante intervino la sentencia que ahora se impugna en 
casación, cuy o dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 

de  Oposición interpuesto` por Lucía Altagracia Rodríguez 
de González, contra sentencia Civil dictada por esta Corte 
de Apelación en fecha 25 de octubre de 1973, cuyo dispo-

sitivo dice: 'Falla: Primero: Declara regular y válido el re-

curso de apelación interpuesto por la señora Lucía Alta-
gracia Rodríguez Almonte de González, en fecha nueve 
(9) de Mayo del año en curso, 1973, contra la sentencia dic-
tada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice: 'Falla: Primero: Ra-

tifica el Defecto pronunciado en audiencia contra la cón-
yuge demandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte de 
González, por no haber comparecido; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por el cónyuge de-
mandante José Manuel González, por justas y reposar en 
prueba legal, y en consecuencia Admite el Divorcio entre 
dichos cónyuges por la causa determinada de Incompatibi-
lidad de caracteres; Tercero: Ordena la guarda y cuidado 
del menor Joan José de 4 meses de nacido, a cargo de la 
madre demandada Lucía Altagracia Rodríguez Almonte 
de González; Cuarto: Compensa pura y simplemente las 
costas causadas en la presente instancia'; por haber sido 
hecho conforme a las reglas que pautan las disposiciones 
de la ley sobre la materia; Segundo: Ratifica el Defecto 
pronunciado en audiencia contra la señora Lucía Altagra-
cia Rodríguez Almonte de González, por, falta de concluir 
su abogado constituido; Tercero:— Confirma la antes ex-

presada sentencia en todas sus partes; Cuarto: Compensa 
las costas entre las partes, por tratarse de litigios entre es-
posos; por estar dentro del plazo y demás formalidades le-
gales; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones incidentales 
sobre comunicación de documentos, presentadas por la par-
te recurrente, señora Lucía Altagraciu Rodríguez Almonte 
de González; TERCERO: Pronuncia el Defecto contra la 
parte recurrente por falta de concluir al fon4o de su re- 
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curso de oposición; CUARTO: Acoge las ccinclusiones, en 
parte, de la parte recurrida, señor José Manuel González, 
y en consecuencia Confirma la sentencia objeto del recurso 
de oposición de que se trata, dictada en fecha 25 de octu-
bre de 1973, por esta Corte, cuyo dispositivo figura copia-
do precedentemente; y QUINTO: Compensa las costas erj.. 
tre los esposos en causa"; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, 
la recurrente propone los siguientes medios: Primer M e. 
dio: Violación del artículo 188 del Código de Procedimien-
to Civil, por cuanto violó el derecho de defensa. —Viola-
ción por desconocimiento del artículo 4 de la ley No. 1306-
bis del 21 de mayo de 1937.— Falsa interpretación del ar-
tículo 154 del Código de Prócedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 22 de la ley 1306-bis sobre divor-
cio, en razón de que la Corte a-qua omitió estatuir sobré 
las peticiones que le hizo la recurrente.— Violación por 
desconocimiento de las disposiciones del artículo 41 de la 
misma ley 1306-bis.— Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, por cuanto la Corte ha dado 
motivos insuficientemente erróneos para justificar su sen-
tencia: 

Considerando, que, en apoyo del primer medio de su 
recurso, ya enunciado, la recurrente expone y alega, en 
síntesis, lo que sigue: que al introudcir su demanda, por 
acto del alguacil Ramón Ml. González Urbáez; éste con-
signó haberle notificado dicho acto, a la demandada, la 
ahora recurrente, sin saber si la requerida, o sea la señora 
a quien iba' a emplazar, se encontraba en ese momento en 
la casa, por lo que ese atto es dudoso; que en ese mismo ac-
to, introductivo de instancia, no se le dieron a conocer los 
documentos que el demandante, su esposo, iba a hacer va-
ler en apoyo de su demanda de divorcio; que la Corte a-
qua ,n.o le dio oportunidad a la ahora recurrente para ex-
poner todas:  esas irreguláridades; 

Considerando, que, en apoyo del segundo medio de su 
memorial, la recurrente expone y alega, en síntesis, lo que 
Sigue: a)  que, en la instancia de apelación, ella concluyó 

expresa Y formalmente en el sentido de que el demandan-
te la comunicara los documentos que él se proponía emplear 

en apoyo de su demanda, y la Corte denegó ese pedimen-
to, dando para ello un motivo no pertinente; b) que; del 

mismo modo, formal y expreso, la ahora recurrente conclu-
yó en el Sentido de que al demandante se le ordenara, por 
la Corte, pagar a la esposa demandada en divorcio las si-
guientes sumas': RD$40.00 mensuales para la manutención 

y educación del menor Joan José, procreado por ambos es-
posos; RD$40.00 mensuales para alimento de la esposa en 
proceso de divorcio; y RD$150.00 como provisión ad-litem, 
para su defensa en el proceso de divorcio; que, no obstan-
te la formalidad de sus conclusiones, la Corte agua la si-
guió totalmente, sin dar motivos justificativos de esa co-
misión; e) que, por último, la Corte a-qua admitió_la regu-
laridad del procedimiento de divorcio tenido por el deman-
dante, 'a pesar de que la notficación que este hizo de la 
sentencia de Primera Instancia, por acto del 8 de marzo de 
1973, no se le hizo a la recurrente, "personalmente", co-
mo lo exigen los artículos de la Ley de Divorcio citados en 
el enunciado del medio; 

Considerando, sobre el primer medio del recurso, que 
en vista de la queja de la recurrente en su memorial, es-
ta Suprema Corte ha examinado el acto de emplazamiento 
con que se inició el procedimiento de divorcio de que se 
trata, notificado por el ministerial ,Ramón M. González Ur-
báez, el 2 de febrero de 1973, alguacil ordinario de la Quin-
ta Cámara Penal del Distrito Nacional; y, por ese examen 
se ha comprobado que la notificación expresada fue he-
cha hablando' el alguacil personalmente con la requerida 
en el lugar donde ella se encontraba, casa No. '85 de la ca-
lle Sánchez del Barrio 30 de Mayo; que el hecha de que el 
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curso de oposición; CUARTO: Acoge las conclusiones, en 
 parte, de la parte recurrida, señor José Manuel González 

y en consecuencia Confirma la sentencia objeto del recursj, 
de oposición de que se trata, dictada en fecha 25 de octu_ 
bre de 1973, por esta Corte, cuyo dispositivo figura copi a_ 
do precedentemente; y QUINTO: Compensa las costas er i_ 
tre los esposos en causa"; 

Considerando, que, contra la sentencia que impug na, 
 la recurrente propone los siguientes medios: Primer Me. 

dio: Violación del artículo 188 del Código de Procedimien-
to Civil, por cuanto violó el derecho dp defensa. —Viola-
ción por desconocimiento del artículo 4 de la ley No. 1306-
bis del 21 de maya de 1937.— Falsa interpretación del ar-
tículo 154 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 22 de la ley 1306-bis sobre divor-
cio, en razón de que la Corte a-qua omitió estatuir sobré 
las peticiones que le hizo la recurrente.— Violación por 
desconocimiento ,de las disposiciones del artículo 41 de la 
misma ley 1306-bis.— Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, por cuanto la Corte ha dado 
motivos insuficientemente erróneos para justificar su sen-
tencia: 

Considerando, que, en apoyo del primer medio de su 
recurso, ya enunciado, la recurrente expone y alega, en 
síntesis, lo que sigue: que al introudcir su demanda, por 
acto del alguacil Ramón Ml. González Urbáez; éste con-
signó haberle notificado dicho acto, a la demandada, la 
ahora recurrente, sin saber si la requerida, o sea la señora 
a quien iba a emplazar, se encontraba en ese momento en 
la casa, por lo que ese alto es dudoso; que en ese mismo ac-
to, introductivo de instancia, no se le dieron a conocer los 
documentos que el demandante, su esposo, iba a hacer va-
ler en apoyo de su demanda de divorcio; que la Corte a-
gua no le dio oportunidad a la ahora recurrente para ex-
poner toda4 esas irregularidades; 

Considerando, que, en apoyo del segundo medio de su 

memorial, la recurrente expone y alega, en síntesis, lo que 

sigue: a) que, en la instancia de apelación, ella concluyó 

expresa y formalmente en el sentido de que el demandan-
te la comunicara Tos documentos que él se proponía emplear 

en apoyo de su demanda, y la Corte denegó ese pedimen-
to, dando para ello un motivo no pertinente; b) que; del 

mismo modo, formal y expreso, la ahora recurrente conclu-
yó en el sentido de que al demandante se le ordenara, por 
la Corte, pagar a la esposa demandada en divorcio las si-
guientes sumas: RD$40.00 mensuales para la manutención 
y educación del menor Joan José, procreado por ambos es-
posos; RD$40.00 mensuales para alimento de la esposa en 
proceso de divorcio; y RD$150.00 como provisión ad-litem, 
para su defensa en el proceso de divorcio; que, no obstan-
te la formalidad de sus conclusiones, la Corte agua la si-
guió totalmente, sin dar motivos justificativos de esa co-
misión; c) que, por último, la Corte a-qua admitió la regu-
laridad del procedimiento de divorcio tenido por el deman-
dante, a pesar de que la notficación 'que este hizo de la 
sentencia de Primera Instancia, por acto del 8 de marzo de 
1973, no se le hizo a la recurrente, "personalmente", co-
mo lo exigen los artículos de la Ley de Divorcio citados en 
el enunciado del medio; 

Considerando, sobre el primer medio del recurso, que 
en vista de la queja de la recurrente en su memorial, es-
ta Suprema Corte ha examinado el acto de emplazamiento 
con que se inició el procedimiento de divorcio de que se 
trata, notificado por el ministerial .Ramón M. González Ur-
báez, el 2 de febrero de 1973, alguacil ordinario de la Quin-
ta Cámara Penal del Distrito Nacional; y, por ese examen 
se ha comprobado que la notificación expresada fue he-
cha hablando el alguacil personalmente con la requerida 
en el lugar donde ella se encontraba, casa No. 85 de la ca-
lle Sánchez del Barrio 30 de Mayo; que el hect' de que el 
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alguacil supiera de antemano que la requerida se en con-
traba allí, aunque fuera accidentalmente, no hace irregu.. 
lar esa notificación corno lo insinúa la recurrente; q ue, si 

 bien en los emplazamientos suelen mencionarse y aún 
 anexarse copias de los documentos que los demandantes 

 van a hacer valer en apoyo de sus demandas, esa mención 
 obviamente no es necesaria cuando los damandantes no 

 van a apoyarse en documentos, como no lo fue en este ca-
so; que, por tanto el primer medio del recurso, en sus d os 

 aspectos, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, sobre el punto a) del segundo medio, 
que esta Suprema Corte estima totalmente como pertinen-
te el motivo que ha dado la Corte a-qua para no disponer 
la comunicación de documentos que había pedido la ahora 
recurrente, o sea que la medida citada resultaría sin ob-
jeto, ya que, frente a ese pedimento, el esposo demandan-
te declaró, y así consta en la sentencia, que, no tenía nin-
gún documento que comunicar; que, por tanto, el indicado 
punto del primer medio carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, sobre el punto C) del mismo segundo 
medio, que el rigor de las notificaciones en la forma pres-
crita a pena de nulidad absoluta cuando la esposa es la 
demandada en divorcio se contrae principalmente a los 
emplazamientos y. actos preliminares de divorcio, según se 
advierte por el contexto del artículo 22 de la Ley de Di-
vorció, ampliado por la Ley No. 2153 de 1949; todo, a fin 
de proteger a la mujer contra los divorcios gestionados en 
su total desconocimiento, o sea clandestinos; pero que, en 
el caso ocurrente, se trataba, no de un emplazamiento ni 
de acto preliminar alguno, sino de la notificación de la 
sentencia de primera instancia del 8 de marzo de 1973; que 
en su acto de apelación del 9 de marzo del mismo año, no-
tificado per el alguacil José Freddy Mota, Ordinario de la 
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segunda Cámara Penal del Distrito Nacional, la actual re-
currente se refiere a la sentencia de Primera Instancia y 
consigna que dicha sentencia le fue notificada el 8 de mar-

zo  por el alguacil utilizado por el demandante José Manuel 
González; que, en tales circunstancias, demostrativas de 
que la notificación hecha por el alguacil Mota llegó real-
mente a manos de la recurrente, el punto c) del segundo 
medio carece también de consistencia y debe ser desesti-

mado; 

Considerando, sobre el punto b) del mismo segundo 
medio, que esta Suprema Corte ha comprobado que la ac-
tual recurrente, al discutirse el caso ante la Corte a-qua, 
en oposición, formul5 por conducto de su abogado consti-
tuido, entre otras conclusiones, las siguientes: Fijarle una 
suma de Cincuenta Pesos (RD$50.00) moneda nacional, 
mensuales, que deberá' pagar el cónyuge recurrido, señor 
José Manuel González, a la recurrente, para la manuten-
ción y educación del menor Joan José procreado entre am-
bos esposos; Fijarle la suma de Cuarenta Pesos (RD$40.00) 
mensuales, como pensión alimenticia que debe pagarle el 
señor José Manuel González, mientras dure el procedi-
miento de divorcio, a su cónyuge, señora Lucía Altagracia 
Rodríguez Almonte dé González; fijar la suma de Ciento 
Cincuenta Pesos (RD$150.00) como tensión ad-litem debe 
pagarle el esposo recurrido a la recurrente, para contribuir 
a los gastos del procedimiento de divorcio"; que, por na-
turaleza, dichas conclusiones se referían a medidas provi-
sionales, acerca de las cuales no podía dejar de estatuirse, 
aunque la intimante en apelación no concluyera sobre el 
fondo; que por lo expuesto la sentencia que se impugna de-
be ser casada por falta de base legal respecto al punto 
examinado; 

1' 	

Considerando, que, eri el caso ocburrente se trata de un 
litigio entre esposos, en que las costas pueden compensar-
se; 
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alguacil supiera de antemano que la requerida se en cen.. 
 traba allí, aunque fuera accidentalmente, no hace irregu_ 

lar esa notificación corno lo insinúa la recurrente; q ue, si 
 bien en los emplazamientos suelen mencionarse y aún 
 anexarse copias de los documentos que los demandantes 

van a hacer valer en apoyo de sus demandas, esa menció n 
 obviamente no es necesaria cuando los damandantes no 

 van a apoyarse en documentos, corno no lo fue en este ca-
so; que, por tanto el primer medio del recurso, en sus dos 
aspectos, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, sobre el punto a) del segundo medio, 
que esta Suprema Corte estima totalmente como pertinen-
te el motivo que ha dado la Corte a-qua para no disponer 
la comunicación de documentos que había pedido la ahora 
recurrente, o sea que la medida citada resultaría sin ob-
jeto, ya que, frente a ese pedimento, el esposo demandan-
te declaró, y así consta en la sentencia, que, no tenía nin-
gún documento que comunicar; que, por tanto, el indicado 
punto del primer medio carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, sobre el punto c. ) del mismo segundo 
medio, que el rigor de las notificaciones en la forma pres-
crita a pena de nulidad absoluta cuando la esposa es la 
demandada en divorcio se contrae principalmente a los 
emplazamientos y- actos preliminares de divorcio, según se 
advierte por el contexto del artículo 22 de la Ley de Di-
vorció, ampliado por la Ley No. 2153 de 1949; todo, a fin 
de proteger a la mujer contra los divorcios gestionados en 
su total desconocimiento, o sea clandestinos; pero que, en 
el caso ocurrente, se trataba, no de un emplazamiento ni 
de acto preliminar alguno, sino de la notificación de la 
sentencia de primera instancia del 8 de marzo de 1973; que 
en su acto de apelación del 9 de marzo del mismo año, no-
tificado por el alguacil José Freddy Mota, Ordinario de la 

Segunda Cámara Penal del Distrito Nacional, la actual re-
currente se refiere a la sentencia de Primera Instancia y 
consigna que dicha sentencia le fue notificada el 8 de mar-

zo por el alguacil utilizado por el demandante José Manuel 
González; que, en tales circunstancias, demostrativas de 

que la notificación hecha por el alguacil Mota llegó real-
mente a manos de la reccrrente, el punto e) del segundo 
medio carece también de consistencia y debe ser desesti-

mado; 

Considerando, sobre el punto b) del mismo segundo 
medio, que esta SupTema Corte ha comprobado que la ac-
tual recurrente, al discutirse el caso ante la Corte a-qua, 
en oposición, formul.5 por conducto de su abogado consti-
tuido, entre otras conclusiones, las siguientes: Fijarle una 
suma de Cincuenta Pesos (RD$50.00) moneda nacional, 
mensuales, que deberá. pagar el cónyuge recurrido, señor 
José Manuel González, a la recurrente, para la manuten-
ción y educación del menor Jean José procreado entre am-
bos esposos; Fijarle la suma de Cuarenta Pesos' (RD$40.00) 
mensuales, como pensión alimenticia que debe pagarle el 
señor José Manuel González, mientras dure el procedi-
miento de divorcio, a su cónyuge, señora Lucía Altagracia 
Rodríguez Almonte dé González; fijar la suma de Ciento 
Cincuenta Pesos (RD$150.00) como pensión ad-litem debe 
pagarle el esposo recurrido a la recurrente, para contribuir 
a los gastos del procedimiento de divorcio"; que, por na-
turaleza, dichas conclusiones se referían a medidas provi-
sionales, acerca de las cuales no podía dejar de estatuirse, 
aunque la intimante en apelación no concluyera sobre el 
fondo; que por lo expuesto la sentencia que se impugna de-
be ser casada por falta de base legal respecto al punto 
examinado; 

Considerando, que, en el caso oeurrente se trata de un 
litigio entre esposos, en que las costas pueden compensar-
se; • 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
el 18 de abril de 1974 por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo h a 

 sido copiado en parte anterior del presente fallo, única.. 
mente en cuanto dejó de estatuir sobre las medidas pr o.. 
visionales especificadas más arriba y envía el asunto así 
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo: Rechaza en 
sus demás aspectos el recurso de casación interpuesto con-
tra la misma sentencia por Lucía Altagracia Rodríguez Al-
monte de González; Tercero: Compensa las costas entre las 
partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perell&— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

e 

e 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de 

La Vega, de fecha 22 de febrero de 1974. 

33ateria : Trabajo. 

Recurrente: Ing. Ramón Pastrano Varona. 

.ogados: Lic. Ramón B. García y Miguel Lora Reyes. 

il-curridos: Francisco Rincón Jáquez y compartes. 

rogados: Dr. Hugo Fco. Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la. Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad, de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Naconal, hoy día 9 de Julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de fa Restauración, dicta 
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te te sentencia: 

1 
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.ogados: Lic. Ramón B. García y Miguel Lora Reyes. 
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mur. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupar 
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bairtista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad, de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Naconal, hoy dia. 9 de Julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien- 

do te sentencia: 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Ra nvall 
 Pastrano Varona, dominicano, mayor de edad, casado, in _ 

geniero, domiciliado en la ciudad de Santo Domingo, cédu. 
la  No. 47335, serie ira., contra la sentencia dictada por la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 
22 de febrero de 1974, cuyo dispositivo se transcribe más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 25 de marzo 
de 1974, suscrito por los abogados de los recurrentes, li-
cenciados Ramón B. García G., y Miguel A. Lora, cédula 
Nos. 41785 y 976, serie 47, respectivamente, en el cual se 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, Fran-
cisco Rincón Jáquez, cédula No. 3616, serie 34; Juan Ra-
món López, cédula No. 39530, serie 47; Epifanio Torres, 
cédula No. 11972, serie 23, y Elías Reyes, cédula No. 47746, 
serie 47, suscrito el 22 de febrero de 1974, por su abogado, 
el Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, qie en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a.)' 
que con mopvo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, hecha por los actuales recurridos contra el  

ingeniero Pastrano Varona, el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción de La Vega, dictó el 30 de agosto 
de 1973, en atribuciones laborales, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoger por ser re-
gular en la forma y válido en el fondo, la demanda que en 
reclamación de prestaciones laborales han interpuesto los 
señores Francisco Ramón Jáquez, Juan Ramón López, Epi-
fanio Torres y Elías Reyes, contra el Ing. Ramón Pastra-
no Varona; SEGUNDO: Declarar como por la presente de-
clara, resuelto el contrato de trabajo que existía entre los 
señores Francisco Ramón Jáquez, Juan Ramón Jáquez, 
Epifanio Torres y Elías Reyes, y el Ing. Ramón Pastrano 
Varona; así como declara justificado al tenor del artículo 
86, acápite 8 de la dimisión de los requerientes: TERCE-

RO: Condenar como por la presente condena, al Inge. Ra-
món Pastrano Varona, al pago de los valores correspon-
dientes: a) al pago de desahucio y auxilio de cesantía, de 
acuerdo a los salarios devengados por los Sres. Francisco 
Ramón Jáquez, Juan Ramón López, Epifanio Torres y 
Elías Reyes, durante el tiempo trabajado; b) la suma co-
rrespondiente de regalía pascual no devengado; e) una su-
ma igual a los salarios que hubieran recibido los deman-
dantes, hasta la fecha de la sentencia definitiva, sin que 
pueda exceder de tres meses de salarios; CUARTO: Conde-
na al Ing. Pastrano Varona, al pago de las costas con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Hugo F. Alva-
rez Valencia, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; d) que sobre recurso de apelación del actual recu-
rrente, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito de La. Vega, dictó 
en fecha 22 de febrero de 1974, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte intimada, por conducto de su abo-
gado constituído, por ser justas y reposar en prueba legal, 
y en consecuencia, Debe: Declara regular, e  en cuanto a la 
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ingeniero Pastrano Varona, el Juzgado de Paz de la Se-
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señores Francisco Ramón Jáquez, Juan Ramón López, Epi-
fanio Torres y Elías Reyes, contra el Ing. Ramón Pastra-
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Ramón Jáquez, Juan Ramón López, Epifanio Torres y 
Elías Reyes, durante el tiempo trabajado; b) la suena co-
rrespondiente de regalía pascual no devengado; c) una su-
ma igual a los salarios que hubieran recibido los deman-
dantes, hasta la fecha de la sentencia definitiva, sin que 
pueda exceder de tres meses de salarios; CUARTO: Conde-
na al Ing. Pastrano Varona, al pago de las costas con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Hugo F. Alva-
rez Valencia, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; d) que sobre recurso de apelación del actual recu-
rrente, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito de La Vega, dictó 
en fecha 22 de febrero de 1974, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte intimada, por conducto de su abo-
gado constituido, por ser justas y reposar en prueba legal, 
y en consecuencia, Debe: Declara regular, en cuanto a la 
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forma, el recurso de apelación interpuesto por el Ing, p as_ 
trano Varona, contra la sentencia del Juez de Paz de la 
Segunda Circunscripción de La Vega; SEGUNDO: En 

 cuanto al fondo, rechaza dicha apelación por improcedente 
 e infundada, confirmando, en consecuencia, la sentencia 

 recurrida en todas sus partes; TERCERO: Condena al Ing. 
Pastrano Varona al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. Hugo F. Alvarez V., quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios: Primer Medio: Violación del ar-
tículo 86, acápite 8ve., del Código de Trabajo; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil; Tercer Medio: Falta de base legal; 

Considerando, que en los tres medios de su memorial. 
reunidos, el recurrente expone y alega, en síntesis, que 
Cámara a-qua fundamenta su sentencia en que los traba-
jadores recurridos dimitieron justificadamente, lo que es-
tá en contradicción con los hechos de la causa; que, en 
efecto, de parte del patrono, como los hechos lo revelan, no 
se produjo ninguna transgresión al contrato o actuación 
indebida, que hubiese autorizado a los trabajadores a des-
amparar sus empleos, ya que es constante que el patrono 
hizo de su parte cuanto pudo para persuadirlos de que no 
abandonaran el trabajo, aún en la tentativa de concilia-
ción, y que se dedicaran a otras actividades en la obra has-
ta que pudieran volver a sus trabajos de carpintería; que 
esto quedó confirmado por algunos testigos, en particular 
por Caonabo Núñez, quien coincidiendo con la declaración 
del ingeniero Pastrano Varona, expuso que los trabajos de 
carpintería que los demandantes y ahora recurridos reali-
zaban en la obra (remddelación del acueducto de La Vega), 
tenían que ser interrumpidos mientras se colocaban los 
moldes para a n envarillado, disponiéndose, mientras tan- 

to, que dichos obreros se dedicaran a otros trabajos de la 
obra, hasta ser vueltos a sus labores originales; que aparte 
de que la omisión de ponderar el testimonio de Núñez y 
otros de igual contenido, caracteriza una manifiesta falta 
de base legal, la sentencia también carece de motivos sufi-
cientes, pues deja de relatar particularidades relevantes de 
la causa; que en consecuencia, la sentencia impugnada de- 

be ser casada; pero, 

Considerando, que la Cámara a-qua dio por estableci-

do mediante la ponderación de los elementos de juicio so-
metidos al debate, que loá trabajadores recurridos "forma-
ron el primer equipo que inició la obra, teniendo como je-
fe al primero", o sea a Francisco Ramón Jáquez, lo que, se-
gún se consigna en el mismo fallo impugnado, aparte de 
no ser contestado por el patrono Pastrano Varona, en la 
comparecencia personal por ante el Juzgado de Paz, fue 
admitido por el testigo Caonabo Núñez, según el cual los 
trabajadores fueron remitidos a efectuar trabajos de mo-
vimiento de tierra, en tanto se efectuaba un trabajo de en-
vairllado, no obstante que el trabajo de carpintería nunca 
se paró, y que se realizaba en un sitio especial separado de 
la obra; que, por tanto, al declarar el Juzgado a-quo, en su 

fallo como consecuencia de las anteriores comprobaciones, 
que la dimisión de los trabajadores está justificada "al dis-
minuir su jerarquía en el trabajo, reduciéndoles de carpin-
teros de la obra, a simples peones de pico y pala", cuando 
podían continuar como carpinteros, "como de hecho con-
tinuaron otros", dicha Cámara hizo una correcta aplica-
ción del inciso 8, del artículo 86 del Código de Trabajo, a 
cuyo tenor, el trabajador puede dimitir justificadamente 
"por exigir el patrono al trabajador que realice un traba-
jo distinto de aquél a que está obligado por el contrato, sal-
vo que se trate de cambio temporal á. un puesto inferior en 
caso de emergencia con disfrute del mismo sueldo corres-
pondiente a un trabajo ordinario", excepcio" ésta que no 

ly 
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fue establecida en la especie; que de todo lo así dicho reve-
la que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en la 
denunciada violación del texto legal ya antes transcrito; 

Considerando, por otra parte, que como se advierte por 
todo lo anteriormente expuesto la Cámara a-qua, en oposi-
ción a lo alegado al respecto, sí ponderó la declaración del 
testigo Caonabo Núñez, deduciendo de ella las consecuen-
cias que juzgó pertinentes; y que igualmente ha dado en 
su fallo motivos suficientes y adecuados que justifican su 
dispositivo, por lo cual dicha Cámara tampoco ha incurri-
do en los vicios y violaciones denunciados por lo que los 
medios del memorial deben sér desestimados, por carecer 
de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Pastrano Varona, contra la 
sentencia dictada en fecha 22 de febrero de 1974, por la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Vega, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se dispone en provecho del Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia, abogado de los , recurridos, 
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curia hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del cita, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE JULIO DEL 1975 

,•entencia impugnada: Primera Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal de fecha 1 de agosto de 1974. 

  

  

,
,dateria: Correccional, 

      

         

  

1;ecurrentes: Felipe Santiago Ledesma y compartes. 

         

  

Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres. 

in terviniente: Luis Peralta Pérez. 

A bogado : Dr. Rafael C. Cornielle Segura. 

  

  

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudád de Santo Domingo de Guzmán, Distrito- Nacional, 
hoy día 9 del mes de Julio del año 1975, arios 132' de la 
Indepenencia y 112' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguienteggentencia: 
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fue establecida en la especie; que de todo lo así dicho reve-
la que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en la 
denunciada violación del texto legal ya antes transcrito; 

Considerando, por otra parte, que corno se advierte po r 
 todo lo anteriormente expuesto la Cámara a-qua, en oposi_ 

ción a lo alegado al respecto, sí ponderó la declaración del 
testigo Caonabo Núñez, deduciendo de ella las consecuen-
cias que juzgó pertinentes; y que igualmente ha dado en 
su fallo motivos suficientes y adecuados que justifican su 
dispositivo, por lo cual dicha Cámara tampoco ha incurri-
do en los vicios y violaciones denunciados por lo que los 
medios del memorial deben sér desestimados, por carecer 
de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Pastrano Varona, contra la 
sentencia dictada en fecha 22 de febrero de 1974, por la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Vega, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se dispone en provecho del Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia, abogado de los , recurridos, 
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte. 

Firmados: Néstor Confin Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del cita, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE JULIO DEL 1975 

,orntencia impugnada: Primera Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal de fecha 1 de agosto de 1974: 

iateria: Correccional, 

ocurrentes: Felipe Santiago Ledesma y compartes. 

t ►ogado: Dr. José Ma. Acosta Torres. 

Interviniente: Luis Peralta Pérez. 

Ulogado: Dr. Rafael C. Cornielle Segura. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés C•upa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en. la  
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito ,  Nacional, 
hoy día 9 del mes de Julio del año 1975, años 132' de la 
Indepenencia y 112' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiented§entencia: 
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Sobre los recursos de casación interpuesto por Felip e 
 Santiago Ledesma, dominicano, mayor de edad, soltero 

 chofer de camión, domiciliado en la calle Cristóbal Colón' 
No. 5, del Barrio Simón Bolívar, de esta ciudad, cédul a 

 No. 76085, serie 1ra.; Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlve-
da, domiciliado en la calle Reyna Isabel No. 1, del mismo 
Barrio; y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
domiciliada en la Avenida Independencia No. 55 (Edificio 
Buenaventura), de esta ciudad; contra la sentencia dictada 
el día 1ro., de agosto de 1974, en sus atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, cédula 
No. 25378, serie 18, abogado del interviniente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; interviniente que es Luis Peralta 
Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, domiciliado en la calle 10 No. 110 del Ensanche Es-
paillat de esta ciudad, cédula No. 87974, serie ira.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
dé la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Cámara a-qua, el 8 de agosto de 1.974, a requeri-
miento del Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511, 
serie 31, acta en la cual no se indica ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial depositado por los recurrentes el 
día 10 de febrero de ¿975, suscrito por su abogado, en el 
cual se proponen contra la sentencia impugnada los medios 
que se indica, ynás adelante; 

Visto el escrito del interviniente Peralta Pérez, sus-
crito por su abogado, depositado el 10 de febrero de 1975; 

Visto el auto dictado en ,fecha 8 del mes de Julio del 
corriente año 1975, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Li-
cenciado Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la 
deliberación y fallo de los recursos de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes No. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49 
letra a) de la Ley No. 241, de 1967 sobre .Tránsito de Ve-
hículos, 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes dé la 
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ellase refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico ocurrido en 
esta ciudad el día 18 de abril de 1974, en el cual resultó con 
golpes una persona, curables en menos de diez, días, el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional, dictó el día 11 de junio de 1974 en sus atribucio-
nes correccionales, una sentencia cuyo dispostivo se copia 
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que, 
sobre apelación de los actuales recurrentes, intervino la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válida 
en cuanto a la forma por haber sid ► 'hecha conforme a la 
Ley de la materia, el recurso de apelación interpuesto en 
fecha veintisiete (27) del mes de Junio delco mil nove- 

4 
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Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
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con motivo de un accidente automovilístico ocurrido en 
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cientos setenta y cuatro (1974), por el Dr. Felipe Santiag o 
 Ledesma, Aurelio Pimentel Sepúlveda y la Cía. Dominica

-na de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por 
 el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis_ 

trito Nacional, en fecha Once (11) del mes de Junio del 
año mil novecientos setenta y cuatro (1974), y cuyo dispo-
sitivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al señor Felipe 
Santiago Ledesma, culpable de violación a los artículos 49 
y 123 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos, en 
consecuencia se condena a una multa de Cinco Pesos Or o 

 ($RD5.00) y al pago de las costas: Segundo: Se declara al 
señor Luis Peralta Pérez, no culpable de violar la Ley No. 
241, sobre Tránsito de Vehículos y en consecuencia Se Des-
carga de toda responsabilidad penal; Tercero: Se declara 
regular y válida en la forma y en el fondo la constitución 
en parte civil incoada por el Dr. Rafael Cristóbal Cornie-
lle Segura, a nombre y representación de Luis Felipe Pe-
ralta Pérez, en contra de Felipe Santiago Ledesma y Aure-
lio Pimentel; Cuarto: Se condena a Felipe Santiago Ledes-
ma y Aurelio Pimentel, a pagarle la suma de Quinientos 
Pesos Osro (RD$500.00) a Luis Peralta Pérez, como indem-
nización por todos bis daños morales y materiales sufridos 
por él y. su vehículo en el accidente de que se trata; Quin-
to: Se condena a Felipe Santiago Ledesma y Aurelio Pi-
mentel, al pago de las costas Civiles en favor del Dr. Ra-
fael Cristómal Cornielle Segura, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; y Sexto: Se declara esta senten-
cia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que produ-
jo el accidente'; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se confir-
ma en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: 
Se pronuncia el Defecto contra el señor Pacífico Aurelio 
Pimentel Sepúlveda y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., por noehaber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citados; CUARTO: Se con-
dena a los seírigres Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlveda, 

Felipe Santiago Ledesma y la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle 
Segura, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad". 

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis 
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de 
casación: Insuficiencia de motivos para la condenación con 
tra el prevenido Felipe Santiago Ledesma; Falta de base 
para la condenación de Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlve-
da como consecuencia de lo anterior; Nulidad de la sen-
tencia por no haber sido citado a juicio ante la Cámara 
a-qua la aseguradora puesta en causa, o sea la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., todo en violación de la 
Ley No. 241 de 1967, y del artículo 8, incios 2, letra J' de 
la Constitución de la República; 

Considerando, que del examen del expediente practi-
cado por esta Suprema Corte de Justicia, resulta que al ser 
condenados los ahora recurrentes Felipe Santiago Ledesma 
y Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlveda, con oponibilidad 
de las condenaciones civiles pronunciadas contra ellos a la 
también ahora recurrente Compañía Dominicana de Segu-
ros, C.por A., por el Juez de Primer Grado, todas las par-
tes mencionadas interpusieron apelación, por no estar con-
formes con la sentencia inicial, según el acta correspon-
diente del 27 de junio del 1974; que, fijado el conocimien-
to de la apelación para el día 31 de julio de 1974, por el 
Presidente de la Cámara a-qua, fueron citados para la au-
diencia de ese día —única audiencia de instrucción cele-
brada en el caso— el co-prevendio Luis Peralta Pérez y 
Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlveda, puesto en causa co-
mo persona civilmente responsable por el co-prevenido 
Luis Peralta Pérez; todo por acta del Ministerial Miguel 
Angel Segura, Alguacil ordinario de la "-cera Cámara 

e 
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cia oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
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Se pronuncia el Defecto contra el señor Pacífico Aurelio 
Pimentel Sepúlveda y la Compañía Dominicana de Segu-
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Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis 
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de 
casación: Insuficiencia de motivos para la condenación con 
tra el prevenido Felipe Santiago Ledesma; Falta de base 
para la condenación de Pacífico Aurelio Pimentel Sepúlve-
da como consecuencia de lo anterior; Nulidad de la sen-
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condenados los ahora recurrentes Felipe Santiago Ledesma 
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diencia de ese , día —única audiencia de instrucción cele-
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Penal del Distrito Nacional del 20 de julio de 1974, noti-
ficadas por requerimiento del Procurador Fiscal del Di s

-trito Nacional; que, en cambio, en el expediente no figura_ 
la misma citación a la Compañía ahora'recurrente, para la 
audiencia ya mencionada del 31 de julio de 1974; que, en 

 el acta de la audiencia que se acaba de señalar, aunque no 
consta como representada la Compañía recurrente, no se 
indica en ella a que fuera citada, lo que vino a decirse el 
día siguiente, 1ro. de agosto, al pronunciarse la sentencia: 

Considerando, que, en tales circunstancias, .1a senten-
cia que se impugna ha sido dada el violación del texto cons-
titucional invocado por la Compañía de Seguros recurren-
te, por lo que debe ser casada; sin necesidad de ponderar 
los demás alegatos del recurso; 

Considerando, que, conforme a la Ley No. 4117, de 
1955, las aseguradoras de vehículos de motor pueden pro-
poner, en las causas en que están involucrados sus asegu-
rados, todos los medios de defensa que puedan culminar en 
el descargo de su asegurados, de los preposé de éstos, o en 
la reducción de las condenaciones civiles; que, por tanto, 
la casación dispuesta debe aprovechar a todos los recu-
rrentes; que, por- la naturaleza del caso la costas penales 
deben ser declaradas de oficio y las civiles compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada el día 1ro. de agosto de 1974, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto a la Segunda Cámara Penal 
del mismo Juzgado; Segundo: Declara las costas penales 
de oficio y compensa ls civiles entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Mal A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa- 

ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-

lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.---- Máximo Lovatón 

plióit.taluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-

riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

t 
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rrentes; que, por la naturaleza del caso la costas penales 
deben ser declaradas de oficio y las civiles compensadas; 

Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Fere-
116 ._ Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y arios, en él expresados, Y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Por tales motivos: Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada el día lro. de agosto de 1974, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto a la Segunda Cámara Penal 
del mismo Juzgado; Segundo: Declara las cestas penales 
de oficio y compensa Ws civiles entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— MaGiel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa- 

o 



SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO 'DEL 1975 

Materia: Penal. 

Prevenidos: Luis Genao Espaillat y Dr. Elso Feo. Mallol Burgos, 

Abogados: De Genao Espaillat: Dres. Salomón Fatule Chahín 
Manuel A. Tapia Cunillera. De Mallol Burgos, Dr. Enn- 

nuel Esquea. 

11 

terior y Policía, y al Dr. Elso Francisco Mallol Burgos, do-
minicano, mayor de edad, profesor, domiciliado y residen-
te en esta ciudad, cédula No. 123159, serie 31, prevenidos 
de violación a la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Ve-
hículos de.  Motor, en perjuicio de varias personas; 

Oído al Alguacil- de turnó en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Enmanuel Esquea, , manifestar a la Corte 
ioner mandato del prevenido y parte civil constituida Dr. 
Elso Francisco Mallol, para ayudarlo en sus medios de de-
tensa; 
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Interviniente: Margarita Cotes Javier. 

Abogado: Dr. Emidgio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de ju-
lio de 1975, años 132' de la Independencia y 112' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, en instancia única, 
como tribunal correccional especial, la siguente sentencia: 

En la causa segitida a Luis Genao Espaillat, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, 
cédula NQ ~4, serie 47, Subsecretario de Estado de In- 

Oído al Dr. Emigdio Valenzuela manifestar a la Corte 
tener mandato de Margarita Cotes Javier, parte civil cons, 
tituída, para ayudarla en sus medios de defensa; 

Oídos a los Dres. Salomón Fatule Chahín y Manuel A. 
Tapia Cunillera manifestar a la Corte tener mandato del 
prevenido y parte civil constituida Luis Genao Espaillat y 
de la San Rafael, C.xA., compañía aseguradora puesta en 
causa, para ayudarlo en- sus medios de defensa; 

Oído al Ayudante del Magistrado Procurador General de 
la República en la exposición de los hechos de la causa e 
informar que las partes y los testigos en el proceso han si-
do legalmente citados; 

Oída a la agraviada Margarita Cotes Javier, parte ci-
vil constituida, en sus declaraciones; 

Oídos los testigos Luis Garzón Toribio, William. Lora 
Espinal, Ramón Ercilio 'Martínez Guzmán y Antonio M. 
Guadalupe, en sus deposiciones; 

Oído al prevenido Luis Genao Espaillat, en sus decla-
raciones; 	 t." 



Abogado: Dr. Emidgio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de ju-
lio de 1975, años 132' de la Independencia y 112' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, en instancia única, 
como tribunal correccional especial, la siguente sentencia: 

En la causa seguida a Luis Genao Espaillat, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, 
cédula N9  X-414, serie 47, Subsecretario de Estado de In- 

BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 1265 1264 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO *DEL 1975 

Materia: Penal. 

Prevenidos: Luis Genao Espaillat y Dr. Elso Feo. Mallol Burgos. 
Abogados: De Genao Espaillat: Dres. Salomón Fatule Chahín 

Manuel A. Tapia Cunillera. De Mallol Burgos, Dr. Enma- 
nuel Esquea. 

Interviniente: Margarita Cotes Javier. 

feriar y Policía, y al Dr. Elso Francisco Mallol Burgos, do-
rninicano, mayor de edad, profesor, domiciliado y residen-
te en esta ciudad, cédula No. 123159, serie 31, prevenidos 
de violación a lá Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Ve-
hículos de.  Motor, en perjuicio de varias personas; 

Oído al Alguacil- de turnó en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Enmanuel Esque.a, manifestar a la Corte 
lnner mandato del prevenido y parte civil constituida Dr. 
Elso Francisco Mallol, para ayudarlo en sus medios de de-
1 msa; 

Oído al Dr. Emigdio Valenzuela manifestar a la Corte 
tener mandato de Margarita Cotes Javier, parte civil cons-
lifuída, para ayudarla en sus medios de defensa; 

Oídos a los Dres. Salomón Fatule Chahín y Manuel A. 
Tapia Cunillera manifestar a la Corte tener mandato del 
prevenido y parte civil constituida Luis Genao Espaillat y 
de la San Rafael, C.xA., compañía aseguradora puesta en 
causa, para ayudarlo en- sus medios de defensa; 

Oído al Ayudante del Magistrado Procurador General de 
la República en la exposición de los hechos de la causa e 
informar que las partes y los testigos en el proceso han si-
do legalmente citados; 

Oída a la agraviada Margarita Cotes Javier, parte ci-
vil constituida, en sus declaraciones; 

Oídos los testigos Luis Garzón Tóribio, William Lora 
Espinal, Ramón Ercilio 'Martínez Guzmán y Antonio M. 
Guadalupe, en sus deposiciones; 

Oído al prevenido Luis Genao Espaillat, en sus decla-
raciones; 
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• Oído al prevenido Elso Francisco Mallol Burgos, e n 
 sus declaraciones; 

Oída la lectura de los certificados médico-legales; 

Oído al Dr. Enmanuel Esquea Guerrero, en su defen-
sa, en su indicada calidad y en sus conclusiones in-vote que 
son las siguientes: "Priniero: Declarando como buena y vá-
lida en la forma la presente constitución eh parte civil; 
Segundo: Independientemente de las sanciones penaleá, 
condenando al Sr. Luis Genao Espailla a .pagar al Dr. Elso 
Mallol Burgos, los valores: a) la suma de Tres Mil Pesos 
Oro (RD$3,000.00) como reparación al daño consistente 
en el lucro cesante durante el tiempo que duró su incapa-
cidad; b) la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00), 
como reparación a los daños morales recibidos; c) la suma 
de Seis Mil Novecientos Setenta Pesos Oro (RD$6,970.00) 
como reparación al daño emergente con que se vio afecta-
do eqn la destrucción de su vehículo; d) la suma de Qui-
nientos Pesos Oro (RD$500.00) como restitución de los 
gastos médicos necesarios y consecuencia del hecho lesio-
nal; Tercero: Condenando al Sr. Luis Genao Espaillat al 
pago de los intereses legales de las sumas acordadas a par-
tir de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia que intervenga; Cuarto: Condenando al Sr. Luis Genao 
Espaillat, al pago de las costas, y honorarios del procedi-
miento distrayéndoles en beneficio del Dr. Enmanuel T. 
Esquea Guerrero, por haberlos avanzado en su totalidad; y 
Quinto: Declarando que la sentencia a intervenir en su as-
pecto civil contra el Sr. Luis Genao Espaillat, son común 
y oponible y ejecutable con todas sus consecuencias lega-
les, contra la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
entidad aseguradora del vehículo causante del daño"; 

Oído al Dr. Emigdio Valenzuela, en su indicada calidad, 
en su defensat-oven sus conclusiones in-vote, que son las si- 
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guientes: "Primero: Declarando como buena y válida en la 
forma la presente constitución en parte civil; Segundo: In-. 
dependientemente de las sanciones penales, condenando al 
señor Luis Genab Espaillat a pagar a la señorita Margarita 
Cotes Javier la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) 
como justa reparación a los daños materiales y morales 
cibidos por ella, con motivo del mencionado accidente; Ter-
cero: Condenando al señor Luis Genao Espaillat al pago de 
los  intereses legales de la suma acordada a partir de la de-
manda y hasta la total ejecución, de la sentencia que inter-
venga; Cuarto: Condenando al señor Luis Genao Espaillat 
al pago de las costas y honorarios del procedimiento dis-
trayéndolos en beneficio del Lic. Emigdio Valenzuela M., 
por haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto: Decla-
rando que la sentencia a intervenir en su aspecto civil con-
tra el Sr. Luis Espaillat Genao, sea común, oponible y eje-
cutable con todas sus consecuencias legales, contra la Com-
pañía de Seguros, San Rafael, C. por A., entidad asegura-
dora del vehículo causante del daño"; 

Oído a les Dres. Manuel A. Tapia Cuniillera y Salomón 
Fatule Chahín, en sus indicadas calidades, en su defensa 

y en sus conclusiones In-voce, que son las siguientes: "En 
cuanto a lo penal, que sea descargado Luis Genao Espaillat, 
por no haber violado la Ley No. 241; Que sean rechazadas 
las demandas civiles incoadas por Elso Francisco Mallol 
Burgos y Margarita Cotes Javier, por improcedentes y mal 

fundadas; Que se declare el defecto de la Compañía Segu-
ros Pepín, S. A; Que se condene a Elso Mallol Burgos a pa-
garle al.. señor Luis Genao Espaillat la suma de Diez Mil 
Pesos Oro como justa reparación por los daños morales y 
materiales sufridos como consecuencia del aludido acciden-
te, incluyendo la reparación del vehículo, depreciación y 
lucro cesante; Segundo: Condenando 'al señor Elso Mallol 
Burgos al pago de los intereses legales de dicha suma, con-
tados a partir de la demanda y corno conde/J(1On supleto- 
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Oído al prevenido Elso Francisco Mallol Burgos, en 
sus declaraciones; 

Oída la lectura de los certificados médico-legales; 

Oído al Dr. Enmanuel Esquea Guerrero, en su defen-
sa, en su indicada calidad y en sus conclusiones in-vote que 
son las siguientes: "Primero: Declarando como buena y vá-
lida en la forma la presente constitución en parte civil; 
Segundo: Independientemente de las sanciones penaleS, 
condenando al Sr. Luis Genao Espailla a .pagar al Dr. Elso 
Mallol Burgos, los valores: a) la suma de Tres Mil Pesos 
Oro (RD$3,000.00) como reparación al daño consistente 
en el lucro cesante durante el tiempo que duró su incapa-
cidad; b) la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00), 
como reparación a los daños morales recibidos; e) la suma 
de Seis Mil Novecientos Setenta Pesos Oro (RD$6,970.00) 
como reparación al daño emergente con que se vio afecta-
do cin la destrucción de su vehículo; d) la suma de Qui-
nientos Pesos Oro (RD$500.00) como restitución de los 
gastos médicos necesarios y consecuencia del hecho lesio-
nal; Tercero: Condenando al Sr. Luis Genao Espaillat al 
pago de los intereses legales de las sumas acordadas a par-
tir de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia que intervenga; Cuarto: Condenando al Sr. Luis Genao 
Espaillat, al pago de, las costas, y honorarios del procedi-
miento distrayéndolos en beneficio del Dr. Enmanuel T. 
Esquea Guerrero, por haberlos avanzado en su totalidad; y 
Quinto: Declarando que la sentencia a intervenir en su as-
pecto civil contra el Sr. Luis Genao Espaillat, son común 
y oponible y ejecutable con' todas sus consecuencias lega-
les, contra la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
entidad aseguradora del vehículo causante del daño"; 

Oído al Dr. Emigdio Valenzuela, en su indicada calidad, 
en su defensai :,,Y)en sus conclusiones in-vote, que son las si- 

guientes: "Primero: Declarando corno buena y válida en la 
forma la presente constitución en parte civil; Segundo: In-
dependientemente de las sanciones penales, condenando al 
señor Luis Genao Espaillat a pagar a la señorita Margarita 
Cotes Javier la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) 

como justa reparación a los daños materiales y morales re:_ 
cibidos por ella, con motivo del mencionado accidente; Ter-
cero: Condenando al señor Luis Genao Espaillat al pago de 
los intereses legales de la suma acordada a partir de la de-
manda y hasta la total ejecución, de la sentencia que inter-
venga; Cuarto: Condenando al señor Luis Genao Espaillat 
al pago de las costas y honorarios del procedimiento dis-
trayéndolos en beneficio del Lic. Emigdio Valenzuela M., 
por haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto: Decla-
rando que la sentencia a intervenir en su aspecto civil con-
tra el Sr. Luis Espaillat Genao, sea común, oponible y eje-
cutable con todas sus consecuencias legales, contra la Com-
pañía de Seguros, San Rafael, C. por A., entidad asegura-
dora del vehículo causante del daño"; 

Oído a los Dres. Manuel A. Tapia Cunillera y Salomón 
Fatule Chahín, en sus indicadas calidades, en su defensa 

y en sus conclusiones In-v ioce, que son las siguientes: "En 
cuanto a lo penal, que sea descargado Luis Genao Espaillat, 
por no haber violado la Ley No. 241; Que sean rechazadas 
las demandas civiles incoadas por Elso Francisco Mallol 
Burgos y Margarita Cotes Javier, por improcedentes y mal 
fundadas; Que se declare el defecto de la Compañía Segu-
ros Pepín, S. A; Que se condene a Elso Mallol Burgos a pa-
garle aL señor Luis Genao Espaillat la suma de Diez Mil 
Pesos Oro como justa reparación por los daños morales y 
materiales sufridos como consecuencia del aludido acciden-
te, incluyendo la reparación del vehículo, depreciación y 
lucro cesante; Segundo: Condenando 'al señor Elso Mallol 
Burgos al pago de los intereses legales de dicha suma, con-
tados a partir de la demanda y como condenAlif5n supleto- 

is 
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ria; Condenando a dicho señor al pago de las costas del 
procedimiento, ordenando su distracción en provecho d e 

 los Dres. Manuel A. Tapia Cunillera y Salomón Fatule Cha_ 
hín, abogados que afirman haberlas avanzado en su mayo r 

 parte; y Ordenando que la sentencia a intervenir en el pro .. 
sente caso, le sea declarada común u oponible a la Seguros 
Pepín, S. A. en su condición de entidad aseguradora del ve-
hículo causante del daño, por aplicación del art. 10 de la 
Ley No. 4117, sobre Seguros Obligatorio de Vehículos de 
Motor"; 

Oído al Ayudante del Procurador General de la Repú-
blica en su dictamen, que termina así: "Primero: Que se 
declaren las partes civiles regularmente constituídas; Se-
gundo: Que se declare el inculpado Luis Genao Espaillat, 
de generales que constan culpable de golpes o heridas in-
voluntarios causados con el manejo de su vehículo de mo-
tor en perjuicio de Elso Francisco Mallol Burgos y Mar-
garita Cotes Javier, que curaron unos después de diez (10) 
y antes de veinte (20) días y otros después de cuarenticin-
co y antes de sesenta (60) días y se condene al pago de una 
multa de cien pesos oro (RD$100.00); Cuarto: Que se con-
dene a Luis Genao Espaillat, al pago de una indemnización 
en provecho de Elso Francisco Mallol Burgos y Margarita 
Cotes Javier, cuyo monto lo abandonamos a la soberana 
apreciación de este Honorable Tribunal; Quinto: Que se 
condene a Luis Genao Espaillat, al pago de todas las cos-
tas distrayendo las civiles en provecho del Dr. Esquea, 
por declarar éste estarlas avanzando en su mayor parte; 
Sexto: Que se declare al inculpado Elso Francisco Mallol 
Burgos, de generales que constan no culpable de los he-
chos que se imputan por no haberlos cometido"; 

Vistos los autos: 

Resulta: que siendo las cuatro de la tarde, aproximada-
mente, del ct -d-1.3 de octubre de 1974, en la carretera San- 

to Domingo-San Pedro de Macorís, en las cercanías del Ho-

tel y Balneario "Villas del Mar", ocurrió un accidente au-

tomovilstico, con motivo de la colisión que tuvieron los ve-
hículos marca Chevrolet, placa No. 102-634, conducido por 
su propietario Luis Genao Espaillat, Subsecretario de Es-
tado de Interior y Policía y el Audi, placa No. 122-304, con-
ducido por su propietario Elso Francisco Mallol Burgos, 
mientras ambos transiatba,n en dirección Este-Oeste, rum-
bo a la ciudad de Santo Domingo, el primero en compañía 
de Antonio M. Guadalupe y el segundo, de Margarita Co-
tes aJvier; resultando lesionados ambos conductores y Mar-
garita Cotes Javier; 

Resulta: Que según consta en Certificado médico que 
obra en el expediente el Dr. Elso Francisco Mallol Burgos 
recibió las siguientes lesiones corporales: "Traumas con 
posible fracturas de varias costillas del Hemitorax dere-
cho; heridas contusas en Región Frontal; traumas del to-
billo derecho y torax; Fractura Occipito-Parietal derecha 
(Fisura); Fractura de la 2da., 3ra y 4ta. costillas derechas 
en su arco posterior; heridas contusa Región Frontal De-
recha; contusión hombro derecho; cadera derecha y brazo 
izquierdo"; 

Resulta: que de conformidad con Certificado Médico 
que obra en el expediente Luis Genao Espaillat recibió las 
siguientes lesiones corporales: "Traumas con posible frac-
tura en miembro superior izquierdo; Traumas con lacera-
ciones en pómulo izquierdo; hombro izquierdo, ambos la-
bios y región nasal"; 

Resulta: que de acuerdo con Certificado Médico, Mar-
garita Cotes Javier recibió las siguientes lesiones corpora-
les: "Contusiones en Torax, ambas rodillas, escapular iz-
quierda, brazo izquierdo; Traumas con equimosis en muslo 
izquierdo; traumas múltiples"; 
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ria; Condenando a dicho señor al pago de las costas del 
procedimiento, ordenando su distracción en provecho de 
los Dres. Manuel A. Tapia Cunillera y Salomón Fatule Cha-
hín, abogados que afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte; y Ordenando que la sentencia a intervenir en el pr e.. 
sente caso, le sea declarada común u oponible a la Seguros 
Pepín, S. A. en su condición de entidad aseguradora del ve-
hículo causante del daño, por aplicación del art. 10 de la 
Ley No. 4117, sobre Seguros Obligatorio de Vehículos de 
Motor"; 

Oído al Ayudante del Procurador General de la Repú-
blica en su dictamen, que termina así: "Primero: Que se 
declaren las partes civiles regularmente constituidas; Se-
gundo: Que se declare el inculpado Luis Genao Espaillat, 
de generales que constan culpable de golpes o heridas in-
voluntarios causados con el 'manejo de su vehículo de mo-
tor en perjuicio de Elso Francisco Mallol Burgos y Mar-
garita Cates Javier, que curaron unos después de diez (10) 
y antes de veinte (20) días y otros después de cuarenticin-
co y antes de sesenta (60) días y se candene al pago de una 
multa de cien pesos oro (RD$100.00); Cuarto: Que se con-
dene a Luis Genao Espaillat, al pago de una indemnización 
en provecho de Elso Francisco Mallol Burgos y Margarita 
Cotes Javier, cuyo monto lo abandonamos a la soberana 
apreciación de este Honorable Tribunal; Quinto: Que se 
condene a Luis Genao Espaillat, al pago de todas las cos-
tas distrayendo las civiles en provecho del Dr. Esquea, 
por declarar éste estarlas avanzando en su mayor parte; 
Sexto: Que se declare al inculpado Elso Francisco Mallol 
Burgos, de generales que constan no culpable de los he-
chos que se imputan por no haberlos cometido"; 

Vistos los autos: 

Resulta: que siendo las cuatro de la tarde, aproximada-
mente, del cii.",M.3 de octubre de 1974, en la carretera San- 

to Domingo-San Pedro de Macorís, en las cercanías del Ho-
tel y Balneario "Villas del Mar", ocurrió un accidente au-

tomovilstico, con motivo de la colisión que tuvieron los ve-
hículos marca Chevrolet, placa No. 102-634, conducido por 

su propietario Luis Genao Espaillat, Subsecretario de Es-
tado de Interior y Policía y el Audi, placa No. 122-304, con-
ducido por su propietario Elso Francisco Mallol Burgos, 
mientras ambos transiatba.n en dirección Este-Oeste, rum-
bo a la ciudad de Santo Domingo, el primero en compañía 
de Antonio M. Guadalupe y el segundo, de Margarita Co-
tes aJvier; resultando lesionados ambos conductores y Mar-
garita Cotes Javier; 

Resulta: Que según consta en Certificado médico que, 
obra en el expediente el Dr. Elso Francisco Mallol Burgos 
recibió las siguientes lesiones corporales: "Traumas con 
posible fracturas de varias costillas del Hemitorax dere-
cho; heridas contusas en Región Frontal; traumas del to-
billo derecho y torax; Fractura Occipito-Parietal derecha 
(Fisura); Fractura de la 2da., 3ra y 4ta. costillas derechas 
en su arco posterior; heridas contusa Región Frontal De-
recha; contusión hombro derecho; cadera derecha y brazo 
izquierdo"; 

Resulta: que de conformidad con Certificado Médico 
que obra en el expediente Luis Genao Espaillat recibió las 
siguientes lesiones corporales: "Traumas con posible frac-
tura en miembro superior izquierdo; Traumas con lacera-
ciones en pómulo izquierdo; hombro izquierdo, ambos la-
bios y región nasal"; 

Resulta: que de acuerdo con Certificado Médico, Mar-
garita Cotes Javier recibió las siguientes lesiones corpora-
les: "Contusiones en Torax, ambas rodillas, escapular iz-
quierda, brazo izquierdo; Traumas con equimosis en muslo 
izquierdo; traumas múltiples"; 
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Resulta: que, de acuerdo con Certificación expedida por  
el Superintendente de Seguros, en fecha 25 de octubre d e 

 1974, el vehículo marca Chevrolet, propiedad de Luis Ge.., 
.nao Espaillat se encuentra amparado con la Póliza vige n„ 
te No. A-1-29325 de la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., entidad aseguradora que fue puesta en causa, a 
requerimiento del Dr. Elso Mallol Burgos; 

Resulta: que redactada la correspondiente acta por anr 
te el Oficial Encargado de la Sección de Querellas del De-
partamento de Tránsito de lá Policía Nacional, el día 13 
de octubre de1974, el expediente fue remitido a la Procu-
raduría Fiscal del Distrito Nacional, la cual apoderó del 
conocimiento del asunto a la Séptima Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; 

Resulta: que la mencionada Cámara de lo Penal, por 
su sentencia No. 720, del 11 de noviembre de 1974, dedi-1 
nó el expediente ante la Suprema Corte de Justicia., en ra-
zón de las fp.nciones que desempeña actualmente el co-
prevenido Luis Genao Espaillat, en virtud de las dispcsi-
clanes del artículo 67 de la Constitución de la República; 

Resulta: que el Magistrado Procurador General de la 
República apoderó del conocimiento del caso a la Supre-
ma Corte de Justicia por oficio del 15 de noviembre de 
1974; 

Resulta: que fijado originalmente el día 18 de febre-
ro de 1975, para el conocimiento de la causa y después de 
varios reenvíos, por enfermedad del prevenido Genao, fue 
conocida ésta el 10 de junio de 1975, aplazándose el fallo, 
para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después 
de, haber deliberado 

Considerándo, que por las deposiciones de los testigos 
de la causa bkores Luis Gerzón Toribio, William Lora Es- 

pinal, Ramón Ercilio Martínez Guzmán y Antonio M. Gua-
dalupe; por las de la agraviada Margarita Cortés Javier y 
por las de los prevenidos Luis Genao Espaillat y Dr. Elzo 
Francisco Mallol Burgos, asi como de los documentos del 
expediente, y de los hechos y circunstancias de la causa, 
principalmente por el lugar y posición en que quedaron 
ambos vehículos, después del accidente; hechos no contro-
vcrtidos, ante ésta Corte ha quedado establecido lo siguien-• 
te: a) que el día 13 de octubre de 1974, mientras transita-
ba en dirección Este-Oeste por la carretera Santo Domin-
go-San Pedro de Macorís, en las proximidades del Hotel y 
Balneario Villas del Mar, aproximadamente a las cuatro de 
la tarde, el vehículo marca Chevrolet, placa. No. 102-604, 
conducido a exceso de velocidad por su propietario Luis 
Genao Espaillat, chocó por la parte trasera al vehículo 
marca Audi, placa N9  122-304, conducido por Elso Francis-
co Mallol Burgos, que marchaba delante, en la misma di-
rección y por el mismo carril, a su derecha, a consecuen-
cia de lo cual este último vehículo quedó en estado com-
pletamente inservible y su conductor con golpes y heridas 
que curaron después de cuarenticinco y antes de sesenta 
días y Margarita Cates Javier, que acompañaba a Mallol 
Burgós en el referido vehículo con lesiones que curaron 
después de diez y antes de veinte das; b) que Luis Genao 
Espaillat mantuvo la velocidad excesiva que llevaba, al 
aproximarse al vehículo conducido por Mallol Burgos, en 
la misma dirección y en el mismo carril lo que fue, a jui-
cio de esta Corte, la causa eficiente y exclusiva del acci-
dente ocurrido; 'que el conductor del vehículo que ocasionó 
el choque, Luis Genao Espaillat, recibió golpes que cura-
ron después de veinte días, y su acompañante Antonio M. 
Guadalupe salió ileso y el vehículo quedó completamente 
volcado, con las cuatro ruedas hacia' arriba y' abolladuras 
en su parte delantera, a un lado do la carretera y a unos 
cien metros del otro automóvil; d) que de las primeras per-
sonas llegadas al lugar del suceso fueron,,, Teniente Wi- 

If 
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Resulta: que, de acuerdo con Certificación expedida por 
el Superintendente de Seguros, en fecha 25 de octubre d e 

 1974, el vehículo marca Chevrolet, propiedad de Luis Ge_ 
.nao Espaillat se encuentra amparado con la Póliza vige n,_ 
te No. A-1-29325 de la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., entidad aseguradora que fue puesta en causa, a 
requerimiento del Dr. Elso Mallol Burgos; 

Resulta: que redactada la correspondiente acta por an,.. 
te el Oficial Encargado de la Sección de Querellas del De-
partamento de Tránsito de lá Policía Nacional, el día 13 
de octubre de1974, el expediente fue remitido a la Procu-
raduría Fiscal del Distrito Nacional, la cual apoder5 del 
conocimiento del asunto a la Séptima Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; 

Resulta: que la mencionada Cámara de lo Penal, por 
su sentencia No. 720, del 11 de noviembre de 1974, decli-
nó el expediente ante la Suprema Corte de Justicia., en ra-
zón de las funciones que desempeña actualmente el co-
prevenido Luis Genao Espaillat, en virtud de las disp:-,si-
clanes del artículo 67 de la Constitución de la República; 

Resulta: que el Magistrado Procurador General de la 
República apoderó del conocimiento del caso a la Supre-
ma Corte de Justicia por oficio del 15 de noviembre de 
1974; 

Resulta: que fijado originalmente el día 18 de febre-
ro de 1975, para el conocimiento de la causa y después de 
varios reenvíos, por enfermedad del prevenido Genao, fue 
'conocida ésta el 10 de junio de 1975, aplazándose el fallo, 
para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después 
de, haber deliberado 

Considerando, que por las deposiciones de los testigos 
de la causa 1ores  Luis Gerzón Toribio, William Lora Es- 

pinal, Ramón Ercilio Martínez Guzmán y Antonio M. Gua-
dalupe; por las de la agraviada Margarita Cotés Javier y 
por las de los prevenidos Luis Genao Espaillat y Dr. Elzo 

Francisco Mallol Burgos, asi como de los documentos del 

expediente, y de los hechos y circunstancias de la causa, 
principalmente por el lugar y posición en que quedaron 
ambos vehículos, después del accidente; hechos no contro-
vertidos, ante ésta Corte ha quedado establecidó lo siguien-. 
te: a) que el día 13 de octubre de 1974, mientras transita-
ba en dirección Este-Oeste por la carretera Santo Domin-
go-San Pedro de Macorís, en las próximidades del Hotel y 
Balneario Villas del Mar, aproximadamente a las cuatro de 
la tarde, el vehículo marca Chevrolet, placa No. 102-604, 
conducido a exceso de velocidad por su propietario Luis 
Genao Espaillat, chocó por la parte trasera al vehículo 
marca Audi, placa NO 122-304, conducido por Elso Francis-
co Mallol Burgos, que marchaba delante, en la misma di-
rección y por el mismo carril, a su derecha, a consecuen-
cia de lo cual este último vehículo quedó en estado com-
pletamente inservible y su conductor con golpes y heridas 
que curaron después de cuarenticinco y antes de sesenta 
días y Margarita Cates Javier, que acompañaba a Mallol 
Burgos en el referido vehículo con lesiones que curaron 
después de diez y antes de veinte das; b) que Luis Genao 
Espaillat mantuvo 'la velocidad excesiva que llevaba, al 
aproximarse al vehículo conducido por Mallol Burgos, en 
la misma dirección y en el mismo carril lo que fue, a jui-
cio de esta Corte, la causa eficiente y exclusiva del acci-
dente ocurrido; ,que el conductor del vehículo que ocasionó 
el choque, Luis Genao Espaillat, recibió golpes que cura-
ron después de veinte días, y su acompañante Antonio M. 
Guadalupe salió ileso y el vehículo quedó completamente 
volcado, con las cuatro ruedas hacia' arriba y' abolladuras 
en su parte delantera, a un lado do la carretera y a unos 
cien metros del otro automóvil; d) que de las primeras per-
sonas llegadas al lugar del suceso fueronjá k  Teniente Wi 
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lliam Lora Espinal, el Sargento Luis Garzón Toribio y el 
cabo Ramón Ercilio Martínez Guzmán, todos de la Policí a 

 Nacional, los dos últimos integrantes de la "Móvil No. 1,, 
 y el primero que viajaba procedente de Villas del Mar, en 

 gestiones de su cargo; y c) que el Teniente Lora Espinal. 
P.N., fue quien dispuso el traslado de los lesionados; 

Considerando, que el conjunto de los hechos y circuns-
tancias, así establecidos, ponen de manifiesto que el ac-
cidente se produjo por la falta exclusiva del co-prevenido 
Luis Genao Espaillat por lo que procede declararlo culpa-
ble de violación a la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehícu-
los de Motor, en su artículo 49, letras b) y c) ; 

Considerando, que la Corte estima que en favor del 
prevenido deben acogerse circunstancias atenuantes; 

Considerando, que no habiéndose establecido falta al-
guna a cargo del co-prevenido Elso Francisco Mallol Bur-
gos, procede su descargo de toda responsabilidad penal y 
rechazar la demanda civil que ha intentado en su contra y 
contra la Compañía Seguros Pepín, S. A., el señor Luis Ge-
nao Espaillat, en su calidad de parte civil constituida, por 
improcedente y mal fundada; 

Considerando, que la falta cometida por el prevenido 
Luis Genao Espaillat tiene una relación de causa a efecto 
con los daños materiales y morales sufridos por Elso Fran-
cisco Mallol Burgos y Margarita Cotes Javier, constituidos 
en parte civil, en contra de aquél; 

Considerando, que las constituciones en parte civil he-
chas por Elso Francisco Mallol Burgos y Margarita Cotes 
Javier contra Luis Gerfao Espaillat, en su doble calidad de 
prevenido y propietario del vehículo de los daños y perjui-
cios morales 3~ateriales sufridos por ellos en el referido  

accidente, lo ha sido en observancia de todos los requisitos 
exigidos por la Ley, por lo cual esta Corte entiende que 
debe declararlas regulares y válidas en la forma, y en 
cuanto al fondo, al acoger en parte sus conclusiones, por 
ser justas y reposar en pruebas legales, estima que debe 
condenar al prevenido Genao Espaillat, al pago de las su-
mas indemnizatorias que se indicarán en la parte disposi-
tiva de esta sentencia; 

Considerando, que al ser puesta en causa la entidad 
aseguradora de la responsabilidad, civil de Luis Genao Es-
pallat,. en su calidad de propietario del vehículo causante 
del accidente, procede que las condenaciones civiles que 
intevengan en contra de este último sean declaradas opo-
nibles contra aquella, dentro de los límites de la Póliza; 

Considerando, que toda parte que sucumbe en justicia 
debe ser condenada al pago de las costas y que las civiles 
pueden ser distraídas en provecho del abogado que lo so-

licite; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ad-
minstrando justicia, en Nombre de la República, por au-
toridad de la Ley y en mérito de los artículos 67, inciso 1 9 , 
de la Constitución de la República; '30 de la Ley de Orga-
nización Judicial; 49, letras b) y e) y 59 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 del Có-
digo Civil; 191 y 194 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil, que co-
piados textualmente dicen así: "art. 67.— Corresponde ex-
clusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio 
de las demás atribuciones que le confiere la Ley: 1.— Co-
nocer en única instancia de las causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Se-
nadores, Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios 
de Estado, Jueces de la Suprema Corte de 3 -at icia, Procu- 

4 
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lliam Lora Espinal, el Sargento Luis Garzón Toribio y el 
cabo Ramón Ercilio Martínez Guzmán, todos de la Policí a 

 Nacional, los dos últimos integrantes de la "Móvil No. 1" 
y el primero que viajaba procedente de Villas del Mar, e n 

 gestiones de su cargo; y e) que el Teniente Lora Espinal, 
P.N., fue quien dispuso el traslado de los lesionados; 

Considerando, que el conjunto de los hechos y circuns-
tancias, así establecidos, ponen de manifiesto que el ac-
cidente se produjo por la falta exclusiva del co-prevenido 
Luis Genao Espaillat por lo que procede declararlo culpa-
ble de violación a la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehícu-
los de Motor, en su artículo 49, letras b) y c); 

Considerando, que la Corte estima que en favor del 
prevenido deben acogerse circunstancias atenuantes; 

Considerando, que no habiéndose establecido falta al-
guna a cargo del co-prevenido Elso Francisco Mallol Bur-
gos, procede su descargo de toda responsabilidad penal y 
rechazar la demanda civil que ha intentado en su contra y 
contra la Compañía Seguros Pepín, S. A., el señor Luis Ge-
nao Espaillat, en su calidad de parte civil constituida, por 
improcedente y mal fundada; 

Considerando, que la falta cometida por el prevenido 
Luis Genao Espaillat tiene una relación de causa a efecto 
con los daños materiales y morales sufridos por Elso Fran-
cisco Mallol Burgos y Margarita Cotes Javier, constituidos 
en parte civil, en contra de aquél; 

Considerando, que las constituciones en parte civil he- 
' chas por Elso Francisco Mallol Burgos y Margarita. Cotes 

Javier contra Luis Gerfao Espaillat, én su doble calidad de 
prevenido y propietario del vehículo de los daños y perjui- 
cios morales Materiales sufridos por ellos en el referido 

accidente, lo ha sido en observancia de todos los requisitos 

exigidos por la Ley, por lo cual esta Corte entiende que 
debe declararlas regulares y válidas en la forma, y en 
cuanto al fondo, al acoger en parte sus conclusiones, por 
ser justas y reposar en pruebas legales, estima que debe 
condenar al prevenido Genao Espaillat, al pago de las su-
mas indemnizatorias que se indicarán en la parte disposi-
tiva de esta sentencia; 

Considerando, que al ser puesta en causa la entidad 
aseguradora de la responsabilidad civil de Luis Genao Es-

pallat, -  en su calidad de propietario del vehículo causante 
del accidente, procede que las condenaciones civiles que 
intevengan en contra de este último sean declaradas opo-
nibles contra aquella, dentro de los límites de la Póliza; 

Considerando, que toda parte que sucumbe en justicia 
debe ser condenada al pago de las costas y que las civiles 
pueden ser distraídas en provecho del abogado que lo so-

licite; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ad-
minstrando justicia, en Nombre de la República, por au-
toridad de la Ley y en mérito de los artículos 67, inciso 1 9, 
de la Constitución de la República; 30 de la Ley de Orga-
nización Judicial; 49, letras b) y e) y 59 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 del Có-
digo Civil; 191 y 194 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil, que co-
piados textualmente dicen así: "art. 67.— Corresponde ex-
clusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio 
de las demás atribuciones que le confiere la Ley: 1.— Co-
nocer en única instancia de las causas penales seguidas al 
Presidente y al Vicepresidente de la República, a los Se-
nadores, Diputados, Secretarios de atado, Subsecretarios 
de Estado, Jueces de la Suprema Corte de J'Aida, Procu- 
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personas o a la propiedad; art. 10.— la entidad asegura- 
* dora sólo estará obligada a hacer pagos con cargo a la pó- 

liza cuando se le notifique una sentencia judicial con au-
toridad de cosa irrevocablemente juzgada, que condene al 
asegurado a una indemnización por lesiones o daños cau-
sados por un vehículo amparado por una póliza de segu-
ro y por costas judiciales debidamente liquidadas, y siem-
pre que la entidad haya sido puesta en causa en el proce-
so que hubiere dado lugar a la sentencia, por el asegurado 
o por los persiguientes de la indemnización. La entidad 
aseguradora tendrá calidad para alegar en justicia, en es-
te caso," todo cuánto tienda a disminuir el cuántum de la 
responsabilidad civil, o la no existencia de la misma"; art. 
1383.— Cada cual es responsable del perjuicio que ha cau-
sado, no solamente por un hecho suyo, sino también por 
su negligencia o su imprudencia"; art. 191.— Si el hecho 
no se reputare delito ni contravención de policía, el tribu-
nal anulará la instrucción, la citación y todo lo que hubie-
re seguido, descargará al procesado y fallará sobre las de-
mandas de daños y perjuicios"; art. 194.— Toda sentencia 
de condena contra el procesado y contra las persenas ci-
vil/riente responsables del delito o contra la parte civil, los 
condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se-
cretaría"; art. 130. (ref. por la L. 507, del 25 de julio de 
1941) (14). Toda partd que sucumba será condenará en las 
costas"; art. 133.— (ref. por la L. 507, del 25 de julio de 
1941) (16). Los abogados pueden pedir la distracción de 
las costas a su provecho afirmando antes del pronuncia-
miento de la, sentencia que ellos han avanzado la mayor 
parte"; 

radar General de la República, Jueces y Procuradores G e_ 
nerales de la Corte de Apelación, Abogado del Estado an-
te el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la 
Junta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas"; "art. 
30. —Cuando la Suprema Corte funcione como Tribunal 
represivo lo hará de conformidad con el procedimiento es-
tablecido para lts tribunales ordinarios"; "art. 49.— El 
que por torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o 
inobservancia de las leyes y reglamentos, causare involun-
tariamente con el manejo o conducción de un vehículo de 
motor, un accidente que ocasionó golpes o heridas, se cas-
tigará con las penas siguientes; b) De tres (3) meses a 
(1) año de prisión y mullta de cincuenta pesos (RD$50.00) a 
trescientos pesos (RD$300.00) si el lesionado resultare en-
fermo o imposibilitado de dedicarse a 'su trabajo por. diez 
(10) días o más, pero por menos de veinte (20); e) De seis 
(6) meses a dos (2) años de prisión y multa de cien pesos 
(RD$100.00) a quinientos pesos (RD$500.00) si la enfer-
medad o impasibilidad para su trabajo dure veinte (20) 
días o más, el Juez además podrá ordenar la suspensión de 
la licencia por un período no mayor de seis (6) meses"; 
"art. 59.— Cuando un miembro de la Policía Nacional ten-
ga motivos fundados para creer que determinado vehículo 
ha estado envuelto en un accidente en el que el conductor 
se dio a la fuga sin cumplir con lo prescrito en el artículo 
50, y dicho vehículo muestre alguna señal aparente de ha-
ber estado envuelto en un accidente, el agente tendrá fa-
cultad para removerlo de la vía pública y llevarlo a un si-
tio adecuado para inspección. El dueño no será privado de 
la posesión del vehículo por más de cuarenta y ocho (48) 
horas";. art. 1.— Todo propietario o poseedor de un ve-
hículo de motor'que circule por las vías terrestres, inclu-
sive locomotoras, deirpaís, está obligado a proveerse de una 
póliza de seguro que cubra la responsabilidad civil en los 
casos de ac~ntes causados por el vehículo a terceras 

4 

Primero: Declara e Luis Genao Espaillat culpable del 
delito de golpes y heridas por imprudencia c usados con el 
manejo de un vehículo de motor, en pá.:icio de Elso 

FALLA: 
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rador General de la República, Jueces y Procuradores G e _ 
nerales de la Corte de Apelación, Abogado del Estado an-
te el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de 
Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplomático, de la 
Junta Central Electoral y de la Cámara de Cuentas"; "art. 
30. —Cuando la Suprema Corte funcione como Tribunal 
represivo lo hará de conformidad con el procedimiento es-
tablecido para lts tribunales ordinarios"; "art. 49.— El 
que por torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o 
inobservancia de las leyes y reglamentos, causare involun-
tariamente con el manejo o conducción de un vehículo de 
motor, un accidente que ocasionó golpes o heridas, se cas-
tigará con las penas siguientes; b) De tres (3) meses a 
(1) año de prisión y multa de cincuenta pesos (RD$50.00) a 
trescientos pesos (RD$300.00) si el lesionado resultare en-
fermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo por diez 
(10) días o más, pero por menos de veinte (20); e) De seis 
(6) meses a dos (2) años de prisión y multa de cien pasos 
(RD$100.00) a quinientos pesos (RD$500.00) si la enfer-
medad o imposibilidad para su trabajo dure veinte (20) 
días o más, el Juez además podrá ordenar la suspensión de 
la licencia por un período no mayor de seis (6) meses"; 
"art. 59.— Cuando un miembro de la Policía Nacional ten-
ga motivos fundados para creer que determinado vehículo 
ha estado envuelto en un accidente en el que el conductor 
se -dio a la fuga sin cumplir con lo prescrito en el artículo 
50, y dicho vehículo muestre alguna señal aparente de ha-
ber estado envuelto en un accidente, el agente tendrá fa-
cultad para removerlo de la vía pública y llevarlo a un si-
tio  para inspección. El dueño no será privado de 
la posesión del vehículo por más de cuarenta y ocho (48) 
horas"; art. 1.— Todo propietario o poseedor de un ve-
hículo de motor que circule por las vías terrestres, inclu-
sive locomotoras, delrpaís, está obligado a proveerse de una 
póliza de seguro que cubra 1a responsabilidad civil en los 
casos de ac1;4entes causados par el vehículo a terceras 

personas o a la propiedad; art. 10.— la entidad asegura-
dora sólo estará obligada a hacer pagos con cargo a la pó-
liza cuando se le notifique una sentencia judicial con au-
toridad de cosa irrevocablemente juzgada, que condene al 
asegurado a una indemnización por lesiones o daños cau-
sados por un vehículo amparado por una póliza de segu-
ro y por costas judiciales debidamente liquidadas, y siem-
pre que la entidad haya sido puesta en causa en el proce-
so que hubiere dado lugar a la sentencia, por el asegurado 
o por los persiguientes de la indemnizac:ón. La entidad 
aseguradora tendrá calidad para alegar en justicia, en es-
te caso; todo cuánto tienda a disminuir el cuántum de la 
responsabilidad civil, o la no existencia de la misma"; art. 
1383.— Cada cual es responsable del perjuicio que ha cau-
sado, no solamente por un hecho suyo, sino también por 
su negligencia o su imprudencia"; art. 191.— Si el hecho 
no se reputare delito ni contravención de policía, el tribu-
nal anulará la instrucción, la citación y todo lo que hubie-
re seguido, descargará al procesado y fallará sobre las de-
mandas de daños y perjuicios"; art. 194.— Toda sentencia 
de condena contra el procesado y contra las personas ci-
vilm.ente responsables del delito o contra la parte civil, los 
condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se-
cretaría"; art. 130. (ref. por la L. 507, del 25 de julio de 

1941) (14). Toda partd que sucumba será condenará en las 
costas"; art. 133.— (ref. por la L. 507, ,del 25 de julio de 
1941) (16). Los abogados pueden pedir la distracción de 
las costas a su provecho afirmando antes del pronuncia-
miento de la sentencia que ellos han avanzado la mayor 
parte"; 

FALLA: 

Primero: Declara .a Luis Genao jEspaillat culpable del 
delito de golpes y heridas por imprudencia causados con el 
manejo de un vehículo de motor, en pgi- icio de Elso 
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Francisco Mallol Burgos y Margarita Cotes Javier, y en 
 consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes en su 

 favor, lo condena al pago de una multa de RD$100.00 (cien 
 pesos oro), y al pago de las costas penales; Segundo: De-

clara regular y válida en la forma la constitución en parte 
civil hecha por Elso Francisco Mallol Burgos, contra Luis 
Genao Espaillat, y en cuanto al fondo, condena a Luis Ge-
nao Espaillat al pago de una indemnización de RD$6,000. 
00 (seis mil pesos oro), en favor del Dr. Elso Francisco Ma-
llol Burgos, como reparación por los daños experimentados, 
a causa del accidente, por el automóvil de su propiedad; y, 
asimismo, condena además a Luis Genao Espaillat al pago 
de una indemnización de RD$4,000.00 (cuatro mil pesos 
oro), en favor del mismo Dr. Elso Francisco Mallol Burgos, 
como reparación por los demás daños y perjuicios materia-
les y por los daños y perjuicios morales sufridos por él, con 
rhotivo del accidente; Tercero: Declara regular y válida en 
la forma la constitución en parte civil hecha por Margari-
ta Cotes Javier, contra  Luis Genao Espaillat, y en cuanto 
al fondo, condena a Luis Genao Espaillat al pago de una 
indemnización de RD$500.00 (quinientos pesos oro) para 
reparar los daños y perjuicios materiales y morales sufri-
dos por dicha parte civil; Cuarto: Declara regulary 
en la forma, la constitución en parte civil hecha por Luis 
Genao Espaillat, contra Elso Francisco Mallol Burgos, y 
en cuanto al fondo, rechaza sus conclusiones por improce-
dente y mal fundadas; Quinto: Descarga de toda responsa-
bilidad al prevenido Elso Francisco Mallol Burgos del, he-
cho puesto a su cargo por no haberlo cometido; y declara 
las costas penales de oficio; Sexto: Condena a Luis Genao 
Espaillat al pago de las costas civiles, distrayéndolas en 
provecho de los Dres. Enmanuel T. Esquea Guerrero y 
Emigdio Valenzuala, quienes declaran haberlas avanzado 
en su totalidad; Séptilno:— Pronuncia el defecto contra la 
,Compañía de Seguros "Pepín, S. A.,"; Octavo: Declara las 
condenacion~iviles puestas a cargo de Luis Genao Espai- 
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llat, oponibles a la Compañía de Seguros "San Rafael", C. 

por A., dentro de los límites de la Póliza. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ola , Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Be-
ras —.Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

N 
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Francisco Mallol Burgos y Margarita Cotes Javier, y en 
 consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes en su 

 favor, lo condena al pago de una multa de RD$100.00 (cien 
 pesos oro), y al pago de las costas penales; Segundo: De-

clara regular y válida en la forma la constitución en parte 
civil hecha por Elso Francisco Mallol Burgos, contra Luis 
Genao Espaillat, y en cuanto al fondo, condena a Luis Ge-
nao Espaillat al pago de una indemnización de RD$6,000. 
00 (seis mil pesos oro), en favor del Dr. Elso Francisco Ma-
llo]. Burgos, como reparación por los daños experimentados, 
a causa del accidente, por el automóvil de su propiedad; y, 
asimismo, condena además a Luis Genao Espaillat al pago 
de una indemnización de RD$4,000.00 (cuatro mil pesos 
oro), en favor del mismo Dr. Elso Francisco Mallol Burgos. 
como reparación por los demás daños y perjuicios materia-
les y por los daños y perjuicios morales sufridos por él, con 
motivo del accidente; Tercero: Declara regular y válida en 
la forma la constitución en parte civil hecha por Margari-
ta Cotes Javier, contra Luis Genao Espaillat, y en cuanto 
al fondo, condena a Luis Genao Espaillat al pago de una 
indemnización de RD$500.00 (quinientos pesos oro) para 
reparar los daños y perjuicios materiales y morales sufri 
dos por dicha parte civil; Cuarto: Declara regulary 
en la forma, la constitución en parte civil hecha por Luis 
Genao Espaillat, contra Elso Francisco Mallol Burgos, y 
en cuanto al fondo, rechaza sus conclusiones por improce-
dente y mal fundadas; Quinto: Descarga de toda responsa-
bilidad al prevenido Elso Francisco Mallol Burgos del, he-
cho puesto a su cargo por no haberlo cometido; y declara 
las costas penales de oficio; Sexto: Condena a Luis Genao 
Espaillat al pago de las costas civiles, distrayéndolas en 
provecho de los Dres. Enmanuel T. Esquea Guerrero y 
Emigdio Valenzuala, quienes declaran haberlas avanzado 
en su totalidad; Séptilno:— Pronuncia el defecto contra la 
Compañía de Seguros "Pepín, S. A.,"; Octavo: Declara las 
condenacionv,ziviles puestas a cargo de Luis Genao Espai- 

BOLETIN JUDICIAL 	 1277 

llat, oponibles a la Compañía de Seguros "San Rafael", C. 
por A., dentro de los límites de la Póliza. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma , Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Be-

.ras —.Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo 
Perdorno Báez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

' 1 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 27 de noviembre de 1973. 

Materia: Hábeas Corpus. 

Recurrente: Manuel Pimentel Padua. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustiuto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 11 de julio de 1975, años 132' de la Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Pimentel Padua, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado en el Barrio Invi, calle 12-A N 9  65, de esta ciu-
dad, cédula No. 879, serie 67, contra la sentencia dictada en 
materia de Habeas Ceirpus, en fecha 27 de noviembre de 
1972, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo sepia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Bien-
venido Canto Rosario, cédula No. 16774, serie 47, actuando 
a nombre y representación del recurrente, Manuel Pirnen-
tel Padua, en la que no se propone ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, inciso 2, letra g) infine, de 
la Constitución de la República; 1 y 29 de la Ley de Ha-
beas Corpus, de 1914, modificada por la Ley No. 160, de 
1967; y 1 de, la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que previo mandamiento de Habeas Corpus impetrado por 
Manuel Pimentel Padua, la Sexta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
6 de octubre de 1972, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
aparece inserto en el de la impugnada; b) que sobre ape-
lación interpuesta intervino la sentencia ahora impugna-
da en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI- 
MERO: Admite, por regular en la forma, el. recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Bruno Rodríguez Gonell, 
a nombre del impetrante Manuel Pimentel Padua, contra 
sentencia dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
6 de octubre de 1972, por la Sexta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del,Distrito Nacional, cuyo 
dispositico dice: 'Falla: Primero: Se dellara bueno y válido 
el recurso de Habeas Corpus intentado por el impetrante 
Manuel Pimentel Padua, en cuanto al a for" Segundo: 



1278 	 BOLETIN JUDICIAL 
• ■ 	 ^ 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 27 de noviembre de 1973. 

Materia: Hábeas Corpus. 

Recurrente: Manuel Pimentel Padua. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustiuto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 11 de julio de 1975, años 132' de la Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el, recurso de casación interpuesto por Manuel 
Pimentel Padua, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado en el Barrio Invi, calle 12-A N 9  65, de esta ciu-
dad, cédula No. 879, serie 67, contra la sentencia dictada en 
materia de Habeas Ctrpus, en fecha 27 de noviembre de 
1972, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo scélhpia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Bien-
venido Canto Rosario, cédula No. 16774, serie 47, actuando 
a nombre y representación del recurrente, Manuel Pirnen-

. tel Padua, en la que no se propone ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 8, inciso 2, letra g) infine, de 
la Constitución de la República; 1 y 29 de la Ley de Ha-
beas Corpus, de 1914, modificada por la Ley No. 160, de 
1967; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que previo mandamiento de Habeas Corpus impetrado por 
Manuel Pimentel Padua, la Sexta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
6 de octubre de 1972, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
aparece inserto en el de la impugnada; b) que sobre ape-
lación interpuesta intervino la sentencia ahora impugna-
da en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite, por regular en la forma, el. recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Bruno Rodríguez Gonell, 
a nombre del impetrante Manuel Pimentel Padua, contra 
sentencia dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
6 de octubre de 1972, por la Sexta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositico dice: 'Falla: Primero: Se dellara bueno y válido 
el recurso de Habeas Corpus intentado por el jmpetrante 
Manuel Pimentel Padua, en cuanto al a forii3; Segundo: 
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Se rechaza en cuanto al fondo, se ordena sea mantenido en 
prisión por existir en su contra serios y graves indicios d e 

 culpabilidad en los hechos puestos a su cargo; Tercero: se 
 declaran las costas de oficio'; SEGUNDO: Rechaza en cuan_ 

to al fondo, el aludido recurso de apelación y en consecuen_ 
cia confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando, que en fecha 19 de septiembre de 1972, 
Manuel Pimentel Padua, hoy recurrente en casación diri-
gió una instancia al Juez-Presidente de la Sexta Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, solicitando que se dictara en su favor mandamien-
to de Habeas Corpus, ya que se encontraba preso en la cár-
cel de la Victoria por orden emanada del Juez de Instruc-
ción de la. Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, sin 
existir indicios de culpabilidad en su contra; 

Considerando, que tanto el Juez de primer grado, como 
la Corte a-qua, desestimaron la petición hecha por el im-
petrante, sobre el fundamento de que por las declaracio-
nes de los testigos y demás elementos de juicio, había que-
dado establecido; a) que el impetrante Manuel Pimentel 
Padua, en su calidad de agente de Policía, el día del hecho 
había detenido al menor Díaz Luna; b) que el menor Díaz 
Luna apareció muerto en el trayecto que siguió Pimentel 
Padua, cuando lo llevaba preso; c) que juntamente con el 
menor mencionado, Díaz Luna, el impetrante, también hi-
zo preso a otro menor de nombre Gómez Fernández que 
corresponde con los datos del que fue llevado al Cuartel de 
la Policía; d) que Manuel Pimentel Padua cuando hizo pre-
so al menor, que luego apareció muerto, le. dio golpes sin 
justificación alguna; e) que los hechos así establecidos 
constituían indicios luficientemente graves para que el im-
petrante Manuel Pimentel Padua, fuera mantenido en pri-
sión; 

Considerando, que esa apreciación de la Corte -  a-qua, 
de los elementos de juicio de la causa, como cuestión de 
hecho, escapa a la censura de la casación, y en consecuen-
cia el recurso que se examina carece defundamento r debe 
ser desestimado; 

Considerando, que en materia de Habeas Corpus, el 
procedimiento es sin costas, conforme el artículo 29 de la 
Ley correspondiente; 

Por tales motivos, Unieo: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Manuel Pimentel Padua, contra la 
sentencia dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
27 de noviembre de 1972, por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés . Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovabn 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La, presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran con su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados; y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Se rechaza en cuanto al fondo, se ordena sea mantenido e n 
 prisión por existir en su contra serios y graves indicios de 

culpabilidad en los hechos puestos a su cargo; Tercero: Se 
declaran las costas de oficio'; SEGUNDO: Rechaza en cuan.. 
to al fondo, el aludido recurso de apelación y en consecuen-
cia confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando, que en fecha 19 de septiembre de 1972, 
Manuel Pimentel Padua, hoy recurrente en casación diri-
gió una instancia al Juez-Presidente de la Sexta Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, solicitando que se dictara en su favor mandamien-
to de Habeas Corpus, ya que se encontraba preso en la cár-
cel de la Victoria por orden emanada del Juez de Instruc-
ción de la.Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, sin 
existir indicios de culpabilidad en su contra; 

Considerando, que tanto el Juez de primer grado, como 
la Corte u-qua, desestimaron la petición hecha por el im-
petrante, sobre el fundamento de que por las declaracio-
nes de los testigos y demás elementos de juicio, había que-
dado establecido; a) que el impetrante Manuel Pimentel 
Padua, en su calidad de agente de Policía, el día del hecho 
había detenido al menor Díaz Luna; b) que el menor Díaz 
Luna apareció muerto en el trayecto que siguió Pimentel 
Padua, cuando lo llevaba preso; c) que juntamente con el 
menor mencionado, Díaz Luna, el impetrante, también hi-
zo preso a otro menor de nombre Gómez Fernández que 
corresponde con los datos del que fue llevado al Cuartel de 
la Policía; d) que Manuel Pimentel Padua cuando hizo pre-
so al menor, que luego apareció muerto, le dio golpes sin 
justificación alguna; e) que los hechos así establecidos 
constituían indicios 1uficientemente graves para que el im-
petrante Manuel Pimentel Padua, fuera mantenido en pri-
si5n, 6.11, 

Considerando, que esa apreciación de la Corte a-qua, 
de los elementos de juicio de la causa, como cuestión de 
hecho, escapa a la censura de la casación, y en consecuen-
cia el recurso que se examina carece defundamento y ,  debe 
ser desestimado; 

Considerando, que en materia de Habeas Corpus, el 
procedimiento es sin costas, conforme el artículo 29 de la 
Ley correspondiente; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Manuel Pimentel Padua, contra la 
sentencia dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
27 de noviembre de 1972, por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de .la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés • Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran con su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresadoS; y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 
28 de agosto de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Tomás Aquino Adames y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente cocnstituída por los Jueces Néstor Con-
.fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Máximo Lovatón Pittaluga, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencia en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 11 de julio de 1975, años 132' de la Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por To-
más de Aquino Matos Adames, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chofer, domiciliado y residente en el callejón No. 2, 
casa No. 23, de la ciudad de Barahona, cédula No. 4380, se-
rie 21; José Méndez Trinidad, dominicano, mayor de edad, 
domiciliado y residente en la calle "Candelario de la Ro-
sa" No. 90, de la ciudad de Barahona, cédula No. 383, serie 
70; y la Comía Dominicana de Seguros C. por A., con- 

va la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ba-
lona, en sus atribuciones correccionales, en fecha 28 de 

agosto de 1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de lá República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el 18 de septiembre de 
1973, a requerimiento del Dr. Juan José Sánchez, a nom-
bre y representación de los recurrentes, en la cual no se 
propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra c) de la Ley 241 de 
1967, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el 14 de abril de 1972, mientras Tomás de Aquino Ma-
tos Adames conducía la guagua placa No. 214-703 propie-
dad de José Méndez Trinidad, por la calle "Víctor Matos", 
de la ciudad de Barahona, al doblar la calle "Uruguay", 
tuvo una colisión con una motocicleta conducida por Fran-
cisco Ruíz, ocasionándole a este último lesiones corporales; 
b) que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Barahona, apodarado del caso, pronunció, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 19 de septiembre de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declarar, como al efecto declara, buena y vá-
lida la constitución en parte civil pca Francisco Ruíz, por 
órgano de sus abogados constituídos legalmente Doctores 
Noel Suberví Espinosa y Abraham Shanlatflwor haber si- 

3 



1282 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 1283 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 
28 de agosto de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Tomás Aquino Adames y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Máximo Lovatón Pittaluga, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencia en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 11 de julio de 1975, años 132' de la Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por To-
más de Aquino Matos Adames, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chofer, domiciliado y residente en el callejón No. 2, 
casa No. 23, de la ciudad de Barahona, cédula No. 4380, se-
rie 21; José Méndez Trinidad, dominicano, mayor de edad, 
domiciliado y residente en la calle "Candelario de la Ro-
sa" No. 90, de la ciudad de Barahona, cédula No. 383, serie 
70; y la Comj4ía Dominicana de Seguros C. por A., con- 

pa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ba-
:ahona, en sus atribuciones correccionales, en fecha 28 de 
tgostO de 1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de lá República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el 18 de septiembre de 
1973, a requerimiento del Dr. Juan José Sánchez, a nom-
bre y representación de los recurrentes, en la cual no se 
propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra e) de la Ley 241 de 
1967, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que .ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el 14 de abril de 1972, mientras Tomás de Aquino Ma-
tos Adames conducía la guagua placa No. 214-703 propie-
dad de José Méndez Trinidad, por la calle "Víctor Matos", 
de la ciudad de Barahona, al doblar la calle "Uruguay", 
tuvo una colisión con una motocicleta conducida por Fran-
cisco Ruíz, ocasionándole a este último lesiones corporales; 
b) que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Barahona, apodarado del caso, pronunció, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 19 de septiembre de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declarar, como al efecto declara, buena y vá-
lida la constitución en parte civil pcx Francisco Ruíz, por 
órgano de sus abogados constituidos legalmente Doctores 
Noel Suberví Espinosa y Abraham, Shanlator haber si- 
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do hecha de acuerdo con la Ley. Segundo: Declara, como 
al efecto declara, culpable al, prevenido Tomás Aquin o 

 Adames, de violación al artículo 49 de la Ley No. 241, y en 
 consecuencia se le condena a RD$100.00 (cien pesos de 

multa); Tercero: Descargar, como al efecto descarga, al 
coprevenido Francisco Ruíz, de los hechos puestos a su 
cargo por no haberlos cometido; y se declaran las costas de 
oficio. Cuarto: Condenar, como al efecto se condena, al 
señor José Méndez Trinidad, al pago de la suma de RD$2, 
000.00 (Dos mil pesos oro), de indemnización enfavor de 
Francisco Ruíz, como justa reparación de los daños morales 
y materiales sufridos por este en ocasión del accidente; 
Quinto: Condenar, como al efecto condena, al señor José 
Méndez Trinidad, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en favor de los Doctores Noel Suberví 
Espinosa y Abraham Sha.nlate, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; Sexto: Rechazar, como al efecto 
rechaza, las conclusiones presentadas por el abogado de la 
defensa Dr. Juan José Sánchez Agramonte, por improce-
dentes y mal fundadas en derecho; Séptimo: Declarar, co-
mo al efecto declara, que la presente sentencia sea oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
ser esta Compañía aseguradora del vehículo que causó el 
accidente"; e) que sobre los recursos de apelación inter-
puestos, intervino la sentencia impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Doctor Juan José Sánchez, a nombre del preve-
nido Tomás Aquino Adames Ruíz; del señor José Méndez 
Trinidad, persona civilmente responsable y de la Compa-
ñía Dominicana de Seguros C. por A., en fecha 26 del mes 
de septiembre del año 1972, cuyo dispositivo figura en 
otra parte del presente fallo.— SEGUNDO: Modifica la 
sentencia recurrida, én cuanto a la cuantía de la indemni-
zación fijada en su ordinal cuatro, y en consecuencia con-
dena a Josééndez Trinidad al pago de la suma de Mil 

Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) a favor de Francisco 
Ruíz;— TERCERO: Confirma dicha sentencia en sus de-
más aspectos apelados.— CUARTO: Condena al prevenido 
recurrente al pago de las costas penales;— QUINTO: Con-
dena al señor José Méndez Trinidad, al pago de las costas 
civiles, ordenando su distracción en favor de los abogados 
Dres. Abraham Shanlate y Noel Suberví Espinosa, quienes 
declararon haberlas avanzado;-- SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A."; 

Considerando, que como en la especie, ni José Méndez 
Trinidad, persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, ni la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
entidad aseguradora, también puesta en causa, han ex-
puesto los medios en que fundan sus recursos como lo exi-
ge a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación para todo recurrente que no sea el 
prevenido, es claro, que los referidos recursos son nulos; 
que por tanto, solo procede examinar el recurso del pre-
venido; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar 
la culpabilidad del prevenido Matos Adames, dio por esta-
blecidos, mediante la ponderación de los elementos de 
juicio aportados regularmente en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que el día 14 de abril de 1972, 
Tomás Aquino Matos Adames, mientras conducía la gua-
gua placa No. 214-703, propiedad de José Méndez Trinidad, 
por la calle "Víctor Matos", de la ciudad de Barahona, al 
doblar la calle "Uruguay" tuve una colisión con una moto-
cicleta conducida por Francisco Ruíz, ocasionándole a este 
último, traumatismos en varias partes del cuerpo; b) que 
Matos Adames dobló al llegar a la mencionada calle, sin 
tomar las precauciones indicadas por la ley,k decir, a ex- 



Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) a favor de Francisco 
Ruíz;— TERCERO: Confirma dicha sentencia en sus de-
más aspectos apelados.— CUARTO: Condena al prevenido 
recurrente al pago de las costas penales;— QUINTO: Con-
dena al señor José Méndez Trinidad, al pago de las costas 
civiles, ordenando su distracción en favor de los abogados 
Dres. Abraham Shanlate y Noel Suberví Espinosa, quienes 
declararon haberlas avanzado;-- SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía Dominicana de 
seguros, C. por A."; 

Considerando, que como en la especie, ni José Méndez 
Trinidad, persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, ni la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
entidad aseguradora, también puesta en causa, han ex-
puesto los medios en que fundan sus recursos como lo exi-
ge a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación para todo recurrente que no sea el 
prevenido, es claro, que los referidos recursos son nulos; 
que por tanto, solo procede examinar el recurso del pre-
venido; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar 
la culpabilidad del prevenido Matos Adames, dio por esta 
blecidos, mediante la ponderación de los elementos de 
juicio aportados regularmente en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que el día 14 de abril de 1972, 
Tomás Aquino Matos Adames, mientras conducía la gua-
gua placa No. 214-703, propiedad de José Méndez Trinidad, 
por la calle "Víctor Matos", de la ciudad de Barahona, al 
doblar la calle "Uruguay" tuve una colisión con una moto-
cicleta conducida por Francisco Ruíz, ocasionándole a este 
último, traumatismos en varias partes del cuerpo; b) que 
Matos Adames dobló al llegar a la mencionada calle, sin 
tomar las precauciones indicadas por la ley, decir, a ex- 
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do hecha de acuerdo con la Ley. Segundo: Declara, co mo 
 al efecto declara, culpable al prevenido Tomás Aquino 

Adames, de violación al artículo 49 de la Ley No. 241, y en 
 consecuencia se le condena a RD$100.00 (cien pesos de 

multa); Tercero: Descargar, como al efecto descarga, al 
coptrevenido Francisco Ruíz, de los hechos puestos a su 
cargo por no haberlos cometido; y se declaran las costas de 
oficio. Cuarto: Condenar, como al efecto se condena, al 
señor José Méndez Trinidad, al pago de la suma de RD$2, 
000.00 (Dos mil pesos oro), de indemnización enfavor de 
Francisco Ruíz, como justa reparación de los daños morales 
y materiales sufridos por este en ocasión del accidente; 
Quinto: Condenar, como al efecto ,condena, al señor José 
Méndez Trinidad, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en favor de los Doctores Noel Suberví 
Espinosa y Abraham Shanlate, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; Sexto: Rechazar, como al efecto 
rechaza, las conclusiones presentadas por el abogado de la.  
defensa Dr. Juan José Sánchez Agramonte, por improce-
dentes y mal fundadas en derecho; Séptimo: Declarar, co-
mo al efecto declara, que la presente sentencia sea oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
ser esta Compañía aseguradora del vehículo que causó el 
accidente"; e) que sobre los recursos de apelación inter-
puestos, intervino la sentencia impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Doctor Juan José Sánchez, a nombre del preve-
nido Tomás Aquino Adames Ruíz; del señor José Méndez 
Trinidad, persona civilmente responsable y de la Compa-
ñía Dominicana de Seguros C. por A., en fecha 26 del mes 
de septiembre del año 1972, cuyo dispositivo figura en 
otra parte del presente fallo.— SEGUNDO: Modifica la 
sentencia recurrida, en cuanto a la cuantía de la indemni-
zación fijada en su ordinal cuatro, y en consecuencia con-
dena a Josééndez Trinidad al pago de la suma de Mil 

E 
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ceso de velocidad; e) que a consecuencia de ese hecho 
Franisco Ruíz sufrió traumatismos diversos en varias par-
tes del cuerpo, curables después de los veinte y antes de 
los cincuenta días, de acuerdo con el certificado médico-
legal expedido; d) que tanto José Méndez Trinidad como 
la Compañía Dominicana de Seguros C. por A. han admiti-
do su condición de comietente del prevenido, el primero, y 
la segunda, de entidad aseguradora del vehículo que oca-
sinonó el accidente; y e) que el daño sufrido por Francisco 
Ruíz, parte civil constituída debe ser indemnizado por 
.aquel por cuya falta sucedió, es decir Tomás de Aquino Ma 
tos Adames, así como por José Méndez Trinidad, solidaria-
mente, y por la Compañía. Dominicana de Seguros C. por 
A., esta última en la forma establecida por la Ley; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, curables después de veinte 
días, producidos con el manejo de un vehículo de motor, 
previsto por el artículo 49, letra c) de la Ley No. 241, de 
1967, y sancionado por el mismo texto legal con las penas 
de seis (6) meses a dos (2) años de Prisión y multa de cien 
pesos (RD$100.00) a quinientos pesos ((RD$500.00), si el 
lesionado resultare enfermo o imposibilitado para su tra-
bajo durante veinte (20) días o más, como ocurrió en la 
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente al pago de una multa de RD$100.00 (Cien Pesos 
Oro), después de declararlo culpable, y acogiendo en eu 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó 
una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado, en 
sus demás aspectos, een lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casaW; 

Por tales motivos Primero: Declara nulos los recursos 

de casación de José Méndez Trinidad y de la Compañía 

Dominicana de Seguros C. por A., contra la sentencia dic-
tada, en fecha 28 de agosto de 1973, por la Corte de Ape-
lación de Barahona, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Rechaza el recurso de casación interpues-
to por el prevenido Tomás de Aquino Matos Mames, con-
tra la misma sentencia; y lo condena al pago de las costas 
penales. 

(Firmados). Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón Pitaluga.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente esntencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

E 
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ceso de velocidad; e) que a consecuencia de ese hecho 
Franisco Ruíz sufrió traumatismos diversos en varias par_ 
tes del cuerpo, curables después de los veinte y antes d e 

 los cincuenta días, de acuerdo con el certificado médico-
legal expedido; d) que tanto José Méndez Trinidad como 
la Compañía Dominicana de Seguros C. por A. han admiti-
do su condición de comietente del prevenido, el primero, y 
la segunda, de entidad aseguradora del vehículo que oca-
sinonó el accidente; y e) que el daño sufrido por Francisco 
Ruíz, parte civil constituida debe ser indemnizado por 
aquel por cuya falta sucedió, es decir Tomás de Aquino Ma 
tos Adames, así como por José Méndez Trinidad, solidaria-
mente, y por la Compañía Dominicana de Seguros C. por 
A., esta última en la forma establecida por la Ley; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, curables después de veinte 
días, producidos con el manejo de un vehículo de motor, 
previsto por el artículo 49, letra e) de la Ley No. 241, de 
1967, y sancionado por el mismo texto legal con las penas 
de seis (6 ,) meses a dos (2) años de Prisión y multa de cien 
pesos (RD$100.00) a quinientos pesos ((RD$500.00), si el 
lesionado resultare'enfermo o imposibilitado para su tra-
bajo durante veinte (20) días o más, como ocurrió en la 
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente al pago de una multa de RD$100.00 (Cien Pesos 
Oro), después de declararlo culpable, y acogiendo en cu 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la. Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado, en 
sus demás aspectos, ep lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casacgiái; 

Por tales motivos Primero: Declara nulos los recursos 
de casación de José Méndez Trinidad y de la Compañía 
Dominicana de Seguros C. por A., contra la sentencia dic-
tada, en fecha 28 de agosto de 1973, por la Corte de Ape-
lación de Barahona, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 

fallo; y Segundo: Rechaza el recurso de casación interpues-
to por el prevenido Tomás de Aquino Matos Adames, con-
tra la misma sentencia; y lo condena al pago de las costas 
penales. 

(Firmados). Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón Pitaluga.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente esntencia ht, sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



12RIP 	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLETIN JUDICIAL 	 1289 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
.15 de marzo de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Víctor A. Mendoza y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybár, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
hndo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional hoy día 11 del mes de Julio del ario 
1975, años 132' de la Independencia y 112' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, corno corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor 
Antonio Mendoza, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, residente en la sección de Río Verde, Provincia de La 
Vega, cédula No. 914, serie 88; la Cooperativa de Trans-
porte La Esper za del Cibao Inc., con domicilio social en 
la casa No. 27r de la Avenida Central esquina Imbert, de  

la ciudad de Santiago, y la Compañía de Seguros Pepín, S. 
A., con domicilio social en la casa No. 122 de la calle Res-
tauración de la ciudad de Santiago; contra la sentencia dic-
tada én sus atribuciones correccionales por la .  Corte de 
Apelación de La Vega, el día 15 de marzo de 1974, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
(le la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de marzo de 
1974 a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista 
Gil a nombre y representación de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistas las Leyes No. 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos de Motor de 1967, y 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos de Motor, y los artículos 1383 y 
1384 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la sección 
de Río Verde Provincia de La Vega, el día 4 de marzo de 
1973, el automóvil marca Austin, placa pública No. 208-
736, conducido por Víctor Antonio Mendoza, quien transi-
taba de norte a sur por la carretera que conduce a la sec-
cción de Río Verde, al llegar al kilómelro 21/2 de dicha ca-
rretera, chocó con un motor conducido por el menor José 
Kaname Kamashiro, quien, resultó con lesion corporales 
curables después de 20 días' según certificado71édico; 

• 
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la ciudad de Santiago, y la Compañía de Seguros Pepín, S. 
A. con domicilio social en la casa No. 122 de la calle Res-
tauración de la ciudad de Santia/o; contra la sentencia dic-
tada én sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega, el día 15 de marzo de 1974, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Recurrentes: Víctor A. Mendoza y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituídá por los Jueces Néstor Con-
fín Aybár, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional hoy día 11 del mes de Julio del año 
1975, años 132' de la Independencia y 112' de la Restaura-
ción, dieta en audiencia pública, corno corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Víctor 
Antonio Mendoza, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, residente en la sección de Río Verde, Provincia de La 
Vega, cédula No. 914, serie 88; la Cooperativa de Trans-
porte La Esperza. del Cibao Inc., con domicilio social en 
la casa No. 27,de la Avenida Central esquina Imbert, de 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador 'General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de marzo de 
1974 a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista 
Gil a nombre y representación de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistas las Leyes No. 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos de Motor de 1967, y 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio de Vehículos de Motor, y los artículos 1383 y 

11 1384 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que can moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la sección 
de Río Verde Provincia de La Vega, el día 4 de marzo de 
1973, el automóvil marca Austin, placa pública No. 208-
736, conducido por Víctor Antonio Mendoza, quien transi-
taba de norte a sur por la carretera que conduce a la sec-
cción de Río Verde, al llegar al kilómelra 2 1  de dicha ca-
rretera, chocó con un motor conducido por el menor José 
Kaname Kamashiro; quien resultó con lesion corporales 
curables después de 20 días' según certificado -71édico; b) 

• 
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que apoderada del caso la Segunda Cámara Penal del Juzga 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve ga 

 dictó en sus atribuciones correccionales en fecha 27 de ju-
nio de 1973, una sentencia cuyo dispositivo se copia má s 

 adelante; c) que contra esa sentencia interpusieron recursos 
de apelación el prevenido Víctor Antonio Mendoza y la Cei rn 

 pañía de Seguros Pepín, S. A., y la Corte de Apelación de 
LaVega, dictó en fecha 15 de marzo de 1974, la sentencia 
ahora impugnada en casación, la cual condenó en costas a 
la Cooperativa de Transporte La Esperanza del Cibao Inc., 
sin haber sido apelante, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en la forma, los 
recursos de apelación interpuestos por el prevenido Víctor 
Antonio Mendoza Hernández y la Compañía de Seguros 
Pepín, S. A., contra sentencia correccional No. 710, dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgádo de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 27 de 
junio de 1973, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
`Primero: Se desglosa del expediente al co-prevenido José 
Kaname Kamashiro a fin de enviarlo al Tribunal Tutelar 
de Menores, por tratarse de un menor el cual escapa a 
nuestra competencia; Segundo: Se declara culpable al nom-
brado Víctor Manuel Mendoza, de violar la Ley No. 241, en 
perjuicio del nombrado José Kaname Kamashiro, y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de RD$10.00, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: 
Se condena, además al pago de las costas; Cuarto: Se aco-
ge como bueno y válido la constitución en parte civil in-
tentada por Tosuemon Kamashiro, en contra de Víctor An-
tonio Mendoza y la Cooperativa de Transporte La Esperan-
za del Cibao Inc., al travez del Dr. Luis Osiris Duqueda 
Morales, por ser regular en la forma y admisible en el fon-
do; Quinto: Se condena a Victor Antonio Mendoza y a la 
Cooperativa de Tránsporte La Esperanza del Cibao Inc., 
al pago de una indemnización solidaria de RD$1,200.00, en "á- favor del error Tosuemón amashiro, como justa repara- 

clon de los daños materiales que le causara; Sexto: Se con-
dena a Víctor Antonio Mendoza y a la Cooperativa de 
Transporte La Esperanza del Cibao Inc., al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del 

Dr. Luis Osiris Duquela M., quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; Séptimo: Se pronuncia el defecto 
contra la Cooperativa de Transporte La Esperanza del Ci-
bao Inc., por falta de conclusiones; Octavo: La presente 
sentencia es común y oponible a la Compañía de Seguros 
Pepín, S. A.,'; por haber sido hechos de conformidad con 
la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preve-
nido Víctor Antonio Mendoza Hernández, la persona civil-
mente responsable, la Compañía de Transporte La Espe-
ranza del Cibao Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, 5. 
A., por no haber comparecido a la audiencia no obstante 
haber sido ciatdos legalmente; TERCERO: Confirma, de la 
sentencia recurrida, los ordinales: Segundo, Cuarto, Quin-
to y Octavo, en todas sus partes; Cuarto: Condena, al pre-
venido Víctor Mendoza Hernández, al pago de las costas 
penales de esta alzada y condena a la persona civilmente 
responsable la Compañía de Transporte La Esperanza del 
Cibao, Inc., y a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al 
pago de las costas civiles de esta instancia, con distracción 
de las mismas, en favor del Dr. Luis Osiris Duquela, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, pone de manifiesto que la Corte a - qua, mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, para 
declarar la culpabilidad del prevenido y fallar como lo hi-
zo, dio por establecidos los siguientes hechos: a) que el día 
4 de marzo de 1973, mientras el auto plóvil Austín condu-
cido por el prevenido Víctor Antonio Mendoza, transitaba 
de Norte a Sur por la carretera que condufIka la sección 
Río Verde, Provincia de La Vega, automóvil 'pi .opiedad de 



que apoderada del caso la Segunda Cámara Penal del Juzga 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La V ega 

 dictó en sus atribuciones correccionales en fecha 27 de ju
-nio de 1973, una sentencia cuyo dispositivo se copia más 

 adelante; c) que contra esa sentencia interpusieron recursos 
de apelación el prevenido Víctor Antonio Mendoza y la Come 
pañía de Seguros Pepín, S. A., y la Corte de Apelación d e 

 LaVega, dictó en fecha 15 de marzo de 1974, la sentencia 
ahora impugnada en casación, la cual condenó en costas a 
la Cooperativa de Transporte La Esperanza del Cibao Inc., 
sin haber sido apelante, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en la forma, los 
recursos de apelación interpuestos por el prevenido Víctor 
Antonio Mendoza Hernández y la Compañía de Seguros 
Pepín, S. A., contra sentencia correccional No. 710, dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgádo de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 27 de 
junio de 1973, la cual contiene el dispositivo siguiente: 
`Primero: Se desglosa del expediente al co-prevenido José 
Kaname Kamashiro a fin de enviarlo al Tribunal Tutelar 
de Menores, por tratarse de un menor el cual escapa a 
nuestra competencia; Segundo: Se declara culpable al nom-
brado Víctor Manuel Mendoza, de violar la Ley No. 241, en 
perjuicio del nombrado José Kaname Kamashiro, y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de RD$10.00, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: 
Se condena, además al pago de las costas; Cuarto: Se aco-
ge como bueno y válido la constitución en parte civil in-
tentada por Tosuemon Kamashiro, en contra de Víctor An-
tonio Mendoza y la Cooperativa de Transporte La Esperan-
za del Cibao Inc., al travez del Dr. Luis Osiris Duqueda 
Morales, por ser regular en la forma y admisible en el fon-
do; Quinto: Se condena a Victor Antonio Mendoza y a la 
Cooperativa de Tránsporte La Esperanza del Cibao Inc., 
al pago de una indemnización solidaria de RD$1,200.00, en 
favor del senor Tosuemón amashiro, como justa repara- 

ción de los daños materiales que le causara; Sexto: Se con-
dena a Víctor Antonio Mendoza y a la Cooperativa de 
Transporte La Esperanza del Cibao Inc., al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Luis Osiris Duquela M., quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; Séptimo: Se pronuncia el defecto 
contra la Cooperativa de Transporte La Esperanza del Ci-
bao Inc., por falta de conclusiones; Octavo: La presente 
sentencia es común y oponible a la Compañía de Seguros 
Pepín, S. A.,'; por haber sido hechos de conformidad con 
la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preve-
nido Víctor Antonio Mendoza Hernández, la persona civil-
mente responsable, la Compañía de Transporte La Espe-
ranza del Cibao Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S. 
A., por no haber comparecido a la audiencia no obstante 
haber sido ciatdos legalmente; TERCERO: Confirma, de la 
sentencia recurrida, los ordinales: Segundo, Cuarto, Quin-
to y Octavo, en todas sus partes; Cuarto: Condena, al pre-
venido Víctor Mendoza Hernández, al pago de las costas 
penales de esta alzada y condena a la persona civilmente 
responsable la Compañía de Transporte La Esperanza del 
Cibao, Inc., y a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al 
pago de las costas civiles de esta instancia, con distracción 
de las mismas, en favor del Dr. Luis Osiris Duquela, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, para 
declarar la culpabilidad del prevenido y fallar como lo hi-
zo, dio por establecidos los siguientes hechos: a) que el día 
4 de marzo de 1973, mientras el automóvil Austín condu-
cido por el prevenido Víctor Antonio Mendoza, transitaba 
de Norte a Sur por la carretera que condura la sección 
Río Verde, Provincia de La Vega, automóvil 'p7topiedad de 
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la Cooperativa de Transporte La. Esperanza del Cibao y 
asegurado con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., cho-
có con una motocicleta conducida por el menor José Kana-
me Kamashiro, de nacionalidad japonesa, ocasionándol e 

 fractura conminuta, metataismo, , fractura del fémur iz-
quierdo y contusiones diversas curables después de 20 días ; 

 b) que el accidente tuvo su causa generadora en la falta del 
prevenido Víctor Antonio Mendoza, quien así lo admitió 
en audiencia diciendo que se descuidó y volteó la cara pa-
ra el lado cuando le dió, lo cual robustecen las piezas del 
expediente y las declaraciones de las personas que han 
significado conocer del hecho; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por 
imprudencia que ocasionaron al agraviado el menor José 
Kaname Kamashiro, lesiones que curaron después de 20 
días, producidas con el manejo de un vehículo de motor, 
hecho previsto por el artículo 49, letra c) de la Ley No. 241 
de 1967, y sancionado con pena de 3 meses a un año de pri-
sión y multa de Cien a Quinientos Pesos; que la Corte 
a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$10.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo en su favor cir-
cunstanicas atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la 
Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el delito cometido por el preVenido había 
ocasionado a la parte civil, Tosuernó ►  Kamashiro, en su 
condición de padre del menor agraviado, daños y perjui- 1 

 cies cuyo monto apreció soberanamente en la suma de Mil 
Doscientos Pesos Oro, para lo cual tuvo en cuenta la mag-
nitud de los daños; que al condenar al prevenido junta-
mente 

 
 con la persoria civilmente responsable, la Coopera-

tiva de Transporte La Esperanza del Cibao Inc., al pago de 
esa suma, illit hacer oponibles esas condenaciones a la 

Compañia aseguradora puesta en causa, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que en cuanto a los recursos de la. Coo-
perativa de Transporte La Esperanza del Cibao Inc., per-
sona civilmente responsable y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S.A., que procede declarar la nuldiad de estos recur-
sos, en vista de que los recurrentes no han expuesto los 
medios en que los fundan, como lo exige el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, ella rió contiene, en lo que respecta 

al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Antonio Mendoza, contra la 
sentencia dictada en fecha 15 de marzo de 1974, por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos inter-
puestos por la Cooperativa de Transporte La Esperanza del 
Cibao Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra 
la misma sentencia: Tercero: Condena al prevenido recu-
rrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló--. Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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la Cooperativa de Transporte La Esperanza del Cibao y 
asegurado con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., cho-
có con una motocicleta conducida por el menor José Kana-
me Kamashiro, de nacionalidad japonesa, ocasionándol e 

 fractura conminuta, metataismo, , fractura del fémur iz-
quierdo y contusiones diversas curables después de 20 días ; 

 b) que el accidente tuvo su causa generadora en la falta del 
prevenido Víctor Antonio Mendoza, quien así lo admitió 
en audiencia diciendo que se descuidó y volteó la cara pa-
ra el lado cuando le dió, lo cual robustecen las piezas del 
expediente y las declaraciones de las personas que han 
significado conocer del hecho; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por 
imprudencia que ocasionaron al agraviado el menor José 
Kaname Kamashiro, lesiones que curaron después de 20 
días, producidas con el manejo de un vehículo de motor, 
hecho previsto por el artículo 49, letra c) de la Ley No. 241 
de 1967, y sancionado con pena de 3 meses a un año de pri-
Sión y multa de Cien a Quinientos Pesos; que la Corte 
a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$10.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo en su favor cir-
cunstanicas atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la 
Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el delito cometido por el preenido había 
ocasionado a la parte civil, Tosuernón Kamashiro, en su 
condición de padre del menor agraviado, daños y perjui-
cios cuyo monto apreció soberanamente en la suma de Mil 
Doscientos Pesos Oro, para lo cual tuvo en cuenta la mag-
nitud de los daños; que al condenar al prevenido junta-
mente con la persona civilmente responsable, la Coopera-
tiva de Tran orte La Esperanza del Cibao Inc., al pago de 
esa suma, al hacer oponibles esas condenaciones a la 

Compañía aseguradora puesta en causa, la. Corte a-qua hi-

zo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que en cuanto a los recursos de la. Coo-
perativa de Transporte La Esperanza del Cibao Inc., per-
sona civilmente responsable y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S.A., que procede declarar la nuldiad de estos recur-
sos, en vista de que los recurrentes no han expuesto los 
medios en que los fundan, corno lo exige el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos, ella no contiene, en lo que respecta 
al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Antonio Mendoza, contra la 
sentencia dictada en fecha 15 de marzo de 1974, por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos inter-
puestos por la Cooperativa de Transporte La Esperanza del 
Cibao Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra 
la misma sentencia: Tercero: Condena al prevenido recu-
rrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
_Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
. pani.— Francisco Elpid 'io Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
,relló--. Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, 3 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener al, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO DEL 1975 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de se   
Macorís, de fecha 31 de enero de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Miguel A. Rosario Frias y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E .Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Máximo Lovatón Pittaluga, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
11 de Julio de 1975, años 132' de la Independencia y 112' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel 
Angel Rosario Frías, dominicano, mayor de edad, soltero, 

chófer, domiciliado y residente en la calle "Juan Evange-
lista Jiménez" No. 84, de esta ciudad, cédula No. 7242, se-

rie 59; Ramón Ortega, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado y residente en la casa No. 29 de la calle Federi 
co Velázquez, de esta ciudad y la compañía de seguros 
Pepín, S. A.," con su domicilio social en la ce "Merce- 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 31 de enero de 1974. 

Materia: Correccional. 

Reuurrentes: Miguel A. Rosario Frías y compartes. 

$ 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
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11 de Julio de 1975, años 132' de la Independencia y 112' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel 
Angel Rosario Frías, dominicano, mayor de edad, soltero, 

chófer, domiciliado y residente en la calle "Juan Evange-
lista Jiménez" No. 84, de esta ciudad, cédula No. 7242, se-
rie 59; Ramón Ortega, dominicano, mayor de edad, casado, 
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Pepín, S. A.," con su domicilio social en la NI "Merce- 
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des' esquina "Palo Hincado", de esta ciudad, contra la s e „ . 
 tencia dictada por la Corte de Apelación de San Francis, 

de Macorís, en sus atribuciones correccionales, en fecha .31 
de enero de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante 

ti 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte agua en fecha 5 de marzo de 197 
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, a nom-
bre y representación de los recurrentes, en la cual no 
propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, , y vistos los artículos 49 letra e) de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 
4117 de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta la siguiente: a) que 
el día 30 de octubre de 1972, Miguel Angel Rosario Frías, 
mientras conducía un vehículo público, propiedad de Ra-
món Ortega, por la carretera Macorís-Pimentel en la sec-
ción Casa de Alto, estropeó a Roberto Disla Padilla; b) que 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia de Duarte, apoderada del caso, pronunció en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 21 de Mayo de 1973, una 
sentencia cuyo dispositivo figura copiado más adelante; c) 
que sobre los recursos de apeláción interpuestos, intervino 
la sentencia ahorq, impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido eliieurso de apelación interpuesto por el Dr. Eze- 

quiel Antonio González, a nombre y representación del pre-
venido Miguel Angel Rosario Frías, de la persona civil-
mente responsable señor Ramón Ortega, así como de la 
Compañía aseguradora Seguros Pepín S. A., por ajustarse a 
las normas procesales, contra sentencia dictada en fecha 21 
de Mayo de 1973 por la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, 
cuyo dispositivo dice así: 'Primero': Declarar y declara:—
Buena y válida la constitución en parte civil, hecha por el 
señor Roberto Antonio Disla Padilla, a través de sus abo-
gados constituidos Dres. Isidro Rivas Durán y Enrique 
Paulino Then, en contra del prevenido Miguel A. Rosario 
Frías, la persona civilmente responsable el propietario del 
vehículo señor Ramón Ortega y contra la Compañía asegu-
radora del vehículo causante del accidente "La Pepín" S. 
A., por ser regular en la forma, 'justa en el fondo y hecha 
de acuerdo a la ley; Segundo: Pronunciar y pronuncia:— 
"El defecto contra el nombrado Miguel A. Rosario Frías, de 
generales ignoradas, por no comparecer a la audiencia no 
obstante estar legalmente citado; Tercero: Declarar y decla 
ra:— Al prevenido Miguel A. Rosario Frías, de generales 
ignoradas, Culpable del hecho puesto a su cargo (violación 
a la ley 241) en su artículo 49 párrafo "C" en perjuicio del.  
nombrado Roberto Antonio Disla Padilla, y en consecuen-
cia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión 

4  correccional y al pago de las costas penales; Cuarto: Con-
denar y Condena:— Al prevenido Miguel A. Rosario Frías, 
y al señor Ramón Ortega, al pago solidario de la suma de 
RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor del señor Ro-
berto Antonio Dislá Padilla, corno justa indemnización por 
los daños morales y materiales sufridos por él en el pre-
sente caso; Quinto: Condenar y Condena:— Al prevenido 
Miguel A. Rosario Frías y al señor Ramón Ortega, al pago 
solidario de las costas penales, con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Rafael Isidro Rivas Durán y 
Enrique Then, quienes afirman haberlas lanado en au 
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des' esquina "Palo Hincado", de esta ciudad, contra la seil-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Frand s „ 
de Macorís, en sus atribuciones correccionales, en fecha 
de enero de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genenl 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte agua en fecha 5 de marzo de 197 1 , 
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, a nom-
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quiel Antonio González, a nombre y representación del pre-
venido Miguel Angel Rosario Frías, de la persona civil-

' mente responsable señor Ramón Ortega, así como de la 
Compañía aseguradora Seguros Pepín S. A., por ajustarse a 
las normas procesales, contra sentencia dictada en fecha 21 
de Mayo de 1973 por la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, 
cuyo dispositivo dice así: 'Primero': Declarar y declara:—
Buena y válida la constitución en parte civil, hecha por el 
señor Roberto Antonio Disla Padilla, a través de sus abo-
gados constituidos Dres. Isidro Rivas Durán y Enrique 
Paulino Then, en contra del prevenido Miguel A. Rosario 
Frías, la persona civilmente responsable el propietario del 
vehículo señor Ramón Ortega y contra la Compañía asegu-
radora del vehículo causante del accidente "La Pepín" S. 
A., por ser regular en la forma, 'justa en el fondo y hecha 
de acuerdo a la ley; Segundo: Pronunciar y pronuncia:— 
El defecto contra el nombrado Miguel A. Rosario Frías, de 
generales ignoradas, por no comparecer a la audiencia no 
obstante estar legalmente citado; Tercero: Declarar y decla,  
ra:— Al prevenido Miguel A. Rosario Frías, de generales 
ignoradas, Culpable del hecho puesto a su cargo (violación 
a la ley 241) en su artículo 49 párrafo "C" en perjuicio del 
nombrado Roberto Antonio Disla Padilla, y en consecuen-
cia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión 

w correccional y al pago de las costas penales; Cuarto: Con-
denar y Condena:— Al prevenido Miguel A. Rosario Frías, 
y al señor Ramón Ortega, al pago solidario de la suma de 
RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor del señor Ro-
berto Antonio Disla Padilla, corno justa indemnización por 
los daños morales y materiales sufridos por él en el pre-
sente caso; Quinto: Condenar y Condena:— Al prevenido 
Miguel A. Rosario Frías y al señor Ramón Ortega, al pago 
solidario de las costas penales, con plistracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Rafael Isidro Rivas Durán y 
Enrique Then, quienes afirman haberlas amado en 13u 
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totalidad; Sexto: Ordenar y Ordena que la presente sen-
tencia es oponible y ejecutoria contra la Compañía de Se-
guros "Seguros Pepín S. A". en su condición de Compañí a 

 Aesguradora del vehículo placa No. 205-777, mediante la 
Póliza No. A-24418; Séptimo: Condenar y Condena; al pre-
venido Miguel A. Rosario Frías, al señor Ramón Ortega y 
a la Compañía de Seguros "Seguros Pepín" S. A. al pago 
de los intereses legales de la suma acordada como indemni-
zacióna partir de la fecha de la demanda'. SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido por no haber compa-
recido no obstante estar legalmente citado; TERCERO: 
Confirma la sentencia apelada en todos sus aspectos; 
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas pe-
nales del presente recurso; QUINTO: Condena a los ape-
lantes al pago de las costas civiles ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Isidro Rafael Rivas Durán, abogado,  
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

'Considerando, que como en la especie ni Ramón Orte-
ga, persona puesta en causa como civilmente responsable, 
ni la Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora también 
puesta en causa, han expuesto los medios en que+ fundan 
sus recursos como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación para todo re-
currente que no sea el prevenido, es claro; que los referi-
dos recursos son nulos; que, por tanto, sólo procede exami-
nar el recurso del prevenido; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar 
la culpabilidad del prevenido Rosario Frías dio por estable-
cidos,mediante la ponderación de los elementos de juicio 
aportados regularmente en la instrucción de la causa, los 
siguientes hechos: a) que el día 30 de octubre de 1972, 
mientras Miguel A. Rosario Frías conducía un vehículo pú-
blico, propiedIlde Ramón Ortega, por la Carretera Maco- 

gis-Pimentel, en la Sección Casa de Alto, estropeó a Rober-
to Disla Padilla, quien transitaba a pie por el paseo de la 

carretera, y sufrió fracturas de la tibia derecha y trauma-
tismos diversos, curables después de los 20 días y antes de 
los 60; b) que Miguel A. Rosario Frías estropeó a Roberto 
Antonio Disla, llevándoselo de encuentro en momentos en 
que este se había detenido para hacer señales a otro vehícu-
lo que pasaba en el mismo instante a fin de que lo condu-
jera a la ciudad de San Francisco ,  de Macorís; c) que al 
pasar el vehículo conducido por el prevenido, se desvió y 
golpeó a la víctima; d) que el vehículo, cuyo propietario 
es Ramón Ortega, estaba asegurado con la compañía Segu-
ros Pcpín, S. A.; e) que la imprudencia del prevenido, en la 
conducción de su vehículo, fue la causa determinante del 
accidente; f) que el agraviado sufrió daños materiales, de 
acuerdo con el certificado médico, como también daños mo-
rales que deben ser reparados; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-

ran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, que curaron después de veinte 
días, causadas con el manejo de un vehículo de motor, pre-
visto por el artículo 49, letra C) de la Ley No. 241, de 
1967, y sancionado por el mismo texto legal con las penas 
de seis (6) meses a dos (2) años de prisión y multa de cien 
pesos (RD$100.00) a quinientos pesos (RD$500.00) si la 

enfermedad o imposibilidad para dedicarse a su trabajo 

durare viente días o más, como ocurrió en la especie; que, 
en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente a la 
pena de seis meses de prisión correccional, aún sin acoger 
circunstancias atenuantes a su favor, este error no puede 
ser objeto de censura sobre el sólo recurso del prevenido 
por lo cual la sentencia debe ser mantenida en los aspec-
tos señalados; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 

establecido que el hecho cometido por el "evenido Mi- 

• 
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guel Angel Rosario Frías, había ocasionado a Roberto Dis-
la Padilla, constituído en parte civil, daños y perjuicio s 

 materiales y morales cuyo monto apreció soberanamente 
 en la suma de RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro) y que al 

condenarlo a él, solidariamente con el propietario del au-
tomóvil, Ramón Ortega, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, al pago de esa suma, como indemni-
zaci5n en favor del agraviado, constituído en parte civil, 
así como al condenarlo, como indemnización supletoria, 
juntamente con la persona civilmente responsabel y la en-
tidad aseguradora, puesta en causa, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada como indemnización a par-
tir de la fecha de la demanda; la Corte a-qua, en lo que se 
refiere al prevenido recurrente, hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 10 
de la Ley No. 4117 de 1955; sobre Seguro Obligatorio de 
Vehículo de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado, en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, el no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación de Ramón Ortega y de la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en fecha 31 de 
enero de 1974 por la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Mi-
guel A. Rosario Díaz, contra la misma sentencia; y lo con-
dena al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupan Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautis- 

ta Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga. —Ef-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco ( l e 

 Macorís de fecha 27 de marzo de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Antonio Núñez, Ramón Vargas y la Cía. Unión 

Seguros, C. por A., 

Isterviniente: Marina Rosario. 

Abogados Dr. Jesús Antonio Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittaluga, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Naconal, hoy día 14 de Julio de 1975, años 132' de 
la Independencia y4112' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: ` 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anto-
nio Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en Los Cacaos, Tenares; Ramón Vargas, 
dominicano, mayor de edad, domiciliado en la Sección Los 
Cacaos del municipio de Tenares y la Compañía Asegura-
dora Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social y 
principal establecimiento en esta ciudad, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, en sus atribuciones correccionales el 27 de marzo 
de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jesús 
Antonio Pichardo, abogado de la interviniente que es Ma-
rina Rosario, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, domiciliada en la Sección de la Yagüiza, 
municipio de San Francisco de Macorís, cédula No. 23451, 
serie 56; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

4». de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte aqua el 15 de abril de 1974, a reque-
rimiento de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado por el abogado de la intervi-
niente el 10 de febrero de 1975; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49, letra e) de la Ley No. 241 
del 1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 



1302 	 'BOLETIN JUDICIAL 
	 BOLETIN JUDICIAL 	 1303 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco ( l e 
 Macorís de fecha 27 de marzo de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Antonio Núñez, Ramón Vargas y la Cía. Unión de 
Seguros, C. por A., 

Isterviniente: Marina Rosario. 

Abogados Dr. Jesús Antonio Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittaluga, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Naconal, hoy día 14 de Julio de 1975, años 132' de 
la Independencia y.'112' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: ( 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anto-
nio Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en Los Cacaos, Tenares; Ramón Vargas, 
dominicano, mayor de edad, domiciliado en la Sección Los 
Cacaos del municipio de Tenares y la Compañía Asegura-
dora Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social y 
principal establecimiento en esta ciudad, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
1VIacorís, en sus atribuciones correccionales el 27 de marzo 
de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jesús 
Antonio Pichardo, abogado de la interviniente que es Ma-
rina Rosario, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, domiciliada en la Sección de la Yagüiza, 
municipio de San Francisco de Macorís, cédula No. 23451, 
serie 56; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte aqua el 15 de abril de 1974, a reque-
rimiento de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado por el abogado de la intervi-
niente el 10 de febrero de 1975; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49, letra c) de la Ley No. 241 
del 1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 



1304 	 BOLETIN JUDICIAL 

Considerando, que como la persona puesta en causa 
corno civilmente responsable, ni la compañía aseguradora 
han presentado a esta Corte ningún medio determinado de 
casación, sus recursos deben ser declarados nulos confor-
me al artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, y, en consecuencia, en la presente sentencia sólo se 
procederá al examen del recurso del prevenido; 

Considrando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ccurrido el 
2 de febrero del 1975 en la carretera que une a San Fran-
cisco de Macorís con Tenares, en, que resultó una persona, 
con lesiones que curaron después de veinte días, la Prime-
ra Cámara Penal de Duarte dictó, el 5 de junio de 1973 una 
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante en el de 
la ahora impugnada; b) que sobre los recursos interpues-
tos, intervino la sentencia impugnada cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuesto por 
el prevenido Antonio Núñez, la persona civilmente respon-
sable Ramón Vargas, la compañía aseguradora. Unión de 
Seguros C. por A., y la parte civil constituída Marina Rosa-
rio, contra sentencia correccional No. 564 de fecha 5 de 
junio de 1973 dictada por la Primera Cámara Penal del 
Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: que debe Declarar y Declara, buena y válida 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha 
por la señora Marina Rosario, madre de la menor agravia-
da Dolores Núñez, representada por el Dr. Jesús Antonio 
Pichardo, contra el prevenido Antonio Núñez persona ci-
vilmente responsable y la compañía aseguradora Unión de 
Seguros C. por A., por haberlo hecho de acuerdo a la ley; 
Segundo: Que debe Pronunciar y Pronuncia el defecto, 
contra los señores Antonio Núñez (Prevenido) Ramón Var-
gas persona,"ilmente responsable y la compañía asegu- 

radora Unión de Seguros C. por A. por no haber compare-
cido  a la audiencia no obstante estar legalmente citados y 

emplazados; Tercero: Que debe Declarar y Declara culpa-
ble al nombrado Antonio Nuez, de generales ignoradas, del 
delito de violación a la ley 241 en su artículo 49, letra c, 

en  perjuicio de Marina Rosario, madre de la menor Dolores 
Núñez, y en consecuencia se condena a tres meses de pri-
sión correccional; Cuarto: Que debe Condenar y Condena 
a los nombrados Antonio Núñez (prevenido) y Ramón Var-
gas, persona civilmente responsable, al pago solidario de 
una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro), 
en favor de la parte civil constituída, Señora Marina Ro-
sario, como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos por éste con motivo del accidente; Sexto: 
Que debe Condenar y Condena, a los señores Antonio Nú-
ñez y Ramón Vargas, al pago solidario de las costas civiles 
distrayéndolas en provecho del Dr. Jesús Antonio Pichar-

do; Séptimo: Que debe Declarar y Declara dicha sentencia 
oponible a la Compañía Aseguradora, Unión de Seguros C. 

por A.'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preve-
nido por no haber comparecido no obstante estar legal-
mente citados; TERCERO: Modifica el ordinal Quinto de 
la sentencia apelada en cuanto al monto de la indemniza-
ción, y la Corte obrando por propia, autoridad, fija en la 
suma de RD$1,500.00 (Mil Quinientas) la suma que el pre-
venido y la persona civilmente responsable deberán pagar 
a la parte civil, constituída, como justa reparación por los 
daños y perjuicios sufridos por dicha parte, como conse-
cuencia del hecho imputado al prevenido; CUARTO: Con-

firma la sentencia apelada en sus demás aspectos; QUIN-
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales, y 
conjunta y solidariamente con la persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas civiles, ordenando su distrae 
ción en favor del Dr. Antonio Picharea, abogado que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se decla-
ra la presente sentencia común, oponible y "Nescutoria, en 
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Considerando, que como la persona puesta en causa 
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el aspecto civil contra la Compañía de Seguros Unión de 
Seguros C. por A.," 

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la ea' 
pabilidad del prevenido dio por establecidos mediante la 
ponderación de los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa, los hechos si-
guientes: que el día 2 de febrero de 1973, siendo las 10:30 
de la mañana, mientras el chófer Antonio Núñez, condu-
cía el automóvil, placa No. 126-031, propiedad de Ramón 
Vargas, por la carretera de San Francisco de Macorís a Te-
nares, al llegar a la sección de La Yagüisa, estropeó a la 
menor Dolores Núñez, quien sufrió las fracturas del húme-
ro y del fémur izquierdo; que el accidente se debió a que el 
prevenido al esquivar un vehículo que transitaba en direc-
ción contraria perdió el control del manejo del automóvil 
dirigiéndose a su izquierda, alcanzando a la menor agra-
viada; 

Considerando, que los hechos así establecidos por la 
Corte a-qua configuran a cargo del prevenido, Antonio Nú-
ñez, el delito de golpes y heridas por imprudencia ocasio-
nados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de 
Vehículos, y sancionado con la letra! C) de dicho texto le-
gal con las penas de seis meses a dos años de prisión y 
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o impo-
sibilidad para el trabajo durare veinte días o más, como 
ocurrió en la especie; que, por la sentencia impugnada se 
condenó al prevenido a tres meses de prisión correccional, 
o sea una pena inferior a la indicada en el artículo 49, sin 
haber acogido circunstancias atenuantes; que, sin embar-
go, la sentencia debe ser mantenida en este aspecto, ya 
que por el único recurso del prevenido dicha sentencia no 
puede ser casado por esa causa; 

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho del prevenido, Antonio Núñez, 
causó a la persona constituída en parte civil daños y per-
juicios materiales y morales cuyo monto apreció sobera-
namente en la suma de RD$1,500.00; que, en consecuencia, 
al condenar al prevenido, y a la persona civilmente res-
ponsable puesta en causa a pagar solidariamente, esas su-
mas, a título de indemnización, en provecho de dicha par-
te civil, y al hacer oponible esa condenación a la Compañía 
Aseguradora, Unión de Seguros C. por A., puesta también 
en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los 
artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 
No: 4117 del 1955; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos concernientes al interés del preveni-
do recurrente, ella no contiene ningún vicio que justifique 

su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Marina Rosario; Segundo: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Ramón Vargas y la Compañía 
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
sus atribuciones correccionales, el 27 de marzo del 1973, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto 
por el prevenido Antonio Núñez, contra dicha sentencia. y 
lo condena al pago de las costas penales; Cuarto: Condena 
al prevenido y a la parte puesta en causa como civilmente 
responsable al pago de las costas civiles, con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. Jesús Antonio Pichardo, 
abogado de la parte interviniente, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad, haciendo , oponibles dichas cos-
tas civiles a la Compañía Aseguradora dentro de los lími-
tes de la Póliza. 
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Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ray e_ 
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani. Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. AL. 
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi.. 
mo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, de fecha 19 de agosto de 1974. 

Niateria: Trabajo. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Eccurrente: "La Casa Araujo", C. por A. 

Recurrido: Francia M. Rodríguez. 

Abogados: Dres. César Adames F. y Rafael E. Ruiz Báez. 

Abogado: Dr. Tulio Pérez Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

0-1 

, dicta en audiencia pública, como Corte de 
guiente sentencia: 

'11» 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstcir 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón 
Pittaluga, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Julio de 1975, 

I, años 132' de la Independencia y 112'‘'de la Restauración, 
1 	 ación, la si- 



1308 	 BOLETIN JUDICIAL 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani. Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón, Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 1309 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, de fecha 19 de agosto de 1974. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: "Lá Casa Araujo", C. por A. 

Abogado: Dr. Tulio Pérez Martínez. 

IZecurrido: Francia M. Rodríguez. 

Abogados: Dres. César Adames F. y Rafael E. Ruiz Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
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Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón 
Pittaluga, asistidos del Secretario Generad, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112''' Ide la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de k ación, la si- 
guiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuestopor la rompa.. 
ñía "La Casa Araujo, C. par A.," con domicilio social en 

 la calle "Juan Tomás Díaz", esquina "Doctor Brioso" de la 
ciudad de San Cristóbal; contra la sentencia del Juzgad o 

 de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, actuando como tribunal de Trabajo de segundo grado, 
dictada el 19 de agosto de 1974, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído a los Doctores César Adames, cédula No. 28204, 
serie 2, y Rafael Salvador Ruíz Báez, cédula No. 18082, se-
rie 2,abogados de la recurrida, en la lectura de sus conclu-
siones; recurrida que es: Francia Miledy María Rodríguez, 
dominicana, mayor 'de edad, casada, domiciliada en la 
ciudad de San Cristóbal, en la calle "Jesús de Galíndez 
No. 59, cédula, No. 23755, serie 2; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 9 de setiembre de 
1974, suscrito por el Dr. Tulio Pérez Martínez, cédula No. 
2947, serie 2, abogado de la Compañía recurrente, en el 
cual se propone el medio que más adelante se indica; 

Visto el memorial de defensa firmado por los aboga-
dos de la recurrida, de fecha 18 de setiembre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 77 del Código de Trabajo y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Consider ndo, que en la sentencia impugnada y en los 
documen a que ella se refiere, consta: a) que con moti- 

vo  de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
intentada por la recurrida contra la Compañía recurrente, 
el Juzgado de Paz del municipio de San Cristóbal, dictó el 
7 de noviembre de 1973, actuando como Tribunal de Tra-
bajo de primer grado, una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se declara bue-
na y válida en cuanto a la forma y fondo la presente de-
manda laboral interpuesta por la nombrada Francia Mile-
dys Rodríguez, en contra de la Casa Araujo C. por A., por 
haber sido hecha en tiempo hábil y de; acuerdo a la Ley 
y reposar en pruebas legales y en consecuencia se declara 
la rescición del contrato de trabajo existente entre Francia 
Miledys Rodríguez y la Casa Araujo C. por A.,por la cau-
sa del despido injustificado por parte del patrono Casa 
Araujo, C. por A., a la trabajadora Francia Miledys Ro-
dríguez; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra la Ca-
sa Araujo C. por A., representada por el Dr. Tulio Pérez 
Martínez, por no haber concluido formalmente al fondo, 
según lo prescribe el artículo 150 del Código de Procedi-
miento Civil; TERCERO: Se condena a la Casa Araujo C. 
por A., a pagar a favor de la trabajadora Francia Miledys 
María Rodríguez, las siguientes prestaciones e indemniza-
ciones laborales: a) RD$48.00 (Cuarenta y ocho pesos oro), 
por concepto de preaviso; b) RD$120.00 (ciento viente pe-
sos oro), por concepto de Auxilio de Cesantía; c) RD$180. 
00 (ciento ochenta pesos oro), por concepto de Indemniza-
ciones consistentes en tres meses contados a partir de la fe-
cha de la presente demanda; d) RD$40.00 (cuarenta pesos 
oro), por concepto de Regalía Pascual; e) RD$30.00 (trein-
ta pesos oro), por concepto de vacaciones; f) RD$23.40 
(veintitres pesos oro con cuarenta centavos), por concepto 
de 72 horas extras; y CUARTO: Se condena a la Casa 
Araujo C. por A., al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor de los Dres. César IDarío Adames Fi-
gueroa y Rafael S. Ruíz Báez, por haberlas anzado en 
su totalidad"; b) que sobre la, apelación interAuesta, el 
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de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 9 de setiembre de 
1974, suscrito por el Dr. Tulio Pérez Martínez, cédula No. 
2947, serie 2, abogado de la Compañía recurrente, en el 
cual se propone el medio que más adelante se indica; 

Visto el memorial de defensa firmado por los aboga-
dos de la recurrida, de fecha 18 de setiembre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 77 del Código de Trabajo y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que ella se refiere, consta: a) que con moti- 

vo  de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
intentada por la recurrida contra la Compañía recurrente, 
el Juzgado de Paz del municipio de San Cristóbal, dictó el 
7 de noviembre de 1973, actuando corno Tribunal de Tra-
bajo de primer grado, una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia  a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se declara bue-
na  y válida en cuanto a la forma y fondo la presente de-
manda laboral interpuesta por la nombrada Francia Mile-
dys Rodríguez, en contra de la Casa Araujo C. por A., por 
haber sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo a la Ley 
y reposar en pruebas legales y en consecuencia se declara 
la rescición del contrato de trabajo existente entre Francia 
Miledys Rodríguez y la Casa Araujo C. por A.,por la cau-
sa del despido injustificado por parte del patrono Casa 
Araujo, C. por A., a la trabajadora Francia Miledys Ro-
dríguez; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra la Ca-
sa Araujo C. por A., representada por el Dr. Tulio Pérez 
Martínez, por no haber concluído formalmente al fondo, 
según lo prescribe el artículo 150 del Código de Procedi-
miento Civil; TERCERO: Se condena a la Casa Araujo C. 
por A., a pagar a favor de la trabajadora Francia Miledys 

,I.aría Rodríguez, las siguientes prestaciones e indemniza-
ciones laborales: a) RD$48.00 (Cuarenta y ocho pesos oro), 
por concepto de preaviso; b) RD$120.00 (ciento viente pe-
sos oro), por concepto de Auxilio de Cesantía; c) RD$180. 
00 (ciento ochenta pesos oro), por concepto de Indemniza-
ciones consistentes en tres meses contados a partir de la fe-
cha de la presente demanda; d) RD$40.00 (cuarenta pesos 
oro), por concepto de Regalía Pascual; e) RD$30.00 (trein-
ta pesos oro), por concepto de vacaciones; f) RD$23.40 
(veintitres pesos oro con cuarenta centavos), por concepto 
de 72 horas extras; y CUARTO: Se condena a la Casa 
Araujo C. por A., al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor de los Dres. César 'Darío Adames Fi-
gueroa y Rafael S. Ruíz Báez, por haberlas Aktánzado en 
su totalidad"; b) que sobre la apelación intei -ivesta, 
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Tribunal a-quo, dictó el fallo ahora impugnado en ca sa-

ción, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA. 
PRIMERO: Se declara regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el patrono "Casa Araujo, C. p or 

 A"., contra la sentencia No. 1 dictada por el Juzgado de 
 Paz de San Cristóbal, de fecha 28 de enero del año 1973, 

en cuanto a la forma, por haber sido intentado en tiempo 
hábil y conforme a los requisitos legales; SEGUNDO: Se 
rechaza dicho recurso en cuanto al fondo por improceden-
te y mal fundado; TERCERO: Se confirma en todas sus 

 partes la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de San 
Cristóbal por descansar sobre bases legales; CUARTO: Se 
condena a la "Casa Araujo, C. por A.," al pago de las costas 
ocasionadas con motivo del procedimiento, y se ordela la 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. César 
Darío AdamesFiguereo y Rafael Salvador Ruíz Báez, quie-
nes declararon haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial de casación, el siguiente único medio: Falta de base 
legal; 

Considerando, que la recurrente alega en síntesis, en 
su único medio, que ella no despidió a la recurrida cuando 
comunicó a la autoridad local de Trabajo que Francia Mi-
ledys María Rodríguez había faltado a su trabajo los días 
11 y 17 del mes de setiembre de 1973; que si ella dejó de 
asistir y se consideró despedida fue porque estimó que es-
taba en falta por haber inasistido durante dos días en el 
mes de setiembre, lo que equivale a una dimisión de su 
parte por lo que, la sentencia impugnada al condenar a la 
recurrente por despido injustificado, incurrió en el vicio de 
falta de base legal y debe ser casada; pero. 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
que la ar'.>ridad local de Trabajo recibió una comunica -  

ción del 17 de setiembre de 1973, en la que La Casa Arau-
jo, expresa lo siguiente: "Señor representante: Por medio 
de la presente hacemos de su conocimiento que la señorita 
Francia Miledys Rodríguez, empleada del Departamento 
de Ferretería no se ha presentado a su trabajo hoy, sin 
causa justificada, dando por terminado nuestro contrato de 
trabajo por despido sin responsabilidad de nuestra parte, 
por haber faltado a sus labores los días 11 y 17 (dos días), 
del cursante, en franca violación del ordinal onceno (11no.) 
del artículo 78 del Código de Trabajo. Atte. de Ud. Nimio 
I. Araujo, Pdte Propietario'. La presente certificación se 
expide en la ciudad de San Cristóbal, Provincia del mismo 
nombre, a solicitud de parte interesada, libre de impues-
tos, a los 19 días del mes de Octubre del ario 1973, siendo 
las 8:00 A. M.  Lépido César Pérez Herrera, Repre-
sentante Local de Trabajo. NOTA: Dicha comunicación fue 
recibida el mismo día 17-9-73 a las 11.05 A. M"; que en la 
tentativa de conciliación ella ratificó los términos de su 
comunicación; que de conformidad con lo que antecede, el 
Tribunal aguo, estimó que en la especie se trataba de un 
despido injustificado y no de una dimisión, porque la falta 
de asistencia al trabajo el día 17 de setembre era debida a 
incapacidad comprobada por Certificado médico que obra 
en el expediente; que por todo lo expuesto el fallo impug-
nado contiene motivos de hecho y de derechos que justifi-
can su dispositivo, por lo que el medio único propuesto por 
la compañía, carece de fundamento y debe ser desestima-
do; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por "La Casa Araujo, C. por A", contra 
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, dictada el 19 de agosto de 1973, 
actuando como Tribunal de Trabajojcle Segundo Grado, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a la indda recurrente, 
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Tribunal a-quo, dictó el fallo ahora impugnado en ca sa_ 
ción, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA. 
PRIMERO: Se declara regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el patrono "Casa Araujo, C. por  
A"., contra la sentencia No. 1 dictada por el Juzgado d e 

 Paz de San Cristóbal, de fecha 28 de enero del año 1973, 
en cuanto a la forma, por haber sido intentado en tiemp o 

 hábil y conforme a los requisitos legales; SEGUNDO: Se 
rechaza dicho recurso en cuanto al fondo por improceden-
te y mal fundado; TERCERO: Se confirma en todas su s 

 partes la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de San 
Cristóbal por descansar sobre bases legales; CUARTO: Se 
condena a la "Casa Araujo, ,C. por A.," al pago de las costas 
ocasionadas con motivo del procedimiento, y se ordela la 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. César 
Darío AdamesFiguereo y Rafael Salvador Ruíz Báez, quie-
nes declararon haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial de casación, el siguiente único medio: Falta de base 
legal; 

Considerando, que la recurrente alega en síntesis, en 
su único medio, que ella no despidió a la recurrida cuando 
comunicó a la autoridad local de Trabajo que Francia Mi-
ledys María Rodríguez había faltado a su trabajo los días 
11 y 17 del mes de setiembre de 1973; que si ella dejó de 
asistir y se consideró despedida fue porque estimó que es-
taba en falta por haber inasistido durante dos días en el 

mes de setiembre, lo que equivale a una dimisión de su 
parte por lo que, la sentencia impugnada al condenar a la 
recurrente por despido injustificado, incurrió en el vicio de 
falta de base legal y debe ser casada; pero. 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
que la a-r,'!.oridad local de Trabajo recibió una comunica -  

ción del 17 de setiembre de 1973, en la que La Casa Arau-
jo, expresa lo siguiente: "Señor representante: Por medio 
de la presente hacemos de su conocimiento que la señorita 
Francia Miledys Rodríguez, empleada del Departamento 
de Ferretería no se ha presentado a su trabajo hoy, sin 
causa justificada, dando por terminado nuestro contrato de 
trabajo por despido sin responsabilidad de nuestra parte, 
por haber faltado a sus labores los días 11 y 17 (dos días), 
del cursante, en franca violación del ordinal onceno (11no.) 
del artículo 78 del Código de Trabajo. Atte. de Ud. Nimio 
I. Araujo, Pdte Propietario'. La presente certificación se 
expide en la ciudad de San Cristóbal, Provincia del mismo 
nombre, a solicitud de parte interesada, libre de impues-
tos, a los 19 días del mes de Octubre del año 1973, siendo 
las 8:00 A. M.  Lépido César Pérez Herrera, Repre-
sentante Local de Trabajo. NOTA: Dicha comunicación fue 
recibida el mismo día 17-9-73 a las 11.05 A. M"; que en la 
tentativa de conciliación ella ratificó los términos de su 
comunicación; que de conformidad con lo que antecede, el 
Tribunal aquo, estimó que en la especie se trataba de un 
despido injustificado y no de una dimisión, porque la falta 
de asistencia al trabajo el día 17 de setembre era debida a 
incapacidad comprobada por Certificado médico que obra 
en el expediente; que por todo lo expuesto el fallo impug-
nado contiene motivos de hecho y de derechos que justifi-
can su dispositivo, por lo que el medio único propuesto por 
la compañía, carece de fundamento y debe ser desestirr.a-
do; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por "La Casa Araujo, C. por A", contra 
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, dictada el 19 de agosto de 1973, 
actuando como Tribunal de Trabajo,de Segundo Grado, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a la indda recurrente, 
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dé fecha 29 de agosto de 1972. 

Nra'eria: Civil. 

izec “),eute: Fertilizantes Químicos Dominicanos, C. por A. 

1314 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 13,15 

al pago de las costas, distrayéndola en provecho de los doc-
tores César Darío Mames Figuerda y Rafael Salvador 
Ruíz Báez, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M., Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar. —Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

bogado: Dr. Julio C. Brache Cáceres. 

Recurrido: Miguel Asencio Linares. 

Abogado: Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Mannuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
`ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 16 de julio de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Destauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, áa siguiente 
sentencia: "'Ne 

\11) 
-Ah.— 



Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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al pago de las costas, distrayéndola en provecho de ks doc-
tores César Darío Aclames Figuerda y Rafael Salvador 
Ruíz Báez, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

Firmados: Néstor Contín Ay'bar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama..— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar. —Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

      

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

      

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 29 de agosto de 1972. 

*PE- 

ljd'eria: Civil. 

Recurrente: Fertilizantes Químicos Dominicanos, C. por A. 

Abogado: Dr. Julio C. Brache Cáceres. 

Recurrido: Miguel Asencio Linares. 

Ahogado: Bienvenido Montero de los Santos. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Mannuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele 
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 16 de julio. de 1975, años 
132' de la Independencia y 112' de la Restauración, dieta 
en audiencia pública, como corte de casación, fi2, siguiente 
sentencia: '411 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Fertili-
zantes Químicos Dominicanos, S. A., con domicilio social e n 

 la casa No. 87 de la calle El Conde, de esta ciudad, centra 
 la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29 de 
agosto de 1972, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula No, 
21229, serie 47, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Franklin Cruz Salcedo, cédula No. 4983, 
serie 1ra., en representación del Dr. Bienvenido Montero 
de los Santos, abogado del recurrido Miguel Asencio Lina-
res, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, con domi-
cilio en esta ciudad, cédula No. 5000, serie 16, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de esta 
Corte por el abogado de la recurrente, el 2 de julio de 
1973, en el cual se proponen los medios de casación que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, firmado 
por su abogado y fechado a 2 de septiembre de 1974; 

Visto el escrito de ampliación de la recurrente, firma-
do por su abogado y fechado a 4 de octubre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y,,-,•?1Istos los textos legales invocados por la recu- 

rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 

20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 23 de febrero de 1972, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara resuelto por despido injustificado el contrato de 
trabajo que existió entre las partes en causa, por culpa del 
patrono y con responsabilidad para el mismo; SEGUNDO: 
Se condena a la empresa Fertilizante Químicos Dominica-
nos, S. A., a pagar al reclamante Miguel Asencio Li-
nares, las prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, 30 
días de auxilio de cesantía, dos semanas de vacaciones, la 
regalía pascual obligatoria y tres meses de salario por 
aplicación del ordinal 3 9  del artículo 84 del Código de Tra-
bajo, calculadas todas estas prestaciones, salarios e in-
demnizaciones a base de un salario de RD$35.00 semana-
les; TERCERO: Se condena a la empresa demandada al pa-
go de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la 
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo se transcribe a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Fertilizantes Químicos, S. A., contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 23 de 
febrero de 1972, dictada en favor de Miguel Asencio Lina-
res, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, 
Rechaza dicho recurso de alzada y en-consecuencia Con-
firma en todas sus partes dicha sentencia impugnada, 
TERCERO: 'Condena a la parte que sucumbe,'-Fertilizan- 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Fertili-
zantes Químicos Dominicanos, S. A., con domicilio social e n 

 la casa No. 87 de la calle El Conde, de esta ciudad, contra 
 la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29 de 
agosto de 1972, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula No. 
21229, serie 47, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Franklin Cruz Salcedo, cédula No. 4983, 
serie 1ra., en representación del Dr. Bienvenido Montero 
de los Santos, abogado del recurrido Miguel Asencio Lina-
res, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, con domi-
cilio en esta ciudad, cédula No. 5000, serie 16, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado en la Secretaría de esta 
Corte por el abogado de la recurrente, el 2 de julio de 
1973, en el cual se proponen los medios de casación que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, firmado 
por su abogado y fechado a 2 de septiembre de 1974; 

Visto el escrito de ampliación de la recurrente, firma-
do por su abogado y fechado a 4 de octubre de 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado ygistos los textos legales invocados por la recu- 

rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 23 de febrero de 1972, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara resuelto per despido injustificado el contrato de 
trabajo que existió entre las partes en causa, por culpa del 
patrono y con responsabilidad para el mismo; SEGUNDO: 
Se condena a la empresa Fertilizante Químicos Dominica-
nos, S. A., a pagar al reclamante Miguel Asencio Li-
nares, las prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, 30 
días de auxilio de cesantía, dos semanas de vacaciones, la 
regalía pascual obligatoria y tres meses de salario por 
aplicación del ordinal 3 9  del artículo 84 del Código de Tra-
bajo, calculadas todas estas prestaciones, salarios e in-
demnizaciones a base de un salario de RD$35.00 semana-
les; TERCERO: Se condena a la empresa demandada al pa-
go de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre la 
apelación interpuesta intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo se transcribe a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Fertilizantes Químicos, S. A., contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 23 de 
febrero de 1972, dictada en favor de Miguel Asencio Lina-
res, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, 
Rechaza dicho recurso de alzada y en.wconsecuencia Con-
firma en todas sus partes dicha sentencia  impugnada; 
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe, .Fertilizan- 
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tes Químicos Dominicanos, S. A., al pago de las C ostas 
 del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 
 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del  Có-

digo de Trabajo, Ordenando su distracción en favor del 
Dr. Bienvenido Montero de los Santos quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrido propone contra el re-
curso de casación, un medio de inadmisión, sobre el alega-
to de que al haber sido notificada la sentencia impugnada 
el 30 de abril de 1973, los dos meses que tenía la compañía, 
conforme el artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, para interponer su recurso, vencían el 30 de ju-
nio de 1973; y como su recurso no fue interpuesto sino el 
2 de julio de 1973, fue hecho fuera de plazo y resulta in-
admisible; pero. 

Considerando, que en el caso, no obstante ser el pri-
mero de julio el último día hábil, para interponer el re-
curso de que se trata, como ese día era domingo, según se 
ha comprobado, era prorrogable al día siguiente, por lc que 
el recurho de casación interpuesto por la actual recurrente, 
el 2 de julio de 1973, resulta válido; por lo que el medio de 
inadmisión que se examina debe ser desestimado; 

Considerando, que la recurrente propone contra la 
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación: 
Primer Medio: Violación al artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Omisión a responder a los puntos articu-
lados de manera Precisa en las conclusiones. Falta de mo-
tivos y violación al derecho de defensa; Segundo Medio: 
Violación al artículo 1315 del Código Civil. Desnaturaliza-
ción de los hechos y Desconocimiento de la administración 
de la prueba; Terf- er Medio: Falta de base legal. Falta de 
motivos en otro aspecto. Violación al artículo 141 del Có-
digo de pAredimiento Civil; Cuarto Medio: Violación por  

falsa aplicación de los artículos 13, 15, 83 y 84 del Código 
de Trabajo y 21 del Reglamento 7676 para la aplicación 
del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación a los ar-
tículos 1, 6, 7, 8, 9 y 29 del Código de Trabajo y falsa in-
terpretación y aplicación de estos textos; Sexto Medio: 
Violación a los artículos 57 y 59 de la Ley No. 637 del 16 
de junio de 1944, por omisión y falsa aplicación de los mis-
mos; 

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de 
su segundo y tercer medio de casación alega en definitiva 
que ella probó por ante la Cámara a-qua, que el reclaman-
te Manuel Asencio Linares era un trabajador móvil u oca-
sional, aportando para ello no sólo el testimonio de una 
persona honesta y bien enterada de los hechos como lo era 
el testigo Iglesias, sino también dos Certificaciones expedi-
das por la Oficina de Trabajo correspondiente, donde se 
hace constar no sólo que en las planillas remitidas por la, 
empresa, dando los nombres de los trabajadores móviles 
siempre figuró el reclamante Asencio Linares, sino que 
además, en una de ellas se agrega, que la misma Oficina de 
Trabajo, por medio de sus Inspectores Auxiliares había 
hecho la comprobación de que era cierto, que efectvamente 
Manuel Asencio Linares era un trabajador móvil u ocasio-
nal de la Empresa Fertilizantes Químicos Dominicanos, S. 
A.; que si esto no bastaba para la edificación de la Cámara, 
en el sentido de que en la especie, no se trataba de un tra-
bajador fijo, protegido por el Código de Trabajo, sino de 
un trabajador móvil, sigue alegando la recurrente, era de-
ber de dicha Cámara, dado su papel activo, en la materia 
de que se trata, ordenar cualquier medida de instrucción, 
para completar la prueba necesaria, antes de fallar al fon-
do; que en consecuencia se ha incurrido en la sentencia 
impugnada en los vicios y violaciones denunciados y debe 
ser casada; 
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tes Químicos Dominicanos, S. A., al pago de las c ostas 
 del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 

 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del e(5.. 
digo de Trabajo, Ordenando su distracción en favor del 
Dr. Bienvenido Montero de los Santos quien afirma haber-
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inadmisión que se examina debe ser desestimado; 

Considerando, que la recurrente propone contra la 
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Violación a los artículos 57 y 59 de la Ley No. 637 del 16 
de junio de 1944, por omisión y falsa aplicación de los mis-
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Considerando, que la recurrente en el desarrollo de 
su segundo y tercer medio de casación alega en definitiva 
que ella probó por ante la Cámara a-qua, que el reclaman-
te Manuel Asencio Linares era un trabajador móvil u oca-
sional, aportando para ello no sólo el testimonio de una 
persona honesta y bien enterada de los hechos como lo era 
el testigo Iglesias, sino también dos Certificaciones expedi-
das por la Oficina de Trabajo correspondiente, donde se 
hace constar no sólo que en las planillas remitidas por la, 
empresa, dando los nombres de los trabajadores móviles 
siempre figuró el reclamante Asencio Linares, sino ,  que 
además, en una de ellas se agrega, que la misma Oficina de 
Trabajo, por medio de sus Inspectores Auxiliares había 
hecho la comprobación de que era cierto, que efectvamente 
Manuel Asencio Linares era un trabajador móvil u ocasio-
nal de la Empresa Fertilizantes Químicos Dominicanos, S. 
A.; que si esto no bastaba para la edificación de la Cámara, 
en el sentido de que en la especie, no se trataba de un tra-
bajador fijo, protegido por el Código de Trabajo, sino de 
un trabajador móvil, sigue alegando la recurrente, era de-
ber de dicha Cámara, dado su papel activo, en la materia 
de que se trata, ordenar cualquier medida de instrucción, 
para completar la prueba necesaria, antes de fallar al fon-
do; que en consecuencia se ha incurrido en la sentencia 
impugnada en los vicios y violaciones denunciados y debe 
ser casada; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
referencia a dos Certficaciones expedidas por la Oficina de 
Trabajo, fechadas 21 de julio de 1971, y 20 de abril de 
1972, en las cuales se hace constar, que en los archivos de 
esa oficina existen varias relaciones de los trabajadores 
móviles de la Empresa Fertilizantes Químicos DorninIca-
nos, S. A., en las que figura Miguel Asencio Linares, cédu-
la No. 126475, serie lra., agregándose en la última, "di-
chas relaciones fueron comprobadas por Inspectores Au-
xiliares de este Departamento de Trabajo, determinándose 
en dichas comprobaciones que realizaban labores de nece-
cidades accidentales u ocasionales en la referida empre-
sa"; 

Considerando, que la Cámara a-qua le negó toda fuer-
za probatoria a las Certificaciones aludidas, dando para 
ello este único motivo, "que aunque fuése así, en esas cer-
tificaciones no se indica en qué fechas trabajó el reclaman-
te como móvil y perfectamente pudo haber sido con ante-
rioridad a ser fijo"; 

Considerando, sin embargo, que la sentencia impug-
nada y otros documentos de la causa, ponen de manifiesto, 
que en el caso, el mismo demandante, ha alegado siempre 
ser un trabajador fijo de la Empresa demandada, lo que 
hace que la hipótesis planteada por la Cámara, de que las 
Certificaciones que fueron descartadas como prueba sobre 
el fundamento de que pudieran referirse a la época en 
que éste fue un trabajador móvil, con anterioridad a ser 
fijo, resultaría contradicha por el mismo interesado, lo que 
bastaría por sí salo, para que se considerara como fuera de 
lugar y no-pertinente el motivo dado para el rechazamien-
to de las Certificaciones mencionadas; aparte de que, cuan- 
do hubiese existido cualquier duda sobre el alcance proba-r 
torio de los mismos, dada la materia de que se trata, era 
de buena justi91 :, haber ordenado cualquier medida de 
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instrucción, antes de descartar definitivamente documen- 

tos emanados de la Oficina de Trabajo, cuya correcta in- 

terpretación hubiese podido dar una solución distinta a la 

prese:otnesli

idteisr;ando, que en tales circunstancias, es obvio, 
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la, viola-
ción de las reglas de la prueba y demás vicios y violacio-
nes denunciados, por lo que sin que haya la necesidad de 
ponderar los demás medios y alegatos de la recurrente, 
procede la casación de la sentencia impugnada; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta de motivos y base legal, las costas podrán ser com-
pensadas; 

Por tales motivos, Primero: .  Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de fecha 29 de agosto de 1972, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
como tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: 
Compensa las castas. 

(Firmados): Néstor Cont .ín Aybar.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en j1l expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario %General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
referencia a dos Certficaciones expedidas por la Oficina de 
Trabajo, fechadas 21 de julio de 1971, y 20 de abril de 
1972, en las cuales se hace constar, que en los archivos de 
esa oficina existen varias relaciones de los trabajadores 
móviles de la Empresa Fertilizantes Químicos Dominica-
nos, S. A., en las que figura Miguel Asencio Linares, cédu-
la No. 126475, serie 1ra., agregándose en la última, "di-
chas relaciones fueron comprobadas por Inspectores Au-
xiliares de este Departamento de Trabajo, determinándose 
en dichas comprobaciones que realizaban labores de nece-
cidades accidentales u ocasionales en la referida empre-
sa" 

Considerando, que la Cámara a-qua le negó toda fuer-
za probatoria a las Certificaciones aludidas, dando para 
ello este único motivo, "que aunque fuése así, en esas cer-
tificaciones no se indica en qué fechas trabajó el reclaman-
te como móvil y perfectamente pudo haber sido con ante-
rioridad a ser fijo"; 

Considerando, sin embargo, que la sentencia, impug-
nada y otros documentos de la causa, ponen de manifiesto, 
que en el caso, el mismo demandante, ha alegado siempre 
ser un trabajador fijo de la Empresa demandada, lo que - 
hace que la hipótesis planteada por la Cámara, de que las 
Certificaciones que fueron descartadas corno prueba sobre 
el fundamento de que pudieran referirse a la época en 
que éste fue un trabajador móvil, con anterioridad a ser 
fijo, resultaría contradicha por el mismo interesado, lo que 
bastaría por sí solo, para que se considerara como fuera de 
lugar y no-pertinente el motivo dado para el rechazamien-
to de las Certificaciones mencionadas; aparte de que, cuan- 
do hubiese existido cualquier duda sobre el alcance proba-, 
torio de los mismos, dada la materia de que se trata, era 
de buena justici :, haber ordenado cualquier medida de  
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instrucción, antes de descartar definitivamente documen-
*:„ s emanados de la Oficina de Trabajo, cuya correcta in-rerpretación hubiese podido dar una solución distinta a la 

presente litis; 

Considerando, que en tales circunstancias, es obvio, 
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la viola-
ción de las reglas de la prueba y demás vicios y violacio-
nes denunciados, por lo que sin que haya la necesidad de 
ponderar los demás medios y alegatos de la recurrente, 
procede la casación de la sentencia impugnada; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta de motivos y base legal, las costas podrán ser com-
pensadas; 

Por tales motivos, Primero:.  Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, 'de fecha 29 de agosto de 1972, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
como tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: 

Compensa las costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en 41 expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario,General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 13 
de mayo de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Miguel A. Fernández Sánchez y Compañía de se_ 
guros Pepín S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

122 de la calle Restauración, de la ciudad de Santiago, 
Provincia del mismo nombre, contra la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 13 de mayo de 1974, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en, fecha 14 de mayo de 

y 
1974, a requerimiento del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, 
a nombre y representación de los recurrentes, en la cual 
no se propone ningún medio determinado de casación; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Roj as 
Almánzar y Máximo Lovatón Pittaluga, asistidos del Se-
cretario General, ed la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 16 de Julio de 1975, años 132' de la Inde-
pendencia y 112' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de 'casación interpuesto por Miguel 
Antonio Fernández Sánchez, dominicano, mayor de edad, 
empleado privado, domiciliado y residente en Arenoso, 
Sección del municipio. de La Vega, Provincia del mismo 
nombre, cédula No. 48967 serie 47, y la Compañía de Se-
guros Pe A., con su domicilio social en la casa No. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 letra C) y 52, de la Ley 
No. 241, de 1967; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 
No. 4117, de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se, refiere,- consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico causado 
con el manejo de un vehículo de motor ocurrido en la tar-
de del 20 de agosto de 1972 en el extremo norte de la "ave-
nida, 18 de abril", de la ciudad de La Vega, mientras Mi-
guel Fernández Sánchez transitaba de sur a norte condu-
ciendo la motocicleta placa No. 33897, de su propiedad, re-
sultó con lesiones corporales el niño José Luis Durán, de 
tres (3) años de edad, hijo de Carmela de Jesús Durán; b) 
que la Primera Cámara de lo Pena? del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de .La Vega, apoderado 
del caso, pronunció en sus atribuciones tzreccionales, en 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E.Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arnia-
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pendencia y 112' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de 'casación interpuesto por Miguel 
Antonio Fernández Sánchez, dominicano, mayor de edad, 
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122 de la calle Restauración, de la ciudad de Santiago, 
provincia del mismo nombre, contra la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 13 de mayo de 1974, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de mayo de 
1974, a requerimiento del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, 
a nombre y representación de los recurrentes, en la cual 
no se propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 letra C) y 52, de la Ley 
No. 241, de 1967; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 
No. 4117, de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se. refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico causado 
con el manejo de un vehículo de motor ocurrida en la tar-
de del 20 de agosto de 1972 en el extremo norte de la "ave-
nida, 18 de abril", de la ciudad de La Vega, mientras Mi-
guel Fernández Sánchez transitaba de sur a norte condu-
ciendo la motocicleta placa No. 33897, de su propiedad, re-
sultó con lesiones corporales el niño José Luis Durán, de 
tres (3) años de edad, hijo de Carmela de Jesús Durán; b) 
que la Primera Cámara de lo Penal 4 del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, apoderado 
del caso, pronunció en sus atribuciones hjeccionales,  en 
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fecha 18 de mayo de 1973, una sentencia cuyo dispositivo 
aparece inserto más adelante; c) que sobre los recursos de 
apelación interpuesto, intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en la for-
ma, los recursos de apelación, interpuestos por la parte ci-
vil constituida Carmela de Jesús Durán, y el Magistrado 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, contra senten-
cia correccional número 433, dictada por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, de fecha 18 de marzo de 1974, la cual 
tiene el dispositivo siguiente: 'Primero: Se descarga a Mi-_ 
guel Antonio Fernández Sánchez, de violación Ley No. 
241, en perjuicio de José LuiS Durán, por no haber come-
tido falta que le sea imputable. Segundo: Se declaran las 
costas de oficio a su respecto. Tercero: Se declara regular 
y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha por la Sra. Carmela de Js. Durán, a través de su 
abogado ErnestoRossario de la Rosa, contra Miguel Ant. 
Fernández S., por haber sido intentada conforme a la Ley. 
Cuarto: en cuanto al fondo se rechaza la dicha constitución 
en parte civil, por improcedente y mal fundada, por haber 
sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUNDO: Revoca 
en todas sus partes la decisión recurrida, y obrando por 
propia autoridad y contrario imperio decide a) Declara, 
culpable a Miguel Antonio Fernández, de violar la ley nú-
mero 241, en perjuicio de José Luis Durán (menor), y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$10.00 
(Diez Pesos Oro), acogiendo en su favor amplias circuns- 

li tancias atenuantes; b) Declara, regular y válida en la for-
ma la constitución en parte civil hecha por "la madre tuto-
ra legal del menor agraviado señora Carmela de Jesús Du-
rán, por llenar los requisitos de ley y en cuanto al fondo, 
condena a Miguel Antpnio Fernández Sánchez, al pago de 
una indemnización, en favor de Carmela de Jesús Durán, 
de RD$600.00 -lis Cientos Pesos Oro); suma que la Corte 

estima ser la ajustada para reparar los daños, morales y ma 
teriales, sufridos por la dicha parte civil. c) Ordena que la 
presente sentencia sea común y oponible a la Compañía 
Seguros Pepín, S. A., y d) Condena al prevenido Miguel 
Antonio Fernández, al pago de las costas penales de esta 
alzada así como al pago de las costas civiles, de la presen-
te instancia, ordenando su distracción en favor del Dr. Er-
nesto Rosario de la Rosa quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando, que como en la especie, la Compañía de 
Seguros Pepín S. A., entidad aseguradora, puesta en cau-
sa, ni en el momento de interponerlo, ni posteriormente 
por un memorial, ha motivado su recurso, como lo exige a 
pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
mientode Casación para todo recurrente que no sea el pre-
venido, es claro que su recurso es nulo, de acuerdo con el 
texto legal citado; que por tanto sólo procede examinar el 
recurso del prevenido; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar 
la culpabilidad del prevenido Fernández Sánchez, dio por 
establecidos, mediante la ponderación de los elementos de 
juico aportados regularmente en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que en la ciudad de La Vega, 
en la callé "18 de abril", extremo norte, a muy poca dis-
tancia de su intersección con la Autopista Duarte, siendo 
las cuatro y treinta minutos de la tarde del día 20 de agos-
tode 1972, mientras el prevenido Miguel Antonio Fernán-
dez Sánchez conducía una motocicleta de su propiedad, 
marca Honda P-50, en dirección de norte a sur, ocurrió un 
accidente, a consecuencia del cual resultó el menor José 
Luis Durán on lesiones corporales, ;.entre ellas la fractura 
de la pierna izquierda, las cuales fueron ertificadas como 
curables después de noventa días; b) quea la expresada 

141 
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fecha 18 de mayo de 1973, una sentencia cuyo dispositivo 
aparece inserto más adelante; c) que sobre los recursos de 
apelación interpuesto, intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos por la parte ci-
vil constituida Carmela de Jesús Durán, y el Magistrado 
Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, contra senten-
cia correccional número 433, dictada por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, de fecha 18 de marzo de 1974, la cual 
tiene el dispositivo siguiente: 'Primero: Se descarga a Mi-
guel Antonio Fernández Sánchez, de violación Ley No. 
241, en perjuicio de José Luis Durán, por no haber come-
tido falta que le sea imputablé. Segundo: Se declaran las 
costas de oficio a su respecto. Tercero: Se declara regular 
y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha por la Sra. Carmela de Js. Durán, a través de su 
abogado ErnestoRossario de la Rosa, contra Miguel Ant. 
Fernández S., por haber sido intentada conforme a la Ley. 
Cuarto: en cuanto al fondo se rechaza la dicha constitución 
en parte civil, por improcedente y mal fundada, por haber 
sido hechos de conformidad, a la Ley; SEGUNDO: Revoca 
en todas sus partes la decisión recurrida, y obrando por 
propia autoridad y contrario imperio decide a) Declara, 
culpable a Miguel Antonio Fernández, de violar la ley nú-
mero 241, en perjuicio de José Luis Durán (menor), y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$10.00 
(Diez Pesos Oro), acogiendo en su favor amplias circuns-
tancias atenuantes; b) Declara, regular y válida en la for-
ma la constitución en parte civil hecha por 'la madre tuto-
ra legal del menor agraviado señora Carmela de Jesús Du-
rán, por llenar los requisitos de ley y en cuanto al fondo, 
condena a Miguel Antpnio Fernández Sánchez, al pago de 
una indemnización, en favor de Carmela de Jesús Durán, 
de RD$600.00 is Cientos Pesos Oro); suma que la Corte 

estima ser la ajustada para reparar los daños, morales y ma 
teriales, sufridos por la dicha parte civil. c) Ordena que la 
presente sentencia sea común y oponible a la Compañía 
Seguros Pepín, S. A., y di) Condena al prevenido Miguel 
Antonio Fernández, al pago de las costas penales de esta 
alzada así como al pago de las costas civiles, de la presenr 
te instancia, ordenando su distracción en favor del Dr. Er-
nesto Rosario de la Rosa quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando, que como en la especie, la Compañía de 
Seguros Pepín S. A., entidad aseguradora, puesta en cau-
sa, ni en el momento de interponerlo, ni posteriormente 
por un memorial, ha motivado su recurso, como lo exige a 
pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
mientode Casación para todo recurrente que no sea el pre-
venido, es claro que su recurso es nulo, de acuerdo con el 
texto legal citado; que por tanto sólo procede examinar el 
recurso del prevenido; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar 
la culpabilidad del prevenido Fernández Sánchez, dio por 
establecidos, mediante la ponderación de los elementos de 
juico aportados regularmente en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que en la ciudad de La Vega, 
en la callé "18 de abril", extremo norte, a muy poca dis-
tancia de su intersección con la Autopista Duarte, siendo 
las cuatro y treinta minutos de la tarde del día 20 de agos-
tode 1972, mientras el prevenido Miguel Antonio Fernán-
dez Sánchez conducía una motocicleta de su propiedad, 
marca Honda P-50, en dirección de norte a sur, ocurrió un 
accidente, a consecuencia del cual resultó el menor José 
Luis Durán on lesiones corporalesntre ellas la fractura 
de la pierna izquierda, las cuales fueron ,ertificadas como 
curables después de noventa días; b) qué Itná. la expresada 
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intersección existía cuando sucedió él hecho, una barrera 
de metal para prohibir la entrada de toda clase de vehícu-
los desde la autopista a la mencionada calle, o viceversa, 
en razón de una' cuesta que allí empalma con dicha auto-
pista; c) "que en el extremo Oeste de la barrera metálica 
hay un espacio lo suficientemente ancho para permitir el 
paso a un vehículo de dos ruedas (una motocicleta o una 
bicicleta) que los peatones, ciclistas y motoristas han idg 
haciendo poco a poco con el fin de acortar el trayecto se-
gún el sector de la ciudad hacia donde se dirigen"; f) "que 
el motorista prevenido, una vez dentro de la calle "18 de 
abril" permitió que su motocicleta ganara velocidad mien-
tras descendía por la inclinada pendiente bastante cerca 
de la acera de su derecha"; d) "que, el niño estaba sentado 
jugando en esta acera con los pies, hacia la cuneta y que 
al momento de pararse, lo enstropeó la motocicleta; e) 
que, además del niño agraviado, había en ese lugar otros 
jugando también; g) que el prevenido advirtió ésto por lo 
cual redujo la velocidad de su vehículo pero, no obstante es-
tropeó a dicho menor, ocasionándole las lesiones ya indica-
das y consignadas en el certificado médico legal expedido; 
h) que la motocicleta propiedad del prevenido estaba asegu 
rada con la Compañía de Seguros Pepín S. A.; i) que para 
la construcción de la Autopista Duarte, en el lugar donde 
ocurrió el accidente, fue necesario levantar a una altura 
considerable, por rellenos, el terreno, resultando por ello 
una diferencia muy apreciables .  de nivel entre dicha auto-
pista y la calle "18 de Abril", con la cual hace intersección, 
por lo cual resultó una pendiente de un grado muy pro-
nunciado que hacía el tránsito de vehículos por ahí bastan-
te peligroso, tanto desde la expresada calle hacia la auto-
pista o viceversa y, por tanto, para la prevención de ac-
cidentes, fue colocada la barrera o barandilla metálica pa-
ra impedir el paso de oda clase de vehículos; j) que, no 
obstante ésta prohibición, el prevenido Miguel Antonio Fer 
nández Sánchq ípenetró por el- pequeño espacio abierto en 

1.1/10  de los extremos de la barrera, a que ya se ha hecho re-
ferencia, a la autopista, y, a pocos metros de esta, descen-
diendo por la pronunciada pendiente, bastante cerca de la 
acera derecha donde se hallaba sentado el menor José Luis 
Durán y se lo llevó de encuentro al ir a levantarse; k) que 
el menor se encontraba en un lugar libre de todo peligro 
porque en esa intersección no estaba permitido el tránsito 

de vehículos lo que era del conocimiento del prevenido; 11 
que de parte del menor agraviado no se ha establecido nin-
guna falta que pudiera ser la causante del accidente; y ml 
que al actuar en la forma expresada en la conducción de su 
vehículo, el prevenido cometió torpeza, imprudencia, negli-
gencia e inobservancia de la Ley y sus Reglamentos; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y 
heridas por imprudencia, que causaron una enfermedad al 
lesionado que curó en más de veinte días; previsto por el. 
artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por el 
mismo texto legal, en su letra C), con prisión de seis (6) 
meses a dos (2) años y multa de cien pesos (RD$100.00) a 
quinientos pesos (RD$500.00), cuando los golpes y las heri-
das, causaren una enfermedad o imposibilidad para dedi-
carse al trabajo durante más de veinte días, como ocurrió 
en la especie; que, en consecuencia, al condenar al pteve-
nido recurrente al pago de una multa de RD$10.00 (Diez 
Pesos Oro), acogiendo en su favor amplias circunstancias 
atenuantes, la Corte agua le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido Mi-
guel Antonio Fernández Sánchez, había ocasionado a la 
parte civil constituida daños y perjuicioDsmateriales y mo-
rales cuyo monto apreció soblranamente en la suma de 
RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro), a título de751clemniza- 
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intersección existía cuando sucedió él hecho, una barrera 
de metal para prohibir la entrada de toda clase de vehícu-
los desde la autopista a la mencionada calle, o viceversa, 
en razón de una- cuesta que allí empalma con dicha auto-
pista; c) "que en el extremo Oeste de la barrera metálica 
hay un espacio lo suficientemente ancho para permitir el 
paso a un vehículo de dos ruedas (una motocicleta o una 
bicicleta) que los peatones, ciclistas y motoristas han ido 
haciendo poco a poco con el fin de acortar el trayecto se-
gún el sector de la ciudad hacia donde se dirigen"; f) "que 
el motorista prevenido, una vez dentro de la calle "18 de 
abril" permitió que su motocicleta ganara velocidad mien-
tras descendía por la inclinada pendiente bastante cerca 
de la acera de su derecha"; d) "que, el niño estaba sentado 
jugando en esta acera con los pies, hacia la cuneta y que 
al momento de pararse, lo enstropeó la motocicleta; e) 
que, además del niño agraviado, había en ese lugar otros 
jugando también; g) que el prevenido advirtió ésto por lo 
cual redujo la velocidad de su vehículo pero, no obstante es-
tropeó a dicho menor, ocasionándole las lesiones ya indica-
das y consignadas en el certificado médico legal expedido; 
h) que la motocicleta propiedad del prevenido estaba asegu 
rada con la Compañía de Seguros Pepín S. A.; i) que para 
la construcción de la Autopista Duarte, en el lugardonde 
ocurrió el accidente, fue necesario levantar a una altura 
considerable, por rellenos, el terreno, resultando por ello 
una diferencia muy apreciables de nivel entre dicha auto-
pista y la calle "18 de Abril", con la cual hace intersección, 
por lo cual 'resultó una pendiente de un grado muy pro-
nunciado que hacía el tránsito de vehículos por ahí bastan-
te peligroso, tanto desde la expresada calle hacia la auto-
pista o viceversa y, por tanto, para la prevención de ac-
cidentes, fue colocada la barrera o barandilla metálica pa-
ra impedir el paso de „toda clase de vehículos; j) que, no 
obstante ésta prohibición, el prevenido Miguel Antonio Fer 
nández Sánch ..penetró por el-pequeño espacio abierto en 

uno de los extremos de la barrera, a que ya se ha hecho re-
ferencia, a la autopista, y., a pocos metros de esta, descen-
diendo por la pronunciada pendiente, bastante cerca de la 
acera derecha donde se hallaba sentado el menor José Luis 
Durán y se lo llevó de encuentro al ir a levantarse; k) que 

el menor se encontraba en un lugar libre de todo peligro 
porque en esa intersección no estaba permitido el tránsito 
de vehículos lo que era del conocimiento del prevenido; 11 
que de parte del menor agraviado no se ha establecido nin-
guna falta que pudiera ser la causante del accidente; y ml 
que al actuar en la forma expresada en la conducción de su 
vehículo, el prevenido cometió torpeza, imprudencia, negli-
gencia e inobservancia de la Ley y sus Reglamentos; 

,considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y 
heridas por imprudencia, que causaron una enfermedad al 
lesionado que curó en más de veinte días; previsto por el 
artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por el 
mismo texto legal, en su letra C), con prisión de seis (6) 
meses a dos (2) años y multa de cien pesos (RD$100.00) a 
quinientos pesos (RD$500.00), cuando los golpes y las heri-
das, causaren una enfermedad o imposibilidad para dedi-
carse al trabajo durante más de veinte días, como ocurrió 
en la especie; que, en consecuencia, al condenar al pteve-
nido recurrente al pago de una multa de RD$10.00 (Diez 
Pesos Oro), acogiendo en su favor amplias circunstancias 
atenuantes, la Corte agua le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido Mi-
guel Antonio Fernández Sánchez, había ocasionado a la 
parte civil constituida daños y perjuicios ;materiales y mo-
rales cuyo monto apreció sobéranamente en la suma de 
RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro), a título delIndemniza- 
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ción en favor de dicha persona, y al hacer oponible e sa 
 condenación a la entidad aseguradora, puesta en causa l a  N 

Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículo s 
 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, 

sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 23 de agosto de 1974. 

Considerando, que el fallo impugnado en sus demá s 
 aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido re _ 

currente, él no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación de la Compañía Seguros Pepín, S. A., contra la 
sentencia dictada en fecha 13 de mayo de 1974, por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Miguel Antonio Fernández Sánchez 
contra la misma sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.- - Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas AlMánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Luis Edmundo Escanio Pereyra. 

Abogados: Dres. Rafael Rodríguez Lara y Valentín Torres López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de 
Julio del año 1975, años 132' de la Independencia y 112' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ed-
mundo Escanio Pereyra, dominicano, .mayor de edad, ca-
sado, empleado público, domiciliado y residte én la ciu-
dad de Azua, cédula No. 9713, serie 10, contrl*'19. sentencia 
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ción en favor de dicha persona, y al haicer oponible esa  
condenación a la entidad aseguradora, puesta en causa la 
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 
1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de1g55 , 

 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que el fallo impugnado en sus demá s 
 aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido re-

currente, él no contiene vicio alguno que justifique Su ca-
sación; 

BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 23 de agosto de 1974. 

izateria: Correccional. 

necUrrente: Luis Edmundo Escanio Pereyra. 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación de la. Compañía Seguros Pepín, S. A., contra la 
sentencia dictada en fecha 13 de mayo de 1974, por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso d'e casa-
ción interpuesto por Miguel Antonio Fernández Sánchez 
contra la misma sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-- Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas AlMánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él. expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curial hijo.  

'Abogados: Dres. Rafael Rodríguez Lara y Valentín Torres López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicann. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día  16 del mes de 
Julio del año 1975, años 132' de la Independencia y 112' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ed-
mundo Escanio Pereyra, dominicano, 'mayor de edad, ca- 

- ado, empleado público, domiciliado y residinte én la ciu-
dad de Azua, cédula No. 9713, serie 10, contr'áh, sentencia 
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dictada en fecha 23 de agosto de 1974, por la Corte d e 
 Apelación de San Cristóbal en sus atribuciones correccio-

nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído.el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte agua, en fecha 18 de octubre de 
1974, a requerimiento de los Dres. Valentín Torres López 
y Rafael Rodríguez Lara, cédulas Nos. 2644, serie 47 y 
11417, serie 10, respectivamente, en representación de los 
recurrentes; 

Visto el memorial de fecha 7 de febrero de 1974, sus-
crito por los Dres. Valentín Torres López y Rafael Rodrí-
guez Lara, abogados del recurrente, en el cual se propone 
el medio de casación que se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y visto los artículos 49 y siguientes de la Ley No. 
241 de 1967, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 
No. 4117 de 1955 y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día 11 de febrero de 1973, ocurrió un accidente au-
tomovilístico en el antiguo aeropuerto de la ciudad de 
Azua, accidente en el cual resultó estropeado un menor 
con lesiones corporales, mientras se encontraba en unión 
de otros escolare -jugando al beisbol y el Juzgado de Pri-
mera Instanci:,. del Distrito Judicial de Azua, dictó en fe-
cha 22 de a4sto de 1973, una sentencia cuyo dispositivo se  

encuentra inserto más adelante en el del fallo ahora im-
pugnado; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por la parte ci-
vil constituida y por el Magistrado Procurador General de 
esta Corte, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua de fecha 
22 de agosto del año 1973, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Que debe declarar y declara la no culpabili-
dad del nombrado José Ramón Méndez o Jcsé Manuel 
Méndez (a) Mameo, en el delito que se le imputa, o sea 
golpes involuhtarios en agravio del menor Félix Angel Es-
canio Arias (Violación a la Ley No. 241), y en consecuen-
cia se descarga del indicado delito por no haberlo cometi-
do; Segundo: Que debe declarar y declara de oficio las cos-
tas penales; Tercero: Que debe rechazar y rechaza las con-
clusiones presentadas en audiencias por la parte civil cons-
tituída señor Luis E. Escanio Pereyra, por improcedentes y 
mal fundadas; Cuarto: Que debe condenar y condena a la 
parte civil constituída, señor Luis E. Escanio Pereyra, al 
pago de las costas de su acción con distracción en prove-
cho del Dr. Fernando E. Ciccono Recio'; por haberlos in-
tentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades 
legales; SEGUNDO: Confirma la sentencia objeto de los 
recursos de apelación interpuestos; TERCERO: Rechaza 

pretenciones de la parte civil constituída por ser impro-
cedentes y estar mal fundadas; CUARTO: Condena a la 
parte sucumbiente al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del doctor Fernando E. 
Ciccono Recio, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de 
casación, propone el siguiente único medio: ,,Violación por 
desconocimiento o inaplicación de los artículbs.49, 50, 65 

1 
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dictada en fecha 23 de agosto de 1974, por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído-el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte agua, en fecha 18 de octubre de 
1974, a requerimiento de los Dres. Valentín Torres López 
y Rafael Rodríguez Lara, cédulas Nos. 2644, serie 47 y 
11417, serie 10, respectivamente, en representación de los 
recurrentes; 

Visto el memorial de fecha 7 de febrero de 1974, sus-
crito por los Dres. Valentín Torres López y Rafael Rodrí-
guez Lara, abogados del recurrente, en el cual se propone 
el medio de casación que se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y visto los artículos 49 y siguientes de la Ley No. 
241 de 1967, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 
No. 4117 de 1955 y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día 11 de febrero de 1973, ocurrió un accidente au-
tomovilístico en el antiguo aeropuerto de la ciudad de 
Azua, accidente en el cual resultó estropeado un menor 
con lesiones corporales, mientras se encontraba en unión 
de otros escolares cagando al beisbol y el Juzgado de Pri-
mera Instanci.? del Distrito Judicial de Azua, dictó en fe-
cha 22 de Osto de 1973, una sentencia cuyo dispositivo se 

encuentra inserto más adelante en el del fallo ahora im-
pugnado; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por la parte ci-
vil constituída y por el Magistrado Procurador General de 
esta Corte, contra la sentencia, dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua de fecha 
22 de agosto del año 1973, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Que debe declarar y declara la no culpabili-
dad del nombrado José Ramón Méndez o José Manuel 
Méndez (a) Mameo, en el delito que se le imputa, o sea 
golpes involuhtarios en agravio del menor Félix Angel Es-
canio Arias (Violación a la Ley No. 241), y en consecuen-
cia se descarga del indicado delito por no haberlo cometi-
do,•Segundo: Que debe declarar y declara de oficio las cos-
tas penales; Tercero: Que debe rechazar y rechaza las con-
clusiones presentadas en audiencias por la parte civil cons-
tituída señor Luis E. Escanio Pereyra, por improcedentes y 
mal fundadas; Cuarto: Que debe condenar y condena a la 
parte civil constituída, señor Luis E. Escanio Pereyra, al 
pago de las costas de su acción con distracción en prove-
cho del Dr. Fernando E. Ciccono Recio'; por haberlos in-
tentado en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades 
legales; SEGUNDO: Confirma la sentencia objeto de los 
recursos de apelación interpuestos; TERCERO: Rechaza 
luS pretensiones de la parte civil constituída por ser impro-
cedentes y estar mal fundadas; CUARTO: Condena a la 
parte sucumbiente al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del doctor Fernando E. 
Ciccono Recio, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 

Considerando, que el recurrente ea. su memorial de 
casación, propone el siguiente único medio: „Violación por 
desconocimiento o inaplicación de los artícuiüs.49, 50, 65 

1 
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y 102 ordinal 3 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de V e_ 
hículos. Falta de motivos; 

Considerando, que en apoyo del único medio de su re.. 
curso, el recurrente sostiene en síntesis, entre otros alega.. 
tos, los siguientes: que la Corte a-qua no hizo la debida 
ponderación de los testimonios que fueron vertidos en el 
proceso, sobre todo de la declaración del propio conductor 
del vehículo causante del accidente, señor José Ramón 
Méndez, cuando expresó en audiencia "Habían varios ni-
ños, unos jugando y otros mirando. Cruso por el medio del 
play"., agregando después: "Yo iba como a 20, habían co-
mo 50 muchachitos"; que los hechos de la causa han sido 
desnaturalizados por cuanto la Corte a-qua, no le ha dado 
su verdadero sentido, al ignorar las expresiones del señor 
José Ramón Méndez; que por tanto, el fallo impugnado de-
be ser casado por haber incurrido en los vicios y violacio-
nes denunciados; pero,  

considerandos de la sentencia impugnada, en resumen lo 
44 siguiente: que de acuerdo con las declaraciones del menor, 

se revela, que éste fue imprudente y que su imprudencia 
ha sido la causa directa y eficiente del accidente en el cual 
él recibió lesiones, lo que se advierte de sus afirmaciones 
cuando expresa: "nosotros nos pusimos a empujar la gua-
guita; no sé si el chofer se daba cuenta de que empujaba-
mos la guagua; la guagua me dió con la goma de atrás; 
fue al arrancar la guagua que me dí el golpe". 

Considerando, que esta Suprema Corte estima que, 
contrariamente a lo que entiende el recurrente, no existe 
contradicción alguna entre la declaración del agraviado, 
que se ha reproducido precedentemente,y los hechos es-
tablecidos por la Corte a-qua también reproducidos en esta 
sentencia, que por tanto la Corte a-qua no ha incurrido en 
la naturalización alegada, por lo que el medio único del re-
currente carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto que la Corte a-qua mediante la ponderación de 
los elementos de juicio que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por estaWecidos 
los siguientes hechos: a) que el día 11 de febrero de 1973, 
mientras el menor Félix Angel Escanio Arias se encontra-
ba en unión de otros menores escolares jugando al béisbol 
en el antiguo aeropuerto de la ciudad de Azua, fue atrope-
llado por el vehículo placa No. 523-010, que era conducido 
por José Manuel Méndez, quien se encontraba enseñando 
a conducir vehículos de motor a una persona en el men-
cionado lugar; la) que en el accidente sufrió lesiones cor-
porales el menor Félix Escanio Arias, curables después de 
veinte días, según consta en el certificado médico legal co-
rrespondiente; e) q"ie la causa generadora y determinan-
te del accidente fue la imprudencia exclusiva del menor 
agraviado,-citie en efecto, dicha Corte expuso en uno de los 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
sobre las costas civiles en razón de que la parte adversa no 
ha intervenido en la presente instancia de casación; 

Por tales motivos: Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Luis Edmundo Escanio Pereyra, parte 
civil constituida, contra la sentencia dictada en fecha 23 
de agosto de 1973, por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en sus atribuciones correccionales, cuyo' dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Máximo Lovartón Pittaluga.— Felipe Osval-
do Perdomo Báez.— Ernesto Carie' hijo, SeQretario Gene-
ral. 
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y 102 ordinal 3 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de V e. 
hículos. Falta ide motivos; 

Considerando, que en apoyo del único medio de su re-
curso, el recurrente sostiene en síntesis, entre otros alega.. 
tos, los siguientes: que la Corte a-qua no hizo la debida 
ponderación de los testimonios que fueron vertidos en el 
proceso, sobre todo de la declaración del propio conductor 
del vehículo causante del accidente, señor José Ramón 
Méndez, cuando expresó en audiencia "Habían varios ni-
ños, unos jugando y otros mirando. Cruso por el medio del 
play"., agregando después: "Yo iba corno a 20, habían co-
mo 50 muchachitos"; que los hechos de la causa han sido 
desnaturalizados por cuanto la Corte a-qua, no le ha dado 
su verdadero sentido, al ignorar las expresiones del señor 
José Ramón Méndez; que por tanto, el fallo impugnado de-
be ser casado por haber incurrido en los vicios y violacio-
nes denunciados; pero,  

considerandos de la sentencia impugnada, en resumen lo 

siguiente: que de acuerdo con las declaraciones del menor, 
se revela, que éste fue imprudente y que su imprudencia 
ha sido la causa directa y eficiente del accidente en el cual 
él recibió lesiones, lo que se advierte de sus afirmaciones 
cuando expresa: "nosotros nos pusimos a empujar la gua-
guita; no sé si el chofer se daba cuenta de que empujaba-
mas la guagua; la guagua me dió con la goma de atrás; 
fue al arrancar la guagua que me dí el golpe". 

Considerando, que esta Suprema Corte estima que, 
contrariamente a lo que entiende el recurrente, no existe 
contradicción alguna entre la declaración del agraviado, 
que se ha reproducido precedentemente,y los hechos es-
tablecidos por la Corte a-qua también reproducidos en esta 
sentencia, que por tanto la Corte a -qua no ha incurrido en 
la naturalización alegada, por lo que el medio único del re-
currente carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto que la Corte a-qua mediante la ponderación de 
los elementos de juicio que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecidos 
los siguientes hechos: a) que el día 11 de febrero de 1973, 
mientras el menor Félix Angel Escanio Arias se encontra-
ba en unión de otros menores escolares jugando al beisbol 
en el antiguo aeropuerto de la ciudad de Azua, fue atrope-
llado por el vehículo placa No. 523-010, que era conducido 
por José Manuel Méndez, quien se encontraba enseñando 
a conducir vehículos de motor a una persona en el men-
cionado lugar; b) que en el accidente sufrió lesiones cor-
porales el menor Félix Escanio Arias, curables después de 
veinte días, según consta en el certificado médico legal co-
rrespondiente; e) q'ae la causa generadora y determinan-
te del accider te fue la imprudencia exclusiva del menor 
agraviado;4Ge en efecto, dicha Corte expuso en uno de los 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
sobre las costas civiles en razón de que la parte adversa no 
ha intervenido en la presente instancia de casación; 

Por tales motivos: Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Luis Edmundo Escanio Pereyra, parte 
civil constituída, contra la sentencia dictada en fecha 23 
de agosto de 1973, por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en sus atribuciones correccionales, cuyo' dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Máximo Lovatán Pittaluga.— Felipe Osval-
do Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hijo, Se,Qretario Gene-
ral. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: 3ra. Cámara Pepal del Distrito Nacional, de 
fecha 29 de enero de 1974. 

r  Materia: Penal. 

Recurrentes: Anulfo Moneró y Compañía de Seguros San Rafael 
C. por A. 

lepor 
Abogados: Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz. 

intervinlente: Ernesto Medrano. 

Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Antonio de Jesús Leonardo. 

• 
'6' 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

e 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de .Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Berras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Máxifflo Lovatón Pittaluga, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 de jull de 1975, años 132' 
de la Independencia y 112' de la Restaurachi, dicta en au- 

j 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE JULIO DEL 1975 

entencia impugnada: 3ra. Cámara Pe,n.al del Distrito Nacional, de 

fecha 29 de enero de 1974. 

ateria: Penal. 

currentes: Anulfo Moneró y Compañía de Seguros San Rafael 
C. por A. 

Abogados: Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz. 

Interviniente: Ernesto Medrano. 

Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Antonio de Jesús Leonardo. 

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez. Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Máximo Lovatón Pittaluga, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 de jull de 1975, años 132' 
de la Independencia y 112' de la Restaurada, dicta en au- 
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diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia: 

Visto el escrito del interviniente, y la ampliación del 
mismo, de fecha 17 y 20 de febrero de 1975; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anul-
fo Moneró, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
cédula No. 11156, serie 24; María Peralta Vda. Canó, do-
minicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos; y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domiciliados 
todos en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 29 de enero de 1974, cuyo dispositivo se transcribi-
rá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz, cédula 25671, 
serie 18, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo, por sí y en 
nombre del Dr. A. Ulises Cabrera, cédula 15818 y 12215, 
serie 48, abogados del interviniente Ernesto Medrano, cé-
dula 286111, serie 18, constituido en parte civil, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, a requerimiento' del Dr. José María 
Díaz Alles, en fecha 19 de octubre de 1972; acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-.. 
crito por sus abogados en fecha 20 .de enero de 1975, en el 
cual se propone-'el medio que se indicará más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales que se mencionan más 
adelante; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de un accidente automovilístico ocurri-
do en esta ciudad el 23 de julio de 1972, del cual resultó 
con varias lesiones Ernesto Medrano, el Juzgado de Paz de 
la Tercera Circunscripción, del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 13 de octubre de 1973, una sentencia cuyo dispositi-
vo se transcribe en el de la ahora impugnada; b) que sobre 
apelación de los actuales recurrentes, la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó erg fecha 29 de enero de 1974, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válida en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. José 
María Díaz Alles a nombre y representación de Anulfo 
Mónero, María Peralta Vda. Canó y la Cía. de Seguros 
San Rafael C. por A., contra sentencia de fecha 13 de oc-
tubre del año 1972, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se 
declara regular y válida, en la forma y fondo, la constitu-
ción en parte civil, del señor Ernesto Medrano, por inter-
medio de su abogado apoderado Dr. Ulises Cabrera; Se- 

• gundo: Se declara al nombrado Anulfo Mónero, culpable 
de violar las disposiciones del art. 49 letra A de la Ley No. 
241, en perjuicio del nombrado Ernesto Medrano, en con- 

. secuencia se condena a RD$10.00 de multa y costas, se des- 
, carga al nombrado Aurelio Ramírez, ppr no haber viola-

do ninguna de las disposiciones de la Ley Wo. 241, costas 
de oficio; Tercero: Se condena a la señora María Peralta 

r • • • 
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diencia pública, como Corte de Casación, la' siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anul-
fo Moneró, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
cédula No. 11156, serie 24; María Peralta Vda. Canó, do-
minicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos; y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domiciliados 
todos en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 29 de enero de 1974, cuyo dispositivo se transcribi-
á más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel de Jesús Muñiz Féliz, cédula 25671, 
serie 18, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo, por sí y en 
nombre del Dr. A. Ulises Cabrera, cédula 15818 y 12215, 
serie 48, abogados del interviniente Ernesto Medrano, cé-
dula 286111, ,serie 18, constituido en parte civil, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. José María 
Díaz Alles, en fecha 19 de octubre de 1972; acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito 

 
erito por sus abogados en fecha 20.de enero de 1975, en el 
cual se propone/él medio que se indicará más adelante; 

Visto el escrito del interviniente, y la ampliación del 
ir ismo, de fecha 17 y 20 de febrero de 1975; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales que se mencionan más 
adelante; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de un accidente automovilístico ocurri-
do en esta ciudad el 23 de julio de 1972, del cual resultó 
con varias lesiones Ernesto Medrano, el Juzgado de Paz de 
la Tercera Circunscripción,, del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 13 de octubre de . 1973, una sentencia cuyo dispositi-
vo se transcribe en el de la ahora impugnada; b) que sobre 
apelación de los actuales recurrentes, la Tercera Cámara 

4 Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 29 de enero de 1974, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válida en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. José 
María Díaz Alles a nombre y representación de Anulfo 
Mónero, María Peralta Vda. Canó y la Cía. de Seguros 
San Rafael C. por A., contra sentencia de fecha 13 de oc-
tubre del año 1972, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se 
declara regular y válida, en la forma y fondo, la constitu-
ción en parte civil, del señor Ernesto Medrano, por inter-
medio de su abogado apoderado Dr. Ulises Cabrera; Se-
gundo: Se declara al nombrado Anulfo Mónero, culpable 
de violar las disposiciones del art. 49 letra A de la Ley No. 
241, en perjuicio del nombrado Ernesto Medrano, en con-
secuencia se condena a RD$10.00 de multa y costas, se des 
carga al nombrado Aurelio Ramírez, nor no haber viola-
do ninguna de 'las disposiciones de la Ley l'o. 241, costas 
de oficio; Tercero: Se condena a la señora María Peralta 
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Vda. Canó, propietaria del vehículo que conducía Anulo 
Mónero, en el momento del accidente, a pagarle al señor 
Ernesto Medrano, la suma de D$800.00 corno reparación de 
lcs daños y perjuicios sufridos por él, en el accidente men-, 
cionado, más los intereses legales de dicha suma, a parti r 

 de la fecha de la demanda; Cuarto: Se condena a María Pe-
ralta Vda. Canó al pago de las costas, ordenando su distrac-
ción en provecho del abogado de la parte civil constituí.da, 
Quinto: Esta nuestra sentencia se declara oponible y co-
mún en su aspecto civil, a la Cía. de Segcros San Rafael 
C. x A. aseguradora del vehículo que produjo el accidente, 
por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo de dicho recurso, pronuncia el defecto de 
los prevenidos, Anulfo Mónero y Aurelio Ramírez, de la 
persona civilmente responsable, María Peralta Vda. Ganó 
y la Cía. de Seguros San Rafael C. x A. por haber sido ci-
tados y no haber comparecido, confirMa en todas sus par-
tes la sentencia recurrida en costas las partes recurrentes, 
distrayéndolas en provecho de los abogados Antonio de Js. 
Leonardo y Ulises Cabrera, abogados de la parte civil, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; TER-
CERO: Desestima la solicitud de reapertura de los debates 
elevada al tribunal por Anulfo Mónero, María Peralta Vda. 
Canó y Cía. de Seguros San Rafael C. x A. por improce-
dentes y mal fundadas"; 

Considerando, qué los recurrentes proponen el si-
guiente único medio: Violación por desconocimiento del 
Art. 8 letra j de la Constitución de la República; Violación 
por inaplicación de los artículos 61, 68 y 69, ordinal 7 9  del 
Código de Procedimiento Civil y en consecuencia, viola-
ción del derecho de defensa; 

Considerando, que en apoyo de dicho medio los recu-
rrentes exponep. y alegan, en síntesis, que la Cámara a-qua, 
al dictar su fallo, dejó de observar formalidades sustanciar 

Ami)  

le's que lo anulan totalmente; que, en efecto, el prevenido 
no fue regularmente citado para comparecer a juicio en 
apelación, pues el alguacil se limitó a mencionar en su ac-
to, únicamente, y sin siquiera indicar sus nombres, que los 
vecinos de la casa No. 353 de la calle Luis Reyes Acosta 
residencia que fue del prevenido, ignoraban su nueva mo-
rada; aparte de que el referido acto no menciona el tribu-
nal ante el cual debía comparecer el prevenido, ni tampo-
co los artículos de la Ley No. 241, por violación de los cua-
les iba a ser juzgado; que, en consecuencia, la sentencia 
impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que en el acto instrumentado en fecha 
10 de diciembre de 1973, por el Alguacil Pablo Rosa, de la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, consta que dicho ministerial se tras-
ladó en la fecha a la casa No. 353 de la calle Luis Reyes 
Acosta, a requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito, a fin de citar al prevenido Anulfo Mónero, pa-
ra que compareciera a la audiencia que celebraría el día 19 
del mismo Mes y año mencionados, en la que se conocería 
de la apelación interpuesta por él contra la sentencia dic-
tada en una fecha anterior por el Juzgado de Paz de la 
Tercera Circunscripción del Distrito Nacional; que dicho 
alguacil comprobó que el prevenido Mónero ya no residía 
en la casa antes mencionada, por lo que, después de tratar 
de obtener con los vecinos del lugar, como se expresa en 
el correspondiente acto, con resultado negativo, el lugar de 
la nueva residencia, se trasladó al local de la Tercera Cá-
mara de lo Penal, en la puerta principal de cuya sala de 
audiencias fijó el acto contentivo de su diligencia, del cual 
(lió copia al Magistrado Procurador Fiscal, quien visó el 
original; que al proceder así el alguacil actuante dio satis-
facción suficiente a lo dispuesto por el artículo 69, inciso 
7, del Código de Procedimiento Civil, texto legal que re-
glamenta el modo de proceder a la 'itación de aquellas 
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Vda. Canó, propietaria del vehículo que conducía Anulfo 
Mónero, en el momento del accidente, a pagarle al señor 
Ernesto Medrano, la suma de D$800.00 como reparación de 
lcs daños y perjuicios sufridos por él, en el accidente men-
cionado, más los intereses legales de dicha suma, a partir 
de la fecha de la demanda; Cuarto: Se condena a María Pe-
ralta Vda. Canó al pago de las costas, ordenando su distrac-
ción en provecho del abogado de la parte civil constituida; 
Quinto: Esta nuestra sentencia se declara oponible y co-
mún en su aspecto civil, a la Cía. de Segcros San Rafael 
C. x A. aseguradora del vehículo que produjo el accidente, 
por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo de dicho recurso, pronuncia el defecto de 
los prevenidos, Anulfo Mónero y Aurelio Ramírez, de la 
persona civilmente responsable, María Peralta Vda. Canó 
y la Cía. de Seguros San Rafael C. x A. por haber sido ci-
tados y no haber comparecido, confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida en costas las partes recurrentes, 
distrayéndolas en provecho de los abogados Antonio de Js. 
Leonardo y Ulises Cabrera, abogados de la parte civil, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; TER-
CERO: Desestima la solicitud de reapertura de los debates 
elevada al tribunal par Anulfo Mónero, María Peralta Vda. 
Canó y Cía. de Seguros San Rafael C. x A. por improce-
dentes y mal fundadas"; 

Considerando, qué los recurrentes proponen el si-
guiente único meollo: Violación por desconocimiento del 
Art. 8 letra j de la Constitución de la República; Violación 
por inaplicación de los artículos 61, 68 y 69, ordinal 79 del 
Código de Procedimiento Civil y en consecuencia, viola-
ción del derecho de defensa: 

Considerando, Que en apoyo de dicho medio los recu-
rrentes exponen y alegan, en síntesis, que la Cámara a-qua, 
al dictar su fallo, dejó de observar formalidades sustancia- 

les que lo anulan totalmente; que, en efecto, el prevenido 
no fue regularmente citado para comparecer a juicio en 
apelación, pues el alguacil se limitó a mencionar en su ac-
to, únicamente, y sin siquiera indicar sus nombres, que los 
vecinos de la casa No. 353 de la calle Láis Reyes Acosta 
residencia que fue del prevenido, ignoraban su nueva mo-
rada; aparte de que el referido acto no menciona el tribu-
nal ante el cual debía comparecer el prevenido, ni tampo-
co los artículos de la Ley No. 241, por violación de los cua-
les iba a ser juzgado; que, en consecuencia, la sentencia 
impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que en el acto instrumentado en fecha 
10 de diciembre de 1973, por el Alguacil Pablo Rosa, de la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, consta que dicho ministerial se tras-
ladó en la fecha a la casa No. 353 de la calle Luis Reyes 
Acosta, a requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito, a fin de citar al prevenido Anulfo Mónero, pa-
ra que compareciera a la audiencia que celebraría el día 19 
del mismo mes y año mencionados, en la que se conocería 
de la apelación interpuesta por él contra la sentencia dic-
tada en una fecha anterior por el Juzgado de Paz de la 
Tercera Circunscripción del Distrito Nacional; que dicho 
alguacil comprobó que el prevenido Mónero ya no residía 
en la casa antes mencionada, por lo que, después de tratar 
de obtener con los vecinos del lugar, corno se expresa en 
el correspondiente acto, con resultado negativo, el lugar de 
la nueva residencia, se trasladó al local de la Tercera Cá-
mara de lo Penal, en la puerta principal de cuya sala de 
audiencias fijó el acto contentivo de su diligencia, del cual 
di6 copia al Magistrado Procurador Fiscal, quien visó el 
original; que al proceder así el alguacil actuante dio satis-
facción suficiente a lo dispuesto por el artículo 69, inciso 
7, del Código de Procedimiento Civil, texto legal que re-
glamenta el modo de proceder a la 'itación de aquellas 
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personas cuya residencia es desconocida; que, por otra par_ 
te, si bien el acto de citación no especifica expresament e 

 que era para comparecer por ante la Tercera Cámara de 
lo Penal, el prevenido ya había sido citado personalmente 
antes, en fechas 13 de febrero y 11 de julio de 1973, para 
comparecer par ante la misma Cámara, que era la apodera 
da de su recurso de apelación; por lo que no podía ignorar 
el lugar de su comparecencia; que, si en el acto de citacién 
no se especifica el texto preciso de la Ley No. 241, por cu-
ya violación se perseguía al prevenido, ello no afectó en 
nada su derecho de defensa, toda vez que él no estaba en 
ignorancia de la infracción precisa que se le imputaba, ya 
que la sentencia de que había apelado fue dictada contra-
dictoriamente; que, por lo tanto, el medio propuesto tanto 
por el prevenido como por los demás recurrentes, debe ser 
desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando, que aunque los recurrentes han funda-
do su recurso en su medio único, que ya ha sido desestima-
do, se procederá a examinar la sentencia impugnada en 
los demás aspectos relativos al interés del recurrente; ex-
cepción ésta resultante en su favor, del artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que la Cámara a-qua, dio por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de juicio que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa: a) que el 23 de julio de 1972, mientras el prevenido 
Anulfo Mónero, quien manejaba el carro placa No. 82930, 
propiedad de María Peralta Vda. Canó, transitaba de Este 
a Oeste por la calle Padre Castellanos, de esta ciudad, 
chocó por detrás al carro placa No. 83260, manejado por 
Aurelio Ramírez, quien transitaba delante y en la misma 
dirección; b) que a consecuencia del choque resultó con le-
siones corporales curables antes de 10 días, Ernesto Me-
drano, en el momento en que bajaba del carro manejado  

por Ramírez, al ser detenido por éste, para tal fin; y  e) 
que el choque se debió a que el prevenido Mónero, transita-
ba muy cerca del vehículo que le antecedía, y que no usó 
los frenos del carro que manejaba, ni tomó ninguna otra 
precaución aconsejable para prevenir la colisión; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas causados por impruden-
cia, producidos con el manejo de un vehículo de motor, he-
cho previsto por la parte capital del artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, y sancionado por el mismo texto legal en 
su letra a), con la pena de 6 días a 6 meses de prisión y 
multa de seis a ciento ochenta pesos, cuando la enferme-
dad o la imposibilidad para el trabajo durare menos de 
diez días, como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, 
al condenar al prevenido recurrente a RD$10.00 de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuante, la Cámara á-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ernesto Medra no, parte civil constituída; Segundo: 
Rechaza los recursos de casación interpuestos por Anulfo 
Mónero, María Peralta Vda. Canó, persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable, y la San Rafael C. por A., 
compañía aseguradora de la responsabilidad civil de la úl-
tima, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales en fecha 29 de enero de 1974, por la Cámara 
de lo Penal de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo ha sido transcritos anteriormente; 
y Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas pe- 
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personas cuya residencia es desconocida; que, por otra par.. 
te, si bien el acto de citación no especifica expresamente 
que era para comparecer por ante la Tercera Cámara de 
lo Penal, el prevenido ya había sido citado personalmente 
antes, en fechas 13 de febrero y 11 de julio de 1973, para 
comparecer por ante la misma Cámara, que era la apodera 
da de su recurso de apelación; por lo que no podía ignorar 
el lugar de su comparecencia; que, si en el acto de citación 
no se especifica el texto preciso de la Ley No. 241, por cu-
ya violación se perseguía al prevenido, ello no afectó en 
nada su derecho de defensa, toda vez que él no estaba en 
ignorancia de la infracción precisa que se le imputaba, ya 
que la sentencia de que había apelado fue dictada contra-
dictoriamente; que, por lo tanto, el medio propuesto tanto 
por el prevenido como por los demás recurrentes, debe ser 
desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando, que aunque, los recurrentes han funda-
do su recurso en su medio único, que ya ha sido desestima-
do, se procederá a examinar la sentencia impugnada en 
los demás aspectos relativos al interés del recurrente; ex-
cepción ésta resultante en su favor, del artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que la Cámara a-qua, dio por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de juicio que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa: a) que el 23 de julio de 1972, mientras el prevenida 
Anulfo Mónero, quien manejaba el carro placa No. 82930, 
propiedad de María Peralta Vda. Canó, transitaba de Este 
a Oeste por la calle Padre 'Castellanos, de esta ciudad, 
chocó por detrás al carro placa No. 83260, manejado por 
Aurelio Ramírez, quien transitaba delante y en la misma 
dirección; b) que a consecuencia del choque resultó con le-
siones corporall curables antes de 10 días, Ernesto Me-
drano, en el momento en que bajaba del carro manejado  

por Ramírez, al ser detenido por éste, para tal fin; y e) 
que el choque se debió a que el prevenido Mónero, transita-
ba muy cerca del vehículo que le antecedía, y que no usó 
los frenos del carro que manejaba, ni tomó ninguna otra 
precaución aconsejable para prevenir la colisión; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas causados por impruden-
cia, producidos con el manejo de un vehículo de motor, he-
cho previsto por la parte capital del artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, y sancionado por el misma texto legal en 
su letra a), con la pena de 6 días a 6 meses de prisión y 
multa de seis a ciento ochenta pesos, cuando la enferme-
dad o la imposibilidad para el trabajo durare menos de 
diez días, como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, 
al condenar al prevenido recurrente a RD$10.00 de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuante, la Cámara á-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ernesto Medrano, parte civil constituida; Segundo: 
Rechaza los recursos de casación interpuestos por Anulfo 
Mónero, María Peralta Vda. Canó, persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable, y la San Rafael C. por A., 
compañía aseguradora de la responsabilidad civil de la úl-
tima, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales en fecha 29 de enero de 1974, por la Cámara 
de lo Penal de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo ha sido transcrito s  anteriormente; 
y Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas pe- 
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Ni. 

i Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

nales, y a María Peralta Vda. Carió al pago de las costas 
civiles y las distrae en provecho de los Dres. A. Ulises Ca-
brera y Antonio de Jesús Leonardo, abogados del intervi-
niente, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad, y 

las hace oponibles a la aseguradora, San Rafael C. por A. 
puesta en causa dentro de los límites de la póliza. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 21 de mayo de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Belarminio Manuel Matías Jiménez y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Coritin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Juan Bautista Rojas Almánzar, y Máximo Lovatón 
Pittaluga, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de Julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte ,de Casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Belar-
minio Manuel Matías Jiménez, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chofer, domiciliado y residente en la sección Las 
Galeras, jurisdicción de la Provincia de Samaná, cédula 
No. 68974, serie 33; Rafael Hernández, dominicano, mayor 
de edad, residente en la sección de Las Galeras, jurisdie-
cción de la Provincia de Samaná, cédula No b  5125, serie 65, 
y la Compañía de Seguros Pepín S: A., con su asiento so- 
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nales, y a María Peralta Vda. Canó al pago de las costas 
civiles y las distrae en provecho de los Dres. A. Ulises Ca-
brera y Antonio de Jesús Leonardo, abogados del intervi... 
niente, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad, y 
las hace oponibles a la aseguradora, San Rafael C. por A. 
puesta en causa dentro de los límites de la póliza. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio. Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Pere116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y flimada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 21 de mayo de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Belarminio Manuel Matías Jiménez y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Juan Bautista Rojas Almánzar, y Máximo Lovatón 
Pittaluga, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de Julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte .de Casación, la, si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Belar-
minio Manuel Matías Jiménez, dominicano, mayor de edad, 
soltero, chofer, domiciliado y residente en la sección Las 
Galeras, jurisdicción de la Provincia de Samaná, cédula 
No. 68974, serie 33; Rafael Hernández, dominicano, mayor 
de edad, residente en la sección de Las Galeras, jurisdic-
colón de la Provincia de Samaná, cédula No %  5125, serie 65, 
y la Compañía de Seguros Pepín S: A., con su asiento so- 
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cial en la casa No. 122 de la calle Restauración, de la ciu-
dad de San Francisco de Macorís, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 21 de 
Mayo de 1973, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos ambos por el' Dr. Miguel Angel Escolás-
tico, a nombre el primero del prevenido y el otro del mis-
mo prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez, de la 
persona civilmente responsable señor Rafael Hernández, 
así como de la compañía Seguros Pepín S. A., por reunir 
las formalidades legales, contra sentencia dictada en fecha 
21 de julio de 1971 por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara culpable al 
prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez, del delito 
de violación a las letras c) del artículo 49 de la ley 241 de 
fecha 28 del mes de diciembre del año 1967, que le ocasio-
nó lesión permanente del pie derecho al menor Luis Rena-
to Vásquez, y en consecuencia se condena al pago de una 
multa de Cien Pesos Oro y las costas, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena 
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por la señora Librada Vásquez madre del menor 
agraviado Luis Renato Vásquez , representada por el Dr. 
Arístides Victoria José, contra el prevenido, la persona ci-
vilmente responsable señor Rafael Hernández y la Com-
pañía Seguros Pepín C. A. puesta en causa por ser ajusta-
da a la ley; TERCERO: Se condena al prevenido y a la per-
sona civilmente responsable al pago de una indemnización 
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en favor de la parte 
civil constituída, como justa reparación de los daños mora-
les y materiales expérimentados con motivo del accidente 
automovilístico ocapionado por el prevenido mientras con-
ducía la cami9neta placa No. 86576, propiedad de Rafael 
Hernández, oponible a la Compañía Seguros Pepín S. A. 

puesta en causa; CUARTO: Se condena asimismo al pre-
venido y a la persona civilmente responsable, al pago de 
las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Arístides Victoria José, por haberlas avanza-
dos en su totalidad, Oponible a la Compañía Seguros Pepín 
S. A. puesta en causa; SEGUNDO: Da acta de su desisti-
miento al prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez y 
lo condena al pago de las costas penales hasta el momento 
de este desistimiento; TERCERO: Confirma en su aspecto 
civil la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la per-
sona civilmente responsable, a la Compañía Seguros Pe-
pín. S. A., y al prevenido Belarminio Manuel Matías Jimé-
nez al pago de las costas civiles y ordena su distracción en 
favor del Dr. Arístides Victoria José, abogado quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
lá Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de , agosto de 
1973 a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, 
a nombre y representación de los recurrentes, acta en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después dé haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en cuanto a los recursos de Rafael 
Hernández, persona civilmente responsable y la Compañía 
de SegUros Pepín S. A.; que procede declarar la nulidad 
de estos recursos, en vista de que los ecurrentes no han 
expuesto los medios en que los fundan, como lo exige el 
artículo .37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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cial en la casa No. 122 de la calle Restauración, de la ciu-
dad de San Francisco de Macorís, 'contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales poi- la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 21 d e 

 Mayo de 1973, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI 
MERO: Declara regular y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos ambos por el •  Dr. Miguel Angel Escolás-
tico, a nombre el primero del prevenido y el otro del mis-
mo prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez, de la 
persona civilmente responsable señor Rafael Hernández, 
así como de la compañía Seguros Pepín S. A., por reunir 
las formalidades legales, contra sentencia dictada en fecha 
21 de julio de 1971 por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, cuyo dis-

positivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara culpable al 
prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez, del delito 
de violación a las letras c) del artículo 49 de ia,ley 241 de 
fecha 28 del mes de diciembre del año 1967, que le ozasio-
nó lesión permanente del pie derecho al menor Luis Rena-
to Vásquez, y en consecuencia se condena al pago de una 
multa de Cien Pesos Oro y las costas, accgiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Se declara buena 
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por la señora Librada Vásquez madre del menor 
agraviado Luis Renato Vásquez representada por el Dr. 
Arístides Victoria José, contra el prevenido, la persona ci-
vilmente responsable señor Rafael Hernández y la Com-
pañía Seguros Pepín C. A. puesta en causa por ser ajusta-
da a la ley; TERCERO: Se condena al prevenido y a la per-
sona civilmente responsable al pago de una indemnización 
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en favor de la parte 
civil constituída, como justa reparación de los daños mora-. 
les y materiales expérimentados con motivo del accidente 
automovilístico ocalionado por el preveificlo mientras con-
ducía la camigneta placa No. 86576, propiedad de Rafael 
Hernández, oponible a la Compañía Seguros Pepín S. A. 

puesta en causa; CUARTO: Se condena asimismo al pre-
venido y a la persona civilmente responsable, al pago de 
ías costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Arístides Victoria José, por haberlas avanza-
dos en su totalidad, oponiblé a la Compañía Seguros Pepín 
S. A. puesta en causa; SEGUNDO: Da acta de su desisti-
miento al prevenido Belarminio Manuel Matías Jiménez y 
lo condena al pago de las costas penales hasta el momento 
de este desistimiento; TERCERO: Confirma en su aspecto 
civil la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la per-
sona civilmente responsable, a la Compañía Seguros Pe-
pín. S. A., y al prevenido Belarminio Manuel Matías Jimé-
nez al pago de las costas civiles y ordena su distracción en 
favor del Dr. Arístides Victoria José, abogado quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de , agosto de 
1973 a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, 
a nombre y representación de los recurrentes, acta en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después dé haber deli-
berada y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en cuanto a los recursos de Rafael 
Hernández, persona civilmente responsable y la Compañía 
de SegUros Pepín S. A.; que procede declarar la nulidad 
de estos recursos, en vista de que los ecurrentes no han 
expuesto los medios en que los fundan, Temo lo exige el 
artículo .37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

1 

t. 
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, Considerando, qué el recurso de casación del preveni-
do debe ser declarado inadmisible, por carecer de interés, 
en razón de que éste había desistido .de su apelación y la 
sentencia impugnada no le agravó su situación.; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE JULIO DEL 1975 

sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de fecha 25 de septiembre de 1974: 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
acerca de las costas civiles en razón de que la parte adver-
sa no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Rafael Hernández y la Com-
pañía de Seguros S. A., contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, el día 21 de Mayo de 1973, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; -Seguii\do: Declara inadmisible el recurso de casación 
interpuesto por Belarminio Manuel --Matías Jiménez, con-
Ira dicha sentencia; Tercero: Condena al prevenido recu-
rrente al pago delas costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.-- Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente-sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

bLateria: Correccional. 

Recurrentes: Ramón Dionisio Fabián Concepción y la Compañia 
Dominicana de Seguros C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-, 

• gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere115, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 21 de _julio de 1975, años 132' de la Independencia 
y 112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Dioni-
sio Fabián Concepción, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chofer, domiciliado en la casa No. 31 de la calle Virgil 
Díaz de esta ciudad, cédula 9202, serie) 8, y la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., con domicilio social en 
la casa No. 30 de la calle Arzobispo MeriñO de esta ciudad, 
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, Considerando, qué el recurso de casación del preveni.. 
do debe ser declarado inadmisible, por carecer de interés, 
en razón de que éste había desistido de su apelación y la 
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Materia: Correccional. 
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rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 21 de julio de 1975, años 132' de la Independencia 
y 112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Dioni-
sio Fabián Concepción, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chofer, domiciliado en la casa No. 31 de la calle Virgil 
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contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales, por la Séptimas Cámara Penal del Juzgado de Pri.. 
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 25 de sep-
tiembre de 1974, cuyo dispositivo se transcribe a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al 
nombrado Ramón Dionicio Fabián Concepción, de genera-
le que constan, culpable de violar los artículoS 72 y 65 de 
la Ley No. 241 y en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00), acogiendo a su favor 
circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Que debe descar-
gar y descarga al nombrado Pedro Pablo Mariñez Peña, de 
generales que constan, por no haber violado la Ley No. 
241 en el presente caso, declarando en cuanto a él las cos-
tas penales de oficio; TERCERO: Que debe declarar y de-
clara regular y válido en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil ehcha por el Sr. Pedro Pablo Mariñez Peña, 
al travez de su abogado Dr. César Augusto Medina, contra 
el Sr. Ramón Dionicio Fabián Concepción, por estar con-
forme a la ley y en cuanto al fondo se admite dicho rec'ir-
so y se condena al Sr. Ramón Dioniico Fabián Concepción 
a pagarle al Sr. Pedro Pablo Mariñez Peña, la suma de Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$1.,500.00), por los daños mora-
les y materiales sufridos por la causa del accidente, más 
las costas civiles con distracción en favor del Dr. César 
Augusto Medina, quien afirma haberlas avanzado; CUAR-
TO: Que debe rechazar y rechaza la solicitud del Sr. Ra-
món Dionicio Fabián Concepción de que se ordene un pe-
ritaje en relación con el presente caso, por improcedente, 
condenándolo en este aspecto al pago de las costas; y 
QUINTO: Que debe declarar y declara que esta sentencia 
es oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., (Sedomca), en su condición de aseguradora del vehícu-
lo que produjo el accidente"; 

Oído al áljuacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 14 de octubre de 
1974, a requerimiento del Lic. Digno Sánchez, cédula No. 
2819, serie 1ra, actuando a nombre de los recurrentes, en 
la que no se expone ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial de los recurrentes, fechado a 21 de 
febrero de 1973, firmado por su abogado Juan J. Sánchez 
A. en el que se propone el medio de casación siguiente: 
Unica.: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil por falta de motivos.— Violación de los artícu-
los 1315 y 1383 del Código Civil; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1351 y 1383 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que los recurrentes en el Desarrollo de 
su único medio de casación, alegan en síntesis, que la sen-
tencia impugnada fue dictada en dispositivo y carece de 
motivos que relatan las circunstancias de hecho que carec-
terizan la infracción puesta a cargo del prevenido y que jus 
tifiquen de algún modo los daños y perjuicios acordados; 
que en consecuencia dicha sentencia debe ser casada; 

Considerando, que el expediente de la causa pone de 
manifiesto que la Cámara a-qua, no obstante la sentencia 
dictada por la Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional, 
de fecha 20 de abril de 1972, en la que,, se condenó al pre-
venido hoy recurrente al pago de una mulla de RD$10 03 
y a RD$1,500.00 de indemnización, sólo haber sido casada 
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241 en el presente caso, declarando en cuanto a él las cos-
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so y se condena al Sr. Ramón Dioniico Fabián Concepción 
a pagarle al Sr. Pedro Pablo Mariñez Peña, la suma de Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00), por los daños mora-
les y materiales sufridos por la causa del accidente, más 
las costas civiles con distracción en favor del Dr. César 
Augusto Medina, quien afirma haberlas avanzado; CUAR-
TO: Que debe rechazar y rechaza la solicitud del Sr. Ra-
món Dionicio Fabián: Concepción de que se ordene un pe-
ritaje en relación con el .presente caso, por improcedente, 
condenándolo en este aspecto al pago de las costas; y 
QUINTO: Que debe declarar y declara que esta sentencia 
es oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por 
A., (Sedomca), en su condición de aseguradora del vehícu-
lo que produjo el accidente"; 

Oído al aljuacil de turno en la lectura clel rol; 

F ' 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 14 de octubre de 
1974, a requerimiento del Lic. Digno Sánchez, cédula No. 
2819, serie ara, actuando a nombre de los recurrentes, en 
la que no se expone ningún medio determinado de casa-
ción; 

.11 	Visto el memorial de los recurrentes, fechado a 21 de 
febrero de 1973, firmado por su abogado Juan J. Sánchez 
A. en el que se propone el medio de casación siguiente: 
Unice.: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil por falta de motivos.— Violación de los aríícu-
los 1315 y 1383 del Código Civil; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1351 y 1383 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que los recurrentes en el Desarrollo de 
su único medio de casación, alegan en síntesis, que la sen-
tencia impugnada fue dictada en dispositivo y carece de 
motivos que relatan las circunstancias de hecho que caree-
terizan la infracción puesta a cargo del prevenido y que jus 
tifiquen de algún modo los daños y perjuicios acordados; 
que en consecuencia dicha sentencia debe ser casada; 

Considerando, que el expediente de la causa pone de 
manifiesto que la Cámara a-qua, no obstante la sen'encia 
dictada por la Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional, 
de fecha 20 de abril de 1972, en la quq se condenó al pre-
venido hoy recurrente al pago de una mula de RD$10 03 
y a RD$1,500.00 de indemnización, sólo haber sido casada 

1 
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en su aspecto civil, por la sentencia de la, Suprema Corte 
de Justicia de fecha 23 de abril de 1973, lo que hacía qu e 

 el aspecto penal (que fue rechazado), adquiriera la autori-
dad de la cosa juzgada,• o lo que es lo mismo se hiciera 
irrevocable, al conocer y fallar dicha Cámara del asunto de 
que se trata, por envío que se le hiciera con la delimitación 
correspondeinte, no se concretó a estatuir sobre el aspecto 
civil, como era su deber, sino que conoció de nuevo del as-
pecto penal, y condenó al prevenido Concepción a una mul-
ta de RD$10.00; que al proceder así, es obvio que se incu-
rrió en la sentencia impugnada, independientemente de 
que fuera o no dictada en dispositivo, en la violación del 
principio de la cosa juzgada y de la regla del apodera-
miento, por lo que el ordinal primero de la misma debe ser 
casado por vía de supresión y sin envío; 

Considerando, por otra parte, que tal como lo alegan 
los recurrentes, la obligación en que están los jueces de 
hacer figurar, en las sentencias que dicten, los motivos en 
que funden lo decidido en éstas, es substancial en la mate-
ria penal como en la materia civil; que al ser dictada en 
dispositivo la sentencia impugnada, se ha incumplido esa 
regla excepcional de nuestro derecho, incurriéndose así en 
los vicios y violaciones denunciados, por lo que la senten-
cia mencionada, en todo lo relativo al aspecto civil debe ser 
casada; j  

Considerando, que en atención a los motivos por los 
cuales se ha decidido la casación en el presente caso, pro-
cede declarar las costas penales de oficio y desestimar el 
pedimento relativo a las costas civiles en base a los pro-
pósitos del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; ya que la parte adversa no ha sido requerida a 
comparecer, ni lo ha hecho voluntariamente en la presente 
instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión 
y sin envío el ordinal primero de la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales, por la Séptima Cámara 
Penal del Distrito Nacional, en fecha 25 de septiembre de 
1974, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia en su as-
pecto civil y envía el asunto así delimitado por ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís. 

Firmados Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

. , La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

It 
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pecto penal, y condenó al prevenido Concepción a una mul-
ta de RD$10.00; que al proceder así, es obvio que se incu-
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dispositivo la sentencia impugnada, se ha incumplido esa 
regla excepcional de nuestro derecho, incurriéndose así en 
los vicios y violaciones denunciados, por lo que la senten-
cia mencionada, en todo lo relativo al aspecto civil debe ser 
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Considerando, que en atención a los motivos por los 
cuales se ha decidido la casación en el presente caso, pro-
cede declarar las costas penales de oficio y desestimar el 
pedimento relativo a las costas civiles en base a los pro-
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Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión 
y sin envío el ordinal primero de la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales, por la Séptima Cámara 
Penal del Distrito Nacional, en fecha 25 de septiembre de 
1974, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia en su as-
pecto civil y envía el asunto así delimitado por ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís. 

Firmados:' Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Arniama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Cris-

tóbal, de fecha 7 de junio de 1974. 

Materia: Trabajo. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, domiciliada 
en la calle Isabel la Católica No.48, de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 7 de junio 
de 1974, actuando como tribunal de trabajo de segundo 
grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil 'de turno en la lectura del rol; 

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales. 

Abogado: Dr. Claudio J. Adames Espinal. 

Oído al Dr. Claudio J. Adames Espinal, cédula No. 
17598, serie 1ra, abogado de la compañéa recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

419' 	Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el 'memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 19 de junio de 
1974, suscrito por el abogado de la recurrente, en el que 
se proponen los medios que se indican más adelante; 

Recurrido: Juanico Pérez. 

Abogado: Dr. Héctor A. Cabral Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rcjas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional,. hoy día 25 de julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como- -corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. A. 
Cabral Ortega, cédula No. 23137, serie 18, por sí y en re-
presentación del Dr. IVIanuel Emilio Cabral Ortíz, aboga-
dos del recurrido; recurrido que es: Juanico Pérez, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en Najayo en Medio, 
Jurisdicción de San Cristóbal, cédula No. 1973, serie 2; 

1' • 	 . 

Visto el escrito de réplica del 23 de septiembre de 
1974, firmado por el abogado de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la compa-
ñía recurrente, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

1,1  
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Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales. 

Abogado: Dr. Claudio J. Adames Espinal. 

Recurrido: Juanico Pérez. 

Abogado: Dr. Héctor A. Cabral Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
- República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo sustituto 'de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rejas Almánzar y Máximo Lovatón Pittalu-
ga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional„ hoy día 25 de julio de 1975, 
años 132' de la Indwendencia y 112' de la Restaurac ..ón, 
dicta en audiencia pública, como-corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, domiciliada 

en la calle Isabel la Católica No.48, de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 7 de junio 
de 1974, actuando como tribunal de trabajo de segundo 
grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil 'de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Claudio J. Adames Espinal, cédula No. 
17598, serie 1ra, abogado de la compañéa recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 19 de junio de 
1974, susrxito por el abogado de la recurrente, en el que 
se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. A. 
Cabral Ortega, cédula No. 23137, serie 18, por sí y en re-
presentación del Dr. Manuel Emilio Cabral Ortíz, aboga-
dos del recurrido; recurrido que es: Juanico Pérez, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en Naj ayo en Medio, 
Jurisdicción de San Cristóbal, cédula No. 1973, serie 2; 

Visto el escrito de' réplica del 23 de septiembre de 
1974, firmado por el abogado de la recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la compa-
ñía recurrente, que se mencionan más adelante; y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

411  documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo ,de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
intentada por el actual recurrido contra la compañía re-
currente, el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Ya-
guate, dictó en fecha 3. de julio de 1973, una sentencia en 
sus atribuciones de tribunal de trabajo de primer grado, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Se rechaza la demanda intentada por el señor Jua-
nico Pérez contra la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales (Caei), por improcedente y mal fundada; SE-
GUNDO: Se condena al señor Juanico Pérez al pago de las 
costas"; b) que sobre la apelación interpuesta, el Juzgado 
a-quo, dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara, corno al efecto declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por Juanico Pérez, contra 
sentencia del Juzgado de 'Paz del Distrito Municipal de 
Yaguate de fecha 3 de julio del año 1973, por haberse ajus-
tado a las disposiciones legales vigentes para tal finalidad; 
SEGUNDO: En cuanto al fondo: Rvocar,como al efecto Re-
voca en todas sus partes la aludida sentencia y obrando 
por propia autoridad y contrario imperio: a) Declarar res-
cindido el contrato de trabajo que tuvo el recurrente Jua-
nico Pérez con la empresa recurrida Compañía Anónima 
dé Explotaciones Industriales (Caei), por culpa del patro-
no al haberlo despedido injustificadamente y, en conse-
cuencia; b) Condena a la Compañía Anónima de Explota-
ciones Industriales (Caei) a pagar en provecho del traba-
jador recurrente: 24 días de preaviso, 15 días de auxilio de 
cesantía por cada año .  trabajado; 14 días de vacaciones;, 30 
días de regalía pascual; los salarios adeudados al momen-
to del despido; los intereses legales y los salarios caídos 
desde el día de la demanda hasta que se haga definitiva la 
sentencia que intervenga, esto es, los tres meses de sala-
rios indicados eir;.. el artículo 84 del Código de Trabajo;TER 

CERO: Condenar como al efecto Condena a la Compañía 
Anónima de Explotaciones Industriales (Caei) al pago de 
todos los gastos y honorarios causados y por causarse, y 
condena su  distracción en provecho de los Doctores Ma-
nuel 'Emilio Cabral Ortíz y Héctor A. Cabral Ortega, des-
pués de afirmar haberlas avanzado en su totalidad y en la 
medida en que lo determina la Ley No. 302, sobre Hono-
rarios de Abogados"; 

Considerando, que la compañía recurrente propone, 
en sumemorial decasación los siguientes medios: Primer 
Medio: Violación al artículo 10 del Código de Trabajo y 
Desconocimiento de los documentos aportados al tribunal; 
Segundo Medio: Violación al artículo 47 de la Ley No. 637 
sobre Contrato de Trabajo, y el artículo 67 del Reglamen-
to 7676 para la aplicación del Código de Trabajo; Tercer 
Medio: Violación al artículo 69 y 72 del Código de Traba-
jo, art. 1315 del Código Civil, falta de Base Legal y falta 
de motivos; 

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su 
primer medio de casación, alega en síntesis, que el Juzgado 
de Primera Instancia en su Primera, Segunda, Tercera y 
Cuarta consideraciones, "produce una serie de motivos, 
que no tratan sobre el punto fundamental que se debate, 
que es la naturaleza del contrato de trabajo" que ligaba al 
trabajador con la empresa; que en ese sentido desconoció 
los documentos que le fueron aportados sin dar motivacio-
nes para ello y qtze no tomó en cuenta la propia declara-
ción del trabajador demandante dada ante la autoridad 
laboral, al celebrarse la tentativa de conciliación, en la cual 
declaró: "que a base de un salario de RD$14.00 semanales 
como sereno de bueyes de Campo Arriba del Ingenio Caei, 
venía prestando sus servicios desde hacIn 66 años solamen-
te en tiempo de zafra"; que en la comparencia personal 
Juanico Pérez, demandante, declaró que entró a trabajar 
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Anónima de Explotaciones Industriales (Caei) al pago de 
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Medio: Violación al artículo 10 del Código de Trabajo y 
Desconocimiento de los documentas aportados al tribunal; 
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laboral, al celebrarse la tentativa de conciliación, en la cual 
declaró: "que a base de un salario de RD$14.00 semanales 
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joven en el Ingenio como sereno de bueyes, y que cuando 
terminaba la zafra, hacía trabajo por ajuste en el campo, 
etc.; que el Juez a-quo, al estimar que el trabajador Pérez, 
era permanente y que la naturaleza de su contrato con la 
compañía demandada era por tiempo indefinido, hizo una 
errónea interpretación del mismo y desnaturalizó los he-
chos así como el contrato de trabajo; 

Considerando, que en el informativo celebrado en la 
audiencia del 28 de enero de 1974, por el Juez a-quo, el tes= 
tigo Aniceto Sierra, ratificó su declaración por ante el 
Juzgado de Paz, afirmando que Juanico Pérez, servía a la 
compañía recurrente, como serena de Bueyes, durante la 
zafra; que ésta duraba aproximadamente seis meses y que 
dicho trabajador fue despedido veinte días después de 
iniciarse la zafra, declaración que coincide con las presta-
das por Jesús Mateo y Manuel de Jesús LIuberes, este úl-
timo en el contra informativo celebrado por ante el Juz-
gado de Paz de Yaguate; que el examen de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que el Juez a-quo, al exa-
minar y ponderar las declaraciones de los testigos, solo tu-
vo en cuenta el tiempo en que el trabajador permaneció al 
servicio de la compañía recurrente, sin analizar la natura-
leza del contrato no obstante haberlo planteado la referi-
da compañía, como se indica de lo expresado por el Juez en 
el 49  considerando de su sentencia; que por lo expuesto 
resulta evidente que el contrato de trabajo existente en-
tre el actual recurrido y la Compañía Anónima de Explo-
taciones Industriales era de aquellos que por su naturaleza, 
sólo duran una parte del año, en este caso, durante la za-
fra; que el obrero comenzó a trabajar el 30 de diciembre 
de 1972,y fue despedido el día 16 de enero de 1973, antes 
de terminarse esa zafra que comenzó el 4 de este último 
mes y año, según atirmó Manuel de Jesús Lluberes en el 
contra informalivo, Super-intendente del Ingenio deman-
dado; que lo expuesto, pone de manifiesto que el Juez a- 

quo llegó a conclusiones contrarias a los hechos documen-
tados en el informativo, por lo que incurrió en el vicio de 
desnaturalización propuesto por la recurrente, por lo que 
la sentencia  impugnada debe ser casada; 

Considerando, que las costas podrán ser compensadas, 
cuando la sentencia fuere casada por desnaturalización de 
los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, en fecha 7 de junio de 1974, actuando co-
mo tribunal de, trabajo de segundo grado, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Peravia, en las mismas atribucio-
nes; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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servicio de la compañía recurrente, sin analizar la natura-
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resulta evidente que el contrato de trabajo existente en-
tre el actual recurrido y la Compañía Anónima de Explo-
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quo llegó a conclusiones contrarias a los hechos documen-
tados en el informativo, por lo que incurrió en el vicio de 
desnaturalización propuesto por la recurrente, por lo que 
la sentencia  impugnada debe ser casada; 

Considerando, que las costas podrán ser compensadas, 
cuando la sentencia fuere casada por desnaturalización de 
los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, en fecha 7 de junio de 1974, actuando co-
mo tribunal de trabajo de segundo grado, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Peravia, en las mismas atribucio-
nes; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada, y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

28 de abril de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro Antonio Núñez Genao y la Compañía de Se-

guros Pepín, S. Á. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces . Néstor 

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alyarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 25 del mes de Julio del año 1975, años 132' de la Inde-
pendencia y 1í2' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
Antonio Núñez Genao, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado en la Avenida Núñez de Cáceres 

No.10, del Ensaenche Bella Vista, de esta ciudad, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., compañía organizada de 
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acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio social y principal establecimiento, en la calle Pa-
lo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad; contra -la 
sentencia dictada en fecha 28 de abril de 1970, por la Cor-
te de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccio-
nales, Cuyo dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

r Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de mayo de 
1970, a requerimiento del Dr. Héctor Valenzuela. cédula 
No. 68516,- serie lra., a nombre y representación de los re-
currentes, acta en la cual no se expone ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de 
1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1 y 10 de la Ley No. 
1117, de 1955, 1383 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de un accidente automovilístico, ocurrido el día 24 
de enero del año 1969, en el cual resultó con lesiones cor-
porales una persona, la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
dictó en sus atribuciones correccionales, en fecha 29 de 
septiembre de 1969, una sentencia 6uyo dispositivo se en-
cuentra inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre 
los recursos interpuestos intervino el fallo 4hora impugna-
do cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 

1 
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lo Hincado esquina Mercedes de esta ciudad; contra -la 
sentencia dictada en fecha 28 de abril de 1970, por la Cor-
te de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Recurrentes: Pedro Antonio Núñez Genao y la Compañía de Se-

guros Pepín, S. Á. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces . Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
Generail, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 25 del mes de Julio del año 1975, años 132' de la Inde-
pendencia y 1í2' 'de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
Ántonio Núñez Genao, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado en la Avenida Núñez de Cáceres 
No.10, del Ensanche Bella Vista, de esta ciudad, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., compañía organizada de 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
l ►  de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de mayo de 
1970, a requerimiento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula 
No. 68516,- serie lra., a nombre y representación de los re-
currentes, acta en la cual no se expone ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de 
1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1 y 10 de la Ley No. 
4117, de 1955, 1383 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivo de un accidente automovilístico, ocurrido el día 24 
de enero del año 1969, en el cual resultó con lesiones cor-
porales una persona, la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
dictó en sus atribuciones correccionales, en fecha 29 de 
septiembre de 1969, una sentencia Cuyo dispositivo se en-
cuentra inserto en el de la ahora impugpada; b) que sobre 
los recursos interpuestos intervino el fallo llora impugna-
do cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
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Declara bueno y válida, en cuanto a ¡la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por los Dres. Américo Espi-
nal Hued a nombre y representación del prevenido Pedro 

Antonio Núñez Genao y de la Compañía de Seguros Pepín, 
S. A., y del Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, contra la sentencia dictada en fecha veintinueve 
(29) de Septiembre de Mil Novecientos Sesenta y Nueve 
(1969), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dis-
positiva dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia defecto con-
tra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por noi haber 
comparecido a la audiencia de este día no obstante estar 
legalmente citado; Segundo: Declara al nombrado Luis 
Rodríguez, de generales que constan, no culpable del deli-
to de violación a la Ley No. 241 en perjuicio de Pedro An-
tonio Núñez Genao, hecho puesto a su cargo, y en conse-
cuencia le descarga de toda responsabilidad penal por no 
haberlo cometido; Tercero: Declara al nombrado Pedro 
Antonio Núñez Genao, de generales que constan, culpable 
del delito de violación a la Ley No. 241, puesto a su cargo, 
en perjuicio de Luis Rodríguez, y en ocnsecuencia lo con-
dena al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro) 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: 
Declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el señor Luis Rodríguez por interme-
dio de su abogado Dr. Jaime Cruz Tejada, contra el preve-
nido Pedro Antonio Núñez Genao y la Compañía Asegura-
dora "Seguros Pepín, S. A.; Qinto: Condena a Pedro An-
tonio Núñez Genao, al pago de una indemnización de RD 
$1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro) en favor de la parte 
civil constituída Luis Rodríguez, por los daños morales y 
materiales sufridos por él, como consecuencia de dicho ac-
cidente; Sexto: Condenar al señor Pedro Antonio Núñez 
Genao, al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da, a título de.,indemnización suplementaria a partir de la 
demanda en justicia; Séptimo: Que la sentencia a interve- 

nir contra el señor Pedro Antonio Núñez Genao persona 
civilmente responsable, le sea oponible a la Compañía Ase-
guradora "Seguros Pepín", S. A., en su condición de ase-
guradora de la responsabilidad civil del señor Pedro An-
tonio Núñez Genao; Octavo: Declara las costas penales de 
oficio en cuanto al nombrado Luis Rodríguez; y Noveno: 
Condena al pago de las costas civiles y penales al nombra-
do Pedro Antonio Núñez Genao, con distracción de las úl-
timas en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado, 
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad'; SEGUN-
DO: Confirma el ordinal Segundo de la sentencia recurri-
da, en cuanto a que declaró al co-prevenido Luis Rodríguez 
no culpable de violación a la Ley 241 en perjuicio de Pe-
dro Antonio Núñez Genao, y lo descarga del hecho puesto 
a su cargo por no haberlo cometido; TERCERO: Confirma 
el ordinal Tercero de la sentencia apelada que declaró al 
prevenido Pedro Antonio Núñez Genao culpable del delito 
de golpes involuntarios en perjuicio de Luis Rodríguez y lo 
condenó al pago de una multa de RD$10.00 (Dios Pesos 
Oro), por violoción a los artículos 49, letra "C", 81, párra-
fo 12, letra "E" y 85, de la Ley 241 de tránsito de vehícu-
los acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
CUARTO: Confirma el ordinal Cuarto de la sentencia im-
pugnada en cuanto a que declaró buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha en audiencia por el señor Luis 
Rodríguez, contra el prevenido Pedro Antonio Núñez Ge-
nao y la Compañía Aseguradora, Seguros Pepín. S. A.; 
QUINTO: Modifica el ordinal Quinto de dicha sentencia en 
el sentido de reducir la indemnización de RD$1,500.00 (Mil 
Quinientos Pesos Oro), acordada en favor de la parte civil 
constituída Luis Rodríguez, y puesta a cargo del señor Pe-
dro Antonio Núñez Genao, a RD$1,300.00 (Mil Trecientos 
Pesos Oro), por considerar este Tribunal que esta suma es 
la justa y adecuada para reparar los daños y perjuicios 
morales y materiales sufridos por la repetida parte civil 
en el accidente de que es cuestión; SEXT15: Condena al se- 

k:\  
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Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por los Dres. Américo Espi-
nal Hued a nombre y representación del prevenido Pedro 
Antonio Núñez Genao y de la Compañía de Seguros Pepín, 
S. A., y del Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, contra la sentencia dictada en fecha veintinueve 
(29) de Septiembre de Mil Novecientos Sesenta y Nueve 
(1969), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dis-
positivo dice así: Talla: Primero: Pronuncia defecto con-
tra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por no haber 
comparecido a la audiencia de este día no obstante estar 
legalmente citado; Segundo: Declara al nombrado Luis 
Rodríguez, de generales que constan, no culpable del deli-
to de violación a la Ley No. 241 en perjuicio de Pedro An-
tonio Núñez Genao, hecho puesto a su cargo, y en conse-
cuencia le descarga de toda responsabilidad penal por no 
haberlo cometido; Tercero: Declara al nombrado Pedro 
Antonio Núñez Genao, de generales que constan, culpable 
del delito de violación a la Ley No. 241, puesto a su cargo, 
en perjuicio de Luis Rodríguez, y en ocnsecuencia lo con-
dena al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro) 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: 
Declara buena y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el señor Luis Rodríguez por interme-
dio de su abogado Dr. Jaime Cruz Tejada, contra el preve-
nido Pedro Antonio Núñez Genao y la Compañía Asegura-
dora "Seguros Pepín, S. A.; Qinto: Condena a Pedro An-
tonio Núñez Genao, al pago de una indemnización de RD 
$1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro) en favor de la parte 
civil constituída Luis Rodríguez, por los daños morales y 
materiales sufridos por él, como consecuencia de dicho ac-
cidente; Sexto: Condenar al señor Pedro Antonio Núñez 
Genao, al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da, a título de.,indemnización suplementaria a partir de la 
demanda en justicia; Séptimo: Que la sentencia a interve- 

nir contra el señor Pedro Antonio Núñez Genao persona 
civilmente responsable, le sea oponible a la Compañía Ase-
guradora "Seguros Pepín", S. A., en su condición de ase-
guradora de la responsabilidad civil del señor Pedro An-
tonio Núñez  Genao; Octavo: Declara las costas penales de 
oficio en cuanto al nombrado Luis Rodríguez; y Noveno: 
Condena al pago de las costas civiles y penales al nombra-
do Pedro Antonio Núñez Genao, con distracción de las úl-
timas en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado, 
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad'; SEGUN-
DO: Confirma el ordinal Segundo de la sentencia recurri-
da, en cuanto a que declaró al co-prevenido Luis Rodríguez 
no culpable de violación a la Ley 241 en perjuicio de Pe-
dro Antonio Núñez Genao, y lo descarga del hecho puesto 
a su cargo por no haberlo cometido; TERCERO: Confirma 
el ordinal Tercero de la sentencia apelada que declaró al 
prevenido Pedro Antonio Núñez Genao culpable del delito 
de golpes involuntarios en perjuicio de Luis Rodríguez y lo 
condenó al pago de una multa de RD$10.00 (Dios Pesos 
Oro), por violoción a los artículos 49, letra "C", 81, párra-
fo 12, letra "E" y 85, de la Ley 241 de tránsito de vehícu-
los acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
CUARTO: Confirma el ordinal Cuarto de la sentencia im-
pugnada en cuanto a que declaró buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha en audiencia por el señor Luis 
Rodríguez, contra el prevenido Pedro Antonio Núñez Ge-
nao y la Compañía Aseguradora, Seguros Pepín. S. A.; 
QUINTO: Modifica el ordinal Quinto de dicha sentencia en 
el sentido de reducir la indemnización de RD$1,500.00 (Mil 
Quinientos Pesos Oro), acordada en favor de la parte civil 
constituida Luis Rodríguez, y puesta a cargo del señor Pe-
dro Antonio Núñez Genao, a RD$1,300.00 (Mil Trecientos 
Pesos Oro), por considerar este Tribunal que esta suma es 
la justa y adecuada para reparar los daños y perjuicios 
morales y materiales sufridos por la repetida parte civil 
en el accidente de que es cuestión; SEXTN: Condena al se- 
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ñor Pedro Antonio Núñez Genao, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada, a título de indemnización su-
plementaria, a partir de la demanda en justicia; SÉPTI-
MO: Confirma el Ordinal Séptimo de la sentencia apelada, 
que declaró la sentencia a intervenir, oponible a la 'Com-
panía de Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad 
aseguradora de la responsabilidad civil del señor Pedro 
Antonio Núñez Genao, propietario del vehículo causante 
del accidente: OCTAVO: Declara las costas penales de ofi-
cio en cuanto a Luis Rodríguez y condena a Pedro Antonio 
Núñez Genao, al pago de las costas penales; NOVENO: 
Condena a Pedro Antonio Núñez Genao y a la Compañía 
de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del doctor Jaime 
Cruz Tejera, quien afirma haberlas avanzado en su totali- 
dad"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la 

ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecidos los hechos siguientes: a) que el día 24 de 
enero de 1969, mientras la camioneta placa 80408, asegu-
rada con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., conducida 
por su propietario el prevenido Pedro Antonio Núñez Ge-

nao, se encontraba detenida a su izquierda de Oeste a Es-
te en la calle General Cabrera, de improviso abrió la 
puerta de dicha camioneta en el preciso momento en que 
era rebasada por una bicicleta conducida por Luis Rodrí-
guez, quien resultó con lesiones en el dedo anular de la 
mano izquierda, curable después de 45 y antes de 60 
días; b) que el accidente de que se trata tuvo su causa ge-
neradora y determinante en la falta del prevnido al abrir 
la puerta sin tomar las precauciones que aconseja la pru- 
dencia; 
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Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehícu-
lo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, y sancionado por el mismo texto legal 
en la letra "C", con penas de seis meses a dos años de pri-
sión y multa de RD$100.00 a RD$500.00; que la Corte 
a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$10.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido recu-
rrente, había ocasionado a la persona co -nstituída en parte 
civil Luis Rodríguez, daños y perjuicios materiales y mo-
rales cuyo monto apreció en la suma de RD$1,300.00, para 
la cual tuvo en cuenta la magnitud de los daños; que al 
condenar al prevenido, al pago de esa suma y al hacer 
oponible esas condenaciones a la Compañía aseguradora 
puesta en causa, la Corte a-qua hizo u_na correcta aplica-
ción de los artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos; 

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía 
Seguros Pepín, S. A., que procede declarar la nulidad de 
éste en vista de que dicha Compañía no ha expuesto los 
medios en que lo funda, como lo exige el artículo 37 de la 

sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, ella no contiene en lo que respec-
ta el ii~M.~eMclo recurrent e, vicio alguno que 
justifique su casación; • 
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ñor Pedro Antonio Núñez Genao, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada, a título de indemnización su-
plementaria, a partir de la demanda en justicia; SEPTD. 

MO:  Confirma el Ordinal Séptimo de la sentencia apelada, 
que declaró la sentencia a intervenir, oponible a la 'Com-
ponía de Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad 
aseguradora de la responsabilidad civil del señor Pedro 
Antonio Núñez Genao, propietario del vehículo causante 
del accidente: OCTAVO: Declara las costas penales de ofi-
cio en cuanto a Luis Rodríguez y condena a Pedro Antonio 
Núñez Genao, al pago de las costas penales; NOVENO: 
Condena a Pedro Antonio Núñez Genao y a la Compañía 
de Segiiros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del doctor Jaime 
Cruz Tejera, quien afirma haberlas avanzado en su totali- 
dad"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecidos los hechos siguientes: a) que el día 24 de 
enero de 1969, mientras la camioneta placa 8Ó408, asegu-
rada con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., conducida 
por su propietario el prevenido Pedro Antonio Núñez Ge-

nao, se encontraba detenida a su izquierda de Oeste a Es-
te en la calle General Cabrera, de improviso abrió la 
puerta de dicha camioneta en el preciso momento en que 
era rebasada por una bicicleta conducida por Luis Rodrí-
guez, quien resultó con lesiones en el dedo anular de la 
mano izquierda, curable después de 45 y antes de 60 
días; b) que el accidente de que se trata tuvo su causa ge-
neradora y determinante en la falta del prevnido al abrir 
la puerta sin tomar las precauciones que aconseja la pru- 
dencia; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehícu-
lo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, y sancionado por el mismo texto legal 
en la letra "C", con penas de seis meses a dos años de pri-
sión y multa de RD$100.00 a RD$500.00; que la Corte 
a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$10.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido recu-
rrente, había ocasionado a la persona constituida en parte 
civil Luis Rodríguez, daños y perjuicios materiales y mo-
rales cuyo monto apreció en la suma de RD$1,300.00, para 
la cual tuvo en cuenta la magnitud de los daños; que al 
condenar al prevenido, al pago de esa suma y al hacer 
oponible esas condenaciones a la Compañía aseguradora 
puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos; 

, Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía 
Seguros Pepín, S. A., que procede declarar la nulidad de 
éste en vista de que dicha Compañía no ha expuesto los 
medios en que lo funda, como lo exige el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, ella no contiene en lo que respec-
ta el interés del prevenido recurrente, vicio alguno que 

41 justifique su casación; 
• 
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Pedro Antonio Núñez enao, conra 
la sentencia de fecha 28 de abril de 1970, dictada

G 
 por

t 
 la 

Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-

rior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso 

interpuesto por la Compañía de Seguros Pepín, S. A., conre 
- 

tra la misma sentencia; Tercero: Condena al prevenido  

currente al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar•— F. E. Ravelo de la 

Fuente.— Manuel A. Arniama. 
Manuel D. Bergés 

pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldó Perdorn.o Báez.— Er- 

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmadapor los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-

diencia pública del día, mes y ario en él 
e xpresados y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de ,Apelación de La Vega, de fecha 
8 de mayo de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Catalino Amparo Paulino y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel Á. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bérgés Chupa-
ni, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón 
taluga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta .en audiencia pública, como Corte de aCsación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ca-
talino Amparo Paulino, dominicano, mayor •d'e edad, sol-
tero, chofer, residente en la Factoría Yaque, Cuesta Colo-
rada, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula 
No.1.08176, serie 1ra.; y José de Jesúsu Alvarez Bogaert, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, domiciliado 
y residente en Santiago de los Caballeros, contra la sen- 
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Pedro Antonio Núñez Genao, contra 
la sentencia de fecha 28 de abril de 1970, dictada por la 
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones 

co-

rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-

rior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso 
aras Pepín, S. A., con-

interpuesto por la Compañía de Seg 
tra la misma sentencia; Tercero: Condena al prevenido re-

currente al pago de las costas penales. 

Firmados: Néstor Confin Aybar.— F. E. Ravelo de la 
— Manuel D. Bergés 

Fuente. Manuel A. Amiama. 	
Chu- 

- 
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.- 

— Máximo Lo 
Er- 

- 

vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdoo Báez.— rn 

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de .Apelación de La Vega, de fecha 

8 de mayo de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Catalino Amparo Paulino y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Conr 
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel Á. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón. Pit-
taluga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de julio de 1975, 
años 132' de la Independencia y 112' de la Restauración, 
dicta .en audiencia pública, como Corte de aCsación, la si-
guiente sentencia: 

1364 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ca-
talino Amparo Paulino, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chofer, residente en la Factoría Yaque, Cuesta Colo-
rada, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula 
No.1.08176, serie 1ra.; y José de Jesús) Alvarez Bogaert, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, domiciliado 
y residente en Santiago de los Caballeros, contra la sen- 

1 
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tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en sus atribuciones correciconales, en fecha 8 de mayo de 
1973, cuyo dispositivo sé copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de mayo de 
1973, 

a 
requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy, en 

nombre y representación de los recurrentes, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley 
241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1383 ,  y 1384 del 

Código Civil y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mi.- 
tivo de un accidente automovilístico ocurrdo en la carre-
tera de Sari Francisco de Macorís, sección de Rincón, el día 
25 de diciembre de 1969, en que resultaron dos personas 
con lesiones corporales, la segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La defecto 

Ve-

ga, dictó el 30 de Junio de 1971, una sentencia en  
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se acoge 
como buena y válida la constitución en parte civil inten-

tadapor Francisco Malena y Elson Germosén en contra ert 
de 

Catalina Amparo Paulino y José de Js. Alvarez I3oga 
al través delos DrPs. Guillermo Sánchez Gil y Jorge 

L 

r ser re 	

tliS 

Pérez po guar en l 	la forma. —Segundo: Se pronun- 

cia el defecto contra el acusado Catalina Amparo Paulino 
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por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
legalmente citado.— Tercero: Se declara culpable a Cata-
lino Amparo Paulino de Viol. a la Ley No. 241 en perjui-
cio de Elson Germosén y Daniel Malena y en consecuencia 
se le condena a sufrir Un año de prisión correccional aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes. Cuarto: Se 
condena a Catalina Amparo Paulino y José de Js. Alvarez 
Bogaert al pago de una indemnización de RD$2,500.00 
(Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en favor de Francisco Ma-
lena y RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) en favor de El-
son Germosén corno justa reparación de los daños que le 
'causara.— Quinto: Se condena a Catalino Amparo Paulino 
y José de Js. Alvarez Bogaert al pago de las costas civiles 
con distracción en provecho de los abogados Dres. Guiller-
mo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte.— Sexto: Se pronuncia el 
defecto contra José de Js. Alvarez Bogaert por falta de 
comparecencia.— Séptimo: Se declara vencida la fianza 
que le fuera otorgada a Catalino Amparo Paulino para ser 
distribuida de acuerdo a la ley de la materia.— Octavo: 
Se condena ademál al pago de las costas.—";b) que sobre 
los recursos de oposición interpuestos, la misma Segunda 
Cámara Penal pronuncia en fecha 29 de septiembre de 
1971, una sentencia con el siguiente dispositivo: Primero: 
Se declara nula y sin ningún efecto el recurso .de oposición 
intentado por Catalino Amparo Paulino y se le confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida.— Segundo: Se 
condena al prevenido y a José de Jesús Alvarez Bogaert al 
pago de las costas civiles con la 'distracción de la misma en 
provecho del Dr. Guillermo Sánchez Gil, Lic. Jorge Luis 
Pérez quienes afirman haberla avanzado en su mayor par-
te"; e) que sobre los recursos interpuestas, intervino la 
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien- 
te: "FALLA: PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en ( 2„ 
la forma los recursos de apelación interpuestos por el pre- 
venido Catalino Amparo Paulino y la persona civilmente 
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— 

tencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 

en sus atribuciones correciconales, en fecha 8 de mayo de 
1973, cuyo dispositivo sé copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de mayo de 1973, 
a requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy, en 
nombre y representación de los recurrentes, en la 

cual  no 

se expone' ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley 
241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, 1383 y 1384 del 
Código Civil y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mi-
tivo de un accidente automovilístico ocur r do en la carre- 

de San Francisco de Macorís, sección de Rincón, el día 
tara 
25 de diciembre de 1 969, en que resultaron dos personas 
con lesiones corporales, la segunda Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-

ga, dictó el 30 de Junio de Se 
1971,

" 
 una sentencia en d acoge efecto 

cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero:  
como buena y válida la constitución en parte civil inten-
tada por Francisco Malena y Elson Germosén en contra de 
Catalino Amparo Paulino y José de Js. Alvarez Bogaert 
al través delos Dr s. Guillermo Sánchez Gil y Jorge Luis 
Pérez por ser regular en la forma. —Segundo: Se pronun 
cia el defecto contra el acusado Catalino Amparo Paulino 
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por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
legalmente citado.— Tercero: Se declara culpable a Cata-
lino Amparo Paulino de Viol. a la Ley No. 241 en perjui-
cio de Elson Germosén y Daniel Malena y en consecuencia 
se le condena a sufrir Un año de prisión correccional aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes. Cuarto: Se 
condena a Catalino Amparo Paulino y José de Js. Alvarez 
Bogaert al pago de una indemnización de RD$2,500.00 
(Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en favor cle. Francisco Ma-
lena y RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) en favor de El-
son Germosén como justa reparación de los daños que le 
'causara.— Quinto: Se condena a Catalino Amparo Paulino 
y José de Js. Alvarez Bogaert al pago de las costas civiles 
con distracción en provecho de los abogados Dres. Guiller-
mo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte.— Sexto: Se pronuncia el 
defecto contra José de Js. Alvarez Bogaert por falta de 
comparecencia.— Séptimo: Se declara vencida la. fianza 
que le fuera otorgada a Catalino Amparo Paulino para ser 
distribuida de acuerdo a la ley de la materia,.— Octavo: 
Se condena ademák al pago de las costas.—";b) que sobre 
los recursos de oposición interpuestos, la misma Segunda 
Cámara Penal pronuncia en fecha 29 de septiembre de 
1971, una 'sentencia con el siguiente dispositivo: Primero: 
Se declara nula y sin ningún efecto el recurso -de oposición 
intentado por Catalino Amparo Paulino y se le confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida.— Segundo: Se 
condena al prevenido y a José de Jesús Alvarez Bogaert al 
pago de las costas civiles con la distracción de la misma en 
provecho del Dr. Guillermo Sánchez Gil, Lic. Jorge Luis 
Pérez quienes afirman haberla avanzado en su mayor par-
te"; e) que sobre los recursos interpuestos, intervino la 
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en 
la forma los recursos de apelación interpuestos por el pre-
venido Catalino Amparo Paulino y la persona civilmente 
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responsable José de Jesús Alvarez Bogaert, en contra de 
la sentencia correccional Núm. 1313, dictada por la segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 29 de septiembre de 
1971, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se 
declara nula y sin ningún efecto el recurso de Oposición 
intentado por Catalino Amparo Paulino y se le confirma 
en todas sus partese la sentencia recurrida. Segundo: Se 
condena al prevendo y a José de Jesús Alvarez Bogaert al 
pago de las costas civiles con la distracción de la misma en 
provecho del Dr. Guillermo Sánchez Gil, Lic. Jorge Luis 
Pérez quien afirma haberla avanzado en su mayor parte. 
Tercero: Se condena además al pago de las costas por ha-
ber sido hechos de conformidad a la ley.'.— SEGUNDO: 
Revoca, la decisión recurrida anteriormente transcrita y 
consecuencialmente la sentencia en defecto objeto del re-
curso de oposición Núm. 786, de fecha 30 de junio de 
1971, dictada por la misma Cámara Penal, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se acoge como buena 
y válida la constitución en parte civil intentada por Fran-
cisco Malena y Elson Germosén en contra de Catalina Am-
paro Paulino y José de ,Js. Alvarez Bogaert al través de 
los Dres. Guillermo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez por ser 
regular en la forma. Segundo: Se pronuncia el defecto con-
tra el acusado Catalino Amparo Paulino por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante estar legalmente 
citado. Tercero: Se declara culpable a Catalina Amparo 
Paulino de Vilo a la Ley No. 241 en perjuicio de Elson Ger-
mosén y Daniel Malena y en consecuencia se le condena a 
sufrir Un año de prisión correccional acogiendo en su fa -

vor cinc. at. Cuarto: Se condena a Catalino Amparo y José 
de Js. Alvarez Bogaert al pago de una indemnizaci5n de 
RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en favor de 
Francisco Malena RD$500.00 (Quinientos Pesos) en fa-
vor de Elson Germosén como justa reparación de los da-
ños que le causara. Quinto: Se condena a Catalino Amparo 

BOLETIN JUDICIAL 
	

1369 

Paulino y José de Js. Alvarez Bogaert al pago de las costas 
civiles con distracción en provecho de los Abogados Dres. 
Guillermo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez quienes afir-
man haberlas avanzado en mayor parte. Sexto: Se pro-
nuncia el defecto contra José de Js. Alvarez Bogaert por 
falta de comparecencia. Séptimo: Se declara vencida la 
fianza que le fuera otorgada a Catalina Amparo Paulino 
para ser distribuffla de acuerdo a la ley de la materia. Oc-
tavo: Se condena además al pago de las costas'.— por vio-
lación u omisión no reparada de formas prescritas por la 
Ley a pena de nulidad al no estar debidamente motivadas 
yy al haber estatuido ultra petita, en relación al venci-
y al haber estatuido ultra petita, en relación al venci-
secuencia se avoca el fondo del asunto y por lo tanto falla 
lo siguiente: a) Declara, culpable al prevenido Catalino 
Amparo Paulino, de violar la ley Núm. 241, en perjuicio 
de Elson Germosen y Daniel Malena, y en consecuencia 
lo condena al pago de una multa de RD$30.00 acogiendo 
en su favor amplias circunstancias atenuantes; b) Declara 
regulares y válidos en la forma, las constituciones en par-
te civil hechas por Francisco Malena, en su calidad de pa-
dre y tutor legal de 'su hijo menor Daniel Malena, y Elson 
Germosén, en contra de José de Jesús Alvarez Bogaert, 
por llenar los requisitos legales, y en cuanto al fondo con-
dena a la persona civilmente responsable José de Jesús 
Alvarez Bogaert al pago de las siguientes indemnizacio-
nes: para Francisco Malena la suma de RD$1,200.00 (Mil 
Doscientos Pesos Ora) y para Elson Germosén la suma de 
RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro) como reparación de 

s daños morales y materiales sufridos por los agraviados. 
cantidades que esta Corte estima ser las ajustadas para 
resarcir los perjuicios ya mencionados y c) Condena al pre 
venido Catalino Amparo Paulino, al pago de las costas pe-
nales de esta alzada y asimismo condena a éste y a la per-
sona civilmente responsable al pago de 1^ costas civiles 
con distracción de las mismas en favor de los abogados 

1 
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responsable José de Jesús Alvarez Bogaert, en contra de 
la sentencia correccional Núm. 1313, dictada por la segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 29 de septiembre de 
1971, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se 
declara nula y sin ningún efecto el recurso de Oposición 
intentado por Catalino Amparo Paulino y se le confirma 
en todas sus partese la sentencia recurrida. Segundo: Se 
condena al prevendo y a José de Jesús Alvarez Bogaert al 
pago de las costas civiles con la distracción de la misma en 
provecho del Dr. Guillermo Sánchez Gil, Lic. Jorge Luis 
Pérez quien afirma haberla avanzado en su mayor parte. 
Tercero: Se condena además al pago de las costas por ha-
ber sido hechos de conformidad a la ley.'.— SEGUNDO: 
Revoca, la decisión recurrida anteriormente transcrita y 
consecuencialmente la sentencia en defecto objeto del re-
curso de oposición Núm. 786, de fecha 30 de junio de 
1971, dictada por la misma Cámara Penal, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se acoge como buena 
y válida la constitución en parte civil intentada por Fran-
cisco Malena y Elson Germosén en contra de Catalino Am-
paro Paulino y José de Js. Alvarez Bogaert al través de 
los Dres. Guillermo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez por ser 
regular en la forma. Segundo: Se pronuncia el defecto con-
tra el acusado Catalino Amparo Paulino por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante estar legalmente 
citado. Tercero: Se declara culpable a Catalina Amparo 
Paulino de Vilo a la Ley No. 241 en perjuicio de Elson Ger-
mosén y Daniel Malena y en consecuencia se le condena a 
sufrir Un año de prisión correccional acogiendo en su fa-
vor circ. at. Cuarto: Se condena a Catalino Amparo y José 
de Js. Alvarez Bogaert al paga de una indemnización de 
RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos Oro) en favor de 
Francisco Malena RD$500.00 (Quinientos Pesos) en fa-
vor de Elson Germosén como justa reparación de los da-
ños que le causara. Quinto: Se condena a Catalino Amparo 
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Paulino y José de Js. Alvarez Bogaert al pago de las costas 
civiles con distracción en provecho de los Abogados Dres. 
Guillermo Sánchez Gil y Jorge Luis Pérez quienes afir-
man haberlas avanzado en mayor parte. Sexto: Se pro-
nuncia el defecto contra José de Js. Alvarez Bogaert por 
falta de comparecencia. Séptimo: Se declara vencida la 
fianza que le fuera otorgada a Catalino Amparo Paulino 
para ser distribuida de acuerdo a la ley de la materia. Oc-
tavo: Se condena además al pago de las castas'.— por vio-
lación u omisión no reparada de formas prescritas por la 
Ley a pena de nulidad al no estar debidamente motivadas 
yy al haber estatuido ultra petita, en relación al venci-
y al haber estatuido ultra petita, en relación al venci-
secuencia se avoca el fondo del asunto y por lo tanto falla 
lo siguiente: a) Declara, culpable al prevenido Catalino 
Amparo Paulino, ide violar la ley Núm. 241, en perjuicio 
de Elson Germosen y Daniel Malena, y en consecuencia 
lo condena al pago de una multa de RD$30.00 acogiendo 
en su favor amplias circunstancias atenuantes; b) Declara 
regulares y válidos en la forma, las constituciones en par-
te civil hechas por Francisco Malena, en su calidad de pa-
dre y tutor legal de su hijo menor Daniel Malena, y Elson 
Germosén, en contra de José de Jesús Alvarez Bogaert, 
por llenar los requisitos legales, y en cuanto al fondo con-
dena a la persona civilmente responsable José de Jesús 
Alvarez Bogaert al pago de las siguientes indemnizacio-
nes: para Francisco Malena la suma de RD$1,200.00 (Mil 
Doscientos Pesos Oro) y para Elson Germosén la suma de 
RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro) como reparación de 

s daños morales y materiales sufridos por los agraviados. 
cantidades que esta Corte estima ser las ajustadas para 
resarcir los perjuicios ya mencionados y e) Condena al pre 
venido Catalino Amparo Paulino, al pago de las costas pe-
nales de esta alzada y asimismo condena a éste y a la per-
sona civilmente responsable al pago de 1.113 costas civiles 
con distracción de las mismas en favor de los abogados 



k 
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Lic. Jorge Luis Pérez y Dr. Guillermo Sánchez Gil, por 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecidos los hechos siguientes: a) Que el día 25 de di-
ciembre de 1969, mientras la camioneta placa No. 82236 
conducida por Catalino Amparo Paulino, transitaba de 
Norte a Sur por la carretera de San Francisco de Macorís, 
a la sección de Rincón, al llegar al kilómetro 21, en la sec-
ción El Ranchito, jurisdicción de La Vega, chocó con la 
motocicleta placa No. 17808, propiedad de Francisco Male-
na, la cual era conducida por Elson.  Germosén y quien lle-

vaba en la parte trasera de dicha motocicleta al menor Da-
niel Malena; que a consecuencia del accidente resultó con 
golpes y heridas curables antes de 10 días y Daniel Male-
na, con fractura del músculo derecho y laceraciones, cu-
rables después de 60 días y antes de 90; b) que el accidente 
se originó por la falta del prevenido Paulino al conducir 
su vehículo a una velocidad no permitida por la ley. en 
una curva y en un tramo carretero en mal estado, y des-
viarse súbitamente hacia su derecha alcanzando a la mo-
tocicleta antes indicada que corría en la misma dirección: 

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido Paulino, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, causados con el manejo de un 
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241 de 1967, y sancionado en su más alta expresión, 
en la letra c) del mismo artículo, con penas de 6 meses a 
dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; que 
la Corte a-qua al condenarlo al pago de una multa de 30 
pesos, después de declararlo culpable y acogiendo a su fa- 

t.  

vor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido Cata-
lino Amparo Paulino, había ocasionado a las personas cons-
tituídas en parte civil, Francisco Malena, en su calidad de 
padre de su hijo menor Daniel Malena, y Elson Germosén, 
daños y perjuicios materiales y morales, cuyos montos 
apreció para Francisco Malena, en la suma de $1,200.00 pe-
sos y para Elson Germosén, en la suma, de 200 pesos, y que 
al condenar al prevenido juntamente con la persona civil-
mente responsable José de Js. Alvarez Bogaert, en su con-
dición de propietario del vehículo causante del accidente, 
a pagar esas sumas a título deindemnización en provecho 
de las personas constituidas en prate civil, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 
del Código Civil; 

Considerando, que en cuanto al recurso de casación 
interpuesto por José de Jesús Alvarez Bogaert, procede 
declarar la nulidad de éste, en vista de que el recurrente 
no ha expuesto los medios en que lo funda, como lo exige 
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento! de Casación; 

Considerando, que no procede estatuir acerca de las 
costas civiles, porque la parte con interés contrario no se 
ha presentado para reclamarlas; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, ella no contiene, en lo que respec- 
ta al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza id recurso de ca-
sación interpuesto por Catalino Amparo Paulino, contra la 
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Lic. Jorge Luis Pérez y Dr. Guillermo Sánchez Gil, po r 

 haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecidos los hechos siguientes: a) Que el día 25 de di-
ciembre de 1969, mientras la camioneta placa No. 82236 
conducida por Catalino Amparo Paulino, transitaba de 
Norte a Sur por la carretera de San Francisco de Macorís, 
a la sección de Rincón, al llegar al kilómetro 21, en la sec-
ción El Ranchito, jurisdicción de La Vega, chocó con la 
motocicleta placa No. 17808, propiedad de Francisco Male-
na, la cual era conducida por Elson Germosén y quien lle-
vaba en la parte trasera de dicha motocicleta al menor Da-
niel Malena; que a consecuencia del accidente resultó con 
golpes y heridas curables antes de 10 días y Daniel Malc-
na, con fractura del músculo derecho y laceraciones, cu-
rables después de 60 días y antes de 90; b) que el accidente 
se originó por la falta del prevenido Paulino al conducir 
su vehículo a una velocidad no permitida por la ley. en 
una curva y en un tramo carretero en mal estado, y des-
viarse súbitamente hacia su derecha alcanzando a la mo-
tocicleta antes indicada que corría en la misma dirección: 

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido Paulino, el delito de golpes 
y heridas por imprudencia, causados con el manejo de un 
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241 de 1967, y sancionado en su más alta expresión, 
en la letra c) del mismo artículo, con penas de 6 meses a 
dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; que 
la Corte a-qua al condenarlo al pago de una multa de 30 
pesos, después de &eclararlo culpable y acogiendo a su fa- 

t.  

vor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-quia dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido Cata-
lino Amparo Paulino, había ocasionado a las personas cons-
tituídas en parte civil, Francisco Malena, en su calidad de 
padre de su hijo menor Daniel Malena, y Elson Germosén, 
daños y perjuicios materiales y morales, cuyos montos 
apreció para Francisco Malena, en la suma de $1,200.00 pe-
sos y para Elson Germosén, en la suma de 200 pesos, y que 
al condenar al prevenido juntamente con la persona civil-
mente responsable José de Js. Alvarez Bogaert, en su con-
dición de propietario del vehículo causante del accidente, 
a pagar esas sumas a título deindemnización en provecho 
de las personas constituídas en prate civil, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 
del Código Civil; 

Considerando, que en cuanto al recurso de casación 
interpuesto por José de Jesús Alvarez Bogaert, procede 
declarar la nulidad de éste, en vista de que el recurrente 
no ha expuesto los medios en que lo funda, como lo exige 
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que no procede estatuir acerca de las 
costas civiles, porque la parte con interés contrario no se 
ha presentado para reclamarlas; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, ella no contiene, en lo que respec-
ta al interés del prevenido recurrente, vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza l recurso de ca-
sación interpuesto por Catalino Amparo Paulino, contra la 
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sentencia dictada en fecha 8 de mayo de 1973, por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Declara nulo el recurso interpues-
to por José de Jesús Alvarez Bogaert contra la misma sen-
tencia; y Tercero: Condena al prevenido recurrente al pa- 

go de las costas penales. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que firguran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada :  Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 8 de abril de 1974. 

Materia: Laboral. 

Recurrente: Gregorio Arias Aristy. 

Abogados: Dres. Donaldo R. Luna Arias y Porgirio L. Balcácer R. 

Abogado: Dr. F. A. Martínez Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dpminicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto. de Presidente; Manuel A. AMiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló 
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de Julio de 1975, años 132' de la -tb Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia% pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 
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Sentencia impugnada :  Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 8 de abril de 1974. 

Materia: Laboral. 

Recurrente: Gregorio Arias Aristy. 

Abogados: Dres. Donaldo R. Luna Arias y Porgirio L. Balcácer R. 

Recurrido: La Luciola Barinas, C. por A., 

Abogado: Dr. F. A. Martínez Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Ainiam,a, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló 
y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de Julio de 1975, años 132' de lag Independencia y 
112' de la Restauración, dicta en audiencia‘pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
Arias Aristy, dominicano, mayor de edad, obrero, domici-
liado en San Cristóbal, cédula No. 33332, serie 23, contra 

la sentencia dictada el 8 de abril de 
1974

ial de San Cristó- 
, por el Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judic 
bal, actuando como Tribunal de Trabajo de segundo gra-

do, cuyo dispositivo se copia más' adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al doctor Donaldo R. Luna Arias, cédula No. 

64956, serie 31, por sí y por el Dr. Porfirio L. Balcáer ; 
c 

abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones 

Oído al Dr. F. A. Martínez Hernández, cédula No. 
lectura 

64419, serie lra., abogado de la recurrida, en la  
de sus conclusiones, recurrida que es: "La Luciola Bari-
nas, C. por A.", con domicilio social en la casa No. 5, de la 
calle "María Trinidad Sánchez", de la ciudad de San Cris-

tóbal; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial' de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 29 de mayo de 
1974, suscrito por los abogados del recurrente, en el que 
se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de agosto de 

1974, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte' de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-

rrente, y los al-aculos-  1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-

to de Casación; 
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Considerando,que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo- 
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia- 
da, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, ac- 
tuando como Tribunal de Trabajo de Primer Grado, dic- 
tó una sentencia el 12 de marzo de 1974, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
pronunciar y pronuncia el defecto contra la parte deman-
dada Luciola Barinas, C. por A., por no haber compareci-
do a la audiencia ni haberse hecho representar por aboga-
do, no obstante estar legalmente citado. SEGUNDO: Que 
debe declarar y declara resuelto el contrato de trabajo 
verbal, existente entre el patrono Luciola Barinas, C. por 
A., y el obrero o empleado Gregorio Arias ,Aristy. TERCE-RO: Que debe declarar y declara injustificado el despido 
del obrero o empleado Gregorio Arias Aristy, por parte 
de su patrono Luciola Barinas, C. por A., CUARTO: Se 
condena a Luciola Barinas, C. por A., a pagar en favor del 
obrero Gregoro Arias Aristy las siguientes prestaciones 
e indemnizaciones: a) 24 días de salarios per concepto de 
preaviso; b) 45 días por concepto de auxilio de cesantía; 
e) 14 días de vacaciones; d) las 'proporciones de la regalía 
pascual; e) los beneficios durante el año 1973; f) y tres me-
ses de salarios, todo en base a un salario mensual de RD-$60.00. QUINTO: Sé condena a Luciola Barinas, C. por A., 
al pago de las costas con 'distracción de la misma en favor 
del Dr. Donaldo R. Luna Arias, por haberlas avanzado en su 
totalidad; b) que sobre el recurso de apelación del actual re 
currente, el Tribunal a-quo dict5 el fallo ahora impugnado 
en casación, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en au-
diencia contra el intimado Gregorio Arias Aristy, por no 
haber comparecido no obstante haber sido legalmente em-
plazado. SEGUNDO: Acoger, como al efecto Acoge las con-
clusiones presentadas en audiencia por la Litiola Barinas, 
C. por A., por considerarlas justas y reposar en prueba 
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calle "María Trinidad Sánchez", de la ciudad de San Cris-
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de la República; 

Visto el memorial. de casación depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia, el 29 de en el que 
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1974, suscrito por los abogados del recurrente,  
seproponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de agosto de 

1974, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los textos legales invocados por
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Considerando,que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, ac-
tuando como Tribunal de Trabajo de Primer Grado, dic-
tó una sentencia el 12 de marzo de 1974, cuyo olfspositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
pronunciar y pronuncia el defecto contra la parte deman-
dada Luciola Barinas, C. por A., por no haber compareci-
do a la audiencia ni haberse hecho representar por aboga-
do, no obstante estar legalmente citado. SEGUNDO: Que 
debe declarar y declara resuelto el contrato de trabajo 
verbal, existente entre el patrono Luciola Barinas, C. por 
A., y el obrero o empleado Gregorio Arias ,Aristy. TERCE-RO: Que debe declarar y declara injustificado el despido 
del obrero o empleado Gregorio Arias Aristy, por parte 
de su patrono Luciola Barinas, C. por A., CUARTO: Se 
condena a Luciola Barias s, C. por A., a pagar en favor del 
obrero Gregoro Arias Aristy las siguientes prestaciones 
e indemnizaciones: a) 24 días de salarios por concepto de 
preaviso; b) 45 días por concepto de auxilio de cesantía; 
e) 14 días 'de vacaciones; d) las proporciones de la regalía 
pascual; e) los beneficios durante el año 1973; f) y tres me-
ses de salarios, todo en base a un salario mensual de RD-$60.00. QUINTO: Se condena a Luciola. Barinas, C. por A., 
al pago de las costas con 'distracción de la misma en favor 
del Dr. Donaldo R. Luna Arias, por haberlas avanzado en su 
totalidad; b) que sobre el recurso de apelación del actual re 
currente, el Tribunal a-quo dictó el fallo ahora impugnado 
en casación, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en au-
- diencia contra el intimado Gregorio Arias Aristy, por no 
haber comparecido no obstante haber sido legalmente em-
plazado. SEGUNDO: Acoger, como al efecto Acoge las con-
clusiones presentadas en audiencia por la Litiola Barinas, 
C. por A., por considerarlas justas y reposar enprueta le- 
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TERCERO: Anular, como al efecto Anula la senten- 
gal; cia dictada por el Juzgado de paz del municipio de' San 
Cri 15 de marzo de stóbal dictada en fecha 4 a favor 
del señor Gregorio Arias Aristy por haber sido

197 
 dictado en 

violación al derecho de defensa de la Luciola Barinas, C. h 
por A. CUARTO: Condenar, como al efecto Condena al se-

ñor Gregorio Arias Aristy, al pago de las costas y ordena su Hernán-
distracción en provecho del Dr. F. A. Martínez Hernán-
dez, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; 

emorial, el recurrente pro- 
Considerando, que en su m los siguientes medios 

pone contra la sentencia impugnada,  
de casación: Primer Medio: Violación de los artículos 55 
de la Ley No. 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo; 61 
y 72 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: 

Violación del artículo 52 del Co 'digo de Trabajo; Tercer 

Medio: Falta de motivos en violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil. Violación de los artículos 

83 del Código de Trabajo; y 1315 del Código Civil; 

ación, el 
Considerando, que en su tercer medio ddo e el n caso asistió 

recurrente alega en síntesis, que aún cua n  ara la cual no fue 
a la audiencia del 8 de abril de 1974, p  
correctamente citado, aún en ese caso, el Juzgado a-quo, 
debió examinar la litis pendiente entre las partes y esta' 

 por el patrono tenía una j 
Mecer si el despido op  
causa como lo había alegado desde el primer grado; que 

ex 

Juzgado arquo al revocar la sentencia del Juzgado de Pare  lag 
sin hacer ese examen esencial del asunto, incurrió en 

violaciones denunciadas; 

Considerando, que el examen de la sentencia a 
rnp

su tra. 
ugna 

da pone de manifiesto que la Compañía despid  
baador Gregoriq, Arias Aristy y solicitó en primera ins-
tancia que sede permitiera probar lsta causa del mil' 

• ue 	
después de haberse ordenado las medidas de 

mo, q 	

ins 
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trucción solicitadas y sin que éstas se hubiesen realizado, 
el Juez de Paz declaró injustificado el despido y acogió la 
demanda del trabajador; que, en esas condiciones, el Tri-
bunal a-quo, para decidir el recurso de apelación del pa-
trono estaba en el deber de determinar y no lo hizo, si el 
despido tenía una justificación como la venía sosteniendo 
el patrono o si realmente era injustificado como lo había 
decidido el Juez de Paz; que al fallar de ese modo el refe-
rido Juzgado incurrió en la sentencia mpugnada, en las vio-
laciones denunciadas; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa en todas sus partes 
la sentencia dictada en sus atribuciones laborales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, el día 8 de abril de 1974, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de Pera-
via, en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las 
costas entre las partes. 

Firmadas: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años en el expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 
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trucción solicitadas y sin que éstas se hubiesen, realizado, 
el Juez de Paz declaró injustificado el despido y acogió la 
demanda del trabajador; que, en esas condiciones, el Tri-
bunal a-quo, para decidir el recurso de apelación del pa-
trono estaba en el deber de determinar y no lo hizo, si el 
despido tenía una justificación como lo venía sosteniendo 
el patrono o si realmente era injustificado como lo había 
decidido el Juez de Paz; que al fallar de ese modo el refe-
rido Juzgado incurrió en la sentencia mpugnada, en las vio-
laciones denunciadas; 

falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 	IÍ 
Por tales motivos: Primero: Casa en todas sus partes 

la sentencia dictada en sus atribuciones laborales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, el día 8 de abril de 1974, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de Pera-
via, en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las 
costas entre las partes., 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiaina.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años en el expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de Santiago de fecha 

8 de agosto de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Bernarda García Vda. Peguero y compartes. 

Abogado: Lic. Julián Suardí. 

Recurridos: José Ramón Ferreiras y compartes. 

Abogado: Lic. Luis Henríquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
11ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pit-
taluga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de mos  zmán, Distrito 

Nacional, hoy día 30 de Julio de 1975,  132' de la  
dependencia y 112; de la Restauración, dicta en. audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia dictada el día 8 de agosto de 1974, por la Corte 
de Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, co- 
mo Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivi se trasn- 
cribe más adelante, por Bernarda García Vda. Peguero, 

401 dominicana, mayor de edad, de quehaceres del hogar, do- 
miciliada y residente en Bonao, cédula No. 109, serie 48; 
Victoria María Gladys de Jorge, dominicana, mayor de 
edad, casada, farmacéutica, residente en Puerto Rico, Es-
tados Unidos de América, cédula No. 21319, serie lra., 

" Teófilo García, dominicano, mayor de edad, hacendado, 
domiciliado y residente en Bonao, cédula No. 5462, serie 
48; Lucila Aura García, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, propietaria, domiciliada y residente en Bonao, cédula 
No. 110, serie 48; Pedro Rodríguez y Rodríguez, en su ca-
lidad de tutor legal de los menores Betsy y Peter Rodrí- 
guez García, hijos de la finada Amelia García de Rodrí- 
guez y Cándida García, dominicana, mayor de edad, solte-

tow  ra domiciliada y residente en la ciudad de Santo Domingo, 
cédula No. 1, serie 48, todos Sucesores de José 'Antonio 
García Jiménez; 

Oído al Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula No. 28037, 
serie ira., abogado de los recurridos, en la lectura de sus 
conclusiones, recurridos que son: José Ramón Ferreira, 
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domicilia-
do y residente en Macipedro del Municipio de Monseñor 
Nouel, cédula No. 410, serie 48; Enernorosa Ferreira, do-
minicana, mayor de edad, soltera,'I'dt quehaceres del 
hogar, domiciliada y residente en Maimón del Mu- 

t:t 	Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Julián Suardí, cédula No. 5330, serie 1ra., 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

íl 

', 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de Santiago de fecha 

8 de agosto de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Bernarda García Vda. Peguero y compartes. 

Abogado: Lic. Julián Suardí. 

Recurridos: José Ramón Ferreiras y compartes. 

Abogado: Lic. Luis Henríquez Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pit-
taluga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,Distrito 
Nacional, hoy día 30 de Julio de 1975, años 132' d

D
e la In-

dependencia y 112, or
a la Restauración, dicta en. audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia dictada el día 8 de agosto de 1974, por la Corte 

. de Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, co-
mo Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivi se trasn-
cribe más adelante, por Bernarda García Vda. Peguero, 
dominicana, mayor de edad, de quehaceres del hogar, do-
miciliada y residente en Bonao, cédula No. 109, serie 48; 
Victoria María Gladys de Jorge, dominicana, mayor de 
edad, casada, farmacéutica, residente en Puerto Rico, Es-
todos Unidos de América, cédula No. 21319, serie ira., 
Teófilo García, dominicano, mayor de edad, hacendada, 
domiciliado y residente en Bonao, cédula No. 5462, serie 
48; Lucila Aura García, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, propietaria, domiciliada y residente en Bonao, cédula 
No. 110, serie 48; Pedro Rodríguez y Rodríguez, en su ca-
lidad de tutor legal de los menores Betsy y Peter Rodrí-
guez García, hijos de la finada Amelia García de Rodrí-
guez y Cándida García, dominicana, mayor de edad, solte-
ra domiciliada y residente en la ciudad de Santo Domingo, 
cédula No. 1, serie 48, todos Sucesores de José Antonio 
García Jiménez; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Julián Suardí, cédula No. 5330, serie 1ra., 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Lic. Luis Henríquez Castillo, cédula No. 28037, 
serie ira., abogado de los recurridos, en la lectura de sus 
conclusiones, recurridos que son: José Ramón Ferreira, 
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domicilia-
do y residente en Macipedro del Municipio de Monseñor 
Nouel, cédula No. 410, serie 48; Enemorosa Ferreira, do-
minicana, mayor de edad, soltera,`I'd1 quehaceres del 
hogar, domiciliada y residente en Maimón del Mu- 

1378 
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nicipio de ,Cotuí, Provincia de Sánchez Ramírez; To-
masina Ferreira, dominicana, mayor de edad soltera 
de quehaceres del hogar, domiciliada y residente' en 
Macipedro, del Municipio de Monseñor Nouel, cédula No. 
23275, serie 48; Trinidad Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y re-
sidente en la calle "20"„ No. 78, de esta ciudad, cédula No. 
14375, serie 1ra., Rosalía Ferrerira de Rodríguez, domini-
cana, mayor de edad, casada, domiciliada y residente en 
Macipedro del Municipio de Bonao, cédula No. 3530 serie 
48; Sixto Ferreira Santos, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en la calle Alta-
gracia No. 2, del Municipio de Bon:ao, cédula No. 614, se-
rie 48; María Agustina Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y resi-
dente en Arroyo del Toro, del Municipio de Bonao, cédula 
No. 6609, serie 48; Adela Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres doméstico, cédula No. 5096, 
serie lra., domiciliada y residente en la casa No. 88, de la 
Av. Venezuela, del Ensanche Ozama de esta ciudad; Gra- 
ciela Ferreira Sosa, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres del hogar, domiciliada y residente en acipe- 
dro del Municipio de Bonao, cédula No. 10680, s

M
erie 48; 

Ana Ferreira Cera, dominicana, mayor de edad, soltera, 'de 
quehaceres del hogar, cédula No. 11 735 , serie 48; domici- 
liada y residente en la calle 27 de Febrero No. 10, del Mu- 
nicipio de Bonao; María Aniceta Ferreira, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres del hogar, cédula 
No. 14658, serie lra., domiciliada y residente en la calle 
"20" casa No. 74, de Santo Domingo, Francisco José Fe- 
rreira, dominicano, mayor de edad, comerciante, domici- 
liado y residente en la casa No. 24 de la Av. Mella, de 
Santo Domingo y Angela María Ferreira, representada por 
su tutora legal Juana Martínez Vargas Vda. Ferreira, do- 
minicana, mayoriAl; edad, domiciliada y residente en la 

BOLETIN JUDICIAL 	 1381 

calle 27 de Febrero No. 14, del Municipio de Monséñor 
Nouel, cédula. No. 5080, serie 48; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repú'blica, 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado, depositado el día 26 de septiembre de 1974, en el 
cual se proponen los medios de casación que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de • defensa de los recurridos', sus-
crito por su abogado, notificado el 31 de octubre de 1974; 

Vistas las ampliaciones de los memoriales de las par-
tes en litigio, del 25 de febrero de 1975, y 4 de marzo del 
mismo año, suscritos por sus respectivos abogados; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de julio del corrien-
te año 1975, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corteode Justicia, por medio del cual llama a los Magis-
trados Fernando E. Ravelo de la Fuente y Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez, Jueces de este Tribunal, para integrar la 
Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes No. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia., después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; los artículos 1-bis 
y 2 de la Ley No. 5785, del 4 de enero de 1962, que con-
fiscó los bienes de la familia Trujillo Molina y sus afines; 
1 y siguientes de la Ley No. 48, del 6 de noviembre de 
1963, que amplió el. alcance de la anterior, 23 de la Ley 
No. 5924, de 1962; y 1, de la Ley sobro...Procedimiento de 
casación; 
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nicipio de Cotuí, Provincia de Sánchez Ramírez; To-
masina Ferreira, dominicana, mayor de edad soltera 
de quehaceres del hogar, domiciliada y residente en 
Macipedro, del Municipio de Monseñor Nouel, cédula No. 
23275, serie 48; Trinidad Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y re-
sidente en la calle "20"„ No. 78, de esta ciudad, cédula No. 
14375, serie 1ra., Rosalía Ferrerira de Rodríguez, domini-
cana, mayor de edad, casada, domiciliada y residente en 
Macipedro del Municipio de Bonao, cédula No. 3530 serie 
48; Sixto Ferreira Santos, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en la calle Alta-
gracia No. 2, del Municipio de Bonao, cédula No. 614, se-
rie 48; María Agustina Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y resi-
dente en Arroyo del Toro, del Municipio de Bonao, cédula 
No. 6609, serie 48; Adela Ferreira, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de quehaceres doméstico, cédula N

a
o. 5096, 

serie 1ra., domiciliada y residente en la casa
esta No. udad; 

88, de l 
Gra- 

a 

Av. Venezuela, del Ensanche Ozama de 	ci 

ciela Ferreira Sosa, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres del hogar, domiciliada y residente en Macipe-
dro del Municipio de Bonao, cédula No. 10680, serie 48; 
Ana Ferreira Cera, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehaceres del hogar, cédula No. 11735, serie 48; domici-
liada y residente en la calle 27 de Febrero No. 10, del Mu-
nicipio de Bonao; María Aniceta Ferreira, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres del hogar, cédula 
No. 14658, serie lra., domiciliada y residente en la calle 
"20" casa No. 74, de Santo Domingo, Francisco José Fe-
rreira, dominicano, mayor de edad, comerciante, domici-
liado y residente en la casa No. 24 de la Av. Mella, de 
Santo Domingo y Angela María Ferreira, representada por 
su tutora legal Juana Martínez Vargas Vda. Ferreira, do-
minicana, mayor¿,d1 edad, domiciliada y residente en la 

calle 27 de Febrero No. 14, del Municipio de Monséflor 
Nouel, cédula No. 5080, serie 48; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado, depositado el día 26 de septiembre de 1974, en el 
cual se proponen los medios de casación que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de • defensa de los recurridos, sus-
crito por su abogado, notificado ,e1 31 de octubre de 1974; 

Vistas las ampliaciones de los memoriales de las par-
tes en litigio, del 25 de febrero de 1975, y 4 de marzo del 
mismo año, suscritos por sus respectivos abogados; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de julio del corrien-
te año 1975, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte#cle Justicia, por medio del cual llama a los Magis-
trados Fernando E. Ravelo de la Fuente y Felipe Osvaldo 
Perdomo Báez, Jueces de este Tribunal, para integrar la 
Suprema Corte dé Justicia, en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata., de conformidad con 
las Leyes No. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu- 

. 

mentes que se mencionan más adelante; los artículos 1-bis 
y 2'de la Ley No. 5785, del 4 de enero de 1962, que con-
fiscó los bienes de la familia Trujillo Molina y sus afines; 
1 y siguientes de la Ley No. 48, del 6 de - noviembre de 
1963, que amplió el, alcance de la anterior, 23 de la Ley 
No. 5924, de 1962; y 1, de la Ley sobr"Procedimiento de 
casación; 	 1th 
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Considerando, que en la sentencia impugnada 
y
nte: a) 
en los 

docu
e ella se refiere, consta lo sig 

n mente:  

mentos a qu que, con motivo de una demanda en restitució de bienes 
intentada por los sucesores de Angel Conrado Ferreira, 
contra José. Antonio García Jiménez, causante de los aho- 

ra recurrente.s en casación, l a 
Corte de Apelación de San- 

to Domingo, que había sucedido en sus atribuciones 
dictó ciones al 

el 15 de 
Tribunal de Confiscaciones, creado en 1962,  
junio de 1966, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 

"PRIMO
ER: Declara bueno y válido el informativo reali- 

zado a requerimiento de los demandantes p'ara fund bre 
amen-

tar su reclamación iniciada el día 11 de septiemde 
1963, por haber sido realizado de conformidad con la Ley; 
SEGUNDO: Acoge las tachas presentadas por el abogado 

de los demandantes en cuanto a la no observación de las 
disposiciones de los artículos 260 y 413 del Código de Pro-

. 

 cedimiento Civil, y en consecuencia, declara nulas las de-
claraciones de los testigos del contra-inform,ativorealizado 
en fecha 2 del mes de octubre. de 1963; TERCERO: Recha-
za por improcedentes y mal fundadas las conclusiones del 
señor José Antonio García Jiménez (a) Toña Amelia; 
CUARTO: Declara nulas las ventas del 18 de agosto de 
1956, y 6 de marzo de 1957, redactadas por los notarios 
públicos Dr. Pablo A. Confesor y Dr. Ulises Rutinel, de 

los del n 	 5 y 117 del D 
úmero del Municipio de Monseñor Nouel, relativas 

respectivamente a las parcelas No. istrito Ca-
tastral No. 6, del Municipio de Monseñor Nouel, 

Provincia 

de La Vega, y sus mejoras; declarando en consecuencia, la 
nulidad de las sentencias, decretos de registros y certifica

-

dos de títulos que amparan esas Parcelas; QUINTO: Con-

dena al señor José Antonio 
García Jiménez a pagar a favor 

una indemnización 
de las partes demandantes,  a justificar

. 

 por estado, a título de daños y perjuicios materiales y mo-
rales ocasionados..e suceroses Ferreira, reclamante; SEX-

TO: Condena d' ' 
dicho señor José Antonio García Jiménez

,  

al pago de las costas con distracción en provecho del Lié. 
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Luis Henríque2 Castillo, por declarar haberlas avanzado 
en su mayor parte"; b) que, sobre recurso de José Antonio 
García Jiménez, todavía vivo, la Suprema Corte de Justicia, 
dictó el 2 de agosto de 1967, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "PRIMERO: Casa la sentencia dictada en 
sus atribuciones de Tribunal de confiscaciones, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15 de junio 
de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; y envía el asutno ante la Corte de 
Apelación de Santiago, en las mismas funciones; y SE-
GUNDO: Compensa las costas"; c) que sobre el envío así 
dispuesto, intervino el 10 de septiembre de 1973, una sen-
tencia de la Corte de .Apelación cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra el señor José Antonio García Jiménez y el 
Estado Dominicano, por falta de comparecer; SEGUNDO: 
Declara regular la intervención en el proceso del Estado 
dominicano; TERCERO: Declara nulas las ventas del 18 
de agosto de 1956; y del 6 de marzo de 1957, contenidas en 
los actos intrum .entados por los Notarios Públicos Dres. 
Pablo A. Confesor A. y Ulises Rutinel, de los del Número 
del Municipio de Monseñor Nouel, relativos a las Parcelas 
Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 6 del Municipio de 
Monseñor Nouel, Provincia de La Vega, respectivamente; 
y como consecuencia, declara nulas las sentencias, decre-
tos, registros y certificados de títulos que amparan las re-
feridas Parcelas; CUARTO: Ordena la restitución de las 
Parcelas Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 6, del Mu-
nicipio de Monseñor Nouel, ProVincia de La Vega, a sus le-
gítimos dueños, los Sucesores del finado Angel Coronado 
Ferreira, por haber sido despojado de dichas Parcelas en 
forma violenta por el señor Jos Antonio García Jiménez, 
testaferro del ex militar José Arismendy Trujillo Molina; 
QUINTO: Condena al señor José Antonio García Jiménez, 
al pago de las costas del proceso y ordena Ru distracción en 
provecho del Lic. Luis Henríquez Castillo., abogado, quien 
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Luis Henríque21 Castillo, por declarar haberlas avanzado 
en su mayor parte"; b) que, sobre recurso de José Antonio 
García Jiménez, todavía vivo, la Suprema Corte de Justicia, 
dictó el 2 de agosto de 1967, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "PRIMERO: Casa la sentencia dictada en 
sus atribuciones de Tribunal de confiscaciones, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15 de junio 
de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; y envía el asutno. ante la Corte de 
Apelación de Santiago, en las mismas funciones; y SE-
GUNDO: Compensa las costas"; c) que sobre el envío así 
dispuesto, intervino el 10 de septiembre de 1973, una sen-
tencia de la Corte de .Apelación cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra el señor José Antonio García Jiménez y el 
Estado Dominicano, por falta de comparecer; SEGUNDO: 
Declara regular la intervención en el proceso del Estado 
dominicano; TERCERO: Declara nulas las ventas del 18 
de agosto de 1956; y del 6 de marzo de 1957, contenidas en 
los actos intrurnentados por los Notarios Públicos Dres. 
Pablo A. Confesor A. y Ulises Rutinel, de los del Número 
del Municipio de Monseñor Nouel, relativos a las Parcelas 
Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 6 del Municipio de 
Monseñor Nouel, Provincia de La Vega, respectivamente; 
y como consecuencia, declara nulas las sentencias, decre-
tos, registros y certificados de títulos que amparan las re-
feridas Parcelas; CUARTO: Ordena la restitución de las 
Parcelas Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 6, del Mu-
nicipio de Monseñor Nouel, Proincia de La Vega, a sus. le-
gítimos dueños, los Sucesores del finado Angel Coronado 
Ferreira, por haber sido despojado dé dichas Parcelas en 
forma violenta por el señor Jos Antonio García Jiménez, 
testaferro del ex militar José Arismendy Trujillo Molina; 
QUINTO: Condena al señor José Antonio García Jiménez, 
al pago de las costas del proceso y ordeNgu distracción en 
provecho del Lic. Luis FIenríquez Castillo, abogado, quien 

Íj 
¿: 
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Considerando, que en la sentencia impug nada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una demanda en restitución de bienes 

intentada por los sucesores de Angel C
orvado Ferreira, 

contra José Antonio García Jiménez, causante de los aho-
ra recurrentes en casación, la Corte de Apelación de San-
to Domingo, que había sucedido en sus atril:raciones dictó el 15 al 
Tribunal de Confiscaciones, creado en 1962, de 
junio de 1966, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"PRIMERO: Declara bueno y válido el informativo reali- 

zado a requerimisento de los demandantes para fundamen
- 

tar su reclamación iniciada el día 11 de septiembre de 
1963, por haber sido realizado de conformidad con la oLgaedo

y; 

SEGUNDO: Acoge las tachas presentadas por el ab 
la de los demandantes en cuanto a no observación de las 

disposiciones de los artículos 260 y 413 del Código de Pro-' 

cedimiento Civil, y en consecuencia
,  

de los testigos 	

declara nulas las de- 

claraciones 	
tigos del contrarinform.ativo realizado 

en fecha 2 del mes de octubre de 1963; las conclusiones del 
TERCERO: Recha- 

za por improcedenes y t 	mal fundadas 

señor José Antonio García 	
ez Jiménez (a) Toño Amelia; 

CUARTO: Declara nulas las ventas del 18 de agosto de 

1956, y 6 de marzo de 1957, 
redactadas

lises Rutinel, de 
por los notarios 

públicos Dr. Pablo A. Confesor y Dr. U  
los del número del Municipio de Monseñor Nouel, relativas 
respectivamente a las parcelas No. 5 y 117 del Distrito Ca-

tastral No. 6, 
del Municipio de Monseñor Nouel, Provincia 

de La Vega, y .sus Mejoras; declarando en consecuecia, 
la 

nulidad de las sentencias, decretos de registros y certifica
-

dos de títulos que amparan esas Parcelas; QUINTO: Con-
dena al señor José Antonio García Jiménez a pagar a favor 
de las partes demandantes, una indemnización a justificar

. 

 por estado, daños y perjuicios materiales y mo- 

os1.1 
' 	

señor José Antonio García imnz
,  

al pago de las costas con distracción en provechoJ delé e 
Lié. 
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16, 120 y 99 de la Constitución de 1966. Violación de los 
artículos 8 inciso 9; 17, 38 inciso 22; 45 y 47 de la constitu-
ción de 1962. Violación de los artículos 22, 64, 94 114 in-
ciso 23 y artículo 8 de la Constitución de 1963.— Y, Viola-
ción de los artículos 2, y 18 de la Ley de confiscaciones 
No. 5924; Quinto Medio: Fplta de base legal. Violación de 
los artículos 2, 11, y 18 de la Ley No. 5924.— y 455 del Có-
digo de Procedimiento Criminal.—; 

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan en síntesis que las partes dis-
cutieron ante la Corte a-qua la admisibilidad de la oposi-
ción; que los ahora recurrentes ganaron ese punto al admi-
tirse su oposición; que, en virtud de los textos enunciados, 
la Corte a-qua, estaba en el deber de condenar en costas 
respecto a ese punto a los intimados en oposición como lo 
pidieron los recurrentes, o compensar las costas, lo que no 
hizo, todo sin dar motivos sobre el pedimento ya dicho; 
pero, 

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se ha comprobado que la Corte a-qua no dictó 
una sentencia previa y separada para declarar admisible en 
la forma la oposición que ante ella interpusieron los ahora 
recurrentes; que ese punto fue resuelto en la sentencia 
ahora impugnada, al mismo tiempo que el fondo del re-
curso; que, al obtener ganancia de causa los intimados en 
la oposición, en cuanto al ,fondo y condenar a los oponen-
tes al pago de las costas, sin hacer uso de su facultad de 
compensarlas en todas sus partes, la Corte a-qua ha proce-
dido dentro de sus facultades soberanas, por lo cual el 
primer medio de los recurrentes debe ser desestimado; 

Considerando, que, en los mediosrtegundo y tercero 
de su memorial, los recurrentes alegan, el'síntesis, que la 
Corte a-qua ha violado, al fallar como lo ha hecho, los tex- 
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arte"; e) que, so-
afirmó haberlas avanzado en 

ores su de Jos mayé Antonio García Ji-

ménez, 

 p 

bre oposición de los Suces 
 habiendo fallecido éste, intervino, el 8 de agosto de 

1974, la sentencia ahora impugnada en casación, Declara bueno y 
cuyo dis- 

positivo dice así: "FALLA: PRIMERO:  

o válid, 	
V 

en cuanto a la forma, el recurso de oposición inten-

tado por los Sucesores del finado José Antonio Garictoria 
ía Ji- 

ménez, señores Bernarda García Vda. Peguero, 
María Gladys de Jorge, Teófilo García y P

e ter. Rodríguez 

García (a) Aura, y los menores Betsy Rodríguez García y 
Peter Rodríguez García, contra sentencia dictada por esta 
Corte, en fecha diez (10) del mes de setiembre del año Mil 
Novecientos Setenta y n'es (1973), cuyo dispositivo apa-
rece copiado en parte anterior de esta decisión; SEGUN-
DO: En cuanto al fondo; rechaza el aludido recurso de 
oposición por improcedente e infundada, y como conse recu ,- 
cuencia, Confirma en todas sus partes, la sentencia 
rrida; TERCERO: Condena a los señores Bernarda Gar-
cía Vda., Peguero, Victoria María. Gladys de Jorge Teófi- 
lo García, Lucila García (a) Aura, y los menores Betsy 
Rodríguez García y Peter Rodríguez García, 

) 	

al pago de 

urso 	
uez Castillo, abogado, quien 

y ordena su distracción en pro-
las costas de este rec

vecho del Licdo. Luis do s Henríq u mayor parte"; 
afirmó haberlas avanza en s  

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, los 
Sucesores recurrentes proponen los siguientes medios de 

casación: Primer Medio: 
Violación a los artículos 130, 141 

del Código de Procedimiento Civil y falta de motivos a 

i 	
este respecto; Segundo Medio: 

Violación de los artículos 

256 y 141, motivos insuficientes y errados,violación del  viola- 
artículo 20 de la Ley No. 5924, de confiscaciones, y 

ción 	
Y del artículo 8 letra ' de la Constitución de la Repú- 

blica; Tercer Me 
`J' 

de Violación d 	 üb 
el derecho de defensa. , Ar-

tículo 8, letra ' de la Constitución de Re lica en 

dos aspectos; Cuarto Medio: Violad de
l 
 los os ar

p
t ci 	 ículos 124, 
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16, 120 y 99 de la Constitución de 1966. Violación de los 
artículos 8 inciso 9; 17, 38 inciso 22; 45 y 47 de la constitu-
ción de 1962. Violación de los artículos 22, 64, 94 114 in-
ciso 23 y artículo 8 de la Constitución de 1963.— Y, Viola-
ción de los artículos 2, y 18 de la Ley de confiscaciones 
No. 5924; Quinto Medio: Fplta de base legal. Violación de 
los artículos 2, 11, y 18 de la Ley No. 5924.— y 455 del Có-
digo de Procedimiento Criminal.—; 

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan en síntesis que las partes dis-
cutieron ante la Corte a-qua la admisibilida,d de la oposi-
ción; que los ahora recurrentes ganaron ese punto al admi-
tirse su oposición; que, en virtud de los textos enunciados, 
la Corte a-qua estaba en el deber de condenar en costas 
respecto a ese punto a los intimados en oposición como lo 
pidieron los recurrentes, o compensar las costas, lo que no 
hizo, todo sin dar motivos sobre el pedimento ya dicho; 
pero, 
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afirmó haberlas avanzado en su mayor p arte"; c) que, so-
bre oposición de los Sucesores de José Antonio García Ji-
ménez, habiendo fallecido éste, intervino, el 8 de agosto de 
1974, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y 
válido, en cuanto a la forma, el recurso de oposición inten-

tado por los Sucesores del finado José Antonio Garcictoria 
ía Ji- 

ménez, señores Bernarda García Vda. Peguero, V 
María Gladys de Jorge, Teófilo García y Peter. Rodríguez 
García (a) Aura, y los menores Betsy Rodríguez García y 
Peter Rodríguez García, contra sentencia dictada por esta 
Corte, en fecha diez (10) del mes de setiembre del año  a-

l 

Novecientos Setenta y 
Tes (1973), cuyo dispositivo ap 

SEGUN- 

rece copiado 	
parte anterior de esta decisión; recurso de en p

DO: En cuanto al fondo, rechaza el aludido  
oposición por improcedente e infundado, y como conse, 
cuencia, Confirma en todas sus partes, la sentencia recu- 
rrida; TERCERO: Condena a los señores Bernarda Gar- 
cía Vda., Peguero, Victoria María Gladys de Jorge, Teófi- 
lo García, Lucila García (a) Aura, y los menores Betsy 
Rodríguez García y Peter Rodríguez García, al pago de 
las costas de este recurso y ordena su distracción en pro- 
vecho del Licdo. Luis Henríquez Castillo, abogado, quien 
afirmó haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, los 
Sucesores recurrentes proponen los siguientes medios de 

casación: Primer Medio: 
Violación a los artículos 130, 141 

del Código de Procedimiento Civil y falta de motivos a 

este respecto; Segundo Medio: 
Violación de los artículos 

256 y 141, motivos insuficientes y errados, violación del 
artículo 20 de la Ley No. 5924, de confiscaciones, y

X 	

viola- 

ción del artículo 8 letra ' de la Constitución de la Repú- 

blica; Tercer Meáli 1-11 Violación del derecho de de
p

f
úb
en

lica, en 
sa. Ar- 

tículo 8, letra `.1" de la Constitución de la Re  

 Cuarto Medio: 
Violación de los artículos 124, 

dos aspectos 

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se ha comprobado que la Corte a-qua no dictó 
una sentencia previa y separada para declarar admisible en 
la forma la oposición que ante ella interpusieron los ahora 
recurrentes; que ese punto fue resuelto en la sentencia 
ahora impugnada, al mismo tiempo que el fondo del re-
curso; que, al obtener ganancia de causa los intimados en 
la oposición, en cuanto al fondo y condenar a los oponen-
tes al pago de las costas, sin hacer uso de su facultad de 
compensarlas en todas sus partes, la Corte a-qua ha proce-
glido dentro de sus facultades soberanas, por lo cual el 
primer medio de los recurrentes debe ser desestimado; 

Considerando, que, en los mediosiieg,undo y tercero 
de su memorial, los recurrentes alegan, el'síntesis, que la 
Corte a-qua ha violado, al fallar como lo ha hecho, los tex- 
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propósitos de la Ley No. 48 de 1963, en provecho del con-
fiscado José Antonio García Jiménez, carecía de eficacia, 
resultando frustratoria, como lo ha decidido la Corte de 
Santiago; que el hecho de que la referida Corte tomara en 
cuenta como elemento de juicio el resultado del informa-
tivo que en una fase anterior se había realizado a pedimen 
to de los demandantes, no obligaba a la Corte a-qua, a con-
ceder el contrainformativo, por las especiales circunstan-
cias del caso ahora ocurrente, ya que dichos demandantes 
tenían un interés valedero y una perspetiva positiva en 
obtener el informativo ya que, para la suerte de su deman-
da debían de mostrar que eran ellos y no otras personas, 
los perjudicados por García Jiménez, causante de los aho-
ra recurrentes, en relación con las Parcelas cuya, re•titu-
ción se reclamaba, Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 
6, del Municipio de Monseñor Nouel, Provincia de La Ve-
ga; que, finalmente, las disposiciones de los Tribunales que 
deniegan determinadas medidas por carecer de eficacia, y 
esta circunstancia es reconocida omo se reconoce en el es-
pecial caso que ahora se examina, no configuran lesión al-
guna al derecho de defensa consagrados en el texto de la 
Constitución de la República invocado por los recurrentes; 
que, por lo expuesto, los medios segundo y tercero del re-
curso carecen dé fundamento en esta especie y deben ser 
desestimados; 

Considerando, que, los recurrentes consagran el cuar-
to medio de su recurso, en síntesis, a lo siguiente: a) a sos-
tener que José Antonio García Jiménez, nunca realizó ac-
tuaciones para enriquecerse ilícitamente; b) que nunca 
actuó como testaferro de José Arismendy Trujillo Molina, 
ni antes ni después de casarse una hija suya con dicho mi-
litar; e) que, por tanto, no procedía contra él ninguna de-
manda en base a la Ley No. 5924 de 1962, sobre enrique-
cimiento ilícito por abuso o usurpacióNe  1 poder; d) que 
José Antonio García Jiménez nunca fue confiscado en sus 
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enunciados y tos 	
se ha apartado del criterio

o 

 en base al 

cual se produjo la sentencia de la Suprema Crte de Justi- 
cia, del 2 de agosto de 1967, al no concederles el contra-in- 

form 	 an ativo que habían solicitado después de haberse con- , 

cedido a los demandantes 

ial 	

la m 	

de

edida de información testi- 

mon q 
an ue dichas partes adversas a los ahora recurrenlac 

 tes 
ion, 

habían obtenido y realizado ante loe 
	 Ape 

de Santo Domingo, únicamente sobre la insostenible tesis 
de que ese contra-informativo era frustratorio, e en vista de 
que en virtud de la Ley No. 48 de 1963, los bines de José 

de la Ley No. 

Antonio García Jiménez, demandado original eran biee 

ya conficsados a García Jiménez, por efecto  
48 de 1963, por ser García Jiménez suegro de José Ar5s-
mendy Trujillo Molina; que esa negativa ha violado no 

o las le 
Yes ordinarias citadas, sino los textos constitu-

cionales también mencionados en los enunciados de los 

medios segundo y tercero; pero, 

Considerandoue, la Ley No. 48, promulgada el 6 , q  
de noviembre de 1963, no menciona por sus nombres indi-
viduales las p contra quienes pronuncia la confis-
oación de sus bienes presentes, sino que lo hace en base a 

grado de par su gr
estesco o de afinidad respecto a la fa tiago

milia 

Trujillo Molina; que la Corte de Apelación de San, 
despejando toda duda al respecto, ha dado por establecido 
que José Antonio García Jiménez, al tiempo de dictarse la 
Ley No. 48 ya, didha, se había convertido desde arios antes 
en suegro, o sea padre político de José Arismendy Trujillo 
Molina; que, por `tanto, los bienes adquiridos anteroirmen-
te por José Antonio García Jiménez quedaron confiscados 
de jure por efecto de la antedicha Ley; que por disposición 
de la misma citada Ley, contra esa confiscación no podía 
admitirse recursololguno; que, en tales circunstancias, to-

da medida de th,strucción encaminada a 
producir,

inos y 
even- 

tualmente, un resultado inconciliable con los térm 
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tos enunciados y se ha, apartado del criterio en base al 
cual se produjo la sentencia de la Suprema Corte de Justi- 
cia, del 2 de agosto de 1967, al no concederles el contra-in-
formativo que habían solicitado, después de haberse con-
cedido a los demandantes la medida de información testi-
monial que dichas partes adversas a los ahora recurrentes, 
habían obtenido y realizado ante la Corte de Apelación 

de Santo Domingo, únicamente sobre la insosteen v
nible tesis 

de que ese contra-informativo era frustratorio,enes de José 
ista de 

que en virtud de la Ley No. 48 de 1963, los bi 
Antonio García Jiménez, demandado original en restitu-
c bienes causante de los recurrentes, e eran bienes 
ya conficsados a García Jiménez, por efecto ,d la Ley No. 
48 de 1963, por ser García Jiménez suegro de José ArSs-
mendy Trujillo Molina; que esa negativa ha violado no 

lo las le 
Yes ordinarias citadas, sino los textos constitu-

cionales también mencionados en los enunciados de los 

medios segundo y tercero; pero, 

Considerando, que 	
48, promulgada el 6 

, 'la Ley No.  
de noviembre de 1963, no menciona por sus nombres indi-
viduales las personas contra quienes pronuncia la confis-
cación de sus bienes presentes, sino que lo hace en base a 

grado su g 	
de parestesco o de afinidad respecto a la

Sa 
famili
ntiago

a  

Trujillo Molina; que la Corte de Apelación de 
	, 

despejando toda duda al respecto, ha dado por establecido 
o de dictarse la 

que José Antonio García Jiménez, al. tiemp 
Ley No. 48 ya diCha, se había convertido desde años antes 
en suegro, o sea padre político de José Arismendy Trujillo 
Molina; que, por `tanto, los bienes adquiridos aeroirmen 
te por José Antonio García Jiménez quedaron confiscados 
de jure por efecto de la antedicha Ley; que por disposición 
de la misma citada Ley, contra esa confiscación no podía 
admitirse recursagAlguno; que, en tales circunstancias, to-
da medida de tnstrucción encaminada a producir, even- 

onciliable con los términos y 
tualmente, un resultado inc  

propósitos de la Ley No. 48 de 1963, en provecho del con-
fiscado José Antonio García Jiménez, carecía de eficacia, 
resultando frustratoria, como lo ha decidido la Corte de 
Santiago; que el hecho de que la referida Corte tomara en 
cuenta como elemento de juicio el resultado del informa-
tivo que en una fase anterior se había realizado a pedimen 
to de los demandantes, no obligaba a la Corte a-qua, a con-
ceder el contrainformativo, por las especiales circunstan-
cias del caso ahora ocurrente, ya que dichos demandantes 
tenían un interés valedero y una perspetiva positiva en 
obtener el informativo ya que, para la suerte de su deman-
da debían de mostrar que eran ellos y no otras personas, 
los perjudicados por García Jiménez, causante de los aho-
ra recurrentes, en relación con las Parcelas cuya restitu-
ción se reclamaba, Nos. 50 y 117 del Distrito Catastral No. 
6, del Municipio de Monseñor Nouel, Provincia de La Ve-
ga; que, finalmente, las disposiciones de los Tribunales que 
deniegan determinadas medidas por carecer de eficacia, y 
esta circunstancia es reconocida orno se reconoce en el es-
pecial caso que ahora se examina, no configuran lesión al-
guna al derecho de defensa consagrados en el texto de la 
Constitución de la República invocado por los recurrentes; 
que, por lo expuesto, los medios segundo y tercero del re-
curso carecen de fundamento en esta especie y deben ser 
desestimados; 

Considerando, que, los recurrentes consagran el cuar-
to medio de su recurso, en síntesis, a lo siguiente: a) a sos-
tener que José Antonio García Jiménez, nunca realizó ac-
tuaciones para enriquecerse ilícitamente; b) que nunca 
actuó corno testaferro de José Arismendy Trujillo Molina, 
ni antes ni después de casarse una hija suya con dicho mi 
litar; e) que, por tanto, no procedía contra él ninguna de-
manda en base a la Ley No. 5924 de 1962, sobre enrique-
cimiento ilícito por abuso o usurpacióNel poder; d) que 
José Antonio García Jiménez nunca fue confiscado en sus 
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bienes por la jurisdicción de confiscaciones; e) que el ar- 
tículo 124 de la Constitución de 1966, después de haberse 

abolido por otro texto de la misma, l 
la pena de confiscación 

general de bienes, sólo dejó en pie os efectos de leyes y 
sentencias ya cumplidos, y las Acciones ya en curso, rela,- 

pena de confiscación general de bienes, pero no 
tivas a la  ue se ha ejercido con-
la posibilidad de acciones corno la q 
tra García Jiménez; f) que la Ley No. 48 de 1963, fue dic-
tada por un organismo que no era constitucional y en mo-
mentos en que la constitución vigente no permitía, como 
la anterior de 1962, la confiscación general de bienes; g) 
que, por tanto, la aplicación por la Corte de Santiago, en 
este. caso de la pre.indicada Ley No. 48 carece de base ju-

rídica; pero, 

Considerando, que está más allá de las facultades de 

_los Tribunales de justicia, conforme a 1 os antecresul
edentta- es 

universales ddl Derecho Político, interferir en los 
dos de los acontecimientos de carácter colectivo que a fed d 

 - 

ten a las instituciones políticas; que la reimplantación e 
la Constitución de 1962, fue la obra de uno de esos acon-
tecimientos extraordinarios; que esa Constitución así res-
tablecida autorizaba la confiscación general de bienes con-
tra los culpables de enriquecimiento ilícito por el abuso o 
la usurpación del poder, mediante Ley; que, por tanto, los 
Tribunales carecen de facultad para poner en duda la vi-
gencia de la Constitución de 1962 entre los tañas 1963 

y 

1965, año el último én que surgió el Acto Instucional co-
mo Ley Suprema de la Repúlolica, precisamente a causa de 
ser la obra de un régimen similar al que se estableció en 

1963, consecuencia de un acontecimiento cole 
	t ctivo an ex-

traordinario como el que dio lugar en 1963 al gobierno de 
ese año, todo según los mismos reconocimientos del Dere- 
cho Político, de anee universal, que han sido aludidos; 
ue por las mislias razones, los Tribunales careen. de fa- 

q 	 da la vigencia y acatabilidad de 
cultad para poner en du  
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la Ley No. 48 de 1963; que, por otra parte, siendo la Ley 
No. 48 una disposición sancionatoria, ella, contriariamen-
te al criterio de los recurrentes, está 'comprendida entre las 
contenidas por el artículo 124 de la Constitución actual, 
votada en 1966; que, por todo lo expuesto, los alegatos de 
los medios segundo y tercero del memorial de los recu-
rrentes que se refieren a los puntos examinados, carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, sobre los demás alegatos de los medios 
segundo y tercero del memorial de los recurrentes, que la 
acción de los ahora recurridos contra García Jiménez, con-
trariamente a lo que parecen entender los recurrentes, era 
procesalmente pertinente, conforme al artículo 18 de la 
Ley No. 5924, de 1962, aunque su resultado eventualmen-
te no fuera favorable a los demandantes, independiente-
mente de que los bienes de dicho demandado estuvieran 
confiscados o no; que, los alegatos relativos a la conducta 
y actuaciones de García Jiménez, carecen de interés prag-
mático en el caso que se examina, pues los bienes indivi-
dualizados cuya restitución se le reclamaba estaban fuera 
de su patrimonio por efecto de la Ley No. 48, al dictarse 
la sentencia ahora impugnada; que lo ,  único a dilucidar en 
el caso, era si los bienes reclamados eran o no propiedad 
de los demandantes en el momento en que pasaron al pa-
trimonio de García Jiménez, y sobre este punto no hubo 
controversia en el curso del proceso y la Corte a-qua ha 
dado sobre ese aspecto, motivos suficientes y pertinentes; 
dando constancia, además, de que el Estado, puesto en cau-
sa, concluyó en el sentido de que se confirmara la senten-
cia en defecto objeto de la oposición de los actuales recu- 
rrentes; 

Considerando, que, en el quinto y u »l*zo medio de su 
memorial, los recurrentes alegan en síntesiá i, que siendo la 
confiscación general de bienes una pena represiva de 'ea- 
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bienes por la jurisdicción de confiscaciones; e) que el ar-
tículo 124 de la Constitución de 1966, después de haberse 
abolido por otro texto de la misma, la pena 

efectos de 	y 

sentencias ya cumplidos, y las Acciones ya en curso, rela-

tivas a la pena de confiscación general de bienes, pero no 
ue se ha ejercido con-

tra 

 posibilidad de acciones como la q 
tra García Jiménez; f) que la Ley No. 48 de 1963, fue dic-
tada por un organismo que no era constitucional y en mo-
mentos en que la constitución vigente no permitía, como 
la anterior de 1962, la confiscación general de bienes; g) 
que, por tanto, la aplicación por la Corte de Santiago, en 
este caso de la pre-indicada Ley No. 48 carece de base ju-

rídica; pero, 

Considerando, que está más allá de las facultades de
s  

.
los Tribunales de justicia, conforme a 1 os anteceden te 
universales del Derecho Político, interferir en los resulta-
dos de los acontecimientos de carácter colectivo que afec-
ten a las instituciones políticas; que la reimplantación de 
la Constitución de 1962, fue la obra de uno de esos acon- 
tecimientos extraordinarios; que esa Constitución así res-
tablecida autorizaba la confiscación general de bienes con-
tra los culpables de enriquecimiento ilícito por el abuso o 
la usurpación del poder, mediante Ley; que, por tanto, los 
Tribunales carecen de facultad para poner en duda la vi-
gencia de la Constitución de 1962 entre los arios 1963 co - 

y 

1965, año el último en que surgió el Acto Institucional 
mo Ley Suprema de la República, precisamente a causa de 

imen similar al que se estableció en 
ser la obra de un rég  
1963, consecuencia de un acontecimiento colectivo tan ex-

traordinario como el que dio lugar - en 1963 al gobierno de 

ese año, todo según los mismos reconocimientos del Dere-
cho Político, de ajoance universal, que han sido aludidos; 
que por las mismas razones, los Tribunales careen de fa-
cultad para poner en duda la vigencia y acatabilidad de 
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la Ley No. 48 de 1963; que, por otra parte, siendo la Ley 
No. 48 una disposición sancionatoria, ella, contriariamen-
te al criterio de los recurrentes, está comprendida entre las 
contenidas por el artículo 124 dé la Constitución actual, 
votada en 1966; que, por todo lo expuesto, los alegatos de 
los medios segundo y tercero del memorial de los recu-
rrentes que se refieren a los puntos examinados, carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, sobre los demás alegatos de los medios 
segundo y tercero del memorial de los recurrentes, que la 
acción de los ahora recurridos contra García Jiménez, con-
trariamente a lo que parecen entender los recurrentes, era 
procesalmente pertinente, conforme al artículo 18 de la 
Ley No. 5924, de 1962, aunque su resultado eventualmen-
te no fuera favorable a los demandantes, independiente-
mente de que los bienes de dicho demandado estuvieran 
confiscados o no; que, los alegatos relativos a la conducta 
y actuaciones de García Jiménez, carecen de interés prag-
mático en el caso que se examina, pues los bienes indivi-
dualizados cuya restitución se le reclamaba estaban fuera 
de su patrimonio por efecto de la Ley No. 48, al dictarse 
la sentencia ahora impugnada; que lo único a dilucidar en 
el caso, era si los bienes reclamados eran o no propiedad 
de los demandantes en el momento en que pasaron al pa-
trimonio de García Jiménez, y sobre este punto no hubo 
controversia en el curso del proceso y la Corte a-qua ha 
dado sobre ese aspecto, motivos suficientes y pertinentes; 
dando constancia, además, de que el Estado, puesto en cau-
sa, concluyó en el sentido de que se confirrnara la senten-
cia en defecto objeto de lá oposición de los actuales recu- 
rrentes; 

Considerando, que, en el quinto y u rno medio de su 
memorial, los recurrentes alegan en síntesis, que siendo la 
Confiscación general de bienes una pena represiva de Ca- 
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base a rácter correccional, toda aplicación de la Ley No. 48 d
e 

 1963, antro García Jiménez era improcedente, en.  enal; es decir, que 
las reglas de la prescripción en materia p  
cuando la Corte de Santiago aplicó contra él la referida 
Ley, ya habían pasado tres años, plazo de la prescripción 

en materia correccional; pero, 

Considerando, que, la Ley No. 48, no fue promulgada 
para dar por establecido un hecho ocurrido en un día de-

terminado, sino para imponer unaena, 
pena, en el caso, de ca-

rácter pecuniario; que, por su propia y especial naturale-
za, esa ley creaba un status jurídico instantáneo sobre los 
bienes de la persona alcanzada por ese texto, en forma de-

terminable, q u 
uedando solo pendiente, en ciertos casos, sim-

ples formalidades en relación con los bienes conf iscad fisca
os, 

no en su relación con las personas, puesto qe la con-
ción solo abarcaba los bienes presentes; que, por lo ex-
puesto, el quinto y último medio del recurso, en todos sus 
aspectos (algunos de los cuales repiten alegatos anteriores), 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

or esta Supre- 
Considerando, por otra parte, que, habiéndose resuel-

to el presente caso ante la Corte a-qua, y p 
ma Corte de Justicia, fundamentalmente en base al efecto 
de la. Ley No. 48 de 1963, carece de pertinencia ponderar 
los demás alegatos de los recurrentes, únicos impugn,antes 
de la sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, ob-

jeto del presente fallo; 
facultativo en. 

Considerando, que, en esta materia es las costas, 
todos los casos condenar en costas o compensar  
conforme al artículo 23 de la Ley No. 5924 de 1962, por lo 
que no es forzoso dar motivos particulares sobre estas de-

cisiones; 

Por tales linotivos: Primen): Rechaza el recurso de ca-A0-  

sación interpuesto contra la, sentencia dictada por la Corte 

de Apelación de Santiago el día 8 de agosto de 1974, en sus 
atribuciones civiles como Tribunal de Confiscaciones, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, por Bernarda García Vda. Peguero, Victoria María 
Gladys de Jorge, Teófilo García, Lucila Aura García, Pe-
dro Rodríguez y Rodríguez, en su calidad de tutor legal de 
los menores Betsy -y Peter Rodríguez García, hijos de la 

• finada. Amelia García de Rodríguez y Cándida García; to-
dos Sucesores de José Antonio Garca Jiménez; Segundo: 
Compensa entre las partes las costas de casación. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la' 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perélló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lo-
vatón Pittalu,ga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. Ernesto 
Curiel hijo.— Secretario General. 

'La presente sentencia ha siclO dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la 
audiencia pública del día, mes y años: en él expresados, y 
-fue firmada, ,leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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de Apelación de Santiago el día 8 de agosto de 1974, en sus 
atribuciones civiles como Tribunal de Confiscaciones, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, por Bernarda García Vda. Peguero, Victoria María 
Gladys de Jorge, Teófilo García, Lucila Aura García, Pe-
dro Rodríguez y Rodríguez, en su calidad de tutor legal de 
los menores Betsy y Peter Rodríguez García, hijos de la 

• finada. Amelia García de Rodríguez y Cándida García; to-
dos Sucesores de José Antonio Garca Jiménez; Segundo: 
Compensa entre las partes las costas de casación. 

Firmados: Néstor Confin Aybar.— F. E. Ravelo de la' 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdamo Báez. Ernesto 
Curiel hijo.— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años: en él expresados, y 
,fue firmada, ,leída y publicada por mí, Secretario 'General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

rácter correccional, toda aplicación de la Ley Na. 48 de 
1963, ontra García Jiménez era improcedente, en base a 
las reglas de la prescripción en materia penal; es decir, qu

e  

de Santiago aplicó contra él la referida 
cuando la Corte asado tres años, plazo de la prescripción 
Ley, ya habían p  
en materia correccional; pero, 

Considerando, que, la Ley No. 48, no fue promulgada 

para dar por establecido un hecho ocurridn  o en caso un , de ca- 
día de- 

termina 	 erial naturale- do, sino para imponer una pena, en el 

l 	
rácter pecuniario; que, por su propia y es 

ley creaba un status jurídico instantáneo sobre los 
za, esa  bienes de la persona alcanzada por ese texto, en forma de-

terminable, quedando solo p co confis ca- 

- 

endiente, en ciertos casos, sim-

ples formalidades en relación con los bienes 
	nfiscados, 

t, 	no en su relación con las personas, puesto que la r lo 
ción solo abarcaba los bienes presentes; que, po 

	ex 

puesto, el quinto y último medio del recurso, en todos sus 
aspectos (algunos de los cuales repiten alegatos anteriores), 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, por otra parte, que, habiéndose resuel-

1 to el presente caso ante la Corte 
a-qua, y por esta Supre-

ma Corte de Justicia, fundamentalmente en base 'al efecto 
de lá Ley No. 48 de 1963, carece de pertinencia ponderar 

los demás alegatos de los recurrentes, únicos Santiago, ob- 
ugnantes 

de la sentencia de la Corte de Apelación de Sant 

jeto del presente fallo; 
Considerando, que, en esta materia es facultativo sta 

en 

todos los casos condenar en costas o compensar las cos, 
conforme al artículo 23 de la Ley No. 5924 de 1962, por lo 
que no es forzoso dar motivos particulares sobre estas de-

cisiones; 

Por tales tnotivos: Primer»: Rechaza el recurso de 
ca-

sación interpuesto contra la sentencia dictada por la Corte 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
món Feliú y José Antonio Feliú Santana, dominicanos, ma-
yores de edad, casados,comerciantei el primero y chofer el 
segundo, cédulas Nos. 1902 y 2209, serie 29, respectivamen 
te; domiciliados en la casa No. 18 de la calle "John F. Ken-
nedy", de la ciudad de Miches, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San. Pedro de Macorís, el 28 
de junio del 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis 
Silvestre Nina Mota, cédula No. 22398, serie 23, abogado 
de los recurrentes; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo, en represen-
tación de los Dres. Ramón Rodríguez. Lara, cédula No. 
11417, serie 10 y Félix Antonio Brito Mata, cédula No. 
29194, serie 47, abogadOs del recurrido, que es Julio Mar-
te, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, domici-
liado en el Batey Andrés del Ingenio Boca Chica, cédula 
No. 73758, serie lra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado, de los recurrentes en la Secretaría de esta Corte, el 
23 de setiembre del 1974, en el cual se propone el medio 
de casación que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos del recurrido el 9 de noviembre del 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 y"1..134 del Código Ci-
vil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JULIO DEL 1975 

da: Corte de Apelación de San Pedro de m
a 

 Sentencia impugna 	

.. 

corís, de fecha 28 de junio de 1974• 

Materia: Civil. 

Recurrentes: José Antonio y José Ramón Feliú Santana. 

Abogado: Dr. Luis Silvestre Nina Mota. 

Recurrido: Julio Marte Castro 

Abogados: Dres. Félix Brito Mata y Rafael Rodríguez Lara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna, 
Segundo Sustituto de Presidente; Mamiel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez, Pere- 

Lovatón Pit- 

taluga, 

 Juan Bautista Rojas Almánzar y Máximo 
taluga, asistidos del Secretario General, en la Sala dondee 

 celebra sus audiencias, en la ciudad de Sato, 
D

o 
 omingo 

975 
d 

Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 de uli de 1, 
arios 132' de la Independencia y112' de la Restauració

n, 

 dicta en audvbcia pública como Corte de Casación, la si-

guiente sentencia: 

1110 
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Sentencia impu gn ada: Corte de Apelación de San Pedro de M
a_ 

corís, de fecha 28 de junio de 1974• 

Materia: Civil. 

Recurrentes: José Antonio y José Ramón Feliú Santana. 

Abogado: Dr. Luis Silvestre Nina Mota. 

Recurrido: Julio Marte Castro 

Abogados: Dres. Félix Brito Mata y Rafael Rodríguez Lara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de '
la República, la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu

-  
Pere- 

pani, Francisco Elp 	 Máximo Lovatán Pit- 
idio Beras, Joaquín M. Alvarez, 

11ó, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
taluga, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 

Domingo de 

Distrito Nacional, hoy día 
Guzmán, 	

30 de julio de 1975, 

arios 132' de la Independencia y112' de la Restauració
n, 

 dicta en audválcia pública como Corte de Casación, la si
-

guiente sentencia: 

El 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
món Feliú y José Antonio Feliú Santana, dominicanos, ma-
yores de edad, casados,comerciantel el primero y chofer el 
segundo, cédulas Nos. 1902 y 2209, serie 29, respectivamen 
te; domiciliados en la casa No. 18 de la calle "John F. Ken-
nedy", de la ciudad de Miches, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San. Pedro de Macorís, el 28 
de junio del 1974, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis 
Silvestre Nina Mota, cédula No. 22398, serie 23, abogado 
de los recurrentes; 

Oído al Dr. Antonio de Jesús Leonardo, en represen, 
tación de los Dres. Ramón Rodríguez Lara, cédula No. 
11417, serie 10 y Félix Antonio Brito Mata, cédula No. 
29194, serie 47, abogados del recurrido, que es Julio Mar-
te, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, domici-
liado en el Batey Andrés del Ingenio Boca Chica, cédula 
No. 73758, serie 1ra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado, de los recurrentes en la Secretaría de esta Corte, el 
23 de setiembre del 1974, en el cual se propone el medio 
de casación que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos del recurrido el 9 de noviembre del 1974; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1382 57.W.4 del Código Ci-
vil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 



sona civilmente responsable puesta en causa, al pago soli-
dario de la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) en 
favor del señor Julio Marte, como justa reparación por los 
dañoS y perjuicios, morales y materiales, sufridos por és-
te en el accidente que produjo el camión que conducía el 
nombrado José Antonio Feliús Santana.— CUARTO: Con-
dena a los señores José Antonio Feliú Santana y' José Ra-
món Feliú al pago de los intereses legales de la suma 
acordada, a partir de la fecha, de la demanda, a título de 
indemnización supletoria: QUINTO: Confirma la: sentencia 
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO.- Condena a los: se 
ñores José Antonio Feliú Santana y José Ramón Feliú al 
pago de las costas, distraídas en provecho de los Doctores 
Rafael Rodríguez Lara y Félix Antonio Brito Mata, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.— SEPTI-
MO:Declara la presente sentencia común y oponible a la 
compañía de Seguros San Rafael, C. por A., puesta en cau-
sa como entidad aseguradora, con todas sus consecuencia 
legales y hasta el límite de sus obligaciones contractua-
les". 

Considerando, que los recurrentes proponen en su 
memorial el siguiente medio de casación: Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto la 
sentencia carece de base legal, por no haber comprobado 
la Corte a-qua el grado de responsabilidad que incumbía a 
cada una de las personas que intervinieron en los hechos 
que generaron los daños y perjuicios; 

Considerando, que en su único medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la Corte 
a-qua "no se detuvo, como era su deber, en examinar qué 
grado de culpabilidad cabía al prevenido Antonio Feliú 
Santana en los hechos ocurridos el día 23 de marzo de 
1970, cuando se produjo el accidente ?..z...Que perdió un bra-
zo el señor Julio Marte Castro, sino qu;' ., por el contrario, 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentada por el actual recurrido, el Juzgado de q 

Primera Instancia del Distrito Judicial del S
s
eibo

o

, dictó el 

26 de junio del 1973 una' sentencia cuyo dipsitivo dice 
así: 'Falla: Primero: Se condena a los señores José Antonio 

 
liú Santana y Fe 	

José Antonio Feliú Santana y JoséRamón 

Feliú conjuntamente, al pago de una indemición de 
RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro Doanintcanosmorales

) como 

justa reparación de los daños y )  perjuicios, tanto  

como materiales, sufridos por el demandante Julio Marte; 

Seguno: Se condena a José Antonio Feliú S s 
 antana 

la indem 
 José 

Ramón Feliú, al pago de los intereses legale de 
	- 

nización acordada, así como a los gastos y honorarios del 

procedimiento, distraídos en favor de los Dres. oga 
Rafael Ro- 

ue 
dríguez Lara y Féliz Antonio Brito Matas; ab dos q 
afirmaron haberlos avanzado en su mayor parte; Tercero: 
Se declara esta sentencia oponible a la San Rafael, C. por 
A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo 
causante del daño'; b) que sobre los recursos interpuestos 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 

dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como 
re
lación inter- 
gular y vá- 

lido, en cuanto a la forma, el recurso de ape 
de 1973, por el señor Jo- 

puesto en fecha 17 de sep tiembre 
sé Ramón Feliú y José Antonio Feliú Santa

na y por la en- 
encia 

tidad aseguradora San Rafael, C. por A., contra sent  
dictada en fecha 26 de junio de 1973, por el Juzgado de 

del Distrito Judicial de El Seibo, en sus 
Primera Instancia  
atribuciones cviles, y cuyo dispositvo se copia en parte 

del presente fallo;-- SEGUNDO: Pronuncia de- 
anterior 
fecto por falta de concluir, contra la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A.;— TERCERO: Modifica los or-
dinales Primero y, Segundo de la sentencia apelada y por 
propia autoridad,"dena a los señores José Antonio Feliú 
Santana, por su hecho personal, y a José Ramón Feliú, per- 

gio 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, , 
consta lo siguiente: a) 

que con motivo de una demanda en reparación de daños y 
el Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Judicial del Seib 
s o, dictó ctó el 

26 de junio del 1973, una .  sentencia cuyo dipositivo 

así: 'Falla: Primero: Se condena a los señores José Antonio 
Feliú Santana y José Antonio Feliú Santana y José Ramón de 
Feliú conjuntamente, al pago de una indemnización  
RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro Domini:canos) como 

justa reparación de los daños y )  per uicios, tanto morales j  

omo materiales, sufridos por el demandante Julio Marte; 
c  
Seguno: Se condena a José Antonio Feliú ales de la indem- 

Santana y José 

Ramón Feliú, al 	 honorarios del pago de los intereses leg 

nización acordada, así como a los gastos y  
rocedimiento, distraídos en favor de los Dres. Rafael arios q 

R 
u
o-

p 
dríguez Lara y Féliz Antonio Brito Matas; aboge 
afirmaron haberlos avanzado en su mayor parte; Tercero: 

 Se declara esta sentencia oponible a la San Rafael, C. por 
A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo 
causante del daño'; b) que sobre los recursos interpuestos 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regul 

ción nter- 
ar y vá- 

lido, en cuanto a la forma, 	
, 	a 	i el recurso de ap el

tiembre de 1973, por el señor Jo-
puesto en fecha 17 de sep r la en-
sé Ramón Feliú y José Antonio Feliú Santana y po entencia 
tidad aseguradora San Rafael, C. por A., co  or el Juzgado de 
dictada en fecha 26 de junio de 1973, p  
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, enparte 

sus 

atribuciones cviles, y cuyo dispositvo se copia en  
SEGUNDO 

anterior del presente fallo;— 	 añía de Segu- 

ro 

 
SEGUNDO: Pronuncia de-

fecto por falta de concluir, contra la Comp 
ros San Rafael, C. por A.;— TERCERO: Modifica

, los or-

dinales Primero y Segundo de la sentencia apelada y por 
propia autoridad,4,ndena a los señores José Antonio Feliú 
Santana, por su hecho personal, y a José Ramón Feliú, per- 

sona civilmente responsable puesta en causa, al pago soli-
dario de la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) en 
favor del señor Julio Marte, como justa reparación por los 
dañoS y perjuicios, morales y materiales, sufridos por és-
te en el accidente que produjo el camión que conducía el 
nombrado José Antonio Feliús Santana.— CUARTO: Con-
dena a los señores José Antonio Feliú Santana y José Ra-
món Feliú al pago de los intereses legales de la suma 
acordada, a partir de la fecha, de la demanda, a título de 
indemnización supletoria: QUINTO: Confirma la, sentencia 
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO.- Condena a los se 
ñores José Antonio Feliú Santana y José Ramón Feliú al 
pago de las costas, distraídas en provecho de los Doctores 
Rafael Rodríguez Lara y Félix Antonio Brito Mata, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.— SEPTI-
MO:Declara la presente sentencia común y oponible a la 
compañía de Seguros San Rafael, C. por A., puesta en cau-
sa como entidad aseguradora, con todas sus consecuencia 
legales y hasta el límite de sus obligaciones contractua-
les". 

Considerando, que los recurrentes proponen en su 
memorial el siguiente medio de casación: Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto la 
sentencia carece de base legal, por no haber comprobado.  
la  Corte a-qua el grado de responsabilidad que incumbía a 
cada una de las personas que intervinieron en los hechos 
que generaron los daños y perjuicios; 

Considerando, que en su único medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la Corte 	:[ 

a-qua "no se detuvo, como era su deber, en examinar qué 
grado de culpabilidad cabía al prevenido Antonio Feliú 
Santana en los hechos ocurridos el día 23 de marzo de 
1970, cuando se produjo el 'accidente e.7,,,,Gue perdió un bra- 
zo el señor Julio Marte Castro, sino qué; por el contrario, 



BOLETIN JUDICIAL 

le 'bastó proclamar que el aspecto penal había adquirido 
autoridad de cosa definitivamente juzgada, y que, por tan-
to, Antonio Feliú Santana debía responder personalmen-
te de su hecho y por vía de consecuencia y como civilmen-
te responsable de éste, también debía responder en su ca-
lidad de comitente y propietario del vehículo., el señor José 

Ramón Feliú"; pero, 

Considerando, que son hechos constantes los siguien-
tes: a) que por sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictada en 
sus atribuciones correccionales, se declar5 a Antonio 

Feliú 

Santana culpable del delito de golpes y heridas involunta-
rios ocasionados con el manejo de un vehículo de motor, 
que ocasionaron a Julio Marte Castro, la fractura el brael 

- 

zo izquierdo y, que hubo luego que amputarle; b) d que  
prevenido fue condenado por ese hecho al pago de una mul-
ta de cien pesos oro; c) que más tarde Julio Marte Castro 
intenó la demanda en daños y perjuicios que culminó con 
las sentencias cuyos dispositivos se copian precedente- 

mente; 

Considerando, que es a los Jueces aporados del proce-
so penal a quienes compete comprobar el grado de culpa-
bilidad del prevenido en la comisión del hecho que le ha 
sido imputado, y no a los Jueces apoderados de la deman-
da en reparación de los daños causados por la comisión de 
ese hecho, como lo pretenden los recurrentes; que, por tan, 
to, la Corte aqua procedió correctamente al admitir, c on 
autoridad de cosa juzgada, los hechos establecidos en el 
proceso penal seguido a José Ramón Feliú Santana, con 
motivo del mencionado accidente para así establecer den-
tro de sus poderes soberanos de apreciación, la magnitud 
del daño causado; que, por tanto, el medio único del re-
curso carece de p"tinencia y debe ser desestimado; que, 
aún cuando los recurrentes hubiesen planteado el asunto a 
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los jueces del fondo, lo que no hicieron, el medio carecía 
de pertinencia en virtud de lo expuesto precedentemente 
sobre la autoridad de la cosa juzgado de la sentencia penal; 

Por tales motivos,_ Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Ramón Feliú y José Antonio 
Feliú Santana, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, el 28 de junio del 
1974, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
de los Dres. Rafael Rodríguez Lara y Félix Antonio Brito 
Mata, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar. —Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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le bastó proclamar que el aspecto penal había adquirido 
autoridad de cosa definitivamente juzgada, y que, por tan-
to, Antonio Feliú Santana debía responder personalmen-
te de su hecho y por vía de consecuencia y como civilmen-
te responsable de éste, también debía responder en su ca-
lidad de comitente y propietario del vehículo., el señor José 

Ramón Feliú"; pero, 

Considerando, que son hechos constantes los siguien-
tes: a) que por sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictada en 
sus atribuciones correccionales, se declaró ,  a Antonio Feliú 

Santana culpable del delito de golpes y heridas involunta-
rios ocasionados con el manejo de un vehículo de motor, 
que ocasionaron a Julio Marte Castro, la fractura del bra-
zo izquierdo y, que hubo luego que amputarle; b) que el 
prevenido fue condenado por ese hecho al pago de una mul-
ta de cien pesos oro; o) que más tarde Julio Marte Castro 
intenó la demanda en daños y perjuicios que culminó con 
las sentencias cuyos dispositivos se copian precedente- 

mente; 

Considerando, que es a los Jueces apor 	de ados l proce- 

so penal a quienes compete' comprobar el grado de culpa-
bilidad del prevenido en la comisión del hecho que le ha 
sido imputado, y no a los Jueces apoderados de la deman-
da en reparación de los daños causados por la comisión de 
ese hecho, como lo pretenden los recurrentes; que, por tan-
to, la Corte agua procedió correctamente al admitir, c on 
autoridad de cosa juzgada, los hechos establecidos en el 
proceso penal seguido a José Ramón Feliú Santana, con 
motivo del mencionado accidente para así establecer den-
tro de sus poderes soberanos de apreciación, la magnitud 
del daño causado; que, por tanto, el medio único del re-
curso carece de v"inencia y debe ser desestimado; que, 
aún cuando los recurrentes hubiesen planteado el asunto a 

los jueces del fondo, lo que no hicieron, el medio carecía 
de pertinencia en virtud de lo expue sto  precedentemente 
sobre la autoridad de la cosa juzgado de la sentencia penal; 

Por tales motivos,_ Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Ramón Feliú y José Antonio 
Feliú Santana., contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, el 28 de junio dei 
1974, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
de los Dres. Rafael Rodríguez Lara y Félix Antonio Brito 
Mata, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar. —Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Alm.ánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JULIO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 14 de febrero de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro David Sapeg y compartes. 

Interviniente: Roberto Belén Ramírez. 

Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema. Corte de 
Justicia, regualrmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo .de 

 la Fuen-

te, Primero Sustituto de Presidente Manuel A. Arniama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-

ani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
p ón Pittaluga, asistidos del Secretario 
zar y Máximo Lovatón 

 

eneral 
G, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 

hoy día 30 de julio de 1975, años 132' -de la Irídependencia 

y 112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-

mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los i cursos de casación interpuestos por Pedro .91`.  

David Sapeg, dominicano, mayor de edad, chofer, domici
- 
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liado en la calle Padre Castellanos No. 66, de esta ciudad, 
cédula No. 28534, serie 18; Enrique Pérez hijo, dominica-
no mayor de edad, propietario, dcaniciliado en la calle K 
No. 27, del Ensanche Ozama, de esta ciudad, y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social y princi-
pal establecimiento en la calle Mercedes esquina Palo 
Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 14 de febrero de 
1973 ,por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, abogado del inter-
viniente, en la lectura de sus conclusiones; interviniente 
que es, Roberto Belén Ramírez, dominicano, mayor de 
edad, soltero, obrero, domiciliado en esta ciudad, cédula 
No. 118596, serie ira; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la. Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 15 de junio de 1973, a re-
querimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, ac-
tuando en representación de los recurrentes y en la que 
no se propone ningún medio determinado de casaci(5n, 

Visto el memorial de los recurrentes de fecha 28 de 
febrero de 1975, suscrito por su abogado Rafael Antonio 
Durán Abréu, en el que se proponen los medios de casación 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito del interviniente,,firmado por su abo-
gado y fechado a 28 de febrero de 1975;11,-... 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 14 de febrero de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro David Sapeg y compartes. 

Interviniente: Roberto Belén Ramírez. 

Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la. Suprema Corte de 
Justicia, regualrmente constituida por los Jueces Néstor 

Con-
Un Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

te, Primero Sustituto de Presidente Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-

ani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Almán-
p ttaluga, asistidos del Secretario 
zar y Máximo Lovatán Pi  en la 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 30 de julio de 1975, años 132' de la Independencia 

112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co- 
y 
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

r Pedro 
Sobre los fficursos de casación interpuestos po #90 3̀.  

David Sapeg, dominicano, mayor de edad, chofer, dornici- 

liado en la calle Padre Castellanos No. 66, de esta ciudad, 
cédula No. 28534, serie 18; Enrique Pérez hijo, dominica-
no mayor de edad, propietario, dcaniciliado en la calle K 
No. 27, del Ensanche Ozama, de esta ciudad, y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social y princi-
pal establecimiento en la calle Mercedes esquina Palo 
Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 14 de febrero de 
1973 ,par la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, abogado del inter-
viniente, en la lectura de sus conclusiones; interviniente 
que es, Roberto Belén Ramírez, dominicano, mayor de 
edad, soltero, obrero, domiciliado en esta ciudad, cédula 
No. 118596, serie ira; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 15 de junio de 1973, a re-
querimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, ac-
tuando en representación de los recurrentes y en la que 
no se propone ningún medio determinado de casaci(5n; 

Visto el memorial de los recurrentes de fecha 28 de 
febrero de 1975, suscrito por su abogado Rafael Antonio 
Durán Abréu, en el que se proponen los medios de casación 
que se indican más adelante; 

Visto el escrito del intervinienteirmado por su abo-
gado y fechado a 28 de febrero de 1975.;"---.. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto legal invocado por los recurrentes, 
que se indica más adelante y los artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 
10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro- 

cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido él 11 de agos-
to de 1970, en esta ciudad, en el que resultó una persona 
con lesiones corporales curables después de 20 días, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, debidamente apoderada del caso, dictó 
una sentencia en fecha 14 de junio de 1971, 

cuyo  disposi- 

 tivo aparece inserto en el de la impugnada, h) que so-
bre los recursos interpuestos intervino. la 

 sentencia ahora 

impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
recurso de apelación de fecha 25 de junio de 1971, intenta-

do  por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, a nombre y 
representación de Pedro David Sa,peg, prevenido, Enrique 
Pérez hijo, persona civilmente responsable y la Compañía 
aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", contra sentencia de 
fecha 14 de junio de 1971, dictada por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na- 
cional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronun- 
cia el defecto contra el prevenido Pedro David Sapeg, por 
haber sido legalmente citado y no haber comparecido a la 
audiencia, en contra .de la persona civilmente responsable 
y la compañía de Seguros Pepín, S. A., por falta de con- 
cluir; Segundo: Declara al defectante Pedro David Sapeg, 
culpable por haber violado la Ley 241, sobre tránsito de 
vehículos, en sus artículos 49 letra "C" y 123, en perjuelo 
de Roberto Belé,ikamírez, en consecuencia se le condena 
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) 
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y al pago de las costas penales del proceso acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Declara al pro-
cesado Roberto Belén Ramírez, de generales anotadas en 
el expediente, no culpable de los hechos puestos a su car-
go, en consecuencia se le descarga por no haber cometido 
ninguna violación a las disposiciones establecidas en la ley 
sobre Tránsito de vehículos; Cuarto: Declara las costas de 
oficio en cuanto a esto último; Quinto: Declara regular y 
válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil, 
formulada en audiencia por el señor Roberto Ramírez, por 
órgano de su abogado .constituído Dr. Darío Dorrejo Es-
pinal, en contra del prevenido Pedro David Sapeg, por su 
hecho personal,de Enrique Pérez hijo, corno persona civil-
mente responsable, en oponibilidad de la sentencia a in-
tervenir en contra de la Cía. de Seguros Pepín, S. A., en-
tidad aseguradora del vehículo accidentado, por haber si-
do formulada de acuerdo a la ley de la materia; Sexto: En 
cuanto al fondo de 'dicha constitución, condena solidaria-
mente a Pedro David Sapeg y Enrique Pérez hijo, en sus 
calidades anotadas, al pago de una indemnización de Un 
Mil Ochocientos Pesos Oro (RD$1,800.00) en favor de Ro-
berto Belén Ramírez, como justa reparación por los daños 
morales y materiales sufridos por éste, como consecuencia 
del accidente que nos ocupa; Séptimo: Condena a Pedro 
David Sapeg y Enrique Pérez hijo, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada computados a partir de la fe-
cha de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia a intervenir, a título de indemnización complementa-
ria; Octavo: Ordena que esta, sentencia le sea ejecutoria y 
oponible con todas sus consecuencias legales a la Cía. de 
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que 
originó los daños, de conformidad con el artículo 10 mod. 
de la ley 4117; Noveno: Condena en forma solidaria a Pe-
dro David Sapeg, Enrique Pérez hijo y ,-.1 1,Cía. de Seguros 
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles; - con distracción 
de las mismas en favor del Dr. Darío Dorrejo Espinal, abo- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto legal invocado por los recurrentes, 
que se indica más adelante y los artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 
10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro- 

cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido él 11 de agos-
to de 1970, en esta ciudad, en el que resultó una persona 
con lesiones corporales curables después de 20 días, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, debidamente apoderada del caso, dictó 
«una sentencia en fecha 14 de junio de 1971, cuyo disposi-
tivo aparece inserto en el de la impugnada, h) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora 
impugnada en casacif5n, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
recurso de apelación de fecha 25 de junio de 1971, intenta-

do  por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, a nombre y 
representación de Pedro David Sapeg, preverido, Enrique 
Pérez hijo, persona civilmente responsable y la Compañía 
aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", contra sentencia de 
fecha 14 de junio de 1971, dictada por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na- 
cional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronun- 
cia el defecto contra el prevenido Pedro David Sapeg, por 
haber sido legalmente citado y no haber comparecido a la 
audiencia, en contra de la persona civilmente responsable 
y la compañía de Seguros Pepín, S. A., por falta de con- 
cluir; Segundo: Declara al defeetante Pedro David Sapeg, 
culpable por haber violado la Ley 241, sobre tránsito de 
vehículos, en sus artículos 49 letra "C" y 123, en perjucio 
de Roberto BeléAamírez, en consecuencia se le condena 
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) 

y al pago de las costas penales del proceso acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Declara al pro-
cesado Roberto Belén Ramírez, de generales anotadas en 
el expediente, no culpable de los hechos puestos a su car-go, en consecuencia se le descarga por no haber cometido 
ninguna violación a las disposiciones establecidas en la ley 
sobre Tránsito de vehículos; Cuarto: Declara las costas de 
oficio en cuanto a esto último; Quinto: Declara regular y 
válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil, 
formulada en audiencia por el señor Roberto Ramírez, por 
órgano de su abogado constituido Dr. Darío Dorrejo Es-
pinal, en contra del prevenido Pedro David Sapeg, por su 
hecho personal,de Enrique Pérez hijo, como persona civil-
mente responsable, en oponibilidad de la sentencia a in-
tervenir en contra de la Cía. de Seguros Pepín, S. A., en-
tidad aseguradora del vehículo accidentado, por haber si-
do formulada de acuerdo a la ley de la materia; Sexto: En 
cuanto al fondo de dicha constitución, condena solidaria-
mente a Pedro David Sapeg y Enrique Pérez hijo, en sus 
calidades anotadas, al pago de una indemnizaci5n de Un 
Mil Ochocientos Pesos Oro (RD$1,800.00) en favor de Ro-. 
harto Belén Ramírez, como justa reparación por los daños 
morales y materiales sufridospor éste, como consecuencia 
del accidente que nos ocupa; Séptimo: Condena a Pedro 
David Sapeg y Enrique Pérez hijo, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada computados a partir de la fe-
cha de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia a intervenir, a título de indemnización complementa-
ria; Octavo: Ordena que esta, sentencia le sea ejecutoria y 
oponible con todas sus consecuencias legales a la Cía. de 
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que 
originó los daños, de conformidad con el artículo 10 mod. 
de la ley 4117; Noveno: Condena en forma solidaria a Pe-
dro David Sapeg, Enrique Pérez hijo 37 ,-.11Cía. de Seguros 
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles -, - con distracción 
de las mismas en favor del Dr. Darío Dorrejo Espinal, abo- 
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gado que afirman estalas avanzando en su totalidad'; 
SEGUNDO: Confirma en todas sus parte3 la sentencia ape-
lada; TERCERO: Condena a Pedro David Sapeg, al pago 
de las costas penales; CUARTO: Condena a los apelantes 
al pago de las costas civiles y ordena su distracción en pro-
vecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal, quien afirma estar-

las avanzando en su totalidad"; 

Considerando, que los recurrentes proponen en su 
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta de 

Falta de Ba- 
base legal; Segundo Medio: Falta de motivos, 
se legal. Errónea aplicación de las artículos 49, letra c) de 

la Ley 241 de Tránsito de Vehículos; 

Considerando, que los recurrentes en sus dos medios 
de casación reunidos, alegan en definitiva, que habdo 
sido establecido que el accidente de que se

r 
 trata ien ocurrió, 

cuando el vehículo conducido por dicho pevenido recu-
rrente y la bicicleta conducida por Ramírez, sé desplaza-
ban en la misma dirección y el ciclista rebasó al carro y 

de manera intempestiva trató de doblar cruzándosele al
uda  en forma que su conductor no pudo evitar el ac-

cidente, la Corte -aqua, para des cargar al ciclista y con-
denar al conductor del vehículo, alegan los recurre tos, 
desnaturalizó los hehos de la causa; que además dicha Cor-
te, prosiguen los recurrentes, no examina en la sentencia 
impugnada, cuáles hechos constituyen la imprudencia o la 
falta que pone a cargo del prevenido Sapeg, y tampoco exa- 
mina la conducta del ciclista y la incidencia que esto pudo 
tener en el accidente; que todo ello la indujo a hacer una 
falsa aplicación del artículo 49, letra c) de la LO 241, por 

lo que dicha sentencia debe ser casada; pero, 

Considera 	
que si bien es cierto, que en el caso, el 

testigo Arcángel Acosta, en su declaración afirma que el 

accidente ocurrió en momento en que el ciclista rebasó al 
carro conducido por el prevenido Sapeg estrellándose con-
tra este último, versión que recogen los recurrentes, para 
sostener que los hechos han sido desnaturalizados por la 
Corte a-qua, no es menos cierto, que dicha Corte, haciendo 
uso de su poder soberano de apreciación, y sin desnatura-
lización alguna, puesto que a los hechos dados por estable-
cidos, como se verá más adelante, le atribuyó, su verdade-
ro sentido y alcance, lo que hizo fue, restarle crédito ;  co-
mo pudo hacerlo, a la declaración antes dicha, y ponde-
rando los demás elementos de juicio que fueron regular-
mente adminsitrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecidos los siguientes hechos: a) que el día 11 de agos-
to de 1970, en horas de la mañana, mientras el carro placa 
No. 53922, manejado por Pedro David Sapeg, y asegurado 
con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., transitaba de Es-
te a Oeste por la calle Padre Castellanos, al llegar a la es-
quina Juana Saltitopa, chocó par la parte trsera a una bici-
cleta que iba delante en la misma dirección, conducida por 
Roberto Belén Ramírez; b) que en ocasión de dicho cho-
que, el conductor de la bicicleta, Roberto Belén resultó con 
varias lesiones corporales, curables después de los 20 días 
y antes de los 30, que lo obligaron a estar internado en una 
clínica por algunos días; c) que dicho accidente ocurrió por 
la imprudencia del conductor del carro Pedro David Sapeg, 
quien al advertir que delante de él iba el ciclista Belén 
Ramírez en su bicicleta, y que se proponía doblar por la 
calle Saltitopa, debió tomar todas las precauciones, como 
reducir la velocidad, etc. y no lo hizo, para que el ciclista 
pudiera doblar sin ninguna clase de entorpecimientos; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia produci-
dos con el manejo de un vehículo d'e nr. fer, previsto por el 
artículo 49 de la Ley 241 de 1967 y sanciónado por el mis-
mo texto legal en su letra e) con las penas de 6 mese a 2 
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vecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal, quien afirma estar-
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cuando el vehículo conducido por dicho prevenido recu-
rrente y la bicicleta conducida por Ramírez, sé desplaza-
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falta que pone a cargo del prevenido Sapeg, y tampoco 
mina la conducta del ciclista y la incidencia que esto pudo 
tener en el accidente; que todo ello la indujo a hacer una 
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accidente ocurrió en momento en que el ciclista rebasó al 
carro conducido por el prevenido Sapeg estrellándose con-
tra este último, versión que recogen los recurrentes, para 
sostener que los hechos han sido desnaturalizados por la 
Corte a-qua, no es menos cierto, que dicha Corte, haciendo 
uso de su poder soberano de apreciación, y sin desnatura-
lización alguna, puesto que a los hechos dados por estable-
cidos, como se verá más adelante, le atribuyó su verdade-
ro sentido y alcance, lo que hizo fue, restarle crédito, co-
mo pudo hacerlo, a la declaración antes dicha, y ponde-
rando los demás elementos de juicio que fueron regular-
mente adminsitrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecidos los siguientes hechos: a) que el día 11 de agos-
to de 1970, en horas de la mañana, mientras el carro placa 
No. 53922, manejado por Pedro David Sapeg, y asegurado 
con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., transitaba de Es-
te a Oeste por la calle Padre Castellanos, al llegar a la es-
quina Juana Saltitopa, chocó por la parte trsera a una bici-
cleta que iba delante en la misma dirección, conducida por 
Roberto Belén Ramírez; b) que en ocasión de dicho cho-
que, el conductor de la bicicleta, Roberto Belén resultó con 
varias lesiones 'corporales, curables después de los 20 días 
y antes de los 30, que lo obligaron a estar internado en una. 
clínica por algunos días; 'e) que dicho accidente ocurrió por 
la imprudencia del conductor del carro Pedro David Sapeg, 
quien al advertir que delante de él iba el ciclista Belén 
Ramírez en su bicicleta, y que se proponía doblar por la 
calle Saltitopa, debió tomar todas las precauciones, como 
reducir la velocidad, etc. y no lo hizo, para que el ciclista 
pudiera doblar sin ninguna clase de entorpecimientos; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia produci-
dos con el manejo de un vehículo dé Tri7.fer, previsto por el 
artículo 49 de la Ley 241 de 1967 y sanciIn:ado por el mis-
mo texto legal en su letra c) con las penas de 6 mese a 2 
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años de prisión y multa de cien a quinientos pesos si la 
enfermedad o imposibilidad para dedicarse al trabajo du-
rare veinte días o más, como ocurrió en la especie; que en 
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente al pago 
de una multa de RD$50.00, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, después de declararlo culpable, la Cor-
te a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 

establecido, que el hecho cometido por el prevenido había 
ocasionado a Beler Ramírez, parte civil constituida, daños 
y perjuicios materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente en la suma de RD$1,800.00 (Un mil ochocien-
tos pesos oro); que, en consecuencia, al condenar solida-
riamente al prevenido Pedro David Sapeg, con la persona 
civilmente responsable Enrique Pérez hijo, al pago de esa 
suma, en provecho de Beler Ramírez, a título de indemni-
zación, y al hacerla oponible a la entidad aseguradora que 
había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-

ta publicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-

torio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi- 

que su casación; 

Considerando, por último, que contrariamente a lo 
alegado por los recurrentes, y según se desprende de lo 
arriba expuesto, los hechos en el presente caso, lejos de 
haber sido desnaturalizados, como se ha dicho, se los ha 
atribuido su verdadero sentido y alcance y la sentencia 
impugnada contierr motivos de hecho y de derecho sufi-
cientes y pertinerites que justifican su dispositvo, por lo  

que los alegatos de los recurrentes carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados; 

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-te a Roberto Belén Ramírez; Segundo: Rechaza los recur-
sos de casación interpuesto por Pedro David Sapeg, Enri-
que Pérez hijo y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
contra la sentencia correccional, de fecha 14 de febrero de 
1973, dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y condena al prevenido al pago de las costaspena-
les; Tercero: Conden a los recurrentes Pedro David Sapeg 
y Enrique Pérez hijo, al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en favor del Dr. Darío Dorrejo Espinal, abogado 
del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad, y las hace oponibles a la compañía de Seguros 
Pepín, S. A., dentro de los límites de la Póliza. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia públicadel día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DEL JULIO DEL 1975 

unada: 
Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

Sentencia imp g  
fecha 30 de junio de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes : 
Tomás Sánchez y Alejandro Aquino. 

Abogado: 
Dr. Francisco A. Mendoza Castillo. 
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ciudad, en la calle Francisco Villaespesa esquina Marcos 
Adón, cédulas Nos. 126743 y 27630, series 1ra y 12, res-
pectivamente, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 30 de junio de 
1975, en sus atribuciones administrativas, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula No. 
10178, serie 37, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor' 
Contín A-ybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 

gundo  Se 	
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés C 

Perelló 
hu- 

pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al
Alarez 	, 

as Almánzar, Máximo Lovatón PittalU 
Juan Bautista Roj  
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre l

ta-

rio. 
 General, én la Sala donde celebra sus aud 

trien
ito Na

cias, en ala 

ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Discion, 
hoy día 30 de julio de 1975, años 132' de la Independen

-

cia y 112' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguente sentenia: 

uestos por Tomás 
Sobre los rITursosde casación interp 	

.  

Sánchez y Aldtándro Aquino (a) Chicho, dominicanos, ma- 
edad, casados, domicilados y residentes en esta 

yores de  

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Francisco A. 
Mendoza Castillo, en fecha 2 de julio de 1975, a nombre 
de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por el 
r. Francisco A. Mendoza Castillo, en el cual se invoca 
ntra la sentencia impugnada, lo que se expone más 

itdelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto legal invocado por los recurrentes, 
que se indica más adelante; y los artículos 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: z --,\ que con motivo 
de una solicitud de libertad provisional bajo fianza hecha 
Por los actuales recurrentes, la Séptima Cámara de lo Pe- 

• 
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ciudad d  
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pectivamente, contra la sentencia dictada por la Corte de 
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Dr. Francisco A. -Mendoza Castillo, en el cual se invoca 
contra la sentencia impugnada, lo que se expone más 
adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto el texto legal invocado por los recurrentes, 
que se indica más adelante; y los artículos 1, 20 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: z- -,\ tque con motivo 
de una solicitud de libertad provisional bajá fianza hecha 
Por los actuales recurrentes, la Séptima Cámara de lo Pe- 

■11■111~1~~dill 
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nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito cia 
Nacio 

nal, dictó en fecha 24 de junio de 1975, una senten cu- ar como al efec- 

y
itivo dice así: "RESOVEIVIOS:Mil 

Fij 
o dispositivo 	 Pesos Oro (RD 

to fijarnos en l sumad a su de Quinientos 
$500.000.00), en efectivo o el 50% en inmuebles hipoteca- 

avámen en favor del 
rios en primer rango libre de todo gr 
Estado Dominicano, representado por 

 Distrito 

	el Magistrado Pro- 

curado
istrito Nacional, o una Cía. de Segu-

ros, debidamente autorizada, el monto de la fianza que de-
berá depositar el nombrado Tomás Sánchez y Alejandro 
Aquino (alias) Chicho, céd. No. 126743 y 26630, series lra. 
y 12, domiciliados y residentes en la calle Francisco Villa- 
espesa esquina Marcos Adón, D. N., quiense se encuentran 
presos en la Penitenciaría Nacional de la Victoria bajo Penal la 
inculpación de violación al ar ra4 t. 33 del puedan obtener su 

Código 	, en 

perjuicio de SoledadAquino, 	
que Aquino, pa  

Libertad Provisional Bajo Fianza b) que sobre el recus-o 
 de los actuales recurr 

so de 	
entes, intervino la 

sentencia ahora impugnada en cesación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:— Admite como re-

gu
l recurso de apelación 

lar y válido en cuanto a la forrna e 
interpuesto por Tomás Sánchez y Alejandro Aquino (a) 
Chicho, contra el Auto dictado por el Juez Presidente de 
la Séptima Cámara de lo Penal. del Juzgado de Primera. 

Instancia del Distrito Nacional, en fecha 24 de las 
junio del 

elado y año 1975, por haber sido hecho de acuerdo con forma-

lidades legales; SEGUNDO: Modifica el Auto ap  

actuando por propia autoridad Fija en la cantidad de Cien-
to Cincuenta Mil Pesos Oro (RD$150.000.00), en efectivo o 
en inmuebles libres que representan un 50% más de este 
valor, o en forma de garantía que le sea otorgada por una 
Compañía de Seguros que esté válidamente autorizada 

pa- 

ra 
ejercer esta clase de negocios en todo el territorio na- 
nal, la fianza. que deberá prestar cada uno de los nom- 

cio brados TornágOgánchez y Alejandrco Aquino (a) Chicho
,  

para obtener su libertad provisional, 
la cual será otorga- 

• 

da en la forma que lo determina la ley de la materia, pa-
ra garantizar su obligación de presentarse a todos los ac-
tos del procedimiento; TERCERO: Ordena que cumplidas 
las formalidades legales exigidas por la ley, Tomás Sán-
chez y Alejandro Aquino (a) Chicho, sean puestos inme-
diatamente en libertad, a no ser que se encuentren presos 
por otra causa; CUARTO: Ordena que la presente decisión 
sea comunicada al Magistrado Procurador General de esta 
Corte, y a la parte civil, si la hubiere"; 

Considerando, que como los recurrentes se limitan a 
alegar que el monto de la fianza fijada por la Corte a-gua, 
es irrazonable, procede examinar en este único aspecto el 
fallo impugnado; 

Considerando, que la suma de RD$150,000.00 (Ciento 
Cincuenta Mil Pesos Oro), fijada por la Corte a-qua para 
que los acusados puedan obtener su libertad provisional, 
no resulta irrazonable en la especie, sobre todo si se tiene 
en cuenta que la misma puede ser prestada mediante un 
contrato otorgado por una compañía de Seguros; que por 
tanto, los alegatos de los recurrentes deben ser desestima-
dos por carecer de fundamento; 

Por tales 'motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuesto por Tomás Sánchez y Alejandro 
Aquino (a) Chicho, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 30 de jimio 
de 1975, en sus atribuciones administrativas:, cuyo dispo-
hitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Jót.1.Auín. M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Máximo Lo- 
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• 
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vatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— 

Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

Lapresente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 

la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de Julio del año 1975. 

A SABER: 

Recursos de casación penales fallados 	 
Recursos de casación penales conocidos 	 

Suspensiones de ejecución de sentencias 
Defectos 

Recursos de casación civiles fallados 	 
Recursos de casación civiles conocidos 	 

23 
18 

15 
11 

6 

Exclusiones 	  
Declinatorias 	  
Desistimientos 	  
Nombramientos de Notarios 
Resoluciones administrativas 
Autos autorizando emplazamientos   

	

.1 Autos pasando expediente para dictamen 	 
Autos fijando causas 	  
Sentencia sobre Apelación de Fianza 	 
Sentencia ordena libertad provisional bajo fianza 
Sentencia sobre solicitud de libertad bajo fianza 

----------- 1 
3 
9 
3 
3 

16 
21 
80 
42 

9 
1 
1 

262 

ERNESTO CURIEL HIJO, 
Secretario General, 

de la Suprema Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
julio del 1975. 

1 4 . 
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vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— 
Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

Lapresente sentencia ha sido dada y firmada por los 
encabezamiento, en la 

señores Jueces que figuran en su enca  
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de Julio del año 1975. 

A SABER: 

Sentencia sobre solicitud de libertad bajo fianza 	1 

Autos fijando causas 	  

Sentencia ordena libertad provisional bajo fianza 1 
Sentencia sobre Apelación de Fianza 	 

Autos autorizando emplazamientos 	 
Autos pasando expediente para dictamen 

Resoluciones administrativas 	 
Nombramientos de Notarios 	  

Declinatorias 	  
Desistimientos 	  

Recursos de casación penales fallados 	 
Recursos de casación penales conocidos 	 

Suspensiones de ejecución de sentencias 	 
Defectos 	  
Exclusiones 	  

Recursos de casación civiles fallados 	 
Recursos de casación civiles conocidos 	 

42 
80 
21 
16 

9 

15 
11 
23 
18 
6 
1 
3 
9 
3 
3 

262 

ERNESTO CURIEL HIJO, 
Secretario General, 

de la Suprema Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
julio del 1975. 
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